
EXPIDE LA LEY GENERAL DE AGUAS

La Presidenta diputada Daniela de los Santos Torres:
Tiene la palabra, por 10 minutos, el diputado Luis Alfredo
Valles Mendoza, del Grupo Parlamentario de Nueva Alian-
za, para presentar iniciativa con proyecto de decreto que
expide la Ley General de Aguas.

El diputado Luis Alfredo Valles Mendoza: Con la venia,
de la Presidencia, compañeras y compañeros diputados. En
febrero de 2012, México elevó a rango constitucional el
derecho humano de acceso al agua, con ello se pretende
que el abastecimiento sea suficiente, adecuado y de cali-
dad, conforme a las necesidades básicas de cada persona,
para consumo humano y de uso personal.

De acuerdo con este mandato, el Estado es quien debe de
garantizar ese derecho y en consecuencia es quien debe re-
definir las bases, los apoyos y las modalidades para el ac-
ceso, uso equitativo y sustentable de los recursos hídricos.
Por tanto, se hace indispensable la construcción de un nue-
vo marco jurídico, así como una adecuada concientización
a la ciudadanía frente a la incorporación a este derecho.

Hablar del agua como un derecho es un paso esencial en el
camino a una mayor justicia social y ambiental, en particu-
lar porque es una de las condiciones fundamentales para la
supervivencia, un elemento esencial del desarrollo sosteni-
ble.

Significa que todas las personas sin discriminación ni ex-
cepción tengan acceso a una cantidad de agua potable para
uso personal y doméstico a un precio que no ponga en ries-
go su economía.

Los recursos hídricos juegan un papel clave en la reducción
de la pobreza, el crecimiento económico y la sustentabili-
dad ambiental. El agua propicia el bienestar de la pobla-
ción y el crecimiento inclusivo. En el Grupo Parlamentario
de Nueva Alianza somos conscientes que, como legislado-
res, nuestra responsabilidad es legislar con eficacia para
garantizar los derechos humanos.

En ese sentido es que presentamos esta iniciativa que expi-
de la Ley General de Aguas, Reglamentaria de los Artícu-
los 4º, párrafo sexto y 27, párrafos quinto y sexto de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
que tiene por objeto regular la explotación, uso, aprove-
chamiento, distribución y control del agua, así como esta-
blecer la participación de la federación, los estados, el Dis-
trito Federal, los municipios y la ciudadanía para garantizar
el derecho humano al agua.

La falta de agua es una de las principales causas de des-
igualdad en México y propicia conflictos que ponen en
riesgo la estabilidad social, económica y política del país.
Se sufre una crisis debido no solo a su escasez sino a su
mala distribución, administración y uso racional.

Actualmente el país enfrenta graves problemas de disponi-
bilidad, desperdicio y contaminación del agua. El 80 por
ciento de los ríos presentan algún síntoma de contamina-
ción y 12 millones de personas aun no tienen acceso al
agua potable entubada, especialmente en zonas rurales
marginales. Y la gran mayoría de los organismos operado-
res de agua no cuentan con una eficiencia financiera que
les permita fortalecerse en términos de gestión, rehabilita-
ción, operación y mantenimiento de las plantas de trata-
miento.

Esta Ley General de Aguas pretende impulsar una gestión
eficiente mediante una estrategia nacional transexenal de-
rivada del Programa Nacional Hídrico que brinde la posi-
bilidad de definir acciones de mediano y largo plazo, así
como proyectos y obas con beneficios amplios y mínimos
costos sociales, ambientales, energéticos y económicos.

Establece la participación de los tres niveles de gobierno y
de la ciudadanía, a quien otorga el 50 por ciento de los es-
pacios de los consejos de cogestión de cuencas e incluye a
representantes de pueblos indígenas, reconociendo sus de-
rechos en la gestión de recursos.

Propone –además– una contraloría social del agua confor-
mada por ciudadanos y organizaciones de la sociedad civil
encargada de monitorear el desempeño de los tres órdenes
de gobierno en la gestión de los recursos hídricos del país.
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Otro de los temas relevantes en la presente ley, es revertir
la grave contaminación de los cuerpos de agua. Por ello in-
corpora la figura del dictamen de impacto hídrico so-
cioambiental al cual se sujetará la autorización de obras y
actividades que puedan ocasionar desequilibrio en los sis-
temas de agua, presas, hoteles, unidades habitacionales,
minería, entre otros.

El modelo económico actual no ha permitido la equidad en
el acceso al agua. En ese sentido la ley propone tarifas es-
calonadas para el cobro del recurso, hacer cálculos dife-
renciados por niveles y aplicar subsidios para las zonas con
mayor grado de marginación.

Los recursos captados por concepto de derechos de agua,
deben ser aplicados al mantenimiento, rescate y nueva in-
fraestructura que garantice el pleno ejercicio del derecho
humano al agua que tienen y tenemos todos los ciudada-
nos.

Como eje fundamental, esta ley exige la transparencia y
rendición de cuentas de todos los procesos que implica la
gestión del agua como una garantía de que los recursos
económicos son aplicados con responsabilidad y que se
protege el uso y explotación de los mantos hídricos.

Para esta ley el manejo adecuado del agua es considerado
un asunto de seguridad nacional, por lo que otorga las he-
rramientas legales necesarias para alcanzar la soberanía y
sustentabilidad de nuestro país.

El acceso al agua es un bien social relacionado con el de-
recho a la vida y en Nueva Alianza refrendamos nuestro
compromiso por su defensa y conservación. Por su aten-
ción, muchas gracias. Es cuanto, señora presidenta.

«Iniciativa que expide la Ley General de Aguas, a cargo del
diputado Luis Alfredo Valles Mendoza, del Grupo Parla-
mentario de Nueva Alianza

El que suscribe, Luis Alfredo Valles Mendoza, diputado in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza en la
LXIII legislatura de la Cámara de Diputados, con funda-
mento en lo establecido en la fracción II del artículo 71 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se expide la Ley General de Aguas, al te-
nor del siguiente:

Planteamiento del problema

La reforma al artículo 4o. constitucional en materia del de-
recho humano al agua, y el mandato de articular una Ley
General de Aguas de México desde el Congreso, nos brin-
da una oportunidad única para darle una nueva orientación
a la gestión del agua en México.

Según la reforma constitucional al artículo 4o. que garanti-
za la “Disposición y saneamiento de agua para consumo
personal y doméstico en forma suficiente, salubre, acep-
table y asequible. El estado garantizará este derecho y
la ley definirá las bases, apoyos y modalidades para el
acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos hí-
dricos”.

Hablar del agua como un derecho humano significa que to-
das las personas, sin discriminación ni excepción, tengan
acceso a una cantidad de agua potable para uso personal y
doméstico a un precio que no ponga en riesgo su economía.

Hay muchas visiones, conceptos e interpretaciones desde
los ámbitos público, privado, académico y desde la socie-
dad civil. En el ejercicio para construir esta Ley General
consideramos que los nuevos tiempos para el ejercicio de
la democracia en nuestro país, nos demandan ejercicios de
transparencia y de debate público, y más en un tema tan vi-
tal como lo es el agua. Por ello, el Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza se dio a la tarea de hacer uso de herramien-
tas digitales accesibles a la ciudadanía, buscando un equi-
librio entre actores e instituciones, asegurando la participa-
ción de los no usuarios del agua y de las minorías.

El contexto actual del agua en nuestro país nos indica que
algo no se está haciendo bien en el manejo y la gestión del
agua. Existen algunos datos para ilustrarlo. 

• 80 por ciento de los ríos en México presentan algún
síntoma de contaminación, y se siguen sucediendo de-
sastres como el del Río Sonora, lo anterior es indicativo
de falta de control con respecto a las descargas que es-
tamos vertiendo en nuestros cuerpos de agua.

• El hecho de que aún y cuando estemos reportando ci-
fras de coberturas de más del 90 por ciento en agua y sa-
neamiento en la media nacional, y que sin embargo aún
existan 12 millones de personas sin acceso al agua po-
table entubada; o que quienes la tienen, no la puedan be-
ber por su calidad deficiente; o que en zonas como en
Iztapalapa no puedan contar con servicios de sostenibles



de agua, nos refieren a que algo en estas cifras oficiales
de cobertura son cuestionables.

• Hoy en día no tenemos información suficiente de la
medición de la calidad de todos nuestros cuerpos de
agua; carecemos de estaciones de medición locales y en
el campo agrícola, así como de hidrometeorología; y no
podemos medir los niveles de desempeño del 100 por
ciento de nuestros organismos operadores del país. Esta
información es vital para la planeación del agua en Mé-
xico, y nos preguntamos ¿en qué se basa la gestión del
día a día? ¿en el cálculo al azar?

• La gran mayoría de los organismos operadores del
agua en el país, no cuentan con una eficiencia financie-
ra que les permita fortalecerse en términos de gestión, y
de rehabilitación, operación y mantenimiento de las
plantas de tratamiento. Tienen serios problemas finan-
cieros, y una falta de capacidad técnica importante, da-
da la movilidad por el período gubernamental local de
tres años.

• En el Valle de México seguimos importando agua de
los estados vecinos, vulnerando las condiciones de vida
de nuestros pueblos indígenas, y no les estamos retribu-
yendo de manera justa, ni siquiera con servicios básicos.
Ello ha sido un fuerte generador de conflictos sociales,
condición que comparten también con el pueblo Yaqui
en el norte de la República.

• Aún es poco claro el manejo de los volúmenes y el
otorgamiento de las concesiones del agua en el país. Los
grandes extractores del agua, siguen siendo los grandes
usuarios agrícolas e industriales, en menoscabo del me-
dio ambiente, y del derecho humano básico.

• Reconociendo avances en materia de tecnificación pa-
ra un uso eficiente del agua en el campo, es de obser-
varse también que seguimos destinando el 76 por cien-
to de nuestra agua dulce al campo, y esta cifra no
disminuye en su tendencia. Y peor aún, no hemos logra-
do ser eficientes puesto que no tenemos garantizada la
soberanía alimentaria de nuestros habitantes.

• Los ciudadanos carecen de espacios suficientes y efi-
cientes para la planeación y toma de decisión en mate-
ria de gestión del agua, aún y cuando la Ley de Aguas
Nacionales reconoce su papel. Pocos son los espacios
garantizados, dado que en los Consejos de Cuencas

quienes participan principalmente son los grandes usua-
rios, y las minorías e indígenas, no están representados.

Todos estos retos apuntan a que no podemos mantenernos
bajo el esquema de seguir haciendo lo mismo, si queremos
resultados diferentes.

Argumentación

De esta manera, en Nueva Alianza hemos pugnado por la
participación ciudadana, buscando obtener de encuentros y
talleres con autoridades locales, organizaciones de la so-
ciedad civil estudiantes y jóvenes profesionales, la mayor
cantidades de propuestas y problemáticas para generar una
Ley General de Aguas lo más apegado posible a las verda-
deras necesidades de las y los mexicanos.

Y a partir de las percepciones y experiencias compartidas,
logramos aglutinar una serie de principios en los que se
vieran reflejadas todas las expresiones jurídicamente via-
bles. 

El resultado de este ejercicio es la iniciativa de Ley Gene-
ral de Aguas que estamos presentando ahora. Se ha busca-
do que esta Ley abarque todos y cada uno de los vacíos que
existen en materia de aguas a nivel nacional.

Los resultados se pueden resumir en 10 principios:

1. Gestión eficiente del recurso

La gestión del agua en México no se puede estar rein-
ventando cada sexenio, puesto que los problemas y re-
tos que enfrentamos se recrudecen año con año, y no
desaparecen cuando llega una nueva administración.
Requerimos entonces de una planeación con visión de
largo plazo, al margen de los sesgos partidistas o políti-
cos de quienes realizan dicho diseño.

También, esta tarea no puede recaer en unos cuantos.
Debe tomar en cuenta todas las voces, usos y saberes de
la ciudadanía, y sus logros y avances deberán ser super-
visados por ellos, a través de una figura como la Con-
traloría Social del Agua.

Debe haber una Estrategia Nacional Transexenal, deri-
vada del Programa Nacional Hídrico y un Sistema Na-
cional de Indicadores accesible a toda la ciudadanía, cu-
ya actualización sea mensual.
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El cambio climático debe ser una variable a considerar
desde ahora, a fin de que bajo ese prisma podamos re-
pensar la infraestructura de agua del país, y el destino de
las inversiones.

2. Conservar el recurso y un principio de cero contami-
nación

El medio ambiente y los ecosistemas deben ser toma-
dos en cuenta como un usuario más del agua. No pode-
mos agotar nuestros recursos por privilegiar el creci-
miento urbano desmedido y desorganizado, puesto que
pone en riesgo nuestra propia supervivencia para los
próximos años.

La contaminación de nuestros cuerpos de agua deben
ser más castigada, y la política debe orientarse hacia ce-
ro descargas de contaminantes de ningún tipo, en nin-
gún grado. La potabilización y el saneamiento deben ser
obligatorios en todos los ámbitos.

La obligatoriedad en el uso de agua pluvial para consu-
mo doméstico y urbano, y en reúso de aguas grises para
procesos industriales es una política inminente si quere-
mos conservar nuestros acuíferos.

Se incorpora la figura del Dictamen de Impacto Hídrico
Socio-Ambiental, al cual se sujetará la autorización de
obras y actividades que puedan ocasionar desequilibrio
en los sistemas de agua: presas, hoteles, unidades habi-
tacionales, minería y más.

3. Participación ciudadana en la gestión del agua

No existen políticas sin ciudadanos, y el hecho de que el
agua sea un ente vital que todos utilizamos en nuestro
día a día para la supervivencia, deriva en que su conser-
vación y uso nos compete a todos.

Por ello, en la iniciativa de ley consideramos que se de-
be recrear un equilibrio en las competencias de la Co-
misión Nacional del Agua (Conagua) y de la ciudadanía,
aunque éstos no sean usuarios, otorgando el 50 por cien-
to de los espacios en los consejos de cuencas.

También consideramos que las figuras ya existentes co-
mo el Consejo Consultivo del Agua, y los consejos de
cuencas, deben fortalecerse, en vez de desaparecer.

En materia de pueblos indígenas, consideramos que
ellos deben ser incluidos en los consejos de cuencas, y
debe haber una armonización de la ley en cuanto al re-
conocimiento de sus derechos en materia de gestión de
los recursos naturales.

4. Contar con servicios universales de agua potable con
calidad

La iniciativa de ley apela a la aplicación absoluta del de-
recho humano al agua, mediante una política de equidad
en el acceso y en la distribución del presupuesto para in-
fraestructura, de acuerdo a la distribución de la pobla-
ción en el territorio y los indicadores de marginación y
pobreza, y propone el desarrollo de un costo diferencia-
do en materia de subsidios.

El destino del presupuesto para la generación de pro-
yectos alternativos, sustentables y de bajo costo, traba-
jando en conjunto con las ONG y centros de investiga-
ción, es una premisa fundamental para el logro de este
derecho que establece la Constitución de nuestro país.

5. La prestación de servicios de calidad a nivel estatal y
municipal.

Las autoridades estatales y municipales deben asumir
sus propias responsabilidades en materia de conserva-
ción y gestión del agua y apela a que la federación for-
talezca su capacidad e infraestructura para lograrlo.

Señala que los municipios estarán obligados a transpa-
rentar sus finanzas y desempeño, para acceder al finan-
ciamiento federal, y que la Conagua estará obligada a
acompañar a los municipios en su desarrollo, y a audi-
tar los recursos que les otorgue.

6. Un pago justo por el agua

La gestión del agua ocupa recursos económicos, por lo
que es saludable considerar mecanismos y fuentes de fi-
nanciamiento en la materia.

La iniciativa propone tarifas escalonadas del agua. Ha-
cer un cálculo diferenciado por niveles: a) grupos vul-
nerables, costo cero; b) subsidio de 50 a 100 litros por
persona para uso público urbano; c) excediendo dicha
cuota, calcular un costo; d) para uso industrial o de ser-
vicios, será mayor el incremento. También existirá la



obligatoriedad por el pago de los servicios de potabili-
zación y tratamiento con el mismo cálculo.

El sector no puede seguirse descapitalizando, por lo que
se recomienda que la recaudación obtenida por los ser-
vicios de agua potable y saneamiento regrese al sector,
y obliga a la transparencia y rendición de cuentas de to-
dos los prestadores de servicios de agua, así como a la
evaluación del desempeño.

7. Desarrollo de soluciones tecnológicas

Todos los días en algún centro de investigación o en al-
gún laboratorio en México, o en el extranjero, hay al-
guien trabajando a favor de encontrar soluciones viables
para los problemas del agua. Por ello, el sector necesita
fortalecer sus cuadros técnicos, y fomentar la formación
y mantenimiento del capital del conocimiento en mate-
ria de agua, para proveer de nuevas y mejores solucio-
nes al país.

Se propone que la Conagua destine un presupuesto para
el financiamiento a expertos y proyectos de investiga-
ción, soluciones técnicas implementadas por las organi-
zaciones de la sociedad civil, así como la creación del
Servicio Profesional de Carrera del agua, para fortalecer
los cuadros de expertos técnicos y el capital de conoci-
miento especializado que requiere el sector.

8. Funcionarios responsables y con capacidad técnica

La iniciativa propone atención especial a los expertos
del agua en México. Buscamos crear un servicio perma-
nente del agua para que el capital humano en la materia
pueda aprovecharse en beneficio del país. 

9. Transparencia y rendición de cuentas

La gestión del agua en México requiere de cuentas
transparentes e información accesible para los ciudada-
nos. ¿Quiénes tienen las concesiones de agua y con qué
criterios se les asigna? ¿Cuál es el destino del presu-
puesto federal que se otorga a estados y municipios en
la materia? ¿Cómo evitar que los organismos operado-
res sean las cajas chicas de los gobiernos municipales? 

Este proyecto de ley apela a estos principios, en aras de
una gestión más clara y sin disimulos.

10. Cooperación justa y transparente a nivel internacio-
nal.

En el escenario internacional, México debe mantenerse
como un actor que resuelve su agenda doméstica, pero
que también propone iniciativas y coopera con otros
países para asegurar la conservación y el uso sustenta-
ble del agua para todo.

En un contexto global, y en el que el agua no reconoce
fronteras, la geopolítica del agua es una materia indis-
pensable para nuestra agenda internacional, y debemos
ser responsables en torno a ello.

El Grupo Parlamentario de Nueva Alianza propone la pre-
sente iniciativa de ley, que emana de un ejercicio colectivo
basado en la ciudadanía, que es la que vive en el día a día
las consecuencias de quienes tomamos las decisiones en el
nombre del agua.

Ponemos a consideración de este pleno este ejercicio, ha-
ciendo votos para que estos mecanismos de consulta se re-
pliquen y se fortalezcan, no solo en materia de sustentabi-
lidad, sino también de las grandes decisiones pendientes
para el país.

Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas, en mi calidad de dipu-
tado federal integrante del Grupo Parlamentario Nueva
Alianza en la LXII legislatura de la Cámara de Diputados,
con fundamento en lo establecido en la fracción II del artí-
culo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a con-
sideración de esta soberanía, la siguiente Iniciativa con
proyecto de 

Decreto por el que se expide la
Ley General de Aguas

Artículo Único. Ley General de Aguas

Título I

Capítulo I 
Objeto

Artículo 1. La presente ley es reglamentaria de los artícu-
los 4, párrafo sexto y 27, párrafos quinto y sexto de la
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
tiene por objeto regular la explotación, uso o aprovecha-
miento distribución y control del agua, así como establecer
la participación de la Federación, los estados, el Distrito
Federal, los municipios y la ciudadanía para garantizar el
derecho humano al agua.

El acceso equitativo al agua potable y a los servicios bási-
cos de saneamiento para satisfacción de las necesidades bá-
sicas de la población es un derecho humano y debe ser ga-
rantizado por el estado. 

La federación, los estados, el Distrito Federal, los munici-
pios y la ciudadanía, en sus respectivos ámbitos de compe-
tencia, deben garantizar a la población el derecho al acceso
y disposición equitativa al agua potable, así como el derecho
de saneamiento de agua para consumo personal y doméstico
en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible.

El agua, como bien de dominio público federal, es un re-
curso vital por lo que su conservación y protección en can-
tidad y calidad adecuada será considerado como asunto de
seguridad nacional. 

El estado deberá garantizar la disponibilidad necesaria de
agua para asegurar su uso doméstico y su uso público ur-
bano, en los términos de la presente ley; por encima de
cualquier otra actividad, incluso aquellas que se encuentran
bajo el interés público.

Capítulo II
Ámbito de aplicación

Artículo 2. Las disposiciones de esta ley son aplicables a
todas las aguas nacionales dulces continentales, sean plu-
viales, superficiales, residuales o del subsuelo, y sus bienes
nacionales asociados? así como a las cuencas y formacio-
nes geológicas por las cuales las aguas recorren o se alma-
cenan? los suelos y ecosistemas reguladores y proveedores
de agua de calidad? y las obras y sistemas a través de las
cuales las aguas son captadas, extraídas, canalizadas, al-
macenadas, distribuidas, utilizadas, recolectadas, tratadas,
infiltradas, reusadas o recicladas.

Artículo 3.

Son causas de utilidad pública:

I. La conservación, cuidado, tratamiento de las aguas
nacionales, así como la conservación y restauración de

las cuencas hidrológicas, acuíferos y sus zonas federa-
les, como un asunto de seguridad nacional;

II. La gestión participativa de los recursos hídricos, con
la corresponsabilidad de los tres órdenes de gobierno,
federal, estatal, y municipal, sociedad civil, usuarios del
agua, pueblos indígenas, y con equidad de género;

III. La cobertura universal de los servicios sostenibles
de agua potable, a fin de que todos los mexicanos cuen-
ten con agua segura, sana y limpia, en cantidad sufi-
ciente, reconociendo el derecho humano al agua que es-
tablece la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

IV. La cobertura universal de los servicios de sanea-
miento, a fin de que todos los mexicanos cuenten con un
baño digno, cercano a su domicilio o dentro de él, acor-
de al contexto cultural local; reconociendo el derecho al
saneamiento que establece la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

V. La transparencia y rendición de cuentas ante la ciu-
dadanía, y la difusión de información a través de cam-
pañas publicitarias, para que ésta pueda ejercer sus de-
rechos mediante información accesible y clara, en torno
a la gestión del agua a nivel municipal, estatal y nacio-
nal.

VI. La participación de los ciudadanos en mecanismos
de consulta durante el proceso de diseño y adopción de
los planes hidrológicos de cuenca, y que las autoridades
transparenten el cómo han sido aplicadas sus opiniones.

VII. La eliminación en su totalidad de los contaminan-
tes y desechos que se descarguen a los acuíferos subte-
rráneos y superficiales, estableciendo las políticas de
descarga cero, y construyendo la infraestructura necesa-
ria para tal fin.

VIII. La elaboración de indicadores y valores de refe-
rencia para los servicios de agua a nivel nacional y mu-
nicipal, a fin de establecer una evaluación comparativa
de la calidad del agua para los ciudadanos.

IX. La medición y evaluación de los sistemas de infil-
tración natural y la artificial o disposición al suelo o
subsuelo, así como la recarga artificial de acuíferos;



X. El reconocimiento de los ecosistemas ambientales
como usuarios del agua, y el restablecimiento de su
equilibrio.

XI. El reconocimiento y aprovechamiento del agua plu-
vial como parte del ciclo hidrológico y de la política pú-
blica del agua;

XII. El establecimiento de zonas de veda reglamentadas
y reservas de agua;

XIII. El fomento a la innovación tecnológica para la
conservación del agua y su tratamiento, así como la bús-
queda de soluciones para garantizar el abasto de los ser-
vicios, reduciendo costos económicos, con un amplio
impacto social, y en equilibrio con el medio ambiente; 

XIV. La formación de cuadros profesionales especiali-
zados en ámbitos interdisciplinarios del agua, y de la
meteorología y climatología, que coadyuven en la bús-
queda de soluciones para la construcción de la seguri-
dad hídrica nacional;

XV. La construcción, conservación, mantenimiento,
equipamiento, rehabilitación, ampliación, administra-
ción y operación de la infraestructura hidráulica, espe-
cialmente la necesaria para alcanzar la cobertura uni-
versal en servicios de agua potable y de saneamiento;

XVI. El monitoreo de la calidad de las aguas residuales,
su tratamiento, recirculación y reúso;

XVII. El establecimiento de distritos de riego, unidades
de riego, distritos de temporal tecnificado y unidades de
drenaje, así como la adquisición de las tierras y demás
bienes inmuebles necesarios para integrar las zonas de
riego o drenaje;

XVIII. La protección a los centros de población por las
afectaciones de los fenómenos hidrometeorológicos y el
cambio climático, estableciendo programas para el for-
talecimiento institucional y de la infraestructura; la pro-
ducción del conocimiento para la eficaz toma de deci-
siones; la coordinación interinstitucional, entre los tres
órdenes de gobierno, para la prevención de desastres; el
destino de fondos para la reconstrucción de los servicios
de agua potable y saneamiento;

XIX. El establecimiento de una política más enfocada
hacia la creación de sinergias entre el agua y la seguri-
dad energética y alimentaria.

XX: El uso de aguas nacionales para la generación de
energía eléctrica, minería, pesca y para la destinada a
servicios públicos;

XXI. Las tarifas de agua que deberán reflejar el costo
verdadero del uso del agua, para fomentar un uso soste-
nible de los recursos hídricos, adoptando medidas con-
cretas de apoyo para proteger a la población vulnerable,
así como para abordar cuestiones relacionadas con la
pobreza.

Artículo 4. 

Se declara de interés público:

I. La seguridad hídrica del país, que se refiere a garanti-
zar los servicios sostenibles de agua potable, drenaje y
saneamiento; protegiendo los cuerpos de agua, y la pro-
tección a los centros de población en los riesgos asocia-
dos a los fenómenos hidrometeorológicos y al cambio
climático;

II. El derecho humano al agua ecológicamente disponi-
ble, así como al saneamiento digno, en equilibrio con el
medio ambiente.

III. La cuenca como la unidad territorial básica para la
gestión integrada de los recursos hídricos, con la parti-
cipación de los tres órdenes de gobierno, usuarios y ciu-
dadanía;

IV. El conocimiento del ciclo hidrológico natural del
agua, para lo cual se requiere del establecimiento de
conceptos, métricas, parámetros, mediciones e inventa-
rios fundamentales como la base para la gestión inte-
grada de los recursos hídricos;

V. La recuperación progresiva de los acuíferos, cuencas
hidrológicas, regiones hidrológicas y sus ecosistemas,
en desequilibrio;

VI. El diálogo, la mediación y la participación entre el
gobierno y la ciudadanía, para la prevención, concilia-
ción, arbitraje, mitigación y solución de conflictos en
materia del agua y su gestión;
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VII. El control del uso de las aguas superficiales y del
subsuelo, tomando en consideración el equilibrio del ci-
clo hidrológico natural;

VIII. La modernización de los sistemas de riego, parti-
cularmente en distritos y unidades de riego, encaminado
a la eficiencia, fomentando mayor producción de ali-
mentos, con un menor uso del agua;

IX. El uso de agua salina, mediante la construcción, ins-
talación, conservación, mantenimiento, rehabilitación,
ampliación y operación de plantas desalinizadoras;

X. El uso de agua pluvial, mediante la construcción, ins-
talación, conservación, mantenimiento, rehabilitación,
ampliación y operación de sistemas para uso doméstico,
industrial y agrícola;

XI. El garantizar la participación de los usuarios, ciuda-
danos, pueblos indígenas, asociaciones civiles, organis-
mos públicos y privados prestadores de servicios de
agua, así como los tres órdenes de gobierno, en todos los
procesos de planeación para la gestión del agua en el pa-
ís y con equilibrio de género;

XII. El equilibrio ambiental y revertir la sobreexplota-
ción de los acuíferos;

XIII. El fortalecimiento de los servicios municipales de
agua potable, drenaje y saneamiento, mediante progra-
mas e incentivos, así como la transparencia de la efi-
ciencia de sus servicios;

XIV. El fomento de una cultura del agua reconociendo
su valor económico y social, que incorpore los usos y
saberes de los ciudadanos, así como las tradiciones de
los pueblos indígenas;

XV. El uso de tecnologías de la información y comuni-
cación para la prestación de servicios de calidad en el
sector hídrico.

Título II

Capítulo III
Definiciones

Artículo 5. Para efectos de esta ley se entiende por:

I. Accesible: Alcance físico y seguro del agua para con-
sumo personal y doméstico, en la cercanías inmediatas
de cada hogar, institución educativa o lugar de trabajo,
así como de la infraestructura hidráulica y los servicios
relacionados;

II. Aceptable: Cualidades y características apropiadas
de olor, color y sabor, que debe presentar el agua para
consumo personal y doméstico;

III. Acuífero: Cualquier formación geológica o conjun-
to de formaciones geológicas hidráulicamente conecta-
dos entre sí, por las que circulan o se almacenan aguas
del subsuelo que pueden ser extraídas para su uso y cu-
yos límites laterales y verticales se definen convencio-
nalmente para fines de su evaluación, manejo y admi-
nistración. El acuífero conjuntamente con la cuenca
hidrológica constituye la unidad de gestión de los recur-
sos hídricos;

IV. Aguas pluviales: el agua que precipita del cielo en
la forma de lluvia, nieve, granizo o condensación; 

V. Agua potable: La que puede ser ingerida sin provo-
car efectos nocivos en la salud y que reúne los requisi-
tos establecidos en las normas oficiales mexicanas;

VI. Aguas marinas: Se refiere a las aguas en zonas ma-
rinas de conformidad con lo dispuesto por la Ley Fede-
ral del Mar;

VII. Aguas Residuales: Las aguas de composición va-
riada provenientes de las descargas de usos público ur-
bano, doméstico, industrial, comercial, de servicios,
agrícola, pecuario, de las plantas de tratamiento y en ge-
neral, de cualquier uso, así como la mezcla de ellas;

VIII. Aguas reusadas: volúmenes fijos o continuos de
agua que son aprovechadas por más de un uso, antes de
ser retornadas a la cuenca;

IX. Aguas sagradas: aquellas que nacen o discurren en
los sitios sagrados como cascadas, lagunas, vertientes,
manantiales donde las comunidades locales indígenas o
campesinos profesan tradiciones o rituales religiosos,
como manifestaciones de su cultura;

X. Asequible: Las contribuciones y tarifas asociadas al
agua para consumo personal y doméstico, así como las



relativas a la infraestructura hidráulica y los servicios
relacionados, deben ser acordes con la capacidad eco-
nómica de los usuarios;

XI. Asignación: Título que otorga el Ejecutivo Federal,
a través de “la Comisión”, para realizar la explotación,
uso o aprovechamiento de las aguas nacionales a favor
de los municipios, a los estados o al Distrito Federal,
destinadas a la prestación de servicios púbicos en mate-
ria de agua para uso urbano o doméstico; 

XII. Calidad: Implica que el agua debe estar libre de
sustancias que pongan en peligro la salud, y que el agua
deberá tener un olor y sabor aceptables para uso huma-
no.

XIII. Cambio climático: variación del clima causada
por la actividad humana, que altera la composición de la
atmósfera global y aumenta la variabilidad natural del
clima observada durante períodos comparables; 

XIV. Caudal ecológico: instrumento de gestión en ríos
y humedales para un manejo integrado y sostenible de
los recursos hídricos, que establece la calidad, cantidad
y régimen del flujo de agua requerido para mantener los
componentes, funciones, procesos y la resiliencia de los
ecosistemas acuáticos que proporcionan bienes y servi-
cios a la sociedad;

XV. Ciclo hidrológico: describe el movimiento conti-
nuo y cíclico del agua en el planeta Tierra. El agua pue-
de cambiar su estado entre líquido, vapor y hielo en va-
rias etapas del ciclo, y los procesos pueden ocurrir en
cuestión de segundos o en millones de años. Esto no va
en el capítulo de definiciones, en todo caso insertarlo en
el artículo 4 que describe las cuestiones que son de in-
terés público.

XVI. Comisión: La Comisión Nacional del Agua;

XVII. Comités de Cogestión de Cuenca: Órganos
mixtos y colegiados, que orientan las políticas del Eje-
cutivo Federal, estados y municipios; con autonomía
técnica y financiera; con representación ciudadana y
autoridades de los tres órdenes de gobiernos; con par-
ticipación de autoridades indígenas y con equidad de
género. 

XVIII. Contaminación del agua: incorporación al
agua de elementos físicos, químicos o biológicos en

concentraciones superiores a las permisibles conforme a
las normas oficiales mexicanas y las prácticas interna-
cionales. 

XIX. Contraloría Social del Agua: organismo confor-
mado por ciudadanos y organizaciones de la sociedad
civil que monitorea el desempeño de los tres órdenes de
gobierno, en la gestión de los recursos hídricos del país.
Sus integrantes serán elegidos mediante un proceso
abierto y público, representando a los consejos de cuen-
ca.

XX. Cultura del Agua: conjunto de costumbres, valo-
res, actitudes y hábitos que un individuo o una sociedad
tienen con respecto a la importancia del agua para el de-
sarrollo de todo ser vivo, la disponibilidad del recurso
en su entorno y las acciones necesarias para obtenerla,
distribuirla, desalojarla, limpiarla y reutilizarla.

XXI. Cuenca o Cuenca Hidrológica: Es la unidad del
territorio delimitada, en donde ocurre el agua en distin-
tas formas, y ésta se almacena o fluye hasta un punto de
salida que puede ser el mar u otro cuerpo receptor inte-
rior, a través de una red hidrográfica de cauces que con-
vergen en uno principal, o bien el territorio en donde las
aguas forman una unidad autónoma o diferenciada de
otras, aun sin que desemboquen en el mar. La cuenca hi-
drológica conjuntamente con los acuíferos, constituye la
unidad de gestión de los recursos hídricos;

XXII. Derecho a la disposición: El derecho que tiene
toda persona al abastecimiento suficiente y continuidad
de agua potable para consumo personal y doméstico;

XXIII. Derecho al acceso equitativo al agua potable:
El derecho que tiene la persona para que el agua potable
para consumo personal y doméstico sea accesible y ase-
quible, en cantidad y calidad acordes con sus necesida-
des básicas, en condiciones de equidad y de no discri-
minación, de tal manera que garantice la conservación
de la vida y la salud;

XIV. Derecho humano al saneamiento: el derecho que
tiene la persona de acceder y usar instalaciones y servi-
cios para excretas humanas y aguas residuales con pri-
vacidad y dignidad, asegurando un ambiente limpio y
sano para todos y garantizando que el acceso a tales ser-
vicios de saneamiento se realice en condiciones de equi-
dad y no discriminación; 
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XXV. Derecho humano al agua: El derecho de la per-
sona al acceso, disposición y saneamiento equitativo de
agua para consumo personal y doméstico, con agua su-
ficiente, segura, de calidad, accesible y asequible, en sus
domicilios o cerca de ellos, en los centros escolares y la-
borales, espacios públicos;

XXVI. Dictamen de Impacto Hídrico Socio ambien-
tal: El instrumento a través del cual el titular de una
concesión, proyecto o actividad tendría que comprobar,
frente al Comité de Cogestión de Cuenca y la comuni-
dad local potencialmente afectada, que dicha concesión,
proyecto o actividad no resultaría en daños a las comu-
nidades, ecosistemas, territorios, arraigo cultural, y sis-
tema de flujos superficiales y subterráneos de la cuenca
en cuestión, que podrían poner en riesgo su integridad o
su capacidad de garantizar el derecho humano al agua
para las generaciones actuales y futuras.

XXII. Drenaje: sistema cerrado de colección y canali-
zación de aguas residuales de origen doméstico, desde
sus puntos de generación, hasta la entrada a una planta
de tratamiento;

XXIII . Equidad de género: la participación de las mu-
jeres en los procesos planeación y de toma de decisio-
nes para la gestión de los recursos hídricos en el país, en
los tres órdenes de gobierno, consejos de cuencas y en
la Contraloría Social del Agua;

XXIX. Gestión Integrada de los Recursos Hídricos:
Desarrollo coordinado y sustentable del sector hídrico
que permite maximizar equitativamente el bienestar so-
cial y económico sin comprometer la sostenibilidad del
ambiente;

XXX. Gestión participativa: modelo de planeación
que incorpora el conocimiento y las propuestas desde la
ciudadanía. Esto no es una definición sino una respon-
sabilidad. No va aquí.

XXXI. Humedal: las extensiones de marismas, panta-
nos y turberas, o superficies cubiertas de aguas, sean és-
tas de régimen natural o artificial, permanentes o tem-
porales, estancadas o corrientes, dulces, salobres o
saladas, incluidas las extensiones de agua marina cuya
profundidad en marea baja no exceda de seis metros;

XXXII. Ley: La Ley General de Aguas;

XXXIII. Mínimo vital: El volumen de agua para con-
sumo personal y doméstico que permite al individuo cu-
brir sus necesidades básicas, de 100 litros diarios;

XXXIV. Normas Oficiales Mexicanas: aquellas expe-
didas por “la Secretaría”, en los términos de la Ley Fe-
deral sobre Metrología y Normalización referidas a la
conservación, seguridad y calidad en la explotación,
uso, aprovechamiento y administración de las aguas na-
cionales y de los bienes nacionales

XXXV. Potabilización: remoción de contaminantes de
agua para que obtenga la calidad requerida para el con-
sumo humano, y que no incluye la cloración;

XXXVI. Prestador de servicios: Ente público o priva-
do que tiene a su cargo los servicios de agua potable,
drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de
aguas residuales, en términos de la normatividad aplica-
ble;

XXXXVII. Programa Nacional Hídrico: instrumento
de orientación a nivel nacional, construido desde las
prioridades y necesidades de los programas rectores de
los consejos de cuenca; de carácter transexenal y con vi-
sión de largo plazo;

XXXVIII. Región hidrológica: Área territorial cuya fi-
nalidad es el agrupamiento y sistematización de la in-
formación, análisis, diagnósticos, programas y acciones
en relación con la ocurrencia del agua en cantidad y ca-
lidad, así como su uso. Una región hidrológica está in-
tegrada por una o varias cuencas hidrológicas;

XXXIX. Región Hidrológico-Administrativa: Área
territorial integrada por una o varias regiones hidrológi-
cas, en la cual se considera a la cuenca hidrológica co-
mo la unidad básica para la gestión de los recursos hí-
dricos y el municipio representa, como en otros
instrumentos jurídicos, la unidad mínima de gestión ad-
ministrativa en el país;

XL. Registro Público de Derechos de Agua (REP-
DA): Registro que proporciona información a los usua-
rios de aguas nacionales y bienes inherentes a través de
la inscripción de los títulos de concesión, asignación y
permisos de descarga, así como las modificaciones que
se efectúen a los mismos; 



XLI. Reglamento: El Reglamento de la Ley General de
Aguas;

XLII. Reservas de agua para el medio ambiente: re-
presenta un volumen de agua en una unidad de gestión,
que tendrá implicaciones para las fuentes subterráneas,
como flujo base o descarga natural, y para las fuentes
superficiales, como escurrimiento natural de cuenca
propia y tránsitos de aguas arriba y hacia aguas abajo.
Se establece conectividad longitudinal y transversal a
los cauces para el transporte de agua, nutrientes, sedi-
mentos, la migración de especies y material genético, y
se regula la dinámica de los ecosistemas, garantizando
la conservación de la biodiversidad y de los bienes y
servicios asociados.

XLIII. Resiliencia: la capacidad de un ecosistema, co-
munidad o sociedad potencialmente expuesta a un peli-
gro para resistir, asimilar, adaptarse y recuperarse de sus
efectos en un corto plazo y de manera eficiente, a través
de la preservación y restauración de sus estructuras bá-
sicas y funcionales, logrando una mejor protección fu-
tura y mejorando las medidas de reducción de riesgos;

XLIV. Reúso: El uso de aguas residuales con o sin tra-
tamiento previo;

XLV. Salubre: Calidad del agua para consumo personal
y doméstico que, en términos de la normatividad aplica-
ble, impide efectos nocivos para la salud;

XLVI. Secretaría: La Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales;

XLVII. Seguridad Hídrica: derecho humano a contar
con servicios sostenibles de agua potable, drenaje y sa-
neamiento; en equilibrio con el medio ambiente, y con
libre de los riesgos asociados a los fenómenos hidrome-
teorológicos y al cambio climático;

XLVIII. Servicio público de agua potable: Conjunto
de actividades destinadas a suministrar agua para la sa-
tisfacción de las necesidades de consumo personal y do-
méstico de la población;

XLIX. Servicio público de alcantarillado: Conjunto
de actividades de recolección y conducción de aguas re-
siduales y pluviales en centros de población a través de
un conjunto de sistemas y redes de estructura y tuberías;

L. Servicio público de drenaje: Conjunto de activida-
des y procesos que tienen por objeto desalojar aguas re-
siduales y pluviales de los asentamientos humanos;

LI. Servicio público de tratamiento y disposición:
Conjunto de actividades y procesos para remover y re-
ducir contaminantes de las aguas residuales, su descar-
ga y la utilización de las mismas, así como de lodos y
residuos;

LII. Servicios de saneamiento: Comprende los de al-
cantarillado, drenaje, tratamiento y disposición de aguas
residuales;

LIII. Servicios relacionados: Conjunto de actividades
destinadas a satisfacer las necesidades generales y co-
lectivas asociadas a los recursos hídricos, de los usua-
rios y población en general, como suministro de agua
para consumo humano, riego y drenaje agrícolas y tra-
tamiento de agua residual;

LIV. Sistema de Captación de Agua Pluvial: Toda
aplicación que implique infraestructura en represas,
ollas de agua, lagunas de infiltración, pozos de absor-
ción y otras obras necesarias para la captación de aguas
pluviales, con el fin de incrementar los niveles de agua
de los mantos freáticos y su aprovechamiento sustenta-
ble;

LV. Sistema de Información y Monitoreo de las
Aguas Nacionales: sistema de información alimentado
por los tres órdenes de gobierno, consejos de cuenca,
centros académicos y ciudadanos, para la eficaz toma de
decisiones, administrado por la Contraloría Social del
Agua, a partir del cual se administrará el Sistema Na-
cional de Planeación;

LVI. Sistema Nacional de Planeación: conjunto de
metas establecidas a nivel nacional, transexenal, en un
horizonte de largo plazo (15 años), para la restauración
de todos los cuerpos de agua, la cobertura total de los
servicios de agua potable, drenaje y saneamiento; la mi-
tigación total de contaminantes; y la construcción de in-
fraestructura resiliente ante el cambio climático;

LVII. Suficiente: Suministro de agua que cubre las ne-
cesidades básicas para consumo personal y doméstico;

LVIII. Uso: Aplicación del agua a una actividad que
implique el consumo, parcial o total de ese recurso, y
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LIX. Usuario: Persona física o moral, que, bajo cual-
quier figura o instrumento, usa o se beneficia de las
aguas nacionales e infraestructura hidráulica, así como
aquel que recibe servicios de agua potable, drenaje, al-
cantarillado, tratamiento y disposición de aguas residua-
les.

LX. Zonas de veda: zonas en las que por Decreto Pre-
sidencial, está prohibida el otorgamiento de concesiones
para s la extracción de aguas superficiales o subterráneas.

Título III
Distribución de competencias

Capítulo IV
De las competencias en la administración del agua

Artículo 6. La restauración y buena administración de las
aguas dulces continentales en las cuencas y sus flujos sub-
terráneos así como en los sistemas municipales de agua po-
table y saneamiento, necesaria para cumplir con el derecho
humano al agua y saneamiento, requiere de procesos de co-
gestión planificada involucrando la participación de los
tres niveles de gobierno junto con la ciudadanía, a través
de:

I. Ejecutivo Federal

II. Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales

III. Comisión Nacional del Agua 

IV. Estados

V. Municipios

VI. Comités de cogestión de cuencas 

VII. Consejo Nacional de Cuencas

VIII. Contraloría Social del Agua

IX. Consejo Consultivo del Agua

X. Instituto Mexicano de Tecnología del Agua

Artículo 7. Son facultades de la Federación:

I. Elaborar el Plan Nacional de Gestión de los Recursos
Hídricos, en coordinación con los comités de cogestión

de cuenca, así como la ejecución de programas e inver-
siones y su seguimiento;

II. Gestionar y administrar de manera integrada las
aguas nacionales y sus bienes públicos inherentes, así
como la infraestructura hidráulica;

III. Asegurar el uso eficiente y sustentable de los recur-
sos hídricos, así como su recuperación y equilibrio en
cuencas y acuíferos;

IV. Garantizar el derecho humano al agua y al sanea-
miento para todos los ciudadanos;

V. Diseñar e implementar los proyectos prioritarios, es-
tratégicos y de seguridad nacional en materia hídrica, en
coordinación con los comités de cogestión de cuencas;

VI. Aperturar y mantener los espacios necesarios para la
participación ciudadana en la gestión del agua del país;

VII. Mitigar la contaminación en cuencas, acuíferos y
afluentes, en colaboración con estados y municipios;

VIII. Establecer políticas para mitigar los efectos del
cambio climático en los recursos hídricos;

IX. Establecer acciones y estrategias para proteger a la
ciudadanía en torno a las afectaciones por los fenóme-
nos hidrometeorológicos;

X. Fomentar la formación de profesionales técnicos e
interdisciplinarios para el sector;

XI. Asegurar la transferencia de conocimiento entre los
funcionarios del sector del agua, académicos y organi-
zaciones públicas y privadas, para construir el capital de
conocimiento del agua;

XII. Emitir las normas generales para el uso de las aguas
nacionales y sus bienes públicos inherentes, especial-
mente para proteger y conservar su cantidad y calidad;

XIII. Gestionar y aplicar los recursos presupuestales a
favor de la política hídrica nacional, de acuerdo con la
normatividad aplicable, y

XIV. Las demás que le confiera la ley y la normatividad
aplicable.



Capítulo V
Ejecutivo federal

Artículo 8. 

Compete al Ejecutivo federal:

I. Regular por cuenca hidrológica y acuífero, el control
de la extracción así como la explotación, uso o aprove-
chamiento de las aguas nacionales del subsuelo, inclusi-
ve las que hayan sido libremente alumbradas, y las su-
perficiales; 

II. Expedir los decretos para el establecimiento, modifi-
cación o supresión de zonas reglamentadas que requie-
ren un manejo específico para garantizar la sustentabili-
dad hidrológica o cuando se comprometa la
sustentabilidad de los ecosistemas vitales en áreas de-
terminadas en acuíferos, cuencas hidrológicas, o regio-
nes hidrológicas; 

III. Expedir los decretos para el establecimiento, modi-
ficación o supresión de zonas de veda de aguas nacio-
nales; declaratorias de zonas de reserva de aguas nacio-
nales superficiales o del subsuelo; declaratorias de
rescate de concesiones para la explotación, uso o apro-
vechamiento de Aguas Nacionales, de sus bienes públi-
cos, por causas de utilidad pública o interés público,

IV. Aprobar el Programa Nacional Hídrico, conforme a
lo previsto en la Ley de Planeación, y emitir políticas y
lineamientos que orienten la gestión sustentable de las
cuencas hidrológicas y de los recursos hídricos; 

V. Adoptar las medidas necesarias para el cumplimiento
de acuerdos y convenios internacionales en materia de
aguas, tomando en cuenta el interés nacional, regional y
público;

VI. Designar al Director General de la Comisión;

VII. Establecer distritos de riego o de temporal tecnifi-
cado, así como unidades de riego o drenaje, cuando im-
plique expropiación por causa de utilidad pública, y

VIII. Las demás atribuciones que señale la presente.

Capítulo VI
Secretaría del Medio Ambiente 

y Recursos Naturales

Artículo 9. Son atribuciones del Secretario del Medio Am-
biente y Recursos Naturales:

I. Proponer al Ejecutivo Federal la política hídrica na-
cional, así como proyectos de ley, reglamentos, decretos
y acuerdos relativos al sector;

II. Fungir como Presidente del Consejo Técnico de la
Comisión;

III. Suscribir los instrumentos internacionales, que de
acuerdo con la Ley sean de su competencia, en coordi-
nación con la Secretaría de Relaciones Exteriores, e ins-
trumentar lineamientos y estrategias para el cumpli-
miento de los tratados internacionales en materia de
aguas;

IV. Expedir las Normas Oficiales Mexicanas en materia
hídrica en los términos de la Ley Federal sobre Metro-
logía y Normalización, a propuesta de la Comisión, y

V. Las que en materia hídrica le asignen específicamen-
te las disposiciones legales, así como aquellas que le de-
legue el Titular del Ejecutivo Federal.

Capítulo VII

Comisión Nacional del Agua

Artículo 10. 

La Comisión cuenta con las atribuciones siguientes:

I. Formular la política hídrica nacional en coordinación
con los comités de cogestión de cuenca; proponerla al
Titular del Poder Ejecutivo por conducto de la Secreta-
ría; darle seguimiento a través de la Contraloría Social
del Agua y evaluar su cumplimiento;

II. Fungir como la Autoridad Técnica Competente en
materia de la cantidad y de la calidad de las aguas y su
gestión en el territorio nacional;

III: Atender los asuntos en materia hídrica en particular
los prioritarios, estratégicos y de seguridad nacional;
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IV. Formular y aplicar lineamientos técnicos y adminis-
trativos para jerarquizar inversiones en obras públicas
federales de infraestructura hídrica y contribuir cuando
le sea solicitado por estados, Distrito Federal y munici-
pios, con lineamientos para la jerarquización de sus in-
versiones en la materia; 

V. Programar, estudiar, construir, operar, conservar y
mantener las obras hidráulicas federales directamente o
a través de contratos o concesiones con terceros, y rea-
lizar acciones que correspondan al ámbito federal para
el aprovechamiento integral del agua, su regulación y
control y la preservación de su cantidad y calidad, en los
casos que correspondan o afecten a dos o más regiones
hidrológico - administrativas, o que repercutan en trata-
dos y acuerdos internacionales en cuencas transfronteri-
zas, o cuando así lo disponga el Ejecutivo Federal, así
como en los demás casos que establezca esta Ley o sus
reglamentos, que queden reservados para la actuación
directa de “la Comisión” en su nivel nacional;

VI. Autorizar el trasvase de aguas nacionales de una
cuenca o acuífero a otros;

VII. Celebrar convenios con entidades o instituciones
extranjeras y organismos afines para la asistencia y co-
operación técnica, intercambio de información relacio-
nada con el cumplimiento de sus objetivos y funciones,
e intercambio y capacitación de recursos humanos espe-
cializados, en el marco de los convenios y acuerdos que
suscriban la Secretaría de Relaciones Exteriores, y la
Secretaría, en su caso, con otros países con el propósito
de fomentar la cooperación técnica, científica y admi-
nistrativa en materia de recursos hídricos y su gestión
integrada;

VIII. Celebrar convenios de coordinación y colabora-
ción con otras dependencias de la Administración Pú-
blica Federal, el Distrito Federal, estados, y a través de
estos, con los municipios, así como de concertación con
el sector social y privado en materia de recursos hídri-
cos y su gestión integrada;

IX. Promover y propiciar la investigación científica, el
desarrollo tecnológico y el conocimiento en materia de
recursos hídricos y su gestión integrada, así como la for-
mación de recursos humanos;

X. Expedir en cada caso, respecto de los bienes de pro-
piedad nacional a que se refiere la presente ley, la de-

claratoria correspondiente, que se publicará en el Diario
Oficial de la Federación;

XI. Establecer estrategias y coordinar los esfuerzos pa-
ra mitigar el daño a los recursos hídricos, ecosistemas
vitales y el ambiente;

XII. Operar, conservar y mantener obras y servicios hi-
dráulicos rurales y urbanos en casos de seguridad na-
cional o de carácter estratégico;

XIII. Fomentar y apoyar, en coordinación con los go-
biernos del Distrito Federal, de los estados, y a través
de éstos, con los municipios, el desarrollo de sistemas
de:

a) Agua potable y alcantarillado;

b) Tratamiento y reúso de aguas; 

c) Riego o drenaje, y

d) Control de avenidas y protección contra inunda-
ciones;

XIV. Establecer y reconocer distritos de riego o de tem-
poral tecnificado, unidades de riego o de drenaje;

XV. Administrar y custodiar las aguas nacionales y sus
bienes públicos inherentes;

XVI. Determinar la disponibilidad de los recursos hídri-
cos, así como los sistemas, métodos y procedimientos
para cuantificar, calificar y medir su uso;

XVII. Expedir títulos de concesión, permisos y demás
actos a que se refieren la presente ley;

XVIII. Conciliar, mediar y arbitrar, a petición de los
usuarios, en la solución de conflictos relacionados con
el agua y su gestión, en los términos del Reglamento de
esta Ley;

XIX. Promover el uso eficiente del agua y su conserva-
ción en todas las fases del ciclo hidrológico, e impulsar
el desarrollo de una cultura del agua;

XX. Ejercer atribuciones fiscales en materia de admi-
nistración, determinación, liquidación, cobro, recauda-
ción y fiscalización de las contribuciones y aprovecha-



mientos que se le destinen y en los casos que señalen las
leyes respectivas;

XXI. Vigilar el cumplimiento y aplicación de la presen-
te Ley, interpretarla para efectos administrativos y ejer-
cer los actos de autoridad en materia de agua y su ges-
tión, incluyendo la imposición de sanciones;

XXII. Mantener actualizado y hacer público el Sistema
de Información y Monitoreo de las Aguas Nacionales,
de sus bienes públicos inherentes y de la infraestructura
hidráulica federal;

XXIII. Mejorar y difundir permanentemente en el ámbi-
to nacional el conocimiento sobre la ocurrencia del agua
en el ciclo hidrológico, la oferta y demanda de agua, los
inventarios de agua, suelo, usos y usuarios, y de infor-
mación pertinente vinculada con el agua y su gestión, ,
con el apoyo de otras instancias del orden federal, esta-
tal y municipal, así como de usuarios del agua, de orga-
nizaciones de la sociedad y de particulares;

XXIV. Regular, controlar y preservar la cantidad y cali-
dad del agua;

XXV. Proponer a la autoridad competente los montos de
contribuciones y aprovechamientos en materia de agua
y sus bienes públicos inherentes así como tarifas que in-
cluyan el cobro por extracción de aguas nacionales, des-
carga de aguas residuales y servicios ambientales vincu-
lados con el agua y su gestión;

XXVI. Proponer al Titular del Poder Ejecutivo Federal
la expedición de Declaratorias de zonas de desastre;

XXVII. Adoptar medidas transitorias a través de acuer-
dos de carácter general en situaciones de emergencia,
escasez extrema, sobreexplotación y contaminación, pa-
ra garantizar el abastecimiento de agua para los usos do-
méstico y público urbano, a través de la expedición de
acuerdos de carácter general; cuando estas acciones pu-
diesen afectar los derechos de concesionarios y asigna-
tarios de aguas nacionales, concertar con los interesados
las medidas que correspondan con apego a esta Ley y
sus reglamentos;

XXVIII. Participar en el Sistema Nacional de Protec-
ción Civil y apoyar en la aplicación de los planes y pro-
gramas de carácter federal para prevenir y atender si-
tuaciones de emergencia;

XXIX. Determinar la operación de la infraestructura hi-
dráulica para el control de avenidas y tomar las medidas
necesarias para dar seguimiento a fenómenos hidrome-
teorológicos para atender las zonas de emergencia o de-
sastre, en coordinación con las autoridades competen-
tes, y

XXX. Las demás que señalen las disposiciones legales
y reglamentarias.

Capítulo VIII
Atribuciones de los estados

Artículo 11. Son facultades y obligaciones de los estados
las siguientes:

I. Observar la Política Hídrica Nacional y formular y
conducir la estatal, así como darle seguimiento y eva-
luar su cumplimiento;

II. Acatar y cumplir la legislación y normatividad en
materia de aguas nacionales y sus bienes públicos inhe-
rentes, infraestructura hidráulica y servicios relaciona-
dos;

III. Expedir normas, instrumentos y ejecutar acciones
para garantizar el derecho humano al agua;

IV. Elaborar normas, políticas y programas hídricos de
mediano y largo plazos, acordes con las políticas, y pro-
gramas nacionales y regionales en la materia, en parti-
cular los relativos a la provisión de servicios de agua po-
table y de saneamiento, fomentando la participación de
los sectores social y privado;

V. Establecer contribuciones y aprovechamientos, sub-
sidios y estímulos por el uso de las aguas de jurisdicción
estatal;

VI. Constituir incentivos, apoyos y estímulos de carác-
ter general para lograr los fines de esta ley;

VII. Fijar las tarifas por los servicios públicos de agua
potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposi-
ción de aguas residuales, de acuerdo con las bases con-
tenidas en la presente Ley considerando la propuesta
que en su caso formule la Comisión, a fin de garantizar
el derecho humano al agua;
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VIII. Pagar oportunamente las contribuciones y aprove-
chamientos en materia de aguas nacionales concesiona-
das y sus bienes públicos inherentes en términos de la
Ley;

IX. Asegurar que las contribuciones y aprovechamientos
que recauden los prestadores de los servicios de agua po-
table, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de
aguas residuales, se destinen a su desarrollo y fortaleci-
miento, así como a la ampliación de su cobertura;

X. Promover, incentivar e implementar sistemas, méto-
dos y procedimientos para cuantificar, calificar y medir
el uso de los recursos hídricos;

XI. Proyectar, desarrollar, ejecutar, apoyar, concesionar,
contratar, convenir, financiar y normar obras de infraes-
tructura hidráulica así como dirigirlas, operarlas, reha-
bilitarlas, conservarlas y mantenerlas;

XII. Prevenir, atender y mitigar los efectos que generan
los fenómenos hidrometeorológicos; auxiliar y socorrer
a la población; y recuperar y reconstruir el entorno que
prevalecía antes de su ocurrencia;

XIII. Estimular y fortalecer las capacidades administra-
tiva, técnica y de gestión, así como la autosuficiencia fi-
nanciera, de los prestadores de servicios públicos de
agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y dis-
posición de aguas residuales;

XIV. Preservar, conservar y mejorar la calidad y canti-
dad de los recursos hídricos para garantizar el derecho
humano al agua y asegurar su sustentabilidad, así como
promover acciones en la materia, incluyendo la potabi-
lización;

XV. Regular, controlar, registrar y mitigar las descargas
de aguas residuales en los sistemas de drenaje y alcan-
tarillado;

XVI. Celebrar convenios con los municipios para ha-
cerse cargo en forma temporal de los servicios de agua
potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposi-
ción de aguas residuales, o bien para que se presten co-
ordinadamente;

XVII. Certificar, incentivar y promover la profesionali-
zación, especialización, tecnificación, calidad, autosufi-
ciencia y sostenibilidad en la prestación de los servicios

de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y
disposición de aguas residuales;

XVIII. Coadyuvar en términos de la Ley con las autori-
dades federales y municipales en la prestación de los
servicios de agua potable y de saneamiento en casos de
desastre o emergencia;

XIX. Planear y ordenar la prestación de servicios rela-
cionados para el desarrollo urbano, habitacional, comer-
cial, industrial y agropecuario, que procure el equilibrio
entre oferta y demanda del agua;

XX. Fomentar y financiar la investigación y desarrollo
tecnológico en materia de agua, y

XXI. Las demás que confiera la Ley y la normatividad
aplicable.

Artículo 12. El Distrito Federal tiene las facultades y
obligaciones siguientes:

I. Observar las políticas hídricas nacional y regional y
formular y conducir la local, así como darle seguimien-
to y evaluar su cumplimiento;

II. Prestar los servicios públicos de agua potable, drena-
je, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas re-
siduales de conformidad con lo dispuesto por esta Ley y
demás ordenamientos federales y locales;

III. Diseñar mecanismos para el pago oportuno, por par-
te de los sujetos obligados, de contribuciones, aprove-
chamientos y tarifas por la prestación de los servicios
públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, trata-
miento y disposición de aguas residuales;

IV. Planear, organizar, controlar y prestar los servicios
públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, trata-
miento y disposición de aguas residuales;

V. Destinar las contribuciones y aprovechamientos que
recauden los prestadores de los servicios de agua pota-
ble, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de
aguas residuales, a su desarrollo y fortalecimiento, así
como a la ampliación de su cobertura;

VI. Constituir comisiones metropolitanas para determi-
nar ámbitos territoriales y de funciones en materia de
agua potable y drenaje;



VII. Realizar, por sí o en coordinación con las comisio-
nes metropolitanas, las acciones para operar, conservar,
mantener, modernizar y rehabilitar la red de drenaje y
alcantarillado; y,

VIII. Las demás que confiera la ley y la normatividad
aplicable.

Capítulo IX
Atribuciones de los municipios

Artículo 13. Son facultades y obligaciones de los munici-
pios:

I. Prestar los servicios públicos de agua potable, drena-
je, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas re-
siduales de conformidad con lo dispuesto por esta Ley y
demás ordenamientos federales y estatales;

II. Observar las políticas hídricas nacional, regional y
estatal, y las políticas establecidas por el Comité de Co-
gestión de Cuenca.

III. Suspender o restringir la prestación de los servicios
públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, trata-
miento y disposición de aguas residuales, cuando proce-
da de acuerdo con las leyes respectivas;

IV. Emitir regulación sobre la prestación de los servicios
públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, trata-
miento y disposición de aguas residuales de conformi-
dad con lo dispuesto por esta Ley y demás ordenamien-
tos federales y estatales;

V. Acatar la legislación y normatividad en materia del
uso de las aguas y sus bienes públicos inherentes e in-
fraestructura hidráulica;

VI. Aplicar los subsidios y estímulos generales que es-
tablece la Ley en materia de contribuciones, aprovecha-
mientos y tarifas relativos a la prestación de los servi-
cios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado,
tratamiento y disposición de aguas residuales;

VII. Destinar y aplicar los ingresos públicos que obten-
ga por la prestación de los servicios públicos de agua
potable y de saneamiento, únicamente en su desarrollo,
fortalecimiento, consolidación y profesionalización;

VIII. Proponer a la autoridad competente tarifas por la
prestación de los servicios públicos de agua potable,
drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de
aguas residuales, considerando criterios de eficiencia fi-
nanciera;

IX. Pagar oportunamente las contribuciones y aprove-
chamientos en materia de aguas nacionales y sus bienes
públicos inherentes en términos de la ley;

X. Proyectar, desarrollar, ejecutar, apoyar, concesionar,
contratar, convenir, financiar y normar, obras de in-
fraestructura hidráulica de carácter municipal, así como
dirigirlas, operarlas, rehabilitarlas, conservarlas y man-
tenerlas;

XI. Prevenir, atender, reducir y mitigar los efectos que
generan los fenómenos hidrometeorológicos; auxiliar y
socorrer de manera expedita a la población; y, recuperar
y reconstruir el entorno que prevalecía antes de su ocu-
rrencia;

XII. Ordenar, regular y planear los asentamientos hu-
manos y centros de población de acuerdo con la dispo-
nibilidad de recursos hídricos y zonas de peligro de fe-
nómenos hidrometeorológicos;

XIII. Fortalecer las capacidades administrativas y técni-
cas, así como la autosuficiencia financiera, de los pres-
tadores de servicios públicos de agua potable, drenaje,
alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas resi-
duales;

XIV. Preservar, conservar y mejorar la calidad y canti-
dad de los recursos hídricos para garantizar el derecho
humano al agua y asegurar su sustentabilidad, así como
promover acciones en la materia, incluyendo la potabi-
lización;

XV. Coadyuvar con las autoridades federales y estatales
en la vigilancia y conservación de las aguas nacionales
y bienes públicos inherentes que se encuentran en su te-
rritorio;

XVI. Promover e implementar sistemas, métodos y pro-
cedimientos para cuantificar, calificar y medir el uso de
los recursos hídricos;

XVII. Mediar, conciliar y, en su caso, fungir a petición
de los usuarios como árbitro respecto de la prestación de

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 24 de septiembre de 2015137



Año I, Primer Periodo, 24 de septiembre de 2015 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados138

los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado,
tratamiento y disposición de aguas residuales;

XVIII. Controlar, registrar y mitigar las descargas de
aguas residuales en los sistemas de drenaje y alcantari-
llado;

XIX. Promover la responsabilidad social y la certifica-
ción de acciones, funciones y procesos relativos a la
prestación de los servicios de agua potable y de sanea-
miento;

XX. Realizar acciones para alcanzar la cobertura uni-
versal de los servicios públicos de agua potable y de sa-
neamiento;

XXI. Convenir en términos de esta Ley, con el poder
ejecutivo estatal, organismos descentralizados y munici-
pios, la prestación de los servicio de agua potable y de
saneamiento, y

XXII. Las demás que confiera la ley y la normatividad
aplicable.

Capítulo X
Atribuciones de los comités

de cogestión de cuencas

Artículo 14. El Consejo de Cogestión de Cuenca es un ór-
gano mixto, colegiado, que no está subordinado a la Comi-
sión Nacional del Agua, y es la autoridad de carácter técni-
co, normativo, y en planeación a nivel de cuencas del país.
Se encuentra formado por un mínimo de 50 por ciento por
ciudadanos elegidos por las Comisiones de Cogestión de
Subcuencas, incluyendo a pueblos indígenas y con repre-
sentación equilibrada de género? un máximo de 15 por
ciento representantes de la Semarnat y sus órganos descon-
centrados? un 15 por ciento por representantes de los go-
biernos de las entidades federativas con territorio en la
cuenca? un 10 por ciento por representantes de los gobier-
nos municipales? y un 10 por ciento por representantes de
los sistemas de agua potable, alcantarillado y saneamiento
en la cuenca, y tiene las siguientes atribuciones:

I. Elaborar su Reglamento Interno.

II. Actuar con autonomía técnica, administrativa, presu-
puestal y ejecutiva en el manejo de los recursos que se
le destinen y de los bienes que tenga en los términos de

esta Ley, así como con autonomía de gestión para el ca-
bal cumplimiento de su objeto y de los objetivos y me-
tas señaladas en sus programas y presupuesto?

III. Construir, en base a procesos de planeación por sub-
cuenca, el Plan Rector para la Gestión Integral de la
Cuenca y sus Aguas, y coordinar su ejecución y moni-
toreo por parte de los tres órdenes de gobierno y la ciu-
dadanía.

IV. Instar a las autoridades estatales y municipales a to-
mar las medidas necesarias para fomentar la autosusten-
tabilidad hídrica de las zonas urbanas en la cuenca, in-
cluyendo la reparación de fugas, la distribución
equitativa y controles estrictos sobre el crecimiento ur-
bano? la desconexión de industrias de la red urbana? así
como el aprovechamiento y reutilización obligatoria de
aguas pluviales y residuales.

V. Elaborar un presupuesto anual, con partidas a nivel
federal, estatal y municipal, para las obras y proyectos
requeridos para la ejecución del Plan Rector, y dar se-
guimiento para su gestión, aprobación y buena aplica-
ción.

VI. Vigilar para que las políticas, obras y proyectos de
las dependencias de los tres órdenes de gobierno sean
congruentes con la ejecución del Plan Rector, y con la
gestión integral de la cuenca y sus aguas en general.

VII. Recomendar al Ejecutivo Federal la expedición por
causas de utilidad pública o interés público, de declara-
torias de rescate, en materia de concesiones para la ex-
plotación, uso o aprovechamiento de Aguas Nacionales,
y de sus bienes públicos inherentes, en los términos es-
tablecidos en la Ley General de Bienes Nacionales?

VIII. Supervisar la construcción y actualización del Re-
gistro Público de Concesiones y Asignaciones de Agua
por cuenca?

IX. Con base en la información del cumplimiento con
los condicionantes de los concesionarios, así como los
indicadores de restauración de la cuenca y del cumpli-
miento con el derecho humano al agua y saneamiento de
sus habitantes, acordar una Recomendación Anual de
Volúmenes y Condicionantes para el Concesionamiento
de Aguas Nacionales, y presentarla a la Comisión Na-
cional del Agua para su ejecución.



X. Elegir sus representantes al Consejo Nacional de
Cuencas y a la Contraloría Social del Agua;

XI. Determinar el Volumen de Acceso Estándar por
Cuenca de agua potable a ser garantizada de manera
equitativa a todos los habitantes de la cuenca?

XII. Elaborar y actualizar el Programa para el Condi-
cionamiento y Eliminación Progresiva de Volúmenes
Sobreconcesionados, y emitir anualmente recomenda-
ciones en cuanto a la priorización de volúmenes a con-
cesionar, así como los condicionantes con los cuales
tendrían que cumplir los concesionarios.

XIII. Preparar un Informe Anual de Cumplimiento con
Condicionantes por parte de Concesionarios a Aguas
Nacionales, el cual servirá como dictamen de calidad en
la determinación de la posible renovación

XIV. Coordinarse con las organizaciones de regantes,
con el fin de fortalecer la seguridad y soberanía alimen-
taria dentro de los límites de los volúmenes de agua eco-
lógicamente aprovechables e ir progresivamente cam-
biando el uso de agua potable por agua reciclada.

XV. Coordinarse con los usuarios industriales federales,
estatales o municipales, con el fin de apoyarlos en el di-
seño e implementación de estrategias de ahorro, reciclaje
interno, y aprovechamiento de aguas residuales y pluvia-
les, para que puedan mantener actividades económicas
sustentables, sin causar daños hídrico ambientales.

XVI. Emitir recomendaciones vinculantes para el decre-
to, instrumentación o revocación de Zonas de Veda, Zo-
nas Reglamentadas y Zonas de Desastre? así como para
el reconocimiento de Zonas de Importancia Hídrico
Ambiental y para el rescate de concesiones.

XVII. Emitir dictámenes vinculantes en base a Análisis
del Costo Beneficio HídricoSocioambiental, calculados
a lo largo de la vida útil esperada, para la autorización o
financiamiento de obras hídricas a ser realizadas con re-
cursos públicos en la cuenca.

XVIII. Realizar los estudios requeridos para determinar
el costo integral de la provisión de aguas nacionales pa-
ra concesionarios, incluyendo el costo de los trabajos e
inversiones requeridos para mantener los servicios eco-
sistémicos generadores de agua de calidad? la construc-
ción y operación de obras hidráulicas federales asocia-

das? la mitigación del impacto de gases de efecto inver-
nadero generados por la extracción o traslado del agua?
el monitoreo del cumplimiento con los condicionantes
de la concesión? el monitoreo del impacto hídricoam-
biental de los volúmenes extraídos? los costos adminis-
trativos? entre otros, con el fin de determinar las tarifas
apropiadas para el cobro de derechos del agua en la
cuenca.

XIX. Conformar y apoyar al Comité para el Monitoreo
y Conservación de Aguas Subterráneas, involucrando a
investigadores y usuarios, asegurando la participación
de comunidades afectadas por hundimientos, grietas y
otros fenómenos resultantes de la extracción inadecuada
de agua subterránea? para formular recomendaciones
vinculantes y vigilar su cumplimiento, con el objetivo
de lograr la restauración y aprovechamiento equilibrado
de aguas subterráneas.

XX. Mantener relaciones estratégicas y continuas, y
realizar contratos con las instituciones de educación su-
perior con presencia en la cuenca, con el fin de aprove-
char y fortalecer sus capacidades de investigación y
monitoreo, de producción y acumulación de conoci-
mientos, así como de innovación tecnológica, aseguran-
do sus opiniones de calidad en todos los procesos de
planeación y toma de decisiones del Consejo.

XXI. Fiscalizar las contribuciones recibidas por el cobro
de derechos, pagos y multas, así como su aplicación.

XXII. Fijar los costos del agua por cuenca, para el esta-
blecimiento de las tarifas municipales;

XXIII. Proponer a la “Comisión” las Normas Oficiales
Mexicanas en materia hídrica.

XXIV. Aprobar los Planes Anuales de Trabajo, y verifi-
car su cumplimiento?

XXV. Participar en el sistema nacional de protección ci-
vil y apoyar en la aplicación de los planes y programas
de carácter federal para prevenir y atender situaciones
de emergencia, causadas por fenómenos hidrometeoro-
lógicos extremos?

XXVI. Monitorear y proteger la cuenca de actividades,
obras y servicios que pondrían en riesgo el funciona-
miento de los ecosistemas y los flujos superficiales y
subterráneos

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 24 de septiembre de 2015139



Año I, Primer Periodo, 24 de septiembre de 2015 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados140

XXVII. Integrar, establecer, actualizar y hacer público
el Sistema de Información y Monitoreo de las Aguas
Nacionales donde se indicarán los avances del Sistema
Nacional de Planeación, en concordancia con la Ley Fe-
deral de Transparencia y Acceso a la Información Pú-
blica Gubernamental?

XXVIII. En coordinación con las autoridades de protec-
ción civil, incorporar los criterios de la Ley General de
Cambio Climático, para clasificar zonas de alto riesgo
por inundación, y emitir recomendaciones a las autori-
dades estatales y municipales para garantizar su no ur-
banización.

XXIX. Presentar las denuncias que correspondan ante
autoridades competentes cuando tenga conocimiento de
actos u omisiones que constituyan violaciones a la le-
gislación relevante a la gestión de cuencas y sus aguas o
a las leyes penales;

XXX. Otorgar los apoyos técnicos que le sean solicita-
dos por “la Procuraduría” en el ejercicio de sus faculta-
des en materia de reparación del daño a los recursos hí-
dricos y su medio, a ecosistemas vitales y al ambiente?

XXXI. Adquirir los bienes necesarios para los fines que
le son propios, y celebrar convenios con entidades sin
fines de lucro para la asistencia técnica y la coopera-
ción?

XXXII. Realizar las demás que señalen las disposicio-
nes legales o reglamentarias.

Capítulo XI
Atribuciones del consejo nacional de cuencas

Artículo 15. El Consejo Nacional de Cuencas está forma-
do por los representantes de cada Consejo de Cogestión de
Cuenca del país y entre sus atribuciones se encuentran las
siguientes:

I. Emitir opiniones sobre las adecuaciones requeridas en
el Plan Nacional de Desarrollo, así como en las políticas
sectoriales y regionales, para que el modelo de desarro-
llo del país respete los limitantes de las cuencas en ex-
tremo estrés hídrico.

II. Proponer a la Comisión el presupuesto anual para el
sector agua, indicando las inversiones requeridas a nivel
federal, de los estados y de los municipios, para que se

prioricen los recursos requeridos para la ejecución de
los Planes Rectores para lograr el cumplimiento con el
derecho humano al agua y saneamiento? y para que se
garantice las funciones esenciales de investigación, pla-
neación, monitoreo, asesoría técnica, capacitación, vigi-
lancia a ser realizadas por las Gerencias Técnicas Ope-
rativas? de fiscalización de funcionarios públicos a ser
realizadas por la Contraloría Social del Agua y la Audi-
toría Superior de la Federación? así como las de inspec-
ción y responsabilidad a ser realizadas por la Procura-
duría Federal de Protección Ambiental.

III. Proponer al titular del Ejecutivo Federal las iniciati-
vas necesarias en el marco legislativo hídrico-ambiental
que se consideren necesarios para lograr el equilibrio hí-
drico en las cuencas del país.

IV. Fomentar procesos colaborativos entre Comités de
cogestión de cuenca en donde existen proyectos de tras-
vase, para evaluar los costos y beneficios sociales, hí-
dricoambientales, energéticos y económicos de estos
proyectos, y en su caso, elaborar los acuerdos requeri-
dos para favorecer el equilibrio hídrico en cada una de
las cuencas involucradas.

V. Elaborar programas especiales de carácter interregio-
nal y de cuencas transfronterizas en materia de aguas
nacionales?

VI. Promover, con el apoyo de los Comités para el Mo-
nitoreo y Conservación de Aguas Subterráneas, la reco-
pilación de datos sobre flujos subterráneos, que permiti-
rá diseñar un sistema adecuado para su administración.

VII. Establecer las prioridades nacionales en lo concer-
niente a la administración y gestión de las aguas nacio-
nales?

VIII. Proponer al Titular del Poder Ejecutivo Federal la
expedición de decretos para el establecimiento, modifi-
cación o extinción de Zonas de Veda y de Zonas Regla-
mentada, así como Declaratorias de Reserva de Aguas
Nacionales y de Zonas de Desastre?

IX. Recomendar al Ejecutivo Federal la expedición por
causas de utilidad pública o interés público, declarato-
rias de rescate de concesiones otorgadas por “la Comi-
sión”, para construir, equipar, operar, conservar, mante-
ner, rehabilitar y ampliar infraestructura hidráulica
federal y la prestación de los servicios respectivos, re-



comendando a su vez la indemnización que pudiere co-
rresponder?

Capítulo XII
Atribuciones de la Contraloría Social del Agua

Artículo 16. La Contraloría Social del Agua, tendrá las si-
guientes atribuciones:

I. Vigilar que los Comités de cogestión de cuenca sean
construidos a través de procesos democráticos, transpa-
rentes e incluyentes,

II. Vigilar los procesos de elaboración y ejecución de los
Programas Rectores, en la determinación del Volumen
Anual de Agua Ecológicamente Aprovechable y del Vo-
lumen de Acceso por hab/día, así como la identificación
de Prioridades y Condicionantes para expedición de Tí-
tulos de Asignaciones y de Concesiones de agua en las
cuencas, garantizando que las autoridades respeten las
recomendaciones vinculantes,

III. Vigilar el uso y transparencia y eficacia en el ejerci-
cio de los recursos públicos.

IV. Solicitar un Informe Anual al Consejo de Cogestión
de Cuenca, al Consejo Nacional de Cuencas y a la Co-
misión Nacional del Agua sobre el Cumplimiento de
Condicionantes de Concesiones y su Impacto Hídrico-
Ambiental, el cual servirá como insumo obligatorio pa-
ra las decisiones sobre el otorgamiento o renovación de
las mismas.

V. Vigilar en el ámbito municipal, la calidad del agua
asignada para uso personal doméstico, así como su dis-
tribución equitativa a todos los habitantes, y la instala-
ción y mantenimiento de llaves públicas y baños dignos,
así como la eliminación de descargas que no sean de ori-
gen doméstico o de servicios públicos a los sistemas
municipales de drenaje.

VI. Iniciar procedimientos administrativos de destitu-
ción, suspensión o de sanciones a los funcionarios que
no hayan cumplido con las funciones y atribuciones pre-
vistas en esta ley;

VII. Nombrar contralores sociales por microcuenca o
municipales, honoríficos, que realicen las funciones de
la Contraloría Social en sus territorios y denuncien ante
ellos las irregularidades que detecten previstas en esta

ley. Para ello los acreditará con las credenciales perti-
nentes y las autoridades les otorguen las facilidades pa-
ra el mejor desempeño de su función.

VIII. Elaborar su reglamento interno y la propuesta de
presupuesto anual?

IX. La Controlaría Social del Agua rendirá informes
anuales en los ámbitos nacional y por cuenca a la So-
ciedad Civil organizada o no, con la presencia de la
CNDH y la autoridad del Agua.

X. Recibir y atender las denuncias ciudadanas respecto
del funcionamiento y cumplimiento de los planes hídri-
cos municipales y de los estados?

Capítulo XIII
Atribuciones del Consejo Consultivo del Agua

Artículo 17. El Consejo Consultivo del Agua es un orga-
nismo autónomo de consulta integrado por personas físicas
del sector privado y social, estudiosas o sensibles a la pro-
blemática en materia de agua y su gestión y las formas pa-
ra su atención y solución, con vocación altruista y que
cuenten con un elevado reconocimiento y respeto. 

El Consejo Consultivo del Agua, a solicitud del Ejecutivo
Federal, podrá asesorar, recomendar, analizar y evaluar
respecto a los problemas nacionales prioritarios o estraté-
gicos relacionados con la explotación, uso o aprovecha-
miento, y la restauración de los recursos hídricos, así como
en tratándose de convenios internacionales en la materia.
En adición, podrá realizar por sí las recomendaciones, aná-
lisis y evaluaciones que juzgue convenientes en relación
con la gestión integrada de los recursos hídricos. 

También trabajará en coordinación con el Consejo Nacio-
nal de Cuenca y la Contraloría Social del Agua, y su finan-
ciamiento estará considerado dentro del Presupuesto de
Egresos de la Federación, mediante acuerdos anuales de
colaboración con la Conagua.

Capítulo XIV
Atribuciones del Servicio 
Meteorológico Nacional

Artículo 18. El Servicio Meteorológico Nacional, unidad
técnica especializada adscrita al Titular de “la Comisión”,
tiene por objeto generar, interpretar y difundir la infor-
mación meteorológica, su análisis y pronóstico, así como
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coadyuvar en la política nacional en materia de cambio cli-
mático.

Capítulo XV
Atribuciones del Instituto 

Mexicano de Tecnología del Agua

Artículo 19. El Instituto Mexicano de Tecnología del
Agua, es un organismo público descentralizado sectoriza-
do a “la Secretaría” que tiene por objeto, de acuerdo con su
instrumento de creación y estatuto orgánico, realizar inves-
tigación, desarrollar, adaptar y transferir tecnología, prestar
servicios tecnológicos y preparar recursos humanos califi-
cados para el manejo, conservación y rehabilitación del
agua y su entorno, a fin de contribuir al desarrollo susten-
table. 

Sus funciones son:

I. Coordinar, fomentar y dirigir las acciones de investi-
gación y desarrollo tecnológico en materia de agua, in-
cluyendo su difusión, y la formación y capacitación de
recursos humanos a nivel nacional; 

II. Constituirse en el centro de excelencia en el conoci-
miento actualizado de la gestión integrada de los recur-
sos hídricos.

III. Certificar personal para instrumentar el Sistema Na-
cional de Servicio Civil de carrera del sector agua; 

IV. Integrar y mantener actualizado el Centro Nacional
Documental Técnico y Científico sobre Gestión Integra-
da de los Recursos Hídricos; 

V. Desarrollar y probar instrumentos de gestión integra-
da de recursos hídricos de diversa índole para apoyar el
desarrollo del Sector Agua y coadyuvar en la solución
de los problemas hídricos e hidráulicos del país; 

VI. Desarrollar y estrechar relaciones con las organiza-
ciones internacionales vinculadas con los temas de agua
y su gestión integrada, y establecer relaciones de inter-
cambio académico y tecnológico con instituciones y or-
ganismos mexicanos, extranjeros o internacionales;

VII. Realizar por sí o a solicitud de parte estudios y
brindar consultorías especializadas en materia de hi-
dráulica, hidrología, control de la calidad del agua y de
gestión integrada del os recursos hídricos; 

VIII. Proponer orientaciones y contenidos para la Polí-
tica Nacional Hídrica y el Programa Nacional Hídrico,
y encabezar los trabajos de planificación e instrumenta-
ción de programas y acciones para la investigación cien-
tífica y desarrollo tecnológico en materia de agua y su
gestión, así como para la formación y capacitación de
recursos humanos en las mismas materias; 

IX. Sistematizar y publicar la información técnica aso-
ciada con los recursos hídricos del país, en coordinación
con “la Comisión” y los comités de cogestión de cuen-
cas; 

X. Desempeñar a solicitud de parte, funciones de arbi-
traje técnico y científico;

XI. Certificar los laboratorios de calidad del agua, los
dispositivos para medición del agua en cantidad y los
equipos, instrumentos y enseres que faciliten la eleva-
ción de las eficiencias en la explotación, uso o aprove-
chamiento del agua en términos de Ley.

XII. Presidir el Consejo Científico y Tecnológico Na-
cional del sector agua, en cuya creación y funciona-
miento intervendrán “la Secretaría”, “la Comisión” y el
Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología.

XIII. Promover la educación y cultura en torno al agua
que fomente en la sociedad la conciencia de que el lí-
quido es un bien escaso que requiere del cuidado de su
cantidad y calidad, así como de su aprovechamiento
sustentable y de la mitigación de sus efectos indeseables
y, 

XIV. Las demás que le confieran otros instrumentos ju-
rídicos y el Titular de la “Secretaría” para el cumpli-
miento del objeto de esta ley.

Título IV
De los criterios generales para la 

elaboración de proyectos, de la política 
hídrica nacional, la planeación y programación, 
y del servicio civil de carrera en materia de agua

Capítulo XVII
Criterios para la elaboración 

de proyectos

Artículo 20. En la elaboración y ejecución de planes y pro-
gramas, así como en la selección de proyectos a realizar:



Se aplicarán los siguientes criterios de la gestión hídrica
ambiental:

I. La cogestión planificada, integral y sustentable de
las cuencas y sus aguas superficiales y subterráneas así
como de los sistemas locales de agua potable y sanea-
miento, con un horizonte de largo plazo, con la partici-
pación de los tres órdenes de gobierno, ciudadanía, sec-
tor privado, pueblos indígenas y con equilibrio de
género.

II. La restauración de los sistemas de flujos subterráne-
os y superficiales y los ecosistemas asociados, y la ar-
monización de las actividades humanas en torno a ellos.

III. La no contaminación del ciclo hidrológico, a tra-
vés de la eliminación progresiva de sustancias y activi-
dades contaminantes del aire, suelo y agua y del confi-
namiento, remoción y rehúso o disposición segura de
los contaminantes que han sido emitidos.

IV. El aprovechamiento máximo de las aguas pluvia-
les y el reúso de aguas residuales tratadas como es-
trategias vitales para conservar el volumen de agua eco-
lógicamente disponible en cada cuenca.

V. La priorización de acciones a nivel local y en cuen-
ca alta, en forma consensuada entre los habitantes de la
cuenca.

VI. El manejo de lodos y el tratamiento de aguas resi-
duales bajo una política de cero emisiones de gases de
efecto invernadero y descargas con cero contami-
nantes a los acuíferos.

VII. La preferencia por proyectos y obras con bene-
ficios máximos y mínimos costos sociales, ambienta-
les, energéticos y económicos evaluados considerando
la vida útil del proyecto.

VIII. La conservación y ahorro de agua por parte de to-
dos los usuarios del recurso.

IX. La reducción máxima posible de fugas en los siste-
mas de conducción y distribución.

X. La inclusión de los impactos del cambio climático en
los recursos hídricos.

Capítulo XVIII
De la política hídrica nacional

Artículo 21. 

Los principios que sustentan la política hídrica nacional
son los siguientes:

I. El agua es un recurso vital, vulnerable y finito, con
valor social, cultural, ambiental y económico, cuya pre-
servación en cantidad y calidad es tarea fundamental del
Estado y la sociedad, así como prioridad y asunto de se-
guridad nacional;

II. El Estado debe garantizar el derecho humano al agua;
para ello, debe regular sus usos y otorgar preferencia al
doméstico y al público urbano

III. Las autoridades deben encaminar su actuación para
lograr la cobertura universal y de calidad de los servi-
cios públicos de agua potable;

IV. El sector del agua debe contar con financiamiento
suficiente y oportuna para garantizar los servicios soste-
nibles de agua y saneamiento;

V. El ciudadano puede y debe participar de manera in-
formada en los procesos de planeación, ejecución y eva-
luación de la gestión del agua en los tres órdenes de go-
bierno;

VI. El agua debe ser utilizada de manera eficiente, ra-
cionada, en equilibrio con el medio ambiente, y propor-
cionalmente distribuida entre los usos priorizados en es-
ta Ley: doméstico, público – urbano, agrícola, ambiental
e industrial.

VII. El reúso del agua será obligatorio, especialmente
en el ámbito industrial, agrícola y en la producción de
bienes y servicios;

VIII. El medio ambiente es reconocido como un usuario
más del agua, y se regulará mediante las normas relati-
vas al caudal ecológico;

IX. El Estado garantizará los servicios de agua y sanea-
miento de calidad a la población en condición de pobre-
za, mediante un subsidio que garantice el acceso a una
cuota mínima de agua (de 100 litros diarios), 
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X. La corresponsabilidad en la gestión del agua reside
en los tres órdenes de gobierno: nacional, estatal y mu-
nicipal, con la orientación y el diálogo permanente con
la ciudadanía, organizaciones de la sociedad civil, aca-
demia y sector privado;

XI. El agua es una agenda transversal, y deberá ser con-
siderada como eje rector para todas las políticas de de-
sarrollo en el país;

XII. La transparencia y la rendición de cuentas en todos
los ámbitos de la gestión del agua del país rigen la polí-
tica pública en la materia;

XIII. El Estado incentivará la producción de innovacio-
nes y soluciones tecnológicas en todos los ámbitos ne-
cesarios para garantizar el abasto de los servicios de
agua y saneamiento, así como para la conservación del
agua para las futuras generaciones; y fomentará la capa-
cidad técnica y administrativa en la gestión del agua en
los estados y municipios;

XIV. El cambio climático será considerado como un eje
central para la planeación y la eficaz toma de decisiones
en todos los ámbitos de la gestión del agua;

XV. El Estado deberá velar por la prevención y auxilio de
la población en condiciones de afectaciones por los fenó-
menos hidrometeorológicos, así como en el restableci-
miento permanente de los servicios de agua y saneamien-
to, una vez ocurridas las situaciones de desastre;

XVI. La educación, ciencia, tecnología y cultura del
agua son fundamentales para el desarrollo del país, así
como la formación y profesionalización de recursos hu-
manos en el sector hídrico, y

XVII. El uso de tecnologías de la información y comu-
nicación para la prestación de servicios de calidad en el
sector hídrico serán obligatorios, así como el estableci-
miento y mantenimiento de sistemas de información
que permitan un acceso fácil y en línea de los ciudada-
nos en torno a información clave de la gestión del agua
en el país.

Capítulo XIX
De la planeación y programación

Artículo 22. El Estado establecerá el Sistema Nacional de
Planeación del Agua, que incorpore los programas nacio-

nales hídricos, programas de cuencas, estados y munici-
pios; administrado por la Comisión; alimentado por los co-
mités de cogestión de cuenca y evaluado por la Contraloría
Social del Agua; que sostenga una visión de largo plazo de
15 años y más; y cuyos indicadores y avances sean claros,
transparentes y accesibles a la ciudadanía.

Artículo 23. En el ámbito de su competencia, la Federa-
ción, estados, Distrito Federal y municipios deben elaborar,
ejecutar y evaluar planes, políticas, programas, instrumen-
tos y acciones para garantizar el derecho humano al agua y
al saneamiento, de manera sostenible, así como la conser-
vación de los recursos hídricos, de cuencas. Dichas políti-
cas deben considerar el principio de progresividad, aten-
diendo a las condiciones sociales, económicas y
geográficas de cada región.

Artículo 24. La programación hídrica nacional debe incor-
porar los objetivos y prioridades establecidas en el Plan
Nacional de Desarrollo, así como los planes rectores ema-
nados de los comités de cogestión de cuencas. A fin de ga-
rantizar el derecho humano al agua, corresponde a los es-
tados y al Distrito Federal asegurarse que la planeación
sobre los recursos hídricos, infraestructura hidráulica y ser-
vicios relacionados de su competencia, se ajuste a la pro-
gramación hídrica nacional. Los municipios deben obser-
var la programación hídrica federal y la estatal para ese
mismo propósito.

Artículo 25. La programación hídrica debe respetar las
disposiciones en materia de caudal ecológico, cuota natural
de renovación de las aguas y sustentabilidad de cuencas y
acuíferos.

De igual forma, dicha programación debe observar el or-
den de prelación de usos del agua para el otorgamiento de
concesiones siguiente:

1. Doméstico;

2. Público urbano;

3. Agrícola;

5. Uso para la conservación ecológica o uso ambiental;

6. Generación de energía eléctrica para servicio público;

7. Industrial;



8. Acuacultura;

11. Uso para turismo, recreación y fines terapéuticos;

12. Uso múltiple, y

13. Otros.

Lo anterior sin perjuicio de que el Consejo Nacional de
Cuencas en coordinación con el comité de cogestión de
cuenca que corresponda, proponga a la Comisión el orden
de prelación de los usos del agua para su aprobación, el
cual se aplicará en situaciones normales. El uso doméstico
y el público urbano son siempre preferentes sobre cual-
quier otro uso.

Artículo 26. Los planes, programas y proyectos deberán
incorporar y armonizar los derechos de los pueblos indíge-
nas con respecto a los recursos hídricos en sus territorios;
y garantizar la equidad de género en la aplicación de re-
cursos de los tres órdenes de gobierno.

Título V

Capítulo XX
Del servicio civil de carrera en materia de agua

Artículo 27. El Servicio se integra por personal de carrera,
personal temporal y personal asimilado y comprende la ra-
ma técnica, social y administrativa.

Artículo 28. La rama técnica comprende las siguientes ca-
tegorías:

• Director

• Gerente

• Técnico

Artículo 29. La rama social comprende las categorías:

• Director de Política Social

• Gerente de Política Social

• Especialista de Política Social

Artículo 30. La rama administrativa comprende las cate-
gorías:

• Director Administrativo

• Gerente Administrativo

• Técnico Administrativo

Artículo 31. El personal de carrera es permanente y su de-
sempeño se basa en los principios de preparación, compe-
tencia, capacidad y evaluación constante, a fin de estable-
cer un servicio permanente para la ejecución de la política
del agua en México.

Artículo 32. El personal temporal es designado por acuer-
do del Director de “la Comisión”. Dicho personal desem-
peña funciones específicas en una adscripción determinada
y por un plazo que no excederá de años, al término del cual
sus funciones cesarán automáticamente. Los así nombra-
dos no forman parte del personal de carrera, ni figuran en
los escalafones respectivos.

Título VI
De los usos del agua

Capítulo XXI
Uso doméstico

Artículo 33. Es libre el aprovechamiento de las aguas na-
cionales para uso doméstico, siempre que no se desvíen de
su cauce ni se produzca una alteración en su calidad o una
disminución significativa en su caudal, o por medios ma-
nuales y no se produzca una alteración en su calidad en los
términos de la reglamentación aplicable.

Se entenderá por medios manuales, la forma de disponer el
agua en cuencas y acuíferos por medio del uso de la fuerza
humana directa o ejercida a través de dispositivos mecáni-
cos.

Cuando el uso de las aguas nacionales se realice por me-
dios diferentes a los señalados en el párrafo anterior, se re-
querirá de concesión expedida por “La Comisión”, en los
términos y condiciones, señalados en la presente Ley y sus
Reglamentos.

Artículo 34. Los individuos que no puedan ser abastecidos
por los Municipios, Estados o el Distrito Federal, o por las
instancias responsables de prestar el servicio público de
agua potable y que cuenten con manifestación de dicha im-
posibilidad emitida por autoridad competente, podrán ob-
tener la concesión de aguas nacionales para abastecerse
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agua para uso doméstico bajo la figura de autoabasto en
cumplimiento al acceso al derecho humano al agua consa-
grado en el artículo 4º de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

Se considera auto abasto cuando los propios usuarios do-
mésticos se administran, fijan sus propias cuotas de recu-
peración, mantenimiento y construcción o administren sus
propias redes y fuente de abastecimiento, directamente sin
la participación de un prestador de servicios.

Capítulo XXII
Uso público urbano

Artículo 35. El aprovechamiento de las aguas nacionales
para uso público urbano por parte los Municipios, Estados
o el Distrito Federal o por las instancias responsables de la
prestación de los servicios de agua potable, se efectuarán
mediante concesión que otorgue “La Comisión”, en los tér-
minos dispuestos por esta Ley.

Artículo 36. Las concesiones de aguas nacionales que se
hubieran otorgado a los municipios, a los estados o al Dis-
trito Federal, que administren los respectivos sistemas de
agua potable y alcantarillado, subsistirán aun cuando estos
sistemas sean administrados por entidades paraestatales o
paramunicipales, o se concesionen a particulares por la au-
toridad competente.

Artículo 37. Los encargados del servicio público en cual-
quier situación deberán garantizar el mínimo vital de agua
potable, a través de los mecanismos que al efecto determi-
nen. En condiciones de abasto normal, la dotación será fi-
jada por “La Comisión”.

El servicio de agua potable que se proporcione en condi-
ciones de mínimo vital, debe tener determinada cantidad,
calidad y condiciones para la sobrevivencia en circunstan-
cias sanitarias aceptables, de conformidad con las Normas
Oficiales Mexicanas que al efecto emita la autoridad com-
petente.

Artículo 38. Los municipios, el Distrito Federal, o los es-
tados en su caso, deberán observar que los servicios con-
cesionados atiendan en todo momento a asegurar el dere-
cho humano al agua, y que cumpla con las mejores
condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, finan-
ciamiento, oportunidad, modernización de los sistemas y
demás circunstancias pertinentes.

Artículo 39. “La Comisión”, establecerá incentivos para la
mejora de la eficiencia en la prestación de los servicios de
agua potable y saneamiento, la consecución de la cobertu-
ra universal y garantizar el derecho humano al agua, te-
niendo prioridad los municipios y localidades con mayor
rezago en el acceso al agua potable y saneamiento. 

Artículo 40. En los títulos de concesión, se establecerá ex-
presamente la dotación normal y en su caso el mínimo vi-
tal para garantizar el acceso al derecho humano al agua,
conforme a los datos que proporcionen los Municipios, los
Estados y el Distrito Federal, o por las instancias responsa-
bles de la prestación de los servicios de agua potable, al-
cantarillado, drenaje y saneamiento, en su caso.

Los municipios, los estados y el Distrito Federal, podrán
convenir entre sí, el establecimiento de sistemas regionales
de suministro de agua potable incentivando el reúso de las
mismas como fuente alternativa de abastecimiento, para su
aprovechamiento en usos distintos al doméstico.

Artículo 41. Es competencia de las autoridades municipa-
les, con el concurso de los gobiernos de los estados en los
términos de esta Ley, el uso de las aguas nacionales que se
les hubieran concesionado, desde el punto de su extracción
o de su entrega por parte de “La Comisión”, hasta el sitio
de su descarga a cuerpos y corrientes de propiedad nacio-
nal.

Artículo 42. “La Comisión” y los comités de cogestión de
cuencas promoverán entre los sectores público, privado y
social, el uso eficiente del agua en las poblaciones y cen-
tros urbanos, el mejoramiento en la administración del
agua en los sistemas respectivos, y las acciones de manejo,
preservación, conservación, uso intensivo, tratamiento, re-
úso, recirculación e intercambio de las aguas residuales re-
ferentes al uso comprendido en la presente Sección.

Capítulo XXIII
Uso agrícola

Disposiciones Generales

Artículo 43. Las personas físicas o morales que sean pro-
pietarios o poseedores de tierras agrícolas, podrán en los
términos de la presente Ley, solicitar la concesión de aguas
nacionales para la realización de sus actividades.

Artículo 44. Se podrán otorgar concesión a dos o más per-
sonas físicas o morales para operar y administrar un siste-
ma de riego o para el uso común de las aguas nacionales



con fines agrícolas en los términos de la presente Ley y sus
Reglamentos.

Artículo 45. Se podrá otorgar concesión a:

I. Personas físicas o morales para el uso individual de
aguas nacionales para fines agrícolas; 

II. Personas físicas o morales que se constituyan con-
forme a las disposiciones legales, para constituir unida-
des de riego; y/o

III. Personas físicas o morales que conforme a la legis-
lación hayan sido constituidos como organizaciones de
usuarios de los Distritos de Riego.

Cuando dos o más personas físicas o morales tramiten y
obtengan un título de concesión, pero que no se hayan
constituido en cualquiera de las dos modalidades señaladas
en las fracciones II y III del presente Artículo, tendrán los
derechos y obligaciones que señala la presente Sección, pa-
ra las Unidades de Riego.

Artículo 46. Los concesionarios tendrán el derecho de usar
las aguas nacionales en los predios para los que fueron au-
torizados. En el supuesto que pretendan incorporar nuevas
tierras agrícolas para el aprovechamiento de las aguas na-
cionales, deberán solicitar la modificación correspondiente
en la concesión, pero en ningún caso se podrá usar más vo-
lúmenes que los concesionados.

Artículo 47. Para la administración y operación de los sis-
temas de riego o de drenaje o para el aprovechamiento co-
mún de las aguas en una unidad de riego, modulo o distri-
to de riego o cuando sean bien de uso común, respecto de
las aguas los interesados deberán contar con el reglamento
interno que dé observancia y cumplimiento a las disposi-
ciones de la presente Ley y sus Reglamentos.

Artículo 48. El derecho de uso de aguas por los miembros
o usuarios de las aguas en una unidad de riego, modulo o
distrito de riego o cuando sean bien de uso común para uso
agrícola, deberá precisarse en el padrón que al efecto inte-
gre y mantenga actualizado el concesionario, debiendo
contener al menos el nombre del beneficiario, la superficie
y el volumen que le corresponda.

El padrón y los derechos de cada socio o asociado conteni-
dos en él, serán reconocidos por “La Comisión” y en caso
de conflicto de intereses entre sus integrantes, “La Comi-

sión” podrá fungir como árbitro en la prevención y solu-
ción de conflictos relacionados con el uso de las aguas na-
cionales.

Artículo 49. Cuando los ejidos o comunidades formen par-
te de las Unidades de Riego, o Distritos de Riego se suje-
tarán a lo dispuesto en la presente Ley y sus Reglamentos,
considerándose para tal efecto como concesionario.

Artículo 50. En el caso de contar que varios usuarios que
cuenten con su propio título de concesión y con sistemas
comunes de riego o construyan sus aprovechamientos co-
munes de agua, se aplicará respecto de estos sistemas o
aprovechamientos lo dispuesto a las Unidades de Riego; en
este caso serán los ejidatarios o comuneros que usen o
aprovechen dichos sistemas o aprovechamientos los que
establezcan el reglamento interno para la administración y
operación de los sistemas o para el aprovechamiento co-
mún de las aguas respectivo.

Artículo 51. Las Unidades de Riego o las asociaciones ci-
viles de usuarios de los Distritos de Riego, e inclusive los
ejidos y comunidades, cuando cuenten con concesión vi-
gente, podrán usar las aguas nacionales concesionadas en-
tre sus socios o asociados conforme a su Reglamento In-
terno, sin exceder el volumen concesionado. 

Cuando dentro de las áreas autorizadas para el riego, haya
asentamientos humanos y el crecimiento urbano ocupe su-
perficies agrícolas, requiriendo volúmenes de agua para sa-
tisfacer la demanda para uso público urbano, se podrán
transferir los derechos de uso agrícola al uso público urba-
no en la proporción de la superficie que se deja de sembrar,
debiéndose ajustar los títulos de concesión respecto a los
volúmenes de agua y la infraestructura que quede en des-
uso.

Artículo 52. Cuando se pretenda usar aguas nacionales por
persona distinta y en predio distintos a las inscritas en el
padrón de usuarios o que no son parte integrante de la Uni-
dad de Riego, asociación civil de usuarios del Distrito de
Riego, Ejido o Comunidad, invariablemente, además de la
Autorización de la Asamblea de la Unidad, de la asociación
civil de usuarios del Distrito de Riego, Ejido o Comunidad,
se requerirá cumplir con las formalidades de la transmisión
previstas en la presente Ley y sus Reglamentos.

Artículo 53. En ningún caso la asamblea de las Unidades
de Riego, Módulos o Distritos de Riego, o el comisariado
ejidal, sin causa justificada expresamente prevista en el Re-
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glamento Interno, podrán usar, disponer o determinar un
uso distinto de aguas de lo registrado en el padrón, y sin el
expreso consentimiento de los socios o asociados.

Artículo 54. La federación podrá realizar convenios para
determinar mecanismos para la recuperación de costos por
los servicios de agua para uso agrícola en el ámbito agroin-
dustrial y de gran escala, y fomentará los apoyos y subsi-
dios necesarios para los pequeños agricultores o en zonas
vulnerables. 

Artículo 55. El Estado Mexicano impulsará programas e
inversiones orientadas a la tecnificación de todos los distri-
tos y unidades de riego, a manera de garantizar la seguri-
dad alimentaria nacional, con un consumo de agua mínimo.

Artículo 56. Todas las aguas residuales que se deriven de
la actividad agrícola, deberán ser tratadas oportuna y efi-
cazmente.

Artículo 57. Las disposiciones contenidas en la presente
Sección, serán aplicables en lo conducente a usos pecua-
rios y forestales.

Capítulo XXIV
Unidades de Riego

Artículo 58. “Unidad de Riego” es el área agrícola que
cuenta con infraestructura y sistemas de riego, distinta de
un distrito de riego y comúnmente de menor superficie que
aquél; puede integrarse por asociaciones de usuarios u
otras figuras de productores organizados que se asocian en-
tre sí para prestar el servicio de riego con sistemas de ges-
tión autónoma y operar las obras de infraestructura hidráu-
lica para la captación, derivación, conducción, regulación,
distribución y desalojo de las aguas nacionales destinadas
al riego agrícola.

Artículo 59. Las personas físicas o morales podrán con-
formar una persona moral y constituir una unidad de riego
que tenga por objeto:

I. Construir y operar su propia infraestructura para pres-
tar el servicio de riego a sus miembros; 

II. Construir obras de infraestructura de riego en coin-
versión con recursos públicos federales, estatales y mu-
nicipales y hacerse cargo de su operación, conservación
y mantenimiento para prestar el servicio de riego a sus
miembros, y 

III. Operar, conservar, mantener y rehabilitar infraes-
tructura pública federal para irrigación, cuyo uso o apro-
vechamiento hayan solicitado en concesión a “La Co-
misión”. 

Artículo 60. En el título de concesión de aguas nacionales
que en su caso se otorgue a las unidades de riego se incor-
porará el permiso de construcción respectivo y, en su caso,
la concesión para la explotación, uso o aprovechamiento de
los bienes públicos a los que se refiere el Artículo de la pre-
sente Ley. 

El estatuto social de la persona moral y el reglamento de
las unidades de riego contendrán lo dispuesto por la pre-
sente Ley y no podrán contravenir lo dispuesto en el título
de concesión respectivo.

Artículo 61. En los supuestos a que se refieren las fraccio-
nes II y III del Artículo6de la presente Ley, el órgano di-
rectivo de las personas morales propondrá a la asamblea
general el Reglamento de Operación.” La Comisión” podrá
revisar las actividades, forma de prestar el servicio de rie-
go y dictar las medidas correctivas de acuerdo a la presen-
te Ley.

El Reglamento de Operación, así como sus modificaciones
requerirán de la sanción de “La Comisión”.

Artículo 62. Las unidades de riego que así lo convengan
podrán integrar un distrito de riego.

Capítulo XXV
Distritos de Riego

Artículo 63. “Distrito de Riego” es el establecido median-
te Decreto Presidencial o Acuerdo. Está conformado por
una o varias superficies ejidales, comunal o pequeña pro-
piedad, previamente delimitadas y dentro de cuyo períme-
tro se ubica la zona de riego, el cual cuenta con las obras
de infraestructura hidráulica, aguas superficiales y del sub-
suelo, en su caso, aguas residuales, así como con sus vasos
de almacenamiento, su zona federal, de protección y demás
bienes y obras conexas, pudiendo establecerse también con
una o varias unidades de riego.

Artículo 64. Se podrán concesionar la infraestructura hi-
dráulica, excepto las obras de cabeza para el aprovecha-
miento integral del agua.



Artículo 65. Cuando, derivado de conflictos internos, se
presenten problemas en la administración de los bienes
concesionados y a criterio de “La Comisión” se ponga en
riesgo la distribución y entrega de agua a los usuarios, y si
el concesionario no mantiene la infraestructura en buen es-
tado, “La Comisión” nombrará un interventor que vigile o
se responsabilice de mantener la infraestructura al corrien-
te, con cargo al concesionario, para que se proporcione un
servicio eficiente y no se menoscabe la infraestructura hi-
dráulica.

Artículo 66. Los usuarios del distrito podrán adquirir la in-
fraestructura de la zona de riego en términos de la presen-
te Ley y sus Reglamentos.

Artículo 67. En cada distrito de riego se establecerá un co-
mité hidráulico, cuya organización y operación se determi-
narán en el reglamento interno que al efecto elabore y apli-
que cada distrito, el cual actuará como órgano colegiado de
concertación para un manejo adecuado del agua e infraes-
tructura.

El Comité Hidráulico propondrá un reglamento del distrito
de riego respectivo y vigilará su cumplimiento. El regla-
mento interno no podrá contravenir lo dispuesto por la pre-
sente Ley, y requerirá la validación de “La Comisión”.

Capítulo XXVI
Temporal Tecnificado

Artículo 68. “Distrito de Temporal Tecnificado” es el área
geográfica destinada normalmente a las actividades agríco-
las que no cuenta con infraestructura de riego, en la cual
mediante el uso de diversas técnicas y obras, se aminoran
los daños a la producción por causa de ocurrencia de llu-
vias fuertes y prolongadas –estos también denominados
Distritos de Drenaje- o en condiciones de escasez, se apro-
vecha con mayor eficiencia la lluvia y la humedad en los
terrenos agrícolas; el Distrito de Temporal Tecnificado es-
tá integrado por Unidades de Temporal.

Artículo 69. “La Comisión” promoverá, fomentará y apo-
yará el establecimiento de unidades de temporal tecnifica-
do incluyendo las de drenaje a efecto de incrementar la
producción agropecuaria conforme a lo establecido en la
presente Ley y sus Reglamentos.

Artículo 70. En los Distritos de Temporal Tecnificado, to-
mando como base las unidades de temporal tecnificado o
drenaje que se identifiquen y se ubiquen dentro de su ám-

bito territorial y que cuenten con infraestructura agrícola
federal, los beneficiarios de la misma deberán organizarse
y constituirse en personas morales con el objeto de que, por
cuenta y en nombre de las autoridades, presten los diversos
servicios que se requieran, incluyendo drenaje y vialidad,
administración, operación, conservación y mantenimiento
de la infraestructura, y cobren por superficie beneficiada
las cuotas de autosuficiencia derivadas de la prestación de
tales servicios.

Artículo 71. “La Comisión” brindará la asesoría técnica
necesaria a los beneficiarios de los distritos de temporal
tecnificado, tomando como base las unidades de temporal
tecnificado que se identifiquen y se ubiquen dentro de su
ámbito territorial y, en su caso, de las áreas de las cuencas
que afecten la infraestructura con aportaciones de agua y
sedimentos.

Artículo 72. Las disposiciones establecidas para los distri-
tos de riego y las unidades de riego serán aplicables, en lo
conducente, a los distritos de temporal tecnificado.

Capítulo XXVII
Otros usos

Uso para la Generación 
de Energía Eléctrica

Artículo 73. El uso de las aguas nacionales con fines de
generación de Energía Eléctrica, requerirá de concesión
conforme a los lineamientos técnicos y ambientales que al
efecto emita la autoridad competente.

El título de concesión de agua que otorgue la Comisión,
con base en la evaluación del impacto ambiental y la pro-
gramación hídrica, establecerá el volumen destinado a la
generación de energía eléctrica y enfriamiento de plantas.

Artículo 74. Los interesados en realizar trabajos de explo-
ración para generación de energía eléctrica mediante geo-
termia, deben solicitar a la Comisión permiso de obra para
los pozos exploratorios.

La explotación, uso o aprovechamiento de aguas del sub-
suelo, contenidas en yacimientos geotérmicos hidroterma-
les, requiere de concesión, y de autorización en materia de
impacto ambiental.

En adición a los requisitos para el otorgamiento de conce-
siones, el interesado debe presentar a la Comisión los estu-
dios del yacimiento geotérmico hidrotermal que determi-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 24 de septiembre de 2015149



Año I, Primer Periodo, 24 de septiembre de 2015 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados150

nen su localización, extensión, características y conexión o
independencia con los acuíferos adyacentes o sobreyacen-
tes.

Los estudios y exploraciones realizados por los interesados
deben determinar la ubicación del yacimiento geotérmico
hidrotermal con respecto a los acuíferos, la probable posi-
ción y configuración del límite inferior de éstos, las carac-
terísticas de las formaciones geológicas comprendidas en-
tre el yacimiento y los acuíferos, entre otros aspectos.

Si los estudios demuestran que el yacimiento geotérmico
hidrotermal y los acuíferos sobreyacentes no tienen cone-
xión hidráulica directa, para el otorgamiento de la conce-
sión, la Comisión no considerará la disponibilidad de agua
de los acuíferos ni la normatividad relativa a las vedas, re-
glamentos específicos y reservas, respectivas.

La Comisión otorgará la concesión sobre el volumen de
agua solicitado por el interesado y establecerá un programa
de monitoreo a fin de identificar afectaciones negativas a la
calidad y cantidad del agua subterránea, a las captaciones
de la misma o a la infraestructura existente derivadas de la
explotación del yacimiento deberá cumplir con lo dispues-
to en las normas oficiales mexicanas, y demás ordena-
mientos aplicables. 

Se requerirá permiso de descarga y autorización en materia
de impacto ambiental cuando el agua de retorno se vierta a
cuerpos receptores que sean aguas nacionales y demás bie-
nes nacionales o cuando se trate de la disposición al sub-
suelo de los recortes de perforación. La reincorporación del
agua de retorno al yacimiento requiere permiso de obra pa-
ra el pozo de inyección.

Las concesiones que regula este artículo, podrán ser objeto
de modificación en caso de alteración de los puntos de ex-
tracción o inyección, redistribución de volúmenes y relo-
calización, reposición y cierre de pozos, para lo cual el
concesionario debe presentar la solicitud que cumpla los
requisitos que establece el Reglamento.

Uso Industrial y de Servicios

Artículo 75. De acuerdo a las disposiciones en materia de
concesión de aguas nacionales, se podrá autorizar el uso,
aprovechamiento y explotación de aguas nacionales para
uso industrial o de servicios.

Las personas físicas o morales tendrán los derechos y obli-
gaciones establecidas en la presente Ley y sus Reglamen-
tos.

Artículo 76. Corresponde al concesionario de estos usos el
tratamiento de las aguas residuales resultantes de las aguas
que les fueron concesionadas.

Las descargas emanadas del uso industrial deberán ser reu-
sadas por el municipio, y no podrán ser vertidas en cuerpos
de agua, sin un tratamiento previo que elimine cualquier ti-
po de contaminante. 

Artículo 77. Las obras que se requieran para el uso de las
aguas nacionales, serán responsabilidad del propio usuario
en los términos de la presente Ley y sus Reglamentos. 

Artículo 78. Dos o más usuarios industriales podrán aso-
ciarse para constituir un sistema de abastecimiento que
atienda las necesidades de los asociados. 

Para efectos de cumplimiento de las obligaciones consig-
nadas en la presente Ley y sus Reglamentos, se constitui-
rán en la persona moral que establezcan las disposiciones
legales de la materia o en su caso designarán a uno de ellos
como Representante común, pero todos los agremiados so-
lidarios o subsidiarios de dicho Representante en los térmi-
nos que acuerden cada una de las partes.

Capítulo XXVIII
Uso para fines turísticos y de recreación

Artículo 79. Se podrán otorgar concesiones para el uso de
aguas nacionales, para fines turísticos y de recreación,
cuando el solicitante cumpla los requisitos establecidos en
el Título anterior.

Artículo 80. El uso de las aguas nacionales se podrá reali-
zar en el mismo cuerpo de agua o mediante obras de cap-
tación para conducirlas al predio donde se van a utilizar,
sin menoscabo del uso público-urbano o del equilibrio eco-
lógico del lugar.

Artículo 81. Tratándose de cualquiera de las dos situacio-
nes mencionadas en el artículo anterior, invariablemente se
establecerá las condiciones de calidad de las aguas nacio-
nales que deberá mantener el concesionario mediante el
uso de las mismas o cuando sean devueltas a cuerpos y co-
rrientes de propiedad nacional, según sea el caso.



Artículo 82. Para autorizar el uso de agua en cuerpos de
agua, se verificará por parte de “La Comisión” y del comi-
té de cogestión de cuenca que no se afecten derechos otor-
gados a terceros en materia de navegación y otros usos per-
mitidos.

Artículo 83. Las personas físicas o morales tendrán los de-
rechos y obligaciones establecidas en la presente Ley y sus
Reglamentos.

Capítulo XXIX
Uso en Acuacultura

Artículo 84. El uso de las aguas nacionales en actividades
de acuacultura, se podrá realizar por personas físicas o mo-
rales previa concesión otorgada en los términos de la pre-
sente Ley y sus Reglamentos.

“La Comisión”, en coordinación con la Secretaría de Agri-
cultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimenta-
ción, otorgará facilidades para el desarrollo de la acuacul-
tura y apoyará, a solicitud de los interesados, el
aprovechamiento acuícola en la infraestructura hidráulica
federal, que sea compatible con su uso y deberá incluir la
ocupación del cuerpo o corriente, delimitando su superficie
para el desarrollo de esta actividad.

Artículo 85. Las actividades de acuacultura efectuadas en
sistemas suspendidos en cuerpos y corrientes de propiedad
nacional no requieren de concesión, siempre y cuando no
se desvíen las aguas de su cauce original, no se afecte la ca-
lidad del agua ni se comprometa su disponibilidad.

Cuando la actividad se realice mediante desviación de cau-
ce o fuera de los cuerpos y corrientes de propiedad nacio-
nal, estarán sujetas al régimen de concesión previsto en la
presente Ley y sus Reglamentos.

Artículo 86. Para autorizar actividades de acuacultura en
sistemas suspendidos, “La Comisión” y el comité de co-
gestión de cuenca verificarán que no se afecten la infraes-
tructura existente, los derechos otorgados a terceros en ma-
teria de navegación y otros usos permitidos.

Tratándose de solicitudes para usar aguas nacionales en
sistemas suspendidos, estas se negarán cuando el uso de las
aguas nacionales contenidas en el cuerpo o corriente de
propiedad nacional, tengan destino específico para la aten-
ción de las necesidades para uso público – urbano, o en si-
tuaciones de escasez o seguridad hídrica.

Artículo 87. Las personas físicas o morales tendrán los de-
rechos y obligaciones establecidas en la presente Ley y sus
Reglamentos.

Capítulo XXX
Uso en el laboreo de minas

Artículo 88. Son aguas provenientes del laboreo de las mi-
nas, aquellas del subsuelo que necesariamente deban ex-
traerse para permitir la realización de obras y trabajos de
exploración y explotación.

Artículo 89. Será obligatorio para los concesionarios de
minas, instalar un dispositivo de medición de las aguas na-
cionales provenientes del laboreo de minas, en el punto de
la entrega que para tales efectos determine “La Comisión”.

Artículo 90. La explotación, uso o aprovechamiento de las
aguas nacionales provenientes del laboreo de minas, para
fines distintos de las actividades inherentes a la minera y
del uso doméstico del personal empleado en las mismas re-
quiere concesión en los términos de la presente Ley y su
Reglamento. 

Independientemente del uso de estas aguas por parte del
concesionario de la mina, estará sujeto a las disposiciones
en materia de calidad a que se refiere la presente Ley, sus
Reglamentos y demás disposiciones aplicables.

Artículo 91. La Comisión definirá las condiciones y el
punto de entrega de las aguas de laboreo, las cuales a par-
tir del mismo, quedarán bajo la jurisdicción y competencia
de “La Comisión”.

A partir del punto de entrega de las aguas de laboreo, “La
Comisión” podrá concesionar las mismas para cualquiera
de los usos previstos en la presente Ley y sus Reglamentos.

Artículo 92. Las personas físicas o morales que usen aguas
de laboreo, o que a partir de la entrega a “La Comisión” le
hayan sido concesionadas, tendrán los derechos y obliga-
ciones establecidas en la presente Ley y sus Reglamentos.

Capítulo XXXI
Uso de aguas marinas y salobres

Artículo 93. Las aguas marinas en su estado natural no re-
quieren concesión en los términos de la presente Ley y sus
Reglamentos, y demás disposiciones aplicables; sin embar-
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go para efectos estadísticos, requerirán de dispositivo de
medición. 

Las aguas marinas o salobres que tengan por objeto desali-
nizarse para fines en cualquiera de los usos establecidos en
el presente Título, requerirán de concesión.

Artículo 94. Las aguas salobres de acuíferos continentales
afectan la disponibilidad de los acuíferos a los que perte-
necen, pero en el estudio técnico que defina la disponibili-
dad del agua, cuando se trate de salobres, deberá especifi-
car cuáles serán materia de la concesión

Artículo 95. Las aguas marinas o salobres que se altere su
composición físico química para su uso, no perderán su ca-
rácter de aguas nacionales por ese simple hecho.

Artículo 96. Las personas físicas o morales que usen aguas
marinas o salobres con fines de desalación, tendrán los de-
rechos y obligaciones establecidas en la presente Ley y sus
Reglamentos.

Uso de agua pluvial

Artículo 97. El agua pluvial será fomentada y regulada por
los municipios, y podrá ser utilizada para consumo huma-
no, agrícola e industrial, previo tratamiento que garantice
la salud pública;

Título VII
De la administración de las aguas nacionales

y sus bienes públicos inherentes

Capítulo XXXII
Disposiciones Generales

Artículo 98. La Comisión y los comités de cogestión de
cuenca deben determinar y actualizar la disponibilidad me-
dia anual de las aguas nacionales de acuerdo con el méto-
do base que establezca la norma oficial mexicana corres-
pondiente, y hacerlos públicos a través del Sistema de
Información y Monitoreo de las Aguas Nacionales.

Artículo 99. De conformidad con el carácter público del
recurso hídrico, la explotación, uso o aprovechamiento de
las aguas nacionales se realizará mediante concesión o
asignación otorgada por el Ejecutivo Federal a través de “la
Comisión” con los Comités de Cogestión de Cuencas, de
acuerdo con las reglas y condiciones que dispone la pre-
sente Ley y sus reglamentos. 

Las concesiones y asignaciones se otorgarán después de
considerar a las partes involucradas, y el costo económico
y ambiental de las obras proyectadas.

Capítulo XXXIII
Concesiones

Artículo 100. De conformidad con el carácter público del
recurso hídrico, el uso de las aguas nacionales se realiza
mediante concesión que otorga el Ejecutivo Federal a tra-
vés de “La Comisión”, en los términos de la presente Ley
y su Reglamento.

El otorgamiento de las concesiones y asignaciones se rea-
lizará en el pleno respeto de las prioridades del uso del
agua, establecidas en el artículo 87 de la presente ley, in-
cluso preferentemente de aquellas actividades económicas
que se amparen bajo el interés público.

Las concesiones y asignaciones se otorgarán después de
garantizar el caudal ecológico y considerar a las partes in-
volucradas, y el costo en el pleno respeto de las obras pro-
yectadas.

Para tal efecto, previo al otorgamiento de las concesiones y
asignaciones, el solicitante deberá estar en posesión de un
Dictamen de Impacto Hídrico Socioambiental expedido
por el comité de cogestión de cuenca correspondiente y del
certificado de disponibilidad de recursos hídricos expedido
por la Comisión y, cuando así se requiera conforme a la
Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Am-
biente, de la manifestación de impacto ambiental.

Previo al otorgamiento de la manifestación de impacto am-
biental, en caso de ser requerida conforme a la ley en la
materia, emitida por la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, la Comisión emitirá un certificado de
disponibilidad de recursos hídricos, en la calidad y canti-
dad requerida por la actividad y en la zona de emplaza-
miento del proyecto.

El certificado de disponibilidad de recursos hídricos tendrá
por objeto dar constancia del estudio casuístico, realizado
por la autoridad del agua, respecto de la disponibilidad de
recurso hídrico en la zona específica de la región hidroló-
gica o cuenca hidrológica contemplada por el solicitante
para el desarrollo de su proyecto. 

Para el otorgamiento de la concesión o asignación, la auto-
ridad del agua deberá tomar en consideración la disponibi-



lidad hídrica específica señalada en el certificado y ponde-
rarla con respecto a la demanda específica que se solicita y
la demanda existente en general en la región o cuenca hi-
drológica en cuestión. 

Las concesiones crearán derechos y obligaciones a los con-
cesionarios en los términos de la presente Ley y sus Regla-
mentos.

Artículo 101. La solicitud de concesión deberá contener al
menos: 

a) Nombre y domicilio del solicitante; 

b) La cuenca hidrológica, acuífero en su caso, región hi-
drológica, municipio y localidad a que se refiere la soli-
citud;

c) El punto de extracción de las aguas nacionales que se
soliciten;

d) El volumen de extracción y consumo requeridos;

e) El uso inicial que se le dará al agua; cuando dicho vo-
lumen se pretenda destinar a diferentes usos, se efectua-
rá el desglose correspondiente para cada uno de ellos;

f) El punto de descarga de las aguas residuales con las
condiciones de cantidad y calidad;

g) El proyecto de las obras a realizar o las característi-
cas de las obras existentes para su extracción y aprove-
chamiento, así como las respectivas para su descarga,
incluyendo tratamiento de las aguas residuales y los
procesos y medidas para el reúso del agua, en su caso, y
restauración del recurso hídrico; en adición deberá pre-
sentarse el costo económico y ambiental de las obras
proyectadas, esto último conforme a lo dispuesto en la
Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al
Ambiente, y

h) La duración de la concesión o asignación que se so-
licita.

i) Tratándose de solicitudes de concesión o asignación
para uso industrial, del tipo fractura hidráulica, se re-
querirá la identificación química e información sobre
las sustancias mezcladas con el agua, entre otros ele-
mentos, para ser inyectadas en los yacimientos de hi-
drocarburos con el fin de fracturar los sedimentos y ex-

traer el gas que en ellos se encuentra. En tal caso, no
aplicará el secreto comercial, industrial, ni la propiedad
sobre las sustancias inyectadas durante el proceso de
fractura hidráulica. 

Además, en tal caso, el solicitante deberá indicar el proce-
so con base en el cual incorporará el uso de agua desalini-
zada, a partir del año 2022 y disminuir su extracción de los
acuíferos y de las aguas superficiales y del subsuelo; susti-
tución hídrica que se realizará conforme a las condiciones
y plazos establecidos en el reglamento de la presente ley.

Conjuntamente con la solicitud de concesión o asignación
para la explotación, uso o aprovechamiento de aguas na-
cionales, se obligará al tratamiento de las aguas residuales,
y se solicitará el permiso para la realización de las obras
que se requieran para la explotación, uso o aprovecha-
miento de aguas y el tratamiento y descarga de las aguas
residuales respectivas. 

La solicitud especificará la aceptación plena del beneficia-
rio sobre su obligación de pagar regularmente y en su tota-
lidad las contribuciones fiscales que se deriven de la expe-
dición del título respectivo y que pudieren derivarse de la
extracción, consumo y descarga de las aguas concesiona-
das o asignadas, así como los servicios ambientales que co-
rrespondan. El beneficiario conocerá y deberá aceptar en
forma expresa las consecuencias fiscales y de vigencia del
título respectivo que se expida en su caso, derivadas del in-
cumplimiento de las obligaciones de pago referidas.

Artículo 102. A dicha solicitud se debe acompañar los do-
cumentos siguientes:

I. Los que acrediten la propiedad o posesión del inmue-
ble en el que se localizará la explotación, uso o aprove-
chamiento de las aguas, y las superficies a beneficiar; 

II. El que acredite la constitución de las servidumbres
que se requieran;

III. El certificado de disponibilidad de recursos hídricos;

IV. La autorización en materia de impacto ambiental,
cuando así se requiera conforme a la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente; 

V. El proyecto de las obras a realizar o las característi-
cas de las existentes para su uso, así como las respecti-
vas para su descarga, incluyendo el tratamiento de aguas
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residuales y, en su caso, procesos y medidas para el re-
úso del agua; 

VI. La memoria técnica con los planos correspondientes
que contengan la descripción y características de las
obras a realizar, en términos del Reglamento; 

VII. La documentación técnica que soporte la solicitud
en términos de volumen de consumo requerido, el uso
inicial que se le dará al agua y las condiciones de canti-
dad y calidad de las descargas de aguas residuales, y 

VIII. Croquis que indique la ubicación del predio, con
los puntos de referencia que permitan su localización y
la del sitio donde se realizará la extracción de las aguas
nacionales; así como los puntos donde se realizará la
descarga. Los estudios y proyectos a que se refiere este
artículo, se sujetarán a las normas y especificaciones
técnicas que emita la Comisión.

IX. Tratándose de una solicitud para la explotación de
agua en un proceso de fractura hidráulica, el promoven-
te deberá además adjuntar la documentación técnica que
identifique y describa los aditivos químicos que compo-
nen la mezcla utilizada para realizar la fracturación hi-
dráulica y la documentación técnica relativa a la susti-
tución del agua proveniente de fuentes tradicionales por
aquella proveniente de la desalinización. 

Artículo 103. “La Comisión” deberá contestar las solicitu-
des de concesión y permisos de construcción de obras a
realizar, en un plazo máximo de 60 días a partir de su fecha
de presentación y estando debidamente integrado el expe-
diente de acuerdo a lo siguiente:

El otorgamiento de una concesión se sujetará a lo dispues-
to por esta Ley y sus Reglamentos y tomará en cuenta:

a) Caudal ecológico, las partes involucradas, el uso al
que se destinarán;

b) El interés público en la protección y preservación de
los cuerpos de agua;

c) La disponibilidad media anual del agua por cuenca y
acuífero determinada en tiempo real, y en su caso el ré-
gimen hidrológico;

d) La no afectación a derechos de terceros;

e) La viabilidad técnica de los proyectos de las obras a
realizar; 

f) El evitar el acaparamiento del agua y sus bienes pú-
blicos inherentes;

g) Prelación de usos;

h) La normatividad relativa al control del uso en las zo-
nas reglamentadas, vedas y reservas de aguas naciona-
les existentes el acuífero, cuenca hidrológica, o región
hidrológica de que se trate, y

i) El otorgamiento de la concesión no garantiza la exis-
tencia, invariabilidad, calidad y cantidad de las aguas
nacionales concesionadas.

El comité de cogestión de cuenca propondrá a “La Comi-
sión” la modificación del orden de prelación de los usos del
agua en la cuenca o acuífero en su ámbito territorial de
competencia para su aprobación, el cual una vez aprobado,
se aplicará en situaciones normales para el otorgamiento de
concesiones para el uso de aguas nacionales. El uso do-
méstico y el uso público urbano siempre serán preferentes
sobre cualquier otro uso, incluso por encima de aquellas
actividades que se amparen bajo el interés público.

Artículo 104. Una vez que “La Comisión” expida y notifi-
que al solicitante el permiso de obra, contarán con un pla-
zo de ciento ochenta días hábiles para realizarlas e infor-
mar a “La Comisión” los resultados de la construcción y
equipamiento de las obras incluyendo la instalación de los
medidores de agua, dispositivos o procedimientos de me-
dición directa o indirecta.

En el caso de que el solicitante no concluya la construcción
y equipamiento de la obra deberá justificar a “La Comi-
sión” al menos diez días antes de la terminación del plazo
otorgado las razones y causas que no permitieron la con-
clusión y equipamiento de la obra pudiendo solicitar la pró-
rroga del permiso de obra.

“La Comisión” podrá prorrogar el permiso de obra por el
término que se acredite y considere necesario para la con-
clusión y equipamiento de las obras autorizadas, si este se
encuentra plenamente demostrado y justificado por el soli-
citante, y si es autorizado por el comité de cogestión de
cuenca.



Cuando al solicitar la concesión ya exista la obra, se debe-
rán informar las características de las obras existentes para
el uso de las aguas nacionales, así como aquellas de diver-
sa índole relacionadas con la actividad, así como los bienes
públicos inherentes a los que se refiere la presente Ley. 

La falta de aviso a “La Comisión” por parte del solicitante
de conclusión de la obra dentro del plazo establecido será
motivo de desechamiento del trámite independientemente
de las sanciones a que sea acreedor el solicitante en los tér-
minos de la presente Ley y su Reglamento. 

Para el caso de obras en aguas superficiales, “La Comi-
sión” determinará los plazos para la ejecución de las obras,
atendiendo a las características de las mismas.

Artículo 105. La Comisión tiene la facultad para negar la
concesión en los casos siguientes:

I. Cuando no exista disponibilidad;

II. Cuando implique afectación a vedas, reglamentos es-
pecíficos o reservas de agua;

III. Cuando sea necesario preservar o restablecer ecosis-
temas vitales vinculados con el agua;

IV. Cuando afecte el caudal ecológico;

V. Cuando el solicitante no cumpla con los requisitos
que exige esta Ley y su Reglamento;

VI. Cuando se afecten aguas sujetas a convenios inter-
nacionales;

VII. Cuando el solicitante persona moral, haya sido pre-
viamente sentenciado por responsabilidad civil, penal o
administrativa por daño ambiental; y

VIII. Cuando los empleados, representantes y quienes
ejercen cargos de dirección, mando o control en la es-
tructura u organización de la persona moral, solicitante
de la concesión, hayan sido sentenciados por delitos
contra el ambiente o la gestión ambiental, cometidos ba-
jo el amparo de la persona moral responsable, en su be-
neficio o con sus medios.

Artículo 106. La vigencia de la concesión para el uso de
las aguas nacionales no será menor de cinco ni mayor de

treinta años, tomando en cuenta por orden de prioridad lo
siguiente: 

a) Las condiciones de disponibilidad de aguas naciona-
les;

b) Las prioridades de desarrollo;

c) El beneficio social; y 

d) El capital invertido o por invertir en forma compro-
bable en el aprovechamiento respectivo. 

En la duración de las concesiones, “La Comisión” tomarán
en consideración las condiciones que guarde la fuente de
suministro, la prelación de usos vigentes en la región que
corresponda y las expectativas de crecimiento de dichos
usos, especialmente para el abastecimiento de ciudades
conforme a la programación hídrica. 

Artículo 107. “La Comisión” tendrá un plazo que no ex-
cederá de sesenta días hábiles para contestar las solicitudes
de concesión o permisos, a partir de la fecha en que el
usuario informe las características constructivas y operati-
vas de las obras. De toda solicitud de concesión o permisos
que sea sustanciada ante “La Comisión” deberá definirse
mediante una resolución que funde y motive la decisión
que se dicte respecto de la misma dentro del plazo que se-
ñala este Artículo. 

“La Comisión” está obligada a notificar personalmente a
los promoventes conforme las formalidades que al efecto
prevé la Ley Federal de Procedimiento Administrativo.

En caso de que “La Comisión” omita dar a conocer al pro-
movente la resolución recaída a su solicitud, dentro del pla-
zo establecido se considerará que ha resuelto negar lo soli-
citado.

Artículo 108. El título de concesión o asignación que otor-
gue la Comisión deberá expresar por lo menos:

I. Nombre y domicilio del titular;

II. La cuenca hidrológica, acuífero en su caso, región hi-
drológica, municipio y localidad a que se refiere;

III. El punto de extracción de las aguas nacionales;
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IV. El volumen de extracción y consumo autorizados; 

V. Motivación expresa que fundamente y justifique el
volumen de extracción y consumos autorizados, me-
diante referencia explícita de la ponderación efectuada
por la autoridad al confrontar la disponibilidad real del
recurso hídrico manifestado en el Certificado de Dispo-
nibilidad de Recursos Hídricos con la demanda solicita-
da por el titular. 

VI. Referencia explícita del uso o usos; caudales y vo-
lúmenes correspondientes;

VII. El punto de descarga de las aguas residuales con las
condiciones de cantidad y calidad;

VIII. La duración de la concesión o asignación.

Se adjuntará en anexo al título de concesión o asignación
otorgado, el certificado de disponibilidad de recursos hí-
drico emitido por la Comisión, así como el dictamen de im-
pacto hídrico socioambiental emitido por el comité de co-
gestión de cuenca correspondiente y la autorización en
materia de impacto ambiental, cuando así se requiera con-
forme a la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al ambiente, emitido por la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales.

Asimismo, se adjuntará en anexo el proyecto aprobado de
las obras a realizar o las características de las obras exis-
tentes para la extracción de las aguas y para su explotación,
uso o aprovechamiento, así como los respectivos permisos
para su descarga, incluyendo tratamiento de las aguas resi-
duales y los procesos y medidas para el reúso del agua, en
su caso, y restauración del recurso hídrico.

Tratándose de la concesión o asignación que se otorgue pa-
ra la explotación de agua en procesos de fractura hidráuli-
ca, se deberá además adjuntar en anexo la documentación
técnica que identifique y describa los aditivos químicos
que componen la mezcla utilizada para realizar la fractura-
ción hidráulica y la documentación técnica relativa a la
sustitución del agua proveniente de fuentes tradicionales
por aquella proveniente de la desalinización. 

Los títulos de concesión y de asignación, así como sus res-
pectivos documentos anexos deberán ser publicados en el
Diario Oficial de la Federación, en la misma fecha en que
fuera otorgada la concesión o asignación. 

Artículo 109. Una vez otorgado el título de concesión el
concesionario tendrá el derecho de usar las aguas naciona-
les durante su vigencia, conforme a lo dispuesto en esta
Ley y sus Reglamentos.

La vigencia del título de concesión inicia a partir del día si-
guiente de su notificación al interesado.

La concesión se entenderá otorgada sin perjuicio de los de-
rechos de terceros inscritos en el Registro Público de De-
rechos de Agua y no garantiza la existencia, invariabilidad
ni calidad del volumen de agua concesionada. Los conce-
sionarios quedarán obligados a dar cumplimiento a las dis-
posiciones de esta Ley, sus Reglamentos u otros ordena-
mientos aplicables, así como a las condiciones del título,
permisos y las prórrogas, en su caso, así como a responder
por los daños y perjuicios que causen a terceros y les sean
imputables. 

Artículo 110. El concesionario podrá solicitar a “La Co-
misión” el cambio de uso de las aguas nacionales, excepto
del doméstico y del público urbano a cualquier otro, para
lo cual deberá reunir los requisitos que establecen la pre-
sente Ley y su Reglamento.

Una vez otorgado el cambio de uso, a solicitud expresa del
solicitante o “La Comisión” de oficio, tramitará en su caso
la modificación del permiso de descarga respectivo, y ac-
tualizar en lo conducente el Registro Público de Derechos
de Agua. 

La autorización será siempre necesaria cuando se modifi-
que el punto de extracción, el sitio de descarga o el volu-
men o la calidad de las aguas residuales.

Cuando así lo determine “La Comisión”, el solicitante asu-
mirá la obligación de destruir las obras anteriores en su ca-
so, la de sujetarse a las Normas Oficiales Mexicanas, a las
condiciones particulares de descarga y a las establecidas
por esta Ley y los Reglamentos derivados de ella.

Artículo 111. Tratándose de solicitudes para la atención de
agua para uso doméstico y público urbano, se estará a lo si-
guiente:

I. Para la atención de necesidades de agua para asenta-
mientos humanos sin un sistema formal de abasteci-
miento, “La Comisión” por interés público podrá otor-
gar la concesión, sin mayor requisito que la constancia
al sitio que confirme tal situación, quedando bajo la res-



ponsabilidad de los Municipios con la aprobación de los
Estados, atender los servicios de suministro y la infraes-
tructura que se requiera; y

II. Tratándose de necesidades de agua para asentamien-
tos humanos dentro de los sistemas formalmente esta-
blecidos y administrados por los Estados, Municipios y
el Distrito Federal, o sus Organismos Operadores, se
aplicará el mismo criterio que en la fracción anterior,
siempre que se demuestre que la dependencia o entidad
responsable de la prestación del servicio cuenta con un
Plan de Mejora en el Uso Eficiente del Agua y se están
cumpliendo las metas establecidas y las acciones acor-
dadas con “La Comisión”.

Artículo 112. El uso de aguas nacionales superficiales o
del subsuelo por parte de los sistemas del Distrito Federal,
Estatales o Municipales de agua potable y alcantarillado, se
efectuarán mediante concesión para uso público urbano
que otorgue “La Comisión” y los comités de cogestión de
cuenca, en los términos dispuestos por el presente Título de
esta Ley.

Las concesiones de aguas nacionales para uso público ur-
bano a centros de población que se hubieran otorgado a los
Ayuntamientos, a los Estados, o al Distrito Federal, que ad-
ministren los respectivos sistemas de agua potable y alcan-
tarillado, subsistirán aun cuando estos sistemas sean admi-
nistrados por entidades paraestatales o paramunicipales, o
se concesionen a particulares por la autoridad competente.

Artículo 113. Es competencia de las autoridades municipa-
les en los términos de esta Ley, el uso de las aguas nacio-
nales que se les hubieran concesionado, incluyendo las
aguas residuales, desde el punto de su extracción o de su
entrega por parte de “La Comisión”, hasta el sitio de su
descarga a cuerpos receptores que sean bienes nacionales.

Capítulo XXXIV
De la medición y registro de consumos y descargas

Artículo 114. Será obligación del concesionario y/o per-
misionario, entre otras:

a) Instalar dentro de los cuarenta y cinco días siguientes
a la conclusión de las obras hidráulicas, los medidores
de agua respectivos o los demás dispositivos o procedi-
mientos de medición directa o indirecta que señalen las
disposiciones legales y reglamentarias aplicables, así
como las Normas Oficiales Mexicanas;

b) Reportar sus consumos conforme a la periodicidad
que fije “La Comisión” y el comité de cogestión de
cuenca, mediante el Sistema de Información y Monito-
reo de las Aguas Nacionales y;

c) Mantener en buen estado y funcionando, los disposi-
tivos de medición.

Artículo 115. A falta de medidor o dispositivo de medi-
ción, “la Comisión” podrá a través de medios indirectos es-
tablecidos en los Reglamentos de la presente Ley determi-
nar presuntivamente los consumos de agua y las descargas
de aguas residuales en cuencas y acuíferos.

La omisión de medidor o dispositivo de medición, dará lu-
gar a las sanciones administrativas establecidas en la pre-
sente Ley. 

Artículo 116. En ningún caso podrá el titular de una con-
cesión disponer del agua en volúmenes mayores que los
autorizados en el Título de Concesión por “La Comisión”
o incrementar o modificar de manera permanente la ex-
tracción de agua en volumen, caudal o uso específico.

Capítulo XXXV
De las prórrogas de las concesiones y permisos

Artículo 117. Las concesiones y permisos de descarga po-
drán prorrogarse hasta por igual término y características
del título vigente por el que se hubieren otorgado, siempre
y cuando subsistan las condiciones de disponibilidad en la
cuenca o acuífero, y en su caso régimen hidrológico, y ca-
lidad de agua del cuerpo receptor, en que se otorgaron. 

La solicitud de prórroga deberá presentarse dentro del últi-
mo año de vigencia de la concesión o permiso respectivo,
y hasta el día anterior al de su vencimiento cumpliendo los
requisitos que para tal efecto establece la Ley y su Regla-
mento. 

La falta de presentación de la solicitud o de requisitos a que
se refiere este Artículo dentro del plazo establecido, se con-
siderará como renuncia al derecho contenido en la conce-
sión o permiso.

Para el otorgamiento de la prórroga, “la autoridad conside-
rará:

I. La vigencia del título de concesión; 
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II. El volumen promedio declarado fiscal o administra-
tivamente en los últimos 3 años;

III. El plazo originalmente autorizado, salvo que por
causas de interés público se decreten acciones para la
preservación del cuerpo o corriente de propiedad nacio-
nal;

IV. La recuperación de las inversiones que se realizaron
para el uso de las aguas naciones y sus bienes públicos
inherentes;

V. La disponibilidad media anual del agua por cuenca y
acuífero determinada en tiempo real;

VI. Las disposiciones de decretos de veda y zonas re-
glamentadas;

VII. El cumplimiento al derecho humano al agua, y

VIII. La preservación de cuencas y acuíferos.

Artículo 118. Se podrá negar la prórroga cuando:

a) Los titulares hayan incurrido en cualquiera de las cau-
sales de terminación previstas en la presente Ley;

b) El concesionario o permisionario no presente la soli-
citud de prórroga en los términos establecidos en el Re-
glamento, dentro del plazo señalado o incumpliendo los
requisitos establecidos, y

c) No se haya cubierto el pago de derechos a que están
obligados los usuarios. 

Capítulo XXXVI
Derechos y obligaciones de concesionarios

Artículo 119. Los concesionarios tendrán los siguientes
derechos: 

I. Usar las aguas nacionales y en su caso, sus bienes pú-
blicos inherentes; 

II. Cuando proceda en función de la reglamentación vi-
gente, transmitir los derechos de los títulos que tengan,
ajustándose a lo dispuesto por esta Ley; 

III. Renunciar a las concesiones y a los derechos que de
ellas se deriven; 

IV. Solicitar correcciones administrativas o duplicados
de sus títulos;

V. Solicitar la prórroga de los títulos que les hubiesen si-
do expedidos, y 

VI. Los demás que le otorguen esta Ley y su Regla-
mento. 

Artículo 120. Los concesionarios tendrán las siguientes
obligaciones: 

I. Ejecutar las obras y trabajos de uso de aguas en los
términos y condiciones que establece esta Ley, su Re-
glamento y demás disposiciones jurídicas, así como
comprobar su ejecución para prevenir efectos negativos
a terceros o al desarrollo hídrico de las fuentes de abas-
tecimiento o de la cuenca hidrológica; así como com-
probar su ejecución dentro de los treinta días siguientes
a la fecha de la conclusión del plazo otorgado para su re-
alización a través de la presentación del aviso corres-
pondiente; 

II. Obtener la constitución de las servidumbres legales
en los terrenos indispensables para llevar a cabo el apro-
vechamiento de agua o su desalojo, tales como la de
desagüe, de acueducto y las demás establecidas en la le-
gislación respectiva o que se convengan;

III. Medir los consumos de aguas nacionales;

IV. Cubrir los pagos que les correspondan de acuerdo
con lo establecido en la Ley correspondiente y en las de-
más disposiciones aplicables;

V. Sujetarse a las disposiciones generales en materia de
operación de infraestructura y seguridad hidráulicas, y
de equilibrio ecológico y protección al ambiente previs-
tas en la presente Ley y demás aplicables;

VI. Operar, mantener y conservar las obras que sean ne-
cesarias para la estabilidad y seguridad de presas, con-
trol de avenidas y otras que de acuerdo con las normas
se requieran para seguridad hidráulica; 

VII. Permitir al personal de “La Comisión” la inspec-
ción de las obras hidráulicas para usar las aguas nacio-
nales, incluyendo la perforación y alumbramiento de
aguas del subsuelo; los bienes nacionales a su cargo y
permitir la lectura y verificación del funcionamiento y



precisión de los medidores, y las demás actividades que
se requieran para el cumplimiento de esta Ley y sus dis-
posiciones reglamentarias; 

VIII. Proporcionar la información y documentación que
les solicite “La Comisión” con estricto apego a los pla-
zos que le sean fijados conforme al marco jurídico vi-
gente, para verificar el cumplimiento de las disposicio-
nes de esta Ley, del reglamento regional
correspondiente, y las asentadas en la concesión o per-
miso de descarga a que se refiere la presente Ley; 

IX. Cumplir con los requisitos de uso eficiente del agua
y realizar su reúso en los términos de las Normas Ofi-
ciales Mexicanas o de las condiciones particulares que
al efecto se emitan; 

X. No usar o descargar volúmenes mayores a los autori-
zados en los títulos de concesión; 

XI. Permitir a “La Comisión” con cargo al concesiona-
rio o permisionario y con el carácter de crédito fiscal pa-
ra su cobro, la instalación de dispositivos para la medi-
ción; 

XII. Dar aviso inmediato por escrito a “La Comisión”
en caso de que los dispositivos de medición dejen de
funcionar, debiendo el concesionario reparar o en su ca-
so reemplazar dichos dispositivos dentro del plazo de 30
días naturales; 

XIII. Realizar las medidas necesarias para prevenir la
contaminación de las aguas concesionadas y reintegrar-
las en condiciones adecuadas conforme al título de des-
carga que ampare dichos vertidos;

XIV. Mantener limpios los cauces, en la porción que co-
rresponda a su aprovechamiento, conforme al título de
concesión respectivo;

XV. Presentar cada trimestre un informe que contenga
los análisis cronológicos e indicadores de la calidad del
agua que descarga, ante el Sistema de Información y
Monitoreo de las Aguas Nacionales;

XVI. Cumplir con las demás obligaciones establecidas
en esta Ley y sus Reglamentos, y demás normas aplica-
bles y con las condiciones establecidas en la concesión.

Título VIII

Capítulo XXXVII 
Del libre alumbramiento, zonas de veda y 

reglamentadas y reserva de aguas
Del libre alumbramiento

Artículo 121. Las aguas nacionales del subsuelo podrán
ser libremente alumbradas mediante obras artificiales, sal-
vo cuando por causas de interés público el Titular del Eje-
cutivo Federal establezca zona reglamentada, de veda o de
reserva o bien suspenda o limite provisionalmente el libre
alumbramiento mediante Acuerdos de carácter general.

Artículo 122. Es libre el uso de las aguas nacionales su-
perficiales por medios manuales para uso doméstico, siem-
pre que no se desvíen de su cauce ni se produzca una alte-
ración en su calidad o una disminución significativa en su
caudal, en los términos de la presente Ley y sus Regla-
mentos. 

No se requerirá concesión para el uso de aguas marinas in-
teriores y del mar territorial, para su uso salvo aquellas que
tengan como fin la desalinización, las cuales serán objeto
de concesión.

Artículo 123. El Ejecutivo Federal podrá suspender provi-
sionalmente el libre alumbramiento de las aguas del sub-
suelo, mediante la expedición de Acuerdos de carácter ge-
neral, en los casos siguientes:

I. Cuando de los estudios de disponibilidad de aguas na-
cionales arrojen que no existe disponibilidad del recur-
so hídrico o que la que existe es limitada;

II. Cuando de los estudios técnicos para el estableci-
miento de zonas reglamentadas, de veda o reserva de
aguas, se desprenda la necesidad de suspender o limitar
el libre alumbramiento de las aguas del subsuelo;

III. Cuando se desprenda la necesidad de suspender o li-
mitar el libre alumbramiento de las aguas del subsuelo,
derivado de los estudios técnicos para el establecimien-
to de zonas reglamentadas, de veda o reserva, y

IV. Cuando existan razones técnicas en estudios especí-
ficos que realice o valide “la Comisión” de las que se
desprenda la necesidad de suspender o limitar el libre
alumbramiento de las aguas del subsuelo. 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 24 de septiembre de 2015159



Año I, Primer Periodo, 24 de septiembre de 2015 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados160

Los Acuerdos de carácter general estarán vigentes hasta en
tanto se publique el Decreto de zona reglamentada, de ve-
da o de reserva de aguas nacionales.

Capítulo XXXVIII
Zonas de veda, reglamentadas y reserva de aguas

Artículo 124. El Ejecutivo Federal podrá establecer zonas
de veda y reglamentadas, así como zonas de reserva de
aguas para regular el uso de las aguas nacionales, cuando:

a) De los estudios técnicos que elabore o valide “la Co-
misión”, se desprenda la necesidad de regular el uso de
las aguas nacionales, y

b) Existan razones o estudios técnicos específicos que
realice o valide “la Comisión”, de los que se desprenda
la existencia de alguna problemática que dañe o pueda
ocasionar daño a las cuencas o acuíferos o cualquier
otro supuesto que pueda ocasionar afectaciones.

Los estudios técnicos a que se refiere el presente Artículo
deben indicar:

I. La disponibilidad media anual de agua que determine
“la Comisión”, así como el volumen máximo de agua
que puede usarse en la cuenca o acuífero de que se tra-
te;

II. El nombre, ubicación y delimitación geográfica de
las corrientes, depósitos o acuíferos, objeto del estudio
técnico de que se trate;

III. La descripción de la cuenca o acuífero;

IV. La descripción del ecosistema hídrico o ecosistemas
afectados, de ser el caso para justificar la causa de utili-
dad o interés público de que se trate;

V. La planificación hídrica, en su caso;

VI. La causa de interés o utilidad pública que se presen-
te y con ello justifique la emisión del Decreto de que se
trate, y

VII. Las recomendaciones respecto de las acciones idó-
neas para atender la problemática presentada en la re-
gión hidrológica, cuenca hidrológica o acuífero de que
se trate.

“La Comisión” dará a conocer a los usuarios el resultado
de los estudios técnicos, a través de los comités de coges-
tión de cuencas y el Sistema de Información y Monitoreo
de las Aguas Nacionales.

Artículo 125. Se entenderá que el Ejecutivo Federal esta-
blece zona reglamentada para el uso de aguas nacionales,
cuando impone restricciones o disposiciones especiales,
con la finalidad de lograr la administración sustentable, ra-
cional, e integral del recurso hídrico y conservar su canti-
dad y calidad.

La zona reglamentada a la que se refiere el presente Artí-
culo procederá cuando:

I. Se requiera prevenir el desequilibrio hídrico de las re-
giones hidrológica, cuencas hidrológicas o acuíferos, el
deterioro de la calidad del agua y los daños al medio
ambiente, asociados al factor hídrico;

II. Se requiera establecer medidas que permitan que no
se agote la disponibilidad media anual existente, y

III. Se presente alguna otra causa de utilidad e interés
público que lo justifique.

Artículo 126. Se entenderá que el Ejecutivo Federal esta-
blece zona de veda cuando prohíbe nuevas concesiones y
determina que no es posible mantener o incrementar las ex-
tracciones existentes de aguas superficiales o del subsuelo,
con la finalidad de lograr la administración sustentable, ra-
cional e integral del recurso hídrico y restablecer el equili-
brio hidrológico y la calidad del agua en las regiones hi-
drológicas, cuencas hidrológicas o acuíferos.

El establecimiento de zonas de veda de aguas superficiales
o del subsuelo, a las que se refiere el presente Artículo pro-
cederá cuando:

I. La disponibilidad media anual de agua es nula o defi-
citaria;

II. Existe desequilibrio hídrico, deterioro de la calidad
del agua, o daños al medio ambiente;

III. Existen condiciones de necesidad o urgencia o por
causa de fuerza mayor, y 

IV. Existan causas de interés y utilidad público que lo
justifiquen.



Cuando el establecimiento de la zona de veda, no sea sufi-
ciente para lograr la finalidad que se pretende con las mis-
mas, el Ejecutivo Federal, podrá establecer mediante de-
creto o acuerdo, restricciones o medidas especiales tales
como reducción de volúmenes concesionados, la modifica-
ción de la distribución espacial o por usos de aguas nacio-
nales, tanto superficiales como del subsuelo, o cualquier
otra restricción o disposición que resulte aplicable para lo-
grar la administración sustentable, racional e integral del
recurso hídrico y restablecer el equilibrio hidrológico y la
calidad del agua en las regiones hidrológicas, cuencas hi-
drológicas o acuíferos. Lo anterior previa consulta a los
comités de cogestión de cuencas de la región que se trate.

Artículo 127. Se entenderá que el Ejecutivo Federal esta-
blece reserva de aguas nacionales, cuando se adjudica par-
cial o totalmente el volumen disponible de cuencas o acuí-
feros o el obtenido mediante cualquier mecanismo
establecido en la Ley, que no incremente el déficit, para ga-
rantizar que se destine al uso doméstico, al uso público ur-
bano, a la generación de energía eléctrica para servicio pú-
blico o al uso ambiental o de conservación ecológica.

En los decretos mediante los cuales se establezcan zonas de
veda o reglamentadas para la extracción, o uso de aguas
nacionales, el Ejecutivo Federal, podrá establecer conjun-
tamente la reserva de aguas nacionales.

Artículo 128. Los decretos mediante los cuales se esta-
blezcan, modifiquen o supriman zonas de veda, zonas re-
glamentadas o reservas de aguas nacionales, tanto superfi-
ciales como del subsuelo deberán contener:

I. La declaratoria de utilidad o interés pública de que se
trate; 

II. El nombre, ubicación y delimitación geográfica de
las corrientes, depósitos o acuíferos, objeto del decreto
de que se trate. Cuando exista acuerdo o estudio publi-
cado en el Diario Oficial de la Federación en el que se
determine el presente requisito, bastará con la remisión
que se realice al mismo;

III. El volumen máximo de agua que puede usarse de la
región hidrológica, cuenca hidrológica o acuífero de que
se trate;

IV. En el caso de las reservas de aguas nacionales, se de-
berá indicar el volumen materia de la reserva y el uso al
que se destinará el mismo;

V. Las disposiciones relativas a la forma y condiciones
en que deberán llevarse a cabo, en su caso, del uso de las
aguas nacionales;

VI. Las consecuencias previstas al instrumentarse, o las
modalidades o límites a los derechos de los concesiona-
rios;

VII. Las medidas necesarias para hacer frente a situa-
ciones de emergencia, escasez extrema o sobreexplota-
ción, en su caso; 

VIII. La temporalidad en la que estará vigente el decre-
to de que se trate y el señalamiento de que puede pro-
rrogarse de subsistir las causas que le dieron origen a las
mismas;

IX. Las sanciones por incumplimiento previstas en la
Ley, y

X. En el supuesto de existir vedas vigentes, mediante las
cuales se establecieron limitaciones al uso de las aguas
nacionales, o algún acuerdo de carácter general, me-
diante el cual se haya establecido la suspensión o limi-
tación provisional del libre alumbramiento, vinculado
con el decreto que se emite, la indicación de que se de-
jan sin efectos, para aplicarse en su lugar el Decreto de
que se trate.

En los decretos materia del presente Capítulo, se deberá
dar prioridad al abastecimiento para uso doméstico y pú-
blico urbano.

“La Comisión”, con base en dichos Decretos emitirá, de ser
necesario, los lineamientos que permitan su correcta apli-
cación.

Artículo 129. Establecida la zona de veda o reglamentada,
el uso de las aguas nacionales requerirá de concesión in-
cluso las que en su momento hayan sido libremente alum-
bradas.

En el supuesto de que “La Comisión” otorgue concesiones
atendiendo a la existencia de volumen disponible referido
en los Decretos de zona reglamentada o se reconozcan vo-
lúmenes usados, no deberán sobrepasar el volumen que sea
procedente conforme al propio Decreto.

Tratándose de zonas de veda, el reconocimiento de volú-
menes, no deberá sobrepasar el volumen que se establezca
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en el reglamento específico del Decreto de veda corres-
pondiente. 

Capítulo XXXIX
Del Registro Público de Derechos del Agua

Artículo 130. “La Comisión” llevará “El Registro Público
de Derechos de Agua”, como parte del Sistema de Infor-
mación y Monitoreo de las Aguas Nacionales, de confor-
midad con las disposiciones reglamentarias correspondien-
tes así como la normatividad que al efecto se expida. En el
Registro a que se refiere este Artículo, se inscribirán: 

I. Los títulos de concesión para el uso de las aguas na-
cionales, y sus bienes públicos inherentes, así como los
permisos previstos en la presente Ley y sus Reglamen-
tos y sus prórrogas; 

II. Las modificaciones a los títulos y actos registrados; 

III. La transmisión de los derechos consignados en los
títulos de concesión y permisos en los términos estable-
cidos por la presente Ley y sus Reglamentos; 

IV. La suspensión, extinción o revocación de los dere-
chos consignados en los títulos enunciados, y permisos
previstos en la presente Ley; 

V. Los actos que deriven de las sentencias definitivas de
los tribunales judiciales y administrativos, en las que se
ordene la inscripción, modificación, revocación o extin-
ción de los derechos de uso de aguas nacionales y sus
bienes públicos inherentes y permisos, siempre que di-
chas sentencias sean del conocimiento de “la Comi-
sión”, en términos de las disposiciones aplicables; y 

VI. Las obras en zonas de libre alumbramiento.

Artículo 131. Las constancias de la inscripción de los títu-
los en el Registro Público de Derechos de Agua constitu-
yen medios de prueba de su existencia, titularidad y del es-
tado que guardan. La inscripción será condición para que la
transmisión de los títulos surta sus efectos legales frente a
terceros, “la Comisión” y cualquier otra autoridad.

Toda persona podrá consultar el Registro Público de Dere-
chos de Agua y solicitar a su costa certificaciones de las
concesiones, asignaciones y permisos vigentes inscritos en
el “Registro”, así como sobre la inexistencia de un registro

o de una inscripción posterior en relación con una determi-
nada. 

Las reclamaciones por negativa, rectificación, modifica-
ción y cancelación de inscripciones que perjudiquen a ter-
ceros, así como las que se refieran a nulidad de éstas, se re-
solverán por “la Comisión” en los términos de la presente
Ley y sus Reglamentos. 

Las inscripciones en el “Registro” estarán sujetas a las dis-
posiciones que establecen la Ley y sus Reglamentos, serán
elementos de prueba de la existencia del título o acto ad-
ministrativo registrado, y elemento de defensa de los dere-
chos del título contra terceros. “La Comisión” proveerá lo
necesario para el respeto de los derechos inscritos en el Re-
gistro Público de Derechos de Agua. 

Artículo 132. En el Registro Público de Derechos de Agua
se llevará para efectos estadísticos, el registro de obras en
zonas de libre alumbramiento para conocer el comporta-
miento de los acuíferos, donde el Ejecutivo Federal no ha-
ya establecido zona reglamentada, de veda o de reserva. 

“La Comisión” solicitará a los propietarios de las obras de
perforación o alumbramiento que hayan efectuado, los da-
tos correspondientes a las características constructivas y
operativas de los aprovechamientos. Los propietarios están
obligados a proporcionar esta información a la “Comi-
sión”.

Capítulo X
De la transmisión de las concesiones y permisos

Artículo 133. Se podrán transmitir a terceros, las conce-
siones para el uso de aguas nacionales y sus bienes públi-
cos inherentes que se encuentren al corriente en el cumpli-
miento de las obligaciones derivadas del propio título de la
Ley, su Reglamento y demás disposiciones aplicables,
siempre que dichas concesiones se encuentren inscritas en
el Registro Público de Derechos de Agua. Las concesiones
podrán transmitirse:

a) De manera temporal o definitiva, y

b) De forma parcial o por el total de los volúmenes con-
cesionados.

Artículo 134. Las concesiones para el uso de aguas nacio-
nales, se transmitirán por: 



a) Convenio entre Cedente y Cesionario, y

b) Resolución Judicial.

Artículo 135. Las disposiciones generales para el otorga-
miento de la transmisión de los derechos contenidos en las
concesiones, serán los siguientes:

I. La transmisión de los derechos contenidos en la con-
cesión, para usar las aguas nacionales en zonas de veda
o reglamentadas, se convendrá conjuntamente con la
transmisión de la propiedad de los terrenos en los que se
utilizan las aguas nacionales;

II. Si se desea efectuar la transmisión por separado, se
podrá realizar en la forma y términos previstos en las
normas reglamentarias de la presente Ley. En todo caso,
existirá responsabilidad solidaria entre el cedente de los
derechos y cesionario, para sufragar los gastos que oca-
sione la clausura del pozo que se dejara de utilizar;

III. En el caso de que, la transmisión total o parcial de
los derechos de concesión, conforme al Reglamento de
esta Ley, pueda afectar los derechos de terceros o se
puedan alterar o modificar las condiciones hidrológicas
o ambientales de las respectivas cuencas o acuíferos, se
requerirá autorización previa de “la Comisión”, quien
podrá, en su caso, otorgarla, negarla o instruir los térmi-
nos y condiciones bajo las cuales se otorga la autoriza-
ción solicitada;

IV. No se podrán transmitir los derechos de las conce-
siones autorizadas para uso público – urbano, más que a
favor de los Estados, los Municipios o el Distrito Fede-
ral, y en los casos, términos y condiciones previstas en
la legislación local;

V. Cuando se transmitan total o parcialmente los dere-
chos contenidos en una concesión el adquirente se su-
brogará en los derechos y obligaciones de la misma;

VI. Las transmisiones, solamente procederán por el vo-
lumen que el concesionario acredite haber utilizado du-
rante los tres años anteriores;

VII. Cuando las condiciones del sistema hidrológico en
cuestión presenten deficiencia en la disponibilidad, “la
Comisión” podrá establecer limitaciones a los volúme-
nes a transmitir y una probable reducción al período de
vigencia de la concesión objeto de la transmisión; 

VIII. La transmisión de los derechos contenidos en la
concesión, en lo que proceda, dará lugar a la obligación
del Cesionario de tramitar su permiso de descarga co-
rrespondiente;

IX. En todos los casos “la Comisión” deberá verificar el
cumplimiento de las obligaciones consignadas en los tí-
tulos respectivos, antes de autorizar la transmisión de
los derechos contenidos en la concesión y una vez auto-
rizada la misma, el cumplimiento de las obligaciones
otorgadas al Cedente y el Cesionario, en los términos y
condiciones autorizados, y

X. Queda prohibida la transmisión de derechos de los tí-
tulos de concesión, durante los primeros 5 años su vi-
gencia. 

Los términos, condiciones y los procedimientos para la
transmisión de las concesiones, se contendrán en el Regla-
mento de la presente Ley.

Artículo 136. En los siguientes casos, procederá la trans-
misión de derechos, mediante un simple aviso a “la Comi-
sión”:

a) Cuando el titular de una concesión pretenda propor-
cionar a terceros en forma temporal el uso total o parcial
de las aguas concesionadas, utilizando el aprovecha-
miento autorizado para tal fin: y

b) En el caso de simple cambio de titular, cuando no se
modifiquen las características del título de concesión, se
presentará una solicitud por escrito a “la Comisión”,
quien emitirá el acuerdo correspondiente de aceptación
o no, y en su caso se procederá a la inscripción en el Re-
gistro Público de Derechos de Agua. 

“La Comisión” podrá negar la procedencia del aviso, cuan-
do se afecten derechos de terceros. 

Artículo 137. Para el caso de transmisiones, el Cedente así
como el Cedatario deberán presentar a “la Comisión”: 

a) Los datos que deberá proporcionar el solicitante de la
concesión; 

b) Los documentos que deberá acompañar a su solici-
tud;
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c) Las condiciones en las que se otorga la transmisión,
incluyendo los derechos y obligaciones de los Cedentes
como de los Cedatarios, y

d) La asunción de las obligaciones de usar racional y
eficientemente el agua.

Artículo 138. Para el caso de transmisiones al interior de
las unidades y módulos de riego, en los casos en los que no
se varié el uso autorizado, bastará con la presentación a “la
Comisión” de la actualización del padrón de usuarios.

Artículo 139. Las transmisiones al interior de las unidades
y módulos de riego, en los casos en los que se varié el uso
autorizado, se deberán realizar en los términos del presen-
te título.

Artículo 140. Las transmisiones que se pretendan realizar
por las unidades o módulos de riego fuera de la circuns-
cripción territorial beneficiada en el título de concesión y
se realicen con o sin cambio de uso se deberán realizar en
los términos del presente título.

Artículo 141 Las solicitudes presentadas para la transmi-
sión a que se refriere el presente título deberán ser resuel-
tas por “la Comisión” dentro de un plazo que no excederá
de sesenta días hábiles desde su fecha de presentación-. Su
notificación al promovente deberá realizarse conforme a
las formalidades que al efecto prevé la Ley Federal del Pro-
cedimiento Administrativo.

La autorización de las transmisiones se sujetará a lo dis-
puesto por esta Ley y su Reglamento y tomará en cuenta:

a) La vigencia del título;

b) El interés público en la protección y preservación de
los de las cuencas y acuíferos;

c) La posible afectación de terceros;

d) Evitar el acaparamiento del agua y sus bienes públi-
cos inherentes;

e) La prelación de usos de la cuenca o acuífero, y

f) En su caso, que este al corriente de pagos de derecho,
tomando en cuenta las declaraciones fiscales y adminis-
trativas de los últimos 5 años anteriores a la presenta-
ción de la solicitud de transmisión de derechos. En el

caso de que la vigencia trascurrida de la concesión sea
menor, se estará al plazo correspondiente.

En caso de que la autoridad omita dar a conocer al promo-
vente la resolución recaída a su solicitud, se considerará
que ha resuelto negar lo solicitado. 

La transmisión de títulos con uso autorizado público urba-
no o domestico de aguas nacionales podrá realizarse en fa-
vor únicamente del Distrito Federal, Estados, Municipios y
Organismos Operadores creados por la Autoridad respon-
sable de la prestación de los servicios públicos de agua po-
table, en cuyo caso se deberá contar con la autorización de
“la Comisión” cuando no tenga por objeto realizar el cam-
bio de uso público urbano que implique su sustitución o
pérdida, se garantice la no afectación al funcionamiento de
los sistemas hidrológicos y se respete la capacidad de car-
ga de los mismos.

Artículo 142. Sin mediar la transmisión definitiva de dere-
chos o la modificación de las condiciones del título respec-
tivo, cuando el titular de una concesión pretenda propor-
cionar a terceros en forma temporal el uso total o parcial de
las aguas concesionadas, sólo podrá realizarlo con aviso
previo a “la Comisión”, cuando así le corresponda confor-
me a lo establecido en el Fracción IX del Artículo 9 de la
presente Ley.

Artículo 143. Serán nulas y no producirán ningún efecto
las transmisiones que se efectúen en contravención a lo dis-
puesto en la presente Ley y su Reglamento, sin perjuicio de
las sanciones que correspondan;

Capítulo XLI
De las formas de terminación 

de las concesiones
Suspensión, extinción, revocación, 

restricciones y servidumbres de la concesión 
y de permiso de descarga

Suspensión

Artículo 144. Se suspenderá la concesión para el uso de
aguas nacionales y sus bienes públicos inherentes a cargo
del Ejecutivo Federal, independientemente de la aplicación
de las sanciones que procedan, cuando el titular de la con-
cesión o permiso de descarga: 

I. No cubra los pagos que conforme a la Ley debe efec-
tuar por el uso de las aguas o por los servicios de su-



ministro de las mismas, hasta que regularice tal situa-
ción;

II. No cubra los créditos fiscales que sean a su cargo du-
rante un lapso mayor a un año fiscal, con motivo del uso
de las aguas y sus bienes nacionales, o por los servicios
de suministro o uso de las mismas, hasta que regularice
tal situación, así como los créditos fiscales que se hayan
originado de las multas administrativas impuestas por
“La Comisión”; 

III. Se oponga u obstaculice el ejercicio, indistintamen-
te, de las facultades de inspección, medición censos y
verificación sobre los recursos e infraestructura hidráu-
lica concesionada por parte del personal autorizado;

IV. Descargue aguas residuales que afecten o puedan
afectar fuentes de abastecimiento de agua potable o a la
salud pública a solicitud de “la Procuraduría”, o la Co-
misión Nacional del Agua; 

V. No cumpla con las condiciones o especificaciones del
título de concesión salvo que acredite que dicho incum-
plimiento no le es imputable; 

VI. No instale los dispositivos de medición del volumen
de agua usada o de las descargas de aguas residuales y
de la extracción de materiales pétreos;

VII. Incumpla con las obligaciones contenidas en la pre-
sente Ley, y

VIII. Realice un uso de las aguas nacionales en un vo-
lumen mayor al autorizado en la Concesión.

No se aplicará la suspensión si dentro de los quince días
hábiles siguientes a aquel en que la autoridad en ejercicio
de sus facultades haya notificado al titular de la concesión
o permiso de descarga y éste acredite haber cubierto los pa-
gos o los créditos a que se refieren las fracciones I y II res-
pectivamente, o demuestra que el incumplimiento que pre-
vén las fracciones IV, V y VI no le son imputables, casos
en los que “La Comisión” resolverá dentro de los cinco dí-
as hábiles siguientes a la presentación de pruebas por par-
te del concesionario, si debe o no aplicarse la suspensión,
sin perjuicio de lo establecido en esta Ley en lo relativo a
prevención y control de la contaminación de las aguas y
responsabilidad por el daño ambiental. 

En los casos que prevén las fracciones III y VII, la suspen-
sión dejará de surtir sus efectos una vez que el concesiona-
rio acredite que han cesado los actos que le dieron origen.
“La Comisión” reiniciará las facultades de inspección, me-
dición y verificación establecidas en la fracción III de este
artículo.

La suspensión sólo subsistirá en tanto el infractor no regu-
larice su situación administrativa o se dicte resolución por
autoridad competente que decrete su levantamiento. 

Capítulo XLII 
Extinción

Artículo 145. La concesión para el uso de aguas naciona-
les se extingue por las siguientes causas: 

I. Vencimiento de su vigencia;

II. Renuncia del titular; 

III. Cegamiento del aprovechamiento a petición del titu-
lar; 

IV. Muerte del titular;

V. Aprovechamiento que no cuente con infraestructura,
en abandono o agotado;

VI. Nulidad declarada por “La Comisión” en los si-
guientes casos: 

a) Cuando se haya proporcionado información falsa
para la obtención del título o cuando en la expedi-
ción del mismo haya mediado error o dolo atribuible
al concesionario;

b) Cuando se demuestre que el proceso de otorga-
miento de concesión estuvo viciado con interven-
ción del concesionario o por interpósita persona; 

c) Por haber sido otorgada por funcionario sin facul-
tades para ello; 

d) Por falta de objeto o materia de la concesión, per-
miso o 

e) Haberse expedido en contravención a las disposi-
ciones de la presente Ley o del Reglamento corres-
pondiente. 
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VII. Caducidad declarada por “La Comisión” cuando se
deje parcial o totalmente de usar aguas nacionales du-
rante dos años fiscales consecutivos, sin mediar causa
justificada explícita en la presente Ley y su Regla-
mento;

Esta declaración se tomará considerando en forma con-
junta el pago de derechos que realice el usuario en los
términos de la Ley Federal de Derechos, el reporte ad-
ministrativo de consumos y la determinación presuntiva
de los volúmenes aprovechados;

VIII. Rescate, mediante la declaratoria respectiva, de la
concesión, por causa de utilidad o interés público, me-
diando el pago de indemnización en los términos pre-
vistos por la Ley General de Bienes Nacionales; 

IX. Tratándose de distritos de riego, cuando sus Regla-
mentos respectivos no se adecuen a lo preceptuado en la
presente Ley y sus disposiciones reglamentarias, y 

X. Resoluciones firmes judiciales o administrativas que
así lo determinen. 

Artículo 146. No se aplicará la extinción por caducidad
cuando: 

I. La falta de uso total o parcial del volumen de agua
concesionada, obedezca a un caso fortuito o fuerza ma-
yor; 

II. Se haya emitido mandamiento judicial o resolución
administrativa que impida al concesionario disponer
temporalmente de los volúmenes de agua concesiona-
dos, siempre y cuando éstos no hayan sido emitidos por
causa imputable al propio usuario en los términos de las
disposiciones aplicables; 

III. El concesionario ceda o transmita temporalmente
sus derechos a “La Comisión” en circunstancias espe-
ciales, para atender proyectos prioritarios o estratégicos
o bien atienda sequías extraordinarias, sobreexplotación
grave de acuíferos o estados similares de necesidad o ur-
gencia; o cuando se autorice entre terceros, el intercam-
bio de aguas y se dejen de usar aguas de primer uso; 

IV. El concesionario ceda o transmita temporalmente
sus derechos a “La Comisión” para el intercambio de
aguas claras por residuales, siempre y cuando no se
afecte los derechos de terceros;

V. El concesionario haya realizado acciones tendientes
al uso eficiente de agua, hasta por el volumen eficienta-
do, y

VI. El concesionario esté realizando las inversiones que
correspondan, o ejecutando las obras autorizadas para el
uso de las aguas nacionales, siempre que lo solicite y
acredite durante la vigencia de la concesión. 

El concesionario que se encuentre en alguno de los su-
puestos previstos en este Artículo, deberá presentar escrito
fundamentado a “La Comisión” dentro de los treinta días
hábiles siguientes a aquel en que se surta el supuesto res-
pectivo, acompañando al mismo las pruebas que lo acredi-
ten

Con independencia de la aplicación de las sanciones que
procedan, la falta de presentación del escrito a que se re-
fiere el párrafo anterior dará lugar a que no se tenga por
suspendido el plazo para la caducidad y se compute el mis-
mo en la forma prevista a que se refiere la Fracción VI de
este Artículo, salvo que el concesionario acredite que los
supuestos cesaron antes del plazo de dos años fiscales. 

No operará la caducidad si antes del vencimiento del plazo
de tres años fiscales, el titular de la concesión, transmite
de manera total y definitiva sus derechos conforme a las
disponibilidades de agua y así lo acredite ante “La Comi-
sión”. 

Capítulo XLIII 
Revocación

Artículo 147. La concesión o permiso de descarga podrán
revocarse en los siguientes casos: 

I. Disponer de las aguas nacionales en volúmenes ma-
yores a una quinta parte de los autorizados, cuando por
la misma causa el beneficiario haya sido suspendido en
su derecho con anterioridad; 

II. Usar aguas nacionales sin cumplir con las Normas
Oficiales Mexicanas en materia de calidad; 

III. Descargar en forma permanente o intermitente
aguas residuales en cuerpos receptores que sean bienes
nacionales incluyendo aguas marinas, en contravención
a lo dispuesto en la presente Ley; así como cuando se in-
filtren en terrenos que sean bienes nacionales o en otros
terrenos cuando puedan contaminar el subsuelo o el



acuífero, sin perjuicio de las sanciones que fijen las dis-
posiciones sanitarias y de equilibrio ecológico y protec-
ción al ambiente; 

IV. Utilizar la dilución para cumplir con las Normas
Oficiales Mexicanas en materia ecológica o las condi-
ciones particulares de descarga; 

V. Ejecutar obras para alumbrar o usar aguas del sub-
suelo en zonas reglamentadas, de veda o reservadas, sin
el permiso de “La Comisión”;

VI. Omitir pagar oportunamente o en forma completa
las contribuciones, aprovechamientos o tarifas que esta-
blezca la legislación fiscal por el uso de las aguas na-
cionales y bienes nacionales o por los servicios de su-
ministro de los mismos, cuando por la misma causa el
beneficiario haya sido suspendido en su derecho con an-
terioridad aun cuando se trate de distinto ejercicio fis-
cal; 

VII. No ejecutar las obras y trabajos autorizados o bien
realizar obras no autorizadas por la “La Comisión”, pa-
ra el aprovechamiento de aguas, su reúso y control de su
calidad en los términos y condiciones que señala el títu-
lo de concesión respectivo, esta Ley y demás legislación
aplicable.

VIII. Dañar ecosistemas como consecuencia del uso de
aguas nacionales; 

IX. Realizar descargas de aguas residuales que conten-
gan materiales o residuos peligrosos que ocasionen o
puedan ocasionar daños a la salud, recursos naturales,
fauna, flora o ecosistemas, o bien que alteren la susten-
tabilidad ambiental; 

X. Transmitir los derechos de la concesión sin la autori-
zación emitida por “La Comisión” o en contravención a
lo dispuesto en esta Ley y su Reglamento; 

XI. Infringir las disposiciones sobre transmisión de de-
rechos; 

XII. Reincidir en cualquiera de las infracciones previs-
tas en el Artículo 119 de esta Ley; 

XIII. Por dar uso a las aguas distintas, sin la autoriza-
ción emitida por “La Comisión”; 

XIV. Proporcionar a terceros en forma temporal el uso
total o parcial de las aguas concesionadas sin mediar el
aviso previo a “La Comisión”; 

XV. Incumplir con lo dispuesto en la Ley respecto del
uso de aguas nacionales o preservación y control de su
calidad, cuando por la misma causa al infractor se le hu-
biere aplicado con anterioridad sanción mediante reso-
lución que quede firme, conforme a las fracciones II y
III del Artículo 120 de esta Ley; 

XVI. Por incumplimiento de las medidas preventivas y
correctivas que ordene “La Comisión”, y 

XVII. Las demás previstas en esta Ley, en sus Regla-
mentos o en las propias concesiones. 

Artículo 148. Al extinguirse la concesión, el propietario de
las obras e instalaciones adheridas de manera permanente a
bienes nacionales debe removerlas, sin perjuicio de que la
Comisión las considere de utilidad posterior, en cuyo caso
se revertirán a su favor.

Capítulo XLIV
Del derecho humano al agua

Artículo 149. El Estado, desde las competencias de la Fe-
deración, Estados, Distrito Federal y los Municipios, ga-
rantizará el derecho de toda persona al acceso suficiente,
salubre, aceptable y asequible de agua para consumo per-
sonal y doméstico.

Artículo 150. Queda prohibida toda discriminación en re-
lación con el acceso de agua potable segura y el sanea-
miento, respetando los principios de equidad, igualdad y no
discriminación entre los géneros y grupos vulnerables,
marginados, pueblos indígenas, refugiados, solicitantes de
asilo, desplazados internos, repatriados, presos y deteni-
dos, con dificultades físicas, personas de edad avanzada,
discapacitados, víctimas de desastres o que viven en zonas
propensas a desastres, personas que viven en zonas áridas
o semiáridas o que viven en pequeñas islas, personas que
viven en zonas rurales y zonas urbanas desfavorecidas.

Artículo 151. El estado garantizará desde la competencia
de la Federación, Estados, Distrito Federal y los Munici-
pios:

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 24 de septiembre de 2015167



a) Que los organismos operadores, organismos comuni-
tarios y no estatales suministren agua potable segura y
servicios de saneamiento.

b) Que los organismos operadores y todos los actores
que suministren agua potable y segura, y servicios de
saneamiento, se conduzcan con transparencia y cumplan
con las disposiciones en materia de rendición de cuen-
tas.

c) Que exista participación social y equitativa en la ela-
boración de instrumentos, mecanismos, planes y estra-
tegias integrales en materia de aguas, incluidos los as-
pectos financieros, para alcanzar paulatinamente la
plena realización de los derechos humanos referentes al
acceso al agua potable segura y los servicios de sanea-
miento

d) Que se lleven a cabo evaluaciones de impacto am-
biental a lo largo de todo el proceso encaminado a ga-
rantizar la prestación de los servicios de suministro de
agua potable y servicios de saneamiento.

e) Que exista un acceso sostenible a los recursos hídri-
cos con fines agrícolas. Asimismo garantizará el acceso
a los agricultores desfavorecidos y marginados en parti-
cular las mujeres, para que tengan un acceso equitativo
a los sistemas de gestión del agua.

f) Que exista el acceso y la participación de las mujeres
en los procesos de planeación y adopción de decisiones
sobre los recursos hídricos.

g) Que los niños y las niñas ejerzan sus derechos huma-
nos de acceso al agua potable y servicios de saneamien-
to en las instituciones de enseñanza y sus hogares.

h) Que los recursos hídricos que se encuentran en tierras
pertenecientes a pueblos indígenas sean protegidas de
toda transgresión y contaminación.

Artículo 152. El acceso al agua debe ser preferentemente
a través de las redes municipales de servicios púbicos de
agua potable. En caso de que lo anterior no resulte proce-
dente, se deben implementar mecanismos alternativos para
su abastecimiento a fin de garantizar el mínimo vital.

Artículo 153. Los tres órdenes de gobierno en el ámbito de
su respectiva competencia deben establecer mecanismos
para que la ciudadanía y la sociedad en general participen,

de manera informada y oportuna, en la planeación, realiza-
ción y supervisión de acciones para garantizar el derecho
humano al agua.

Artículo 154. Toda persona afectada en su derecho huma-
no al agua, podrá exigir a la autoridad su restitución.

Capítulo XLV
De la eliminación progresiva de contaminantes

a la cuenca y sus aguas

Artículo 155. La Comisión, estados y municipios serán los
responsables de la eliminación progresiva de contaminan-
tes en las cuencas y sus aguas. Para ello deberán aplicar los
principios de valorización, responsabilidad compartida y
manejo integral de los contaminantes del agua dentro de la
cuenca, bajo criterios de eficiencia ambiental, tecnológica,
económica y social, los cuales deben de considerarse en el
diseño de instrumentos, programas y planes de política am-
biental para la gestión de la contaminación hídrica.

Artículo 156. La Comisión, el Distrito Federal, los estados
y municipios deberán atender la mitigación de la contami-
nación hídrica estableciendo en orden de prioridad:

1. Eliminar vía sustitución u otros medios, todos los quí-
micos tóxicos cubiertos por convenios internacionales
de manera inmediata o que no exceda a un plazo no ma-
yor de cinco años a la publicación de la presente ley;

2. Eliminar o sustituir toda sustancia cuya inocuidad no
ha sido comprobada, en un plazo que no exceda a los 15
años a partir de la publicación de la presente ley?

Artículo 157. A partir de la publicación de la presente ley
se prohíbe la descarga de contaminantes o aguas residuales
sin tratar, a los cuerpos de agua del territorio nacional.

Capítulo XLVI
Del sistema financiero del agua

Disposiciones generales

Artículo 158. El financiamiento del sector de los recursos
hídricos se hará a través de distintos medios o mecanismos
y conforme a la legislación y demás normativa aplicable en
la materia, así como a los criterios de sustentabilidad, efi-
ciencia económica y equidad; y permitirá obtener recursos
de distintas fuentes y canalizarlos para el desarrollo y sos-
tenimiento del sector.
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Artículo 159. En el financiamiento del sector de los recur-
sos hídricos participarán los sectores público, privado y so-
cial; en el sector público intervendrán la Federación, los
Estados, el Distrito Federal y los Municipios. 

Artículo 160. Son fuentes de financiamiento del sector de
los recursos hídricos las asignaciones presupuestales, los
ingresos fiscales, los créditos y réditos financieros, los do-
nativos públicos y privados, así como instrumentos finan-
cieros y monetarios de otra índole.

Artículo 161. El financiamiento del sector de recursos hí-
dricos tiene por objeto captar, gestionar y asignar de mane-
ra eficiente, sostenible, equitativa, proporcional, integral y
coordinada los recursos económicos y financieros indis-
pensables para que la Federación, Estados, el Distrito Fe-
deral y Municipios, en el ámbito de su competencia, ga-
ranticen el derecho humano al agua y finalidades de la ley;
a través de la gestión integrada de los recursos hídricos; la
infraestructura hidráulica; y la prestación de los servicios
relacionados.

Para el financiamiento del sector de recursos hídricos se
considerarán los siguientes apartados:

a) La administración y preservación de las aguas nacio-
nales y de competencia estatal y sus bienes públicos in-
herentes;

b) El almacenamiento, la conducción y disposición de
agua en bloque mediante infraestructura hidráulica fe-
deral, estatal, interestatal, o del Distrito Federal y;

c) El suministro, recolección, disposición y saneamien-
to del agua de los usuarios finales.

Los recursos económicos y financieros que se perciban en
cada uno de los apartados anteriores serán con base en los
principios previstos en esta Ley que les resulten aplicables.

Artículo 162. El financiamiento de los recursos hídricos
debe vincular los procesos de ingreso y gasto, a través de
una adecuada planeación, para eficientar el ejercicio de los
recursos económicos y financieros a fin de impulsar el de-
sarrollo, la autosuficiencia y sostenibilidad del sector hí-
drico.

La autoridad competente, sin perjuicio de la legislación
aplicable en la materia, debe observar los criterios de ejer-
cicio del gasto, rendición de cuentas y cumplir con las eva-

luaciones de gestión y desempeño establecidas en la pre-
sente ley.

Artículo 163. Para el financiamiento del sector de los re-
cursos hídricos se utilizará la información y datos que en
materia económica y financiera contenga el Sistema de In-
formación y Monitoreo de las Aguas Nacionales y los su-
jetos mencionados en el artículo 211 tendrán la obligación
de proveer información y mantener actualizado.

Artículo 164. Para el financiamiento del sector de los re-
cursos hídricos se buscará incentivar las buenas prácticas
del uso y tratamiento del agua y una asignación eficiente
del recurso, así como generar los recursos necesarios para
una sostenibilidad financiera, a través de una política tari-
faria óptima, la cual deberá observar lo siguiente:

I. Considerar factores ambientales, sociales, económi-
cos y financieros que incentiven prácticas eficientes de
consumo que promuevan el uso sustentable del recurso
hídrico.

II. Integrar los servicios ambientales hidrológicos que
privilegien el aprovechamiento sustentable del agua.

III. Establecer un esquema tarifario sencillo y estable.

IV. Propiciar la sostenibilidad financiera de los presta-
dores de los servicios de agua y su progresiva autosufi-
ciencia.

V. Prever ajustes en función de la inflación y los costos.

VI. La reinversión de los ingresos obtenidos por el co-
bro de los servicios de agua para ampliar la cobertura de
los servicios de agua, así como mejorar la operación y
mantenimiento de los mismos.

VII. Considerar la capacidad de pago de los usuarios.

VIII. Considerar la productividad económica del agua.

Artículo 165. La Federación, el Distrito Federal, las Enti-
dades Federativas y los Municipios para garantizar el dere-
cho humano al agua de los grupos socioeconómicamente
vulnerables, asignarán subsidios únicamente a través de los
programas de política social. 

Artículo 166. Los gobiernos de la Federación, del Distrito
Federal, de las Entidades Federativas y de los Municipios
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deben informar a los usuarios y a la población en general,
de manera transparente y sencilla, la forma en que se com-
ponen las tarifas, aprovechamientos y contribuciones a que
se refiere este Título.

Artículo 167. La recaudación obtenida a través del pago de
tarifas, aprovechamientos y contribuciones que hagan los
usuarios del sector hídrico y de los servicios de agua pota-
ble, alcantarillado y saneamiento se destinará exclusiva-
mente al mismo sector para garantizar progresivamente el
derecho humano al agua.

Artículo 168. La evaluación del ejercicio de los recursos
presupuestales se hará con base en las disposiciones lega-
les vigentes de la materia.

Artículo 169. Los subsidios, transferencias y donativos
públicos deberán ser congruentes y complementarse para
la consecución progresiva de la cobertura universal, el me-
joramiento de las eficiencias y la sostenibilidad de los ser-
vicios de agua y se otorgarán de acuerdo a la evaluación
periódica en términos de los Reglamentos de esta Ley. 

Artículo 170. Con los elementos de información aportados
al Sistema de Información y Monitoreo de las Aguas Na-
cionales se establecerá un sistema de evaluación periódica,
a través de la Contraloría Social del Agua.

Artículo 171. La Federación y las Entidades Federativas a
través de sus programas establecerán los mecanismos para
la asignación de recursos o incentivos para lo cual obser-
varán la normativa vigente, la cartera de proyectos, las eva-
luaciones realizadas, así como las recomendaciones de la
Comisión y el consejo de cogestión de cuencas; 

Capítulo XLVII
Del Sistema Financiero del Agua

Artículo 172 El Sistema a que se refiere el presente Capí-
tulo tendrá como objetivos:

I. Asegurar un estándar mínimo de calidad en la presta-
ción de los servicios de agua potable, alcantarillado,
drenaje, tratamiento, disposición y saneamiento que
presten los Municipios, las Entidades Federativas y el
Distrito Federal, que coadyuve a garantizar el derecho
humano al agua;

II. Establecer los criterios con base en los cuales se fija-
rán las tarifas por la prestación de los servicios de agua

potable, alcantarillado, drenaje, tratamiento, disposición
y saneamiento, que aseguren la sostenibilidad presente
y futura en la prestación de tales servicios en la cantidad
y calidad necesarios;

III. Evaluar que los recursos obtenidos provenientes de
la prestación de los servicios de agua potable, alcantari-
llado, drenaje, tratamiento, disposición y saneamiento,
se apliquen para tales servicios;

IV. Otorgar beneficios por parte de la Federación a los
Municipios al Distrito Federal o Entidades Federativas
tendientes a garantizar la prestación de los servicios de
agua potable, alcantarillado, drenaje, tratamiento, dispo-
sición y saneamiento.

Artículo 173. Las contribuciones o aprovechamientos que
la Federación, las Entidades Federativas o el Distrito Fede-
ral diseñen y establezcan por el uso de la infraestructura hi-
dráulica federal o estatal, respectivamente, para el almace-
namiento, conducción y disposición de volúmenes de agua
en bloque deberán considerar los siguientes criterios:

I. Sostenibilidad financiera, la cual considerará los cos-
tos de operación, conservación, mantenimiento de la in-
fraestructura hidráulica, así como del pago de las con-
tribuciones federales en materia de aguas nacionales y
sus bienes públicos inherentes. En aquellos supuestos
donde se proyecte un incremento en la demanda, tam-
bién se tomarán en cuenta los costos asociados a la ex-
pansión de la infraestructura para satisfacer dicho incre-
mento, el cual se determinará considerando la cantidad
que se incrementa en el costo para la prestación del ser-
vicio, por cada unidad adicional. 

II. Eficiencia productiva, con base en la que se deberá
considerar la mejor gestión de los recursos para que la
prestación del servicio de agua en bloque sea al menor
costo posible.

III. Proyecciones de suministro de agua, para la cual se
deberán considerar los incrementos esperados en de-
manda de agua con base en el desarrollo económico y
poblacional, así como la disponibilidad esperada del re-
curso hídrico.

IV. Evaluación de la capacidad instalada de la infraes-
tructura, la cual se determinará contrastando la eficien-
cia del uso en relación con la capacidad instalada.
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V. Las contribuciones o aprovechamientos deberán ajus-
tarse anualmente considerando los efectos de la infla-
ción.

VI. Las contribuciones o aprovechamientos deberán ser
revisadas al menos cada cinco años.

VII. Contemplar obligaciones y fondos generales en
materia de riesgos y siniestros relacionados con el sec-
tor hídrico.

Artículo 174. Las tarifas, aprovechamientos o contribucio-
nes que se propongan o establezcan por los servicios rela-
cionados de agua al usuario final, inclusive las cuotas de
autosuficiencia por servicios de riego considerarán al me-
nos la sostenibilidad financiera, eficiencia productiva, pro-
yecciones de suministro de agua y evaluación de la capaci-
dad instalada de la infraestructura, en términos de lo
dispuesto en esta Ley.

Artículo 175. El ente a quien competa establecer las tari-
fas, aprovechamientos y contribuciones a que se refiere es-
te Capítulo, considerarán los criterios previstos en esta Ley.

Artículo 176. Los Municipios, Entidades Federativas y el
Distrito Federal, en la prestación del servicio de agua pota-
ble, alcantarillado y saneamiento serán supervisados por la
Contraloría Social del Agua en materia de tarifas, y debe-
rán proveer y mantener actualizada la información del Sis-
tema de Información y Monitoreo de las Aguas Nacionales.

Capítulo XLVIII
Sanciones

Artículo 177. Para efectos de esta ley son autoridades pa-
ra el control en su aplicación, actos de vigilancia y cumpli-
miento de la ley:

I. La Procuraduría Federal de Protección al Ambiente
(PROFEPA);

II. La Comisión;

III. La Contraloría Social del Agua?

IV. Los jueces de Distrito en Materia Civil para la ac-
ción del daño ambiental - hídrico.

Artículo 178. Conforme a lo previsto por esta Ley, son
causas de sanción las siguientes faltas:

I. Descargar en forma permanente, intermitente o fortui-
ta aguas residuales en contravención a lo dispuesto en la
presente Ley en cuerpos receptores que sean bienes na-
cionales, incluyendo aguas marinas, así como cuando se
infiltren en terrenos que sean bienes nacionales o en
otros terrenos cuando puedan contaminar el subsuelo o
el acuífero;

II. Explotar, usar o aprovechar aguas nacionales resi-
duales sin cumplir con las Normas Oficiales Mexicanas
en la materia y en las condiciones particulares estable-
cidas para tal efecto;

III. Explotar, usar o aprovechar aguas nacionales en vo-
lúmenes mayores a los autorizados en los títulos respec-
tivos o en las inscripciones realizadas en el Registro Pú-
blico de Derechos de Agua;

IV. Ocupar o aprovechar vasos, cauces, canales, zonas
federales, zonas de protección y demás bienes a que se
refiere esta Ley, sin el título de concesión respectivo;

V. Alterar la infraestructura hidráulica autorizada para la
explotación, uso o aprovechamiento del agua, o su ope-
ración, sin el permiso correspondiente;

VI. No acondicionar las obras o instalaciones en los tér-
minos establecidos en los reglamentos o en las demás
normas o disposiciones que dicte la autoridad compe-
tente para prevenir efectos negativos a terceros o al de-
sarrollo hidráulico de las fuentes de abastecimientos o
de la cuenca;

VII. No instalar, no conservar, no reparar o no sustituir,
los dispositivos necesarios para el registro o medición
de la cantidad y calidad de las aguas, en los términos
que establece esta Ley, sus reglamentos y demás dispo-
siciones aplicables, o modificar o alterar las instalacio-
nes y equipos para medir los volúmenes de agua explo-
tados, usados o aprovechados, sin permiso
correspondiente, incluyendo aquellos que en ejercicio
de sus facultades hubiere instalado la Comisión;

Se repite arriba.

VIII. Ejecutar para sí o para un tercero obras para alum-
brar, extraer o disponer de aguas del subsuelo en zonas
reglamentadas, de veda o reservadas, sin el permiso res-
pectivo así como a quien hubiere ordenado la ejecución
de dichas obras;
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IX. Impedir u obstaculizar las visitas, inspecciones, re-
conocimientos, verificaciones y fiscalizaciones que rea-
lice “la Comisión en los términos de esta Ley y sus re-
glamentos;

X. No entregar los datos requeridos por “la Comisión”
o “la Procuraduría”, según el caso, para verificar el
cumplimiento de las disposiciones contenidas en esta
Ley y en los títulos de concesión, asignación o permiso
de descarga, así como en otros ordenamientos jurídicos;

XI. Usar volúmenes de agua mayores que los que gene-
ran las descargas de aguas residuales para diluir y así
tratar de cumplir con las Normas Oficiales Mexicanas
en materia ecológica o las condiciones particulares de
descarga;

XII. Suministrar aguas nacionales para consumo huma-
no que no cumplan con las normas de calidad corres-
pondientes;

XIII. Arrojar o depositar cualquier contaminante, en
contravención a las disposiciones legales, en ríos, cau-
ces, vasos, lagos, lagunas, esteros, aguas marinas y de-
más depósitos o corrientes de agua, o infiltrar materia-
les y sustancias que contaminen las aguas del subsuelo;

XIV. No cumplir con las obligaciones consignadas en
los títulos de concesión, asignación o permiso de des-
carga;

XV. No solicitar el concesionario o asignatario la ins-
cripción en el Registro Público de Derechos de Agua en
los términos previstos en la presente Ley y sus regla-
mentos;

XVI. Ocasionar daños ambientales considerables o que
generen desequilibrios, en materia de recursos hídricos
de conformidad con las disposiciones en la materia;

XVII. Desperdiciar el agua en contravención a lo dis-
puesto en la Ley y sus reglamentos;

XVIII. No ejecutar el cegamiento de los pozos que ha-
yan sido objeto de relocalización, reposición o cuyos
derechos hayan sido transmitidos totalmente a otro pre-
dio, así como dejar de ajustar la capacidad de sus equi-
pos de bombeo cuando se transmitan parcialmente los
derechos de explotación, uso o aprovechamiento de
aguas nacionales;

XIX. Modificar o desviar los cauces, vasos o corrientes
cuando sean propiedad nacional, sin el permiso corres-
pondiente; cuando se dañe o destruya una obra hidráuli-
ca de propiedad nacional;

XX. No informar a “la Comisión “, de cualquier cambio
en sus procesos cuando con ello se ocasionen modifica-
ciones en las características o en los volúmenes de las
aguas residuales que hubieren servido para expedir el
permiso de descarga correspondiente;

XXI. Dejar de llevar y presentar los registros cronológi-
cos a que se refiere “la Ley”;

Artículo 179. Las faltas a que se refiere el Artículo ante-
rior serán sancionadas administrativamente por “la Comi-
sión” con multas que serán equivalentes a los siguientes dí-
as del salario mínimo general vigente en el Distrito Federal
en el momento en que se cometa la infracción, indepen-
dientemente de las sanciones estipuladas en la Ley General
de Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, Ley
de Bienes Nacionales y Ley Federal de Metrología y Nor-
malización y sus reglamentos, las Normas Oficiales Mexi-
canas, el Código Penal Federal y demás disposiciones apli-
cables en la materia:

I. 200 a 1,500, en el caso de violación a las fracciones V,
X, XC, XVIII, y XXI;

II. 1,200 a 5,000, en el caso de violaciones a las frac-
ciones I, II, III, IV, VI, VII, VIII, IX, XI, XII, XIII, XIV,
XVI, XVII, XIX, XX y XXI

Las multas que imponga “la Comisión” se deberán cubrir
dentro de los plazos que dispone la Ley Federal de Proce-
dimiento Administrativo. 

Cuando las multas no se paguen en la fecha establecida, el
monto de las mismas se actualizará mensualmente desde el
momento en que debió hacerse el pago y hasta que el mis-
mo se efectúe, conforme al Índice Nacional de Precios al
Consumidor.

Artículo 180. Para sancionar las faltas a que se refiere es-
te Capítulo, las infracciones se calificarán conforme a:

I. La gravedad de la falta;

II. Las condiciones económicas del infractor
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III. La reincidencia.

Transitorios

Primero. La presente ley entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. Se abroga la Ley de Aguas Nacionales publica-
da en el Diario Oficial de la Federación el 1o. de diciembre
de 1992. 

Tercero. Las obligaciones y derechos derivados de la Ley
de Aguas Nacionales que se abroga que hubieran nacido
durante su vigencia, por la realización de situaciones jurí-
dicas o de hecho previstas en dicha ley, deberán ser cum-
plidas en las formas y plazos establecidos en el citado or-
denamiento y conforme a las disposiciones, resoluciones a
consultas, interpretaciones, autorizaciones o permisos de
carácter general o que se hubieran otorgado a título parti-
cular, conforme a la ley que se abroga.

Cuarto. En un plazo no mayor de seis meses a partir de la
entrada en vigor del presente decreto, el Ejecutivo federal
expedirá el reglamento de esta ley.

Quinto. Los títulos otorgados a los ayuntamientos, a los
estados, o al Distrito Federal, que administren los respecti-
vos sistemas de agua potable y alcantarillado, subsistirán
aun cuando estos sistemas sean administrados por entida-
des paraestatales o paramunicipales, o se concesionen a
particulares, y los servicios sean proporcionados por estos
últimos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de septiembre de 2015.—
Diputado Luis Alfredo Valles Mendoza (rúbrica).»

La Presidenta diputada Daniela de los Santos Torres:
Gracias, diputado Valles. Túnese a las Comisiones Uni-
das de Agua Potable y Saneamiento y de Recursos Hi-
dráulicos, para dictamen.

Damos la bienvenida y un saludo al presidente municipal
electo del municipio de San Andrés Duraznal, Chiapas,
Santiago Gómez Gómez y al síndico Armando Gómez Dí-
az, invitados del diputado Hernán Orantes López.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

La Presidenta diputada Daniela de los Santos Torres:
Tiene la palabra, por cinco minutos, la diputada Yolanda de
la Torre Valdez, para presentar iniciativa con proyecto de
decreto que reforma el artículo 4o de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por los
diputados César Octavio Camacho Quiroz y Jorge Carlos
Ramírez Marín, del Grupo Parlamentario del PRI.

La diputada Yolanda de la Torre Valdez: Con su venia,
señora presidenta. Con el permiso de mi coordinador, dipu-
tado César Camacho Quiroz. Compañeras y compañeros
diputados. “Pies, para qué los quiero, si tengo alas para vo-
lar”. Frida Kahlo, pintora mexicana.

Compañeras y compañeros diputados, los diputados César
Camacho Quiroz, Jorge Carlos Ramírez Marín y la de la
voz, presentamos a su consideración la presente iniciativa
con la certeza de que es de gran trascendencia para las per-
sonas con discapacidad en este país. México tiene una lar-
ga lucha de larga data en favor de las personas con disca-
pacidad.

La década de los 80, en el siglo pasado, inició un proceso
de amplia discusión y organización en el mundo entero y
en nuestro país en el marco de lo que se denominó el De-
cenio de las Naciones Unidas, el decenio para la incorpo-
ración y los derechos de los impedidos; y con el plan de ac-
ción se dio un avance mayúsculo que cambió la historia de
la visión con que se atendía o se veía a las personas con
discapacidad, y se reconceptualizó el término, la concep-
ción, eliminándolo exclusivamente de lo que era la visión
clínica, pasamos de la visión de la enfermedad a la visión
de los derechos humanos.

En la década de los 90, en nuestro país, se dieron pasos re-
levantes, trascendentes, que cambiaron la historia en Méxi-
co y se construyó el primer programa integral bajo la de-
nominación de Programa Nacional para el Bienestar y la
Incorporación al Desarrollo de las Personas con Discapaci-
dad, que fue un acuerdo presidencial en 1995 y que consi-
deró la primera política pública en materia de discapacidad
en este país.

En el 2000, con el presidente Fox, se creó la oficina de
atención a personas con discapacidad, que generó también
una visión especial de la atención que se requería después
de lo que había hecho el presidente Zedillo.
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En la década de 2000, recogiendo años de trabajo y de au-
toridad moral, don Gilberto Rincón Gallardo dio una gran
lucha en la Organización de las Naciones Unidas y él im-
pulsó la Convención sobre los Derechos de las Personas
con Discapacidad. Y fue en nuestro país, con la autoridad
de Gilberto Rincón Gallardo, que promovió e impulsó en el
mundo esta convención de la que nosotros nos sentimos
muy orgullosos.

Y en la presente administración, con el presidente Enrique
Peña Nieto, que desde su campaña se comprometió con es-
te sector de la población y que tiene compromisos claros y
precisos, se elaboró –en armonización con la Convención
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad– el
Programa Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las
Personas con Discapacidad, publicado el 30 de abril de
2013.

Compañeras y compañeros, la Convención sobre los Dere-
chos de las Personas con Discapacidad y su ratificación por
el Estado mexicano, marcó un precedente más en la histo-
ria de los derechos humanos de nuestro país y junto a la
afortunada y gran reforma de junio de 2011, dimos un gran
salto en el 1 constitucional, gracias al cual se pasó del pa-
radigma de las garantías individuales al paradigma de los
derechos humanos.

Haber reconocido con rango constitucional al conjunto de
los derechos humanos y a los tratados internacionales rati-
ficados por el Estado, implica además de manera implícita
que tenemos la obligación de adecuar nuestro marco jurí-
dico nacional incluyendo nuestra propia Constitución.

Por eso en este sentido los diputados que suscribimos esta
iniciativa consideramos de suma relevancia incorporar al
artículo 4o constitucional este nuevo principio, que permi-
ta dotar de criterios marco las decisiones de las institucio-
nes públicas en materia de garantía y acceso de las perso-
nas con discapacidad, al conjunto de los derechos
actualmente reconocidos.

Quizá el ejemplo más relevante que tenemos está ahí, en
haber elevado a rango constitucional el interés superior de
la niñez, porque todas y todos sabemos lo que ha pasado,
cómo ha dotado a la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción de herramientas para que tengamos hilos rectores, hi-
los conductores de lo que tiene que ser la actuación del Es-
tado en materia de niñez, al reconocer el principio en la
Constitución.

De manera similar, estamos convencidos que dotar en el
marco constitucional de este principio incluyente rector,
permitirá que las decisiones del Estado, de los tres órdenes
de gobierno, instituciones públicas y privadas, su actuación
y visión sea bajo el principio de inclusión, que es lo que re-
querimos las personas con discapacidad. 

Termino pidiéndoles su apoyo para esta iniciativa, porque
va a permitir que las cosas cambien, porque los diputados
que proponemos esta iniciativa, al igual que todos ustedes,
tengo la certeza, anhelamos para las personas con discapa-
cidad horizontes plenos, donde cada uno pueda desplegar
sus propias alas y emprenda su propio vuelo; que decida su
vida, cómo la quiere, qué quiere hacer y que no haya ba-
rreras para que pueda tomar sus propias decisiones. Y co-
mo dijo Frida Kahlo, podamos tener alas para volar. Por su
atención, muchísimas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 4o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por los
diputados Yolanda de la Torre Valdez, César Octavio Ca-
macho Quiroz y Jorge Carlos Ramírez Marín, del Grupo
Parlamentario del PRI

Los suscritos, Yolanda de la Torre Valdez, César Camacho
Quiroz y Jorge Carlos Ramírez Marín, integrantes del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y demás apli-
cables del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete
a la consideración de esta asamblea la presente iniciativa,
con proyecto de decreto por el que se reforma y adiciona el
artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

México cuenta con una larga tradición de lucha y defensa
de los derechos de las personas con alguna discapacidad.
Desde la década de los años 80 en el siglo pasado, inició un
proceso de amplia participación y organización, que en el
marco de lo que en su momento se denominó como el “De-
cenio de las Naciones Unidas para los Impedidos”.

Uno de los instrumentos de este “decenio” fue el plan de
acción, a través del cual se logró un avance mayúsculo,
pues se consiguió la reconceptualización de la discapaci-
dad, en un sentido mucho más social, eliminando el sesgo
exclusivamente clínico que se le había dado históricamen-
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te, por lo cual se llegó incluso a la desclasificación de la
discapacidad como “padecimiento” en el catálogo de la
Clasificación Internacional de las Enfermedades.

En la década de los 90, se dieron otros pasos relevantes: se
construyó el primer Programa Nacional integral, bajo la
denominación del Programa Nacional para el Bienestar y la
Incorporación al Desarrollo de las Personas con Discapaci-
dad, creado por Acuerdo Presidencial en 1995, y el cual
propició una lógica de integralidad que ha sido difícil de al-
canzar en otras administraciones, y que es hasta en la pre-
sente administración federal del Presidente Enrique Peña
Nieto que se elaboró en armonización con la Convención
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad el “
Programa Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de la
Personas con Discapacidad “ publicado el 30 de abril del
2013 en el DOF y que se implementa por el Conadis (Con-
sejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de la Perso-
nas con Discapacidad) en el marco de la coordinación y ar-
ticulación interinstitucional que marca la Ley General de
Inclusión de las Personas con Discapacidad; iniciativa de
ley que impulso el Grupo Parlamentario del PRI en la LXI
Legislatura y que con el consenso y compromiso de las di-
ferentes expresiones políticas, que integraron la legislatura,
se doto a las personas con discapacidad de un marco jurí-
dico con perspectiva de derechos humanos y acorde la
Convención de Naciones Unidas que nos coloca a la van-
guardia de la legislación más avanzada del mundo.

En la década del 2000, recogiendo años de trabajo y auto-
ridad moral, don Gilberto Rincón, junto con otras persona-
lidades a nivel internacional, dio una tenaz lucha al seno de
la Organización de las Naciones Unidas a fin de conseguir
la aprobación de la Convención de los Derechos de las Per-
sonas con Discapacidad; así como de otros instrumentos
que llevaron a la reforma del artículo Primero Constitucio-
nal en materia del derecho a la igualdad y la prohibición de
la discriminación; la creación de la Ley Federal para pre-
venir y erradicar la Discriminación; así como a la creación
del Consejo Nacional para prevenir y eliminar la Discrimi-
nación.

La citada Convención y su ratificación por el Estado mexi-
cano, marcó un precedente más en la historia de los dere-
chos humanos en nuestro país, y que junto a la afortunada
y gran reforma del artículo 1o. de la Constitución en junio
del 2011 gracias a la cual, transitamos del paradigma de
“las garantías individuales”, al llamado “paradigma de los
derechos humanos”.

Haber reconocido con rango constitucional al conjunto de
los Tratados Internacionales ratificados por el Estado, im-
plica además, de manera implícita, la responsabilidad de
armonizar a todo el Orden Jurídico Nacional, incluida la
propia Constitución.

En ese sentido es que se considera de suma relevancia in-
corporar al artículo 4o. Constitucional un nuevo Principio,
que permita dotar de “criterios marco” a las decisiones de
las instituciones públicas en materia de garantía y acceso
de las personas con alguna discapacidad, al conjunto de
derechos actualmente reconocidos.

Quizá el ejemplo más reciente y relevante que tenemos so-
bre la importancia de incorporar al marco constitucional es
el Principio del Interés Superior de la Niñez, que forma
parte del corpus del artículo 4o. de nuestra Carta Magna
que vigente.

Cuando en su momento se planteó la reforma al artículo
4o., se argumentaba que no era necesario pues ya se en-
contraban señalizado, de manera específica, el conjunto de
derechos que la Constitución reconocía a la niñez mexica-
na; de tal forma que, decían quienes se oponían a la refor-
ma, resultaba “excesivo” adicional un párrafo a la Consti-
tución para establecer el Principio del Interés Superior de
la Niñez.

Las recientes resoluciones de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación, en el ámbito educativo; pero también en ma-
teria de la retroactividad en el pago de las pensiones ali-
mentarias; en materia de amparo en el caso de la protección
de las niñas y los niños frente al acoso escolar, entre otras,
son una muestra clarísima sobre la relevancia de dotar al
texto constitucional de criterios de interpretación clara pa-
ra todas aquellas personas involucradas en la denominada
“operación de la Ley”.

Desde esta perspectiva, no pueden dejarse de lado además
las siguientes consideraciones como parte de esta Exposi-
ción de Motivos, los cuales forman parte de la Convención
de los Derechos de las Personas con Discapacidad, los que
por su relevancia, se citan a la letra:

“e) Reconociendo que la discapacidad es un concepto
que evoluciona y que resulta de la interacción entre las
personas con deficiencias y las barreras debidas a la ac-
titud y al entorno que evitan su participación plena y
efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con
las demás”;
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K) Observando con preocupación que, pese a estos di-
versos instrumentos y actividades, las personas con dis-
capacidad siguen encontrando barreras para participar
en igualdad de condiciones con las demás en la vida so-
cial y que se siguen vulnerando sus derechos humanos
en todas las partes del mundo;

q) Reconociendo que las mujeres y las niñas con disca-
pacidad suelen estar expuestas a un riesgo mayor, den-
tro y fuera del hogar, de violencia, lesiones o abuso,
abandono o trato negligente, malos tratos o explotación;

s) Subrayando la necesidad de incorporar una perspecti-
va de género en todas las actividades destinadas a pro-
mover el pleno goce de los derechos humanos y las li-
bertades fundamentales por las personas con
discapacidad “

Estas consideraciones son indispensables porque permiten
dimensionar las enormes brechas que persisten entre las
personas con discapacidad y quienes no las tienen; pero
también las brechas que persisten y que limitan, restringen
o niegan de facto, el cumplimiento de los derechos de las
mujeres que viven con alguna discapacidad, especialmente
las niñas y sobre todo, aquellas que viven o forman parte
de los pueblos o comunidades indígenas.

En esa lógica, es motivo de preocupación, pero también de
indignación nacional, las condiciones en que viven las per-
sonas con discapacidad, sobre todo porque en los últimos
ocho años no ha sido posible reducir los niveles de pobre-
za y de vulnerabilidad en que vive este sector de la pobla-
ción.

Por el contrario, el grupo de las personas con discapacidad
es en el que la pobreza, lejos de reducirse, se ha incremen-
tado en un punto porcentual, anualizado, entre los años
2010 y 2014. En efecto, la Medición Multidimensional de
la Pobreza del Consejo Nacional para la Evaluación de la
Política de Desarrollo Social (Coneval), así lo demuestra,
un 59.3 por ciento de las personas con alguna discapacidad
son vulnerables, ya por carencia de acceso a servicios de
salud; o bien por carencia de acceso a la seguridad social.

Como último dato a destacar, es importante denunciar que
las personas con alguna discapacidad siguen siendo el sec-
tor de la población con mayor nivel de rezago educativo,
porque no se ha conseguido el acceso universal a la educa-
ción regular de las niñas y niños con alguna discapacidad;
pero también porque en los casos de las y los jóvenes que

adquieren alguna discapacidad como producto de algún ac-
cidente o de alguna enfermedad discapacitante, truncan sus
trayectorias escolares por carecer de los recursos necesa-
rios para continuar sus estudios y acceder a empleos dig-
nos.

La discriminación, la exclusión y el rechazo fáctico de las
personas con discapacidad en el empleo, en los espacios de
decisión y representación política, en los cargos directivos
y de responsabilidad en la iniciativa privada, así como en
los espacios públicos, siguen siendo una constante que exi-
ge fortalecer el marco jurídico de protección y garantía de
derechos, con el propósito de definir de manera clara los
alcances y las responsabilidades de las autoridades en la
materia.

Por ello, esta Iniciativa lo que busca es incorporar al texto
del artículo 4o. Constitucional un párrafo adicional en el
que se incluya el “Principio de la Inclusión de las Personas
con Discapacidad”; en el ánimo de que, de manera similar
a lo que hoy ocurre con base en el principio del interés su-
perior de la niñez, se tenga un marco de referencia claro y
preciso, que además, permitirá armonizar el texto de la
Carta Magna con el de la Convención marco de las Nacio-
nes Unidas en esta materia.

En efecto, la Convención incluye, entre sus Principios Ge-
nerales, en el artículo 3, Principios Generales, inciso C”, el
siguiente:

“ C) La participación e inclusión plenas y efectivas en la
sociedad”; 

Asimismo, el artículo Cuarto de la Convención de las Obli-
gaciones Generales, especifica las implicaciones de los
Principios Generales, al siguiente tenor:

“Artículo 4, Obligaciones Generales

1. Los Estados partes se comprometen a asegurar y pro-
mover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos
y libertades fundamentales de las personas con discapa-
cidad, sin discriminación alguna por motivos de disca-
pacidad. A tal fin, los estados partes se comprometen a:

a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrati-
vas y de otra índole que sean pertinentes para hacer
efectivos los derechos reconocidos en la presente Con-
vención;
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b) tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas
legislativas, para modificar o derogar leyes, reglamentos,
costumbres y prácticas existentes que constituyan discri-
minación contra las personas con discapacidad;

2. Con respecto a los derechos económicos, sociales y cul-
turales, los Estados Partes se comprometen a adoptar me-
didas hasta el máximo de sus recursos disponibles y, cuan-
do sea necesario, en el marco de la cooperación
internacional, para lograr, de manera progresiva, el pleno
ejercicio de estos derechos, sin perjuicio de las obligacio-
nes previstas en la presente Convención que sean aplica-
bles de inmediato en virtud del derecho internacional “.

Es evidente que estamos aún lejos de ser una sociedad de
inclusión para todos; una sociedad en la que las personas
de todas las edades, y en todas las condiciones y circuns-
tancias, podamos convivir de manera solidaria, armónica y
respetuosa de las diferencias y pluralidad que nos hacen ser
el pueblo diverso y rico que somos en lo cultural, lo social
y lo político.

Nuestro país está en deuda con varios grupos y sectores so-
ciales, y sin duda alguna, el de las personas con discapaci-
dad es uno de ellos; las cifras presentadas y el conjunto de
estadísticas sociales disponibles lo acreditan.

Por todo lo anteriormente expuesto y fundado presento a
consideración de esa Soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo
cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos

Único: Se adiciona un párrafo doceavo al artículo cuarto
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, recorriéndose en su orden los subsecuentes, para que-
dar como sigue:

Artículo 4. El varón y la mujer son iguales ante la ley. Es-
ta protegerá la organización y el desarrollo de la familia.

Toda persona tiene derecho a decidir de manera libre, res-
ponsable e informada sobre el número y el espaciamiento
de sus hijos.

Toda persona tiene derecho a la alimentación nutritiva, su-
ficiente y de calidad. El estado lo garantizara.

Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La
ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los
servicios de salud y establecerá la concurrencia de la fede-
ración y las entidades federativas en materia de salubridad
general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del ar-
tículo 73 de esta constitución.

Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano pa-
ra su desarrollo y bienestar. El estado garantizara el respe-
to a este derecho. El daño y deterioro ambiental generara
responsabilidad para quien lo provoque en términos de lo
dispuesto por la ley.

Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y sanea-
miento de agua para consumo personal y doméstico en for-
ma suficiente, salubre, aceptable y asequible. el estado ga-
rantizara este derecho y la ley definirá las bases, apoyos y
modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable
de los recursos hídricos, estableciendo la participación de
la federación, las entidades federativas y los municipios,
así como la participación de la ciudadanía para la consecu-
ción de dichos fines.

Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y
decorosa. La ley establecerá los instrumentos y apoyos ne-
cesarios a fin de alcanzar tal objetivo.

Toda persona tiene derecho a la identidad y a ser registra-
do de manera inmediata a su nacimiento. El estado garan-
tizara el cumplimiento de estos derechos. La autoridad
competente expedirá gratuitamente la primera copia certi-
ficada del acta de registro de nacimiento.

En todas las decisiones y actuaciones del estado se velara
y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez,
garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las
niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de
alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para
su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el dise-
ño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas pú-
blicas dirigidas a la niñez.

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación
de preservar y exigir el cumplimiento de estos derechos y
principios.

El estado otorgara facilidades a los particulares para que
coadyuven al cumplimiento de los derechos de la niñez.
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En todas las decisiones y actuaciones del Estado, se ve-
lará y cumplirá, con el Principio de Inclusión de las
personas con discapacidad. La Ley definirá el conjunto
de derechos que el estado debe garantizar para este sec-
tor de la población.

Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al
disfrute de los bienes y servicios que presta el estado
en la materia, así como el ejercicio de sus derechos
culturales. El estado promoverá los medios para la di-

fusión y desarrollo de la cultura, atendiendo a la diversidad
cultural en todas sus manifestaciones y expresiones con
pleno respeto a la libertad creativa. La ley establecerá los
mecanismos para el acceso y participación a cualquier ma-
nifestación cultural.

Toda persona tiene derecho a la cultura física y a la prácti-
ca del deporte corresponde al estado su promoción, fomen-
to y estimulo conforme a las leyes en la materia.

Artículo Transitorio. La presente reforma entrará en
vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, Cámara de Diputados
del Honorable Congreso de la Unión. México, DF, a 15 de septiembre
de 2015.— Diputados: Yolanda de la Torre Valdez, Adriana del Pilar
Ortiz Lanz, Adriana Elizarraraz Sandoval, Agustín Francisco de Asís
Basave Benítez, Aldana José Luis Orozco Sánchez, Alejandra Gutié-
rrez Campos, Alex Le Barón González, Alfredo Anaya Orozco, Alfre-
do Miguel Herrera Deras, Alma Lilia Luna Munguía, Ana Leticia Ca-
rrera Hernández, Ana María Boone Godoy, Ángel García Yáñez,
Angélica Reyes Ávila, Antonio Tarek Abdala Saad, Arlet Mólgara Glo-
ver, Armando Alejandro Rivera Castillejos, Beatriz Vélez Núñez, Ben-
jamín Medrano Quezada, Brenda Velázquez Valdez, Carlos Alberto de
la Fuente Flores, Carlos Federico Quinto Guillén, Carlos Iriarte Mer-
cado, Carlos Sarabia Camacho, Cecilia Guadalupe Soto González, Cé-
sar Camacho Quiroz, Cirilo Vázquez Parissi, Claudia Sánchez Juárez,
Daniel Torres Cantú, David Aguilar Robles, David Mercado Ruiz, Da-
vid Sánchez Isidoro, Edgar Romo García, Edgardo Melhem Salines,
Edith Anabel Alvarado Varela, Edith Yolanda López Velasco, Enrique
Cambranis Torres, Enrique Zamora Morletl, Erika Lorena Arroyo Be-
llo, Erika Rodríguez, Esdras Romero Vega, Eva Florinda Cruz Molina,
Evelyng Soraya Flores Carranza, Fabiola Guerrero Aguilar, Felipe
Cervera Hernández, Fernando Navarrete Pérez, Fernando Uriarte Za-
zueta, Fidel Almanza Monroy, Flor Ángel Jiménez Jiménez, Flor Este-
la Rentería Medina, Francisco Alberto Torres Rivas, Gabriel Casillas
Zanatta, Gianni Raúl Ramírez Ocampo, Héctor Peralta Grappin, Héc-
tor Ulises Cristopulos Ríos, Heidi Salazar Espinosa, Hugo Daniel Gae-

ta Esparza, J. Apolinar Casillas Gutiérrez, J. Jesús Zúñiga Mendoza,
Jasmine María Bugarín Rodríguez, Javier Antonio Neblina Vega, Ja-
vier Octavio Herrera Borunda, Jesús Antonio López Rodríguez, Jesús
Gerardo Izquierdo Rojas, Jesús Juan de la Garza Díaz del Guante, Je-
sús Rafael Méndez Salas, Jorge Álvarez López, Jorge Carlos Ramírez
Marín, Jorgina Gaxiola Lezama, José Alfredo Torres Huitrón, José
Everardo López Córdova, Juan Alberto Blanco Zaldívar, Juan Antonio
Ixtlahuac Orihuela, Juan Antonio Meléndez Ortega, Karen Orney  Ra-
mírez Peralta, Karina Sánchez Ruiz, Kathia María Bolio Pinelo, Laura
Beatriz Esquivel Valdés, Laura Nereida Plascencia Pacheco, Laura Va-
leria Guzmán Vázquez, Leonardo Amador Rodríguez, Leticia Ampara-
no Gamez, Leydi Fabiola Leyva García, Lia Limón García, Liliana
Ivette Madrigal Méndez, Lorena Corona Valdés, Lucely del Perpetuo
Socorro Alpízar Carrillo, Luis Agustín Rodríguez Torres, Luis Alejan-
dro Guevara Cobos, Luis de León Martínez Sánchez, Luis Felipe Váz-
quez Guerrero, Luis Ignacio Avendaño Bermúdez, Luz Argelia Pania-
gua Figueroa, Manuel Alexander Zetina Aguiluz, Manuel Vallejo
Barragán, Marco Polo Aguirre Chávez, María Ávila Serna, María de la
Paz Quiñones Cornejo, María de los Ángeles Rodríguez Aguirre, Ma-
ría Esther Guadalupe Camargo Félix, María Eugenia Ocampo Bedolla,
María Guadalupe Murguía Gutiérrez, María Guadalupe Oyervides Val-
dez, María Isabel Maya Pineda, María Soledad Sandoval Martínez,
Mariana Arambula Meléndez, Mariana Benítez Tiburcio, Martha Lore-
na Covarrubias Anaya, Mercedes del Carmen Guillén Vicente, Miguel
Ángel González Salum, Miguel Ángel Salub Caamal, Montserrat Ali-
cia Arcos Velázquez, Noemí Zoila Guzmán Lagunes, Nora Liliana
Oropeza Olguín, Olga María Esquivel Hernández, Omar Noé Bernar-
dino Vargas, Pablo Bedolla López, Pablo Gamboa Miner, Paloma Ca-
nales Suárez, Patricia Elena Aceves Pastrana, Patricia García García,
Pedro Garza Treviño, Pedro Luis Noble Monterrubio, Rafael Valen-
zuela Armas, Ramón Bañales Arambula, Ramón Villagómez Guerrero,
Ricado Ramírez Nieto, Ricardo Taja Ramírez, Roberto Alejandro Ca-
ñedo Jiménez, Rocío Díaz Montoya, Rocío Matesanz Santamaría, Ro-
sa Guadalupe Chávez Acosta, Salomón Fernando Rosales Reyes, San-
tiago Taboada Cortina, Sara Paola Galico Félix Díaz, Sasil Dora Luz
de León Villard, Sofía del Sagrario de León Maza, Soralla Bañuelos de
la Torre, Timoteo Villa Ramírez, Víctor Manuel Silva Tejeda, Virginia
Nallely Gutiérrez Ramírez, Yahleel Abdala Carmona, Yarith Tannos
Cruz, Yerico Abramo Masso,  (rúbricas).»

La Presidenta diputada Daniela de los Santos Torres:
Gracias, diputada De la Torre. Túrnese a la Comisión
de Puntos Constitucionales, para dictamen.

La diputada Laura Nereida Plascencia Pacheco (desde
la curul): Presidenta.

La Presidenta diputada Daniela de los Santos Torres:
La diputada Laura Plascencia, ¿con qué objeto?
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La diputada Laura Nereida Plascencia Pacheco (desde
la curul): Con su permiso, presidenta. Si mi compañera Yo-
landa De la Torre Valdez lo permite quiero sumarme a esta
iniciativa, ya que realmente representa un gran avance y
que se puede consolidar el desarrollo integral de las perso-
nas con discapacidad.

La Presidenta diputada Daniela de los Santos Torres:
Esta Presidencia pregunta a la diputada De la Torre, si tie-
ne algún inconveniente que se adhieran a su iniciativa.

La diputada Yolanda de la Torre Valdez: Señora presi-
denta, no solo no tengo inconveniente, sino además desde
el fondo de mi corazón se los aprecio mucho. Gracias.

La diputada Lorena Corona Valdés (desde la curul): Pre-
sidenta.

La Presidenta diputada Daniela de los Santos Torres:
La diputada Lorena Corona, ¿con qué objeto?

La diputada Lorena Corona Valdés (desde la curul): Pa-
ra adherirme a la iniciativa de la diputada Yolanda de la To-
rre, que es de suma importancia para todos los mexicanos
que estemos sensibles sobre este tema.

La diputada Erika Lorena Arroyo Bello (desde la curul):
Presidenta.

La Presidenta diputada Daniela de los Santos Torres:
La diputada Erika Arroyo. Esta Presidencia pregunta a la
diputada De la Torre, si permite que todos los compañeros
que se quieran adherir a la iniciativa lo puedan hacer.

La diputada Erika Lorena Arroyo Bello (desde la curul):
Presidenta, pedirle a la iniciante nos permita a los guana-
juatenses priistas adherirnos no solamente a su iniciativa,
sino también a la lucha por su causa.

La Presidenta diputada Daniela de los Santos Torres:
Así se hará, diputada.

La diputada Laura Beatriz Esquivel Valdés (desde la
curul): Presidenta.

La Presidenta diputada Daniela de los Santos Torres:
La diputada Laura Esquivel tiene el uso de la voz.

La diputada Laura Beatriz Esquivel Valdés (desde la
curul): Nada más para pedirle a la diputada Yolanda De la

Torre, si también a mí me permite adherirme a su inicia-
tiva.

La Presidenta diputada Daniela de los Santos Torres: Y
así se hará con todos los demás diputados que deseen ad-
herirse a la iniciativa de la diputada De la Torre.

La diputada Hortensia Aragón Castillo (desde la curul):
Presidenta.

La Presidenta diputada Daniela de los Santos Torres:
Sí, diputada Hortensia, ¿con qué objeto?

La diputada Hortensia Aragón Castillo (desde la curul):
Gracias, presidenta. Con el objeto de expresarle a la dipu-
tada De la Torre, que la fracción parlamentaria del PRD, en
su conjunto, desea sumarse a su iniciativa, si ella así lo
considera.

La Presidenta diputada Daniela de los Santos Torres:
Así se hará.

El diputado Víctor Manuel Sánchez Orozco (desde la
curul): Presidenta

La Presidenta diputada Daniela de los Santos Torres:
Sí, diputado, ¿con qué objeto?

El diputado Víctor Manuel Sánchez Orozco (desde la
curul): También, presidenta, para pedirle a la diputada si a
nombre de la fracción parlamentaria de Movimiento Ciu-
dadano nos permite adherirnos a la iniciativa.

La Presidenta diputada Daniela de los Santos Torres:
Diputada de la Torre. Bueno, la diputada de la Torre ya ex-
presó su consentimiento para que todos los diputados que
se quieran adherir a su iniciativa lo puedan hacer. Conti-
nuamos con la sesión. Damos la bienvenida y un saludo al
presidente municipal…

El diputado Benjamín Medrano Quezada (desde la cu-
rul): Presidenta.

La Presidenta diputada Daniela de los Santos Torres:
Sí, diputado, ¿con qué objeto?

El diputado Benjamín Medrano Quezada (desde la cu-
rul): Diputada presidenta, buenas tardes. Aprovechando la
oportunidad que nos da la diputada que hoy hace esta ini-
ciativa quisiera sumarme a ella, y además reconocerle a
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ella, como a una compañera nuestra Claudia Anaya, de Za-
catecas, que en estas condiciones, primero de mujeres y
con estas dificultades que pasan, siempre están con noso-
tros.

La Presidenta diputada Daniela de los Santos Torres:
Esta Presidencia observa muchas manos levantadas para la
adhesión de la iniciativa, así se hará su correspondiente ad-
hesión.

Damos la bienvenida y un saludo al presidente municipal
Octavio Ocampo Córdova, de Tuzantla, Michoacán, y al
cabildo de ese honorable ayuntamiento, invitados por el
diputado Norberto Antonio Martínez Soto.

También damos la bienvenida y un saludo al arquitecto To-
más Cervantes de Dios, presidente municipal de Rosamo-
rada, Nayarit, invitado por el diputado Efraín Arellano y la
diputada Jasmine Bugarín.

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN Y LEY GENERAL
DE LA INFRAESTRUCTURA FÍSICA EDUCATIVA

La Presidenta diputada Daniela de los Santos Torres:
Tiene la palabra por cinco minutos la diputada Ximena Ta-
mariz García, del Grupo Parlamentario del PAN, para pre-
sentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma los
artículos 7o. y 21 Bis de la Ley General de Educación, y 11
de la Ley General de la Infraestructura Física Educativa.

La diputada Ximena Tamariz García: Con la venia de la
Presidencia. Señoras diputadas y señores diputados, según
datos de la Unicef nuestro país ocupa el primer lugar mun-
dial en obesidad infantil y el segundo en obesidad en adul-
tos, precedido solamente por los Estados Unidos de Amé-
rica.

El problema de la obesidad infantil está en que no sólo
abarca la infancia y la adolescencia, sino también a la po-
blación en edad preescolar. Es por ello que México necesi-
ta un cambio en nuestro sistema de educación de manera
integral, sobre lo que se está enseñando en las escuelas bá-
sicas.

La inclusión de temas, como lo es la sana nutrición y la
práctica de ejercicio físico, ya sea solo o en conjunto con
algún deporte, es fundamental para la salud y control de so-
brepeso en nuestros alumnos.

Datos de la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición, perte-
neciente al Instituto Nacional de Salud Pública, y a su vez,
a la Secretaría de Salud, publicados en el 2012, indican que
la prevalencia nacional combinada de sobrepeso y obesi-
dad, utilizando los criterios de la OMS fue de 34.4 por
ciento. En cuanto la OCDE recientemente declaró que Mé-
xico tiene una de las tasas más altas de sobrepeso entre sus
países miembros.

Según datos de la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición,
uno de cada tres adolescentes de entre 12 y 19 años pre-
senta sobrepeso y obesidad.

Es decir, México es afectado ya con este problema de sa-
lud que perjudica directamente a los niños.

De acuerdo a la UNICEF, en México la principal causa a la
que se apunta la obesidad es a los malos hábitos en la ali-
mentación, lo que a largo plazo favorece la aparición de
diabetes o hipertensión, problemas cardiacos y que actual-
mente es el mayor problema al que se enfrenta el sistema
nacional de salud. Ya que según el Estudio de Carga Glo-
bal de Morbilidad 2014 es la segunda causa de muerte en
México.

Derivado de esto enfrentamos una urgencia nacional y de-
bemos reformar y regular adecuadamente nuestro sistema
educativo y acondicionar nuestras escuelas para la práctica
del ejercicio físico y el deporte.

Mercedes Juan López, actual secretaria de Salud declaró
durante su participación en la XXV Convención de Asegu-
radoras de México 2015, como preocupante el caso de que
México presente índices porcentuales tan altos sobre la
obesidad en los niños, ya que es una enfermedad que ame-
naza la sustentabilidad del sistema de salud.

El subsecretario de Integración y Desarrollo del Sector Sa-
lud, Eduardo González Pier, declaró que en el 2017 atender
a la población afectada por las enfermedades asociadas a la
obesidad le costará al país alrededor de 202 mil millones de
pesos. Esto quiere decir que el problema puede trascender
a un impacto económico importante.

Las recientes reformas y políticas implementadas no son
suficientes para atender el problema de fondo, puesto que
la estrategia planteada por el presidente de la República
obedece a una lógica de prohibición a la publicidad o au-
mento de la carga fiscal a los productos de comida con po-
co o escaso valor nutricional y con ingredientes que pueden
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favorecer la obesidad y el sobrepeso, cuando lo que se de-
be hacer es concientizar y educar a los niños sobre una sa-
na alimentación y práctica del ejercicio físico diario, así
como lo establece la Organización Panamericana de Salud,
junto con la Organización Mundial de Salud en su plan de
acción para la prevención de la obesidad en niños y ado-
lescentes.

Por lo anterior, es fundamental contar con una política pre-
ventiva en las escuelas de todos los niveles educativos so-
bre la sana alimentación y práctica de alguna actividad fí-
sica diaria, para lograr cambios sustanciales en la
generación infantil actual. Además de que el ejercicio del
derecho a la cultura física y la práctica del deporte están
consagrados en el artículo 4o. de la Constitución.

Por todas estas razones es que el Grupo Parlamentario del
PAN, presenta esta iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforman los artículos 7, fracción IX y XXI Bis
de la Ley General de Educación, para establecer la activa-
ción física, la cultura física y el deporte como actividades
obligatorias, así como para prevenir el sobrepeso y obesi-
dad. Muchas gracias. Es cuanto.

«Iniciativa que reforma los artículos 7o. y 21 Bis de la Ley
General de Educación y 11 de la Ley General de la In-
fraestructura Física Educativa, a cargo de la diputada Xi-
mena Tamariz García, del Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, Ximena Tamariz García, del Grupo Parlamen-
tario del PAN, diputada de la LXIII Legislatura del Con-
greso de la Unión, con fundamento en el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y de conformidad con lo dispuesto en los artí-
culos 76 y 77 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración del pleno de esta honorable Cáma-
ra de Diputados la presente iniciativa de reforma por mo-
dificación a los artículos 7, fracción IX y 24 Bis segundo
párrafo de la Ley General de Educación y se reforma el ar-
tículo 11 de la Ley General de la Infraestructura Física
Educativa al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

México necesita un cambio en nuestro sistema de educa-
ción de manera integral sobre lo que le está enseñando en
las escuelas básicas. La inclusión de temas como lo es la
sana nutrición y la práctica de ejercicio físico, ya sea solo
o en conjunto con algún deporte, es fundamental para la sa-
lud y control de sobrepeso en nuestros alumnos. 

Datos de la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición1, per-
teneciente al Instituto Nacional de Salud Pública (y a su
vez a la Secretaría de Salud) publicados en el 2012 indican
que la prevalencia nacional combinada de sobrepeso y obe-
sidad, utilizando los criterios de la Organización Mundial
de la Salud, fue de 34.4 por ciento. Estas prevalencias en
niños en edad escolar representan alrededor de 5 millones
664 mil 870 niños con sobrepeso y obesidad en el ámbito
nacional, en cuanto la Organización para la Cooperación y
Desarrollo Económicos recientemente declaró que México
tiene una de las más altas tasas de sobrepeso entre sus paí-
ses miembros2.

Según datos de la UNICEF México3, nuestro país ocupa el
primer lugar mundial en obesidad infantil,  y el segundo en
obesidad en adultos, precedido solamente por los Estados
Unidos de América, el problema de la obesidad infantil es-
tá en que no solo abarca la infancia y la adolescencia, sino
también en la población en edad preescolar.

Según datos de la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición,
uno de cada tres adolescentes de entre 12 y 19 años pre-
senta un sobrepeso y obesidad.

Es decir, México es afectado ya con este problema de sa-
lud que afecta directamente en los niños.

De acuerdo a la UNICEF México4 la principal causa a la
que se apunta la obesidad es a los malos hábitos en la ali-
mentación, lo que a lo largo plazo favorece la aparición de
enfermedades como diabetes, actualmente el mayor pro-
blema al que se enfrenta el sistema nacional de salud, ya
que según el Estudio de Carga Global de Morbilidad 2014,
es la segunda causa de muerte en México.

Derivado de esto, enfrentamos una urgencia actual de re-
gular nuestro sistema educativo y acondicionar nuestras es-
cuelas para la práctica del ejercicio físico y el deporte.

Mercedes Juan López, actual secretaria de salud, declaró
durante su participación en la XXV Convención de Asegu-
radores de México 20155 como preocupante el caso que
México presente índices porcentuales tan altos sobre la
obesidad en los niños ya que es una enfermedad que ame-
naza la sustentabilidad del sistema de salud. 

El subsecretario de Integración y Desarrollo del Sector Sa-
lud, Eduardo González Pier, declaró que en el 2017 atender
a la población afectada por las enfermedades asociadas a la
obesidad le costará al país alrededor de 202 mil millones de
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pesos6, esto quiere decir que el problema puede trascender
a un impacto económico importante.

Las recientes reformas y políticas implementadas no son
suficiente para atender el problema de fondo, puesto que la
estrategia planteada por el presidente obedece a una lógica
de prohibición a la publicidad o aumento de la carga fiscal
a los productos, cuando lo que se debe hacer en concienti-
zar y educar a los niños sobre una sana alimentación y
práctica de ejercicio físico diario, así como lo establece la
Organización Panamericana de Salud junto con la Organi-
zación Mundial de la Salud en su “Plan de acción para la
prevención de la obesidad en niños y adolescentes”7.

Por lo anterior, es fundamental contar con una política pre-
ventiva en las escuelas sobre la sana alimentación y prácti-
ca de alguna actividad física diaria para lograr cambios
substanciales en la generación infantil actual. Además de
que el ejercicio del derecho a la cultura física y a la prácti-
ca del deporte está consagrado en el artículo 4to de nuestra
constitución. 

Para lograr esto hay que reformar nuestras leyes a fin de te-
ner educadores capacitados en aspectos de nutrición, para
el sano desarrollo de los niños así como contar con instala-
ciones adecuadas para que puedan tener actividades físicas
de ejercicio dentro de las escuelas. Así como la elaboración
de lineamientos que deberá sujetarse el expendo y distribu-
ción de los alimentos y bebidas preparadas y procesadas
dentro de la escuela, para que estos puedan estar encami-
nados, de manera no limitativa, a prevenir el sobrepeso y la
obesidad. 

Por lo expuesto, es que nos permitimos proponer a esta ho-
norable asamblea el siguiente proyecto de

Decreto

Artículo Primero. Se reforma los artículos 7 fracción IX y
21Bis de la Ley General de Educación por modificación,
para quedar como sigue:

Capítulo I
Disposiciones generales

Artículo 7. …

Fracción IX. Fomentar la educación en materia de nutri-
ción y establecer la activación física, la cultura física y

el deporte como actividades obligatorias, en los térmi-
nos del artículo 48 de la presente ley.

Sección 2. De los servicios educativos

Artículo 21 Bis. La Secretaría, mediante disposiciones de
carácter general que se publiquen en el Diario Oficial de la
Federación y sin perjuicio del cumplimiento de otras dis-
posiciones que resulten aplicables, establecerá los linea-
mientos a que deberán sujetarse el expendio y distribución
de los alimentos y bebidas preparados y procesados, dentro
de toda escuela, en cuya elaboración se cumplirán los cri-
terios nutrimentales, los cuales estarán encaminados, entre
otras cosas, a prevenir el sobrepeso y la obesidad que para
tal efecto determine la Secretaría de Salud.

Transitorios

Artículo primero. La presente ley entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Artículo segundo. Los servicios para la formación de ac-
tividad física de los alumnos que desempeñen los maestros,
como equipamiento, construcción y material físico para sus
actividades diarias, deberán de estar encaminados al fo-
mento del deporte y práctica de la actividad física.

Artículo tercero. Las autoridades competentes se obligan
a regular los programas que sean necesarios a fin de lograr
la implementación de la educación física en las escuelas
del país, así como modificar la infraestructura educativa fí-
sica para poder desarrollar las actividades físicas deporti-
vas.

Artículo cuarto. Las autoridades educativas competentes
tienen un término de 365 días para modificar los linea-
mientos señalados en el artículo 21 Bis de la presente ley.

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 11 de la Ley Ge-
neral de la Infraestructura Física Educativa por modifica-
ción, para quedar como sigue:

Capítulo II
De la calidad de la infraestructura 

física educativa

Artículo 11. En la planeación de los programas y proyec-
tos para la construcción, equipamiento, mantenimiento, re-
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habilitación, reforzamiento, reconstrucción y habilitación
de la INFE deberán cumplirse las disposiciones de la Ley
General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad
y las leyes en la materia de las entidades federativas. Asi-
mismo, se garantizará la existencia de bebederos suficien-
tes, con suministro continuo de agua potable en cada in-
mueble de uso escolar conforme a los lineamientos que
emita la Secretaría de Educación Pública en coordinación
con la Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte, así
como instalaciones destinadas a la activación física y el
deporte.

Transitorio

Artículo primero. La presente ley entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Artículo segundo. La Secretaría de Educación Pública,
emitirá o deberá modificar, en un plazo de 365 días, los li-
neamientos generales a fin de hacer los cambios pertinen-
tes para garantizar las instalaciones destinadas a la activa-
ción física y el deporte.

Artículo tercero. El Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción para el Ejercicio Fiscal de 2017 contemplará, con su-
jeción a la disponibilidad presupuestaria, una asignación
para proveer espacios físicos para la práctica de actividades
físicas deportivas, en términos de los artículos 8 y 11 de la
Ley General de la Infraestructura Física Educativa.

Artículo cuarto. Quedan exentas de dicho decreto, por sus
condiciones, las escuelas móviles, sin construcción e in-
muebles, en dónde únicamente se proporciona el servicio
comunitario del Consejo Nacional de Fomento Educativo.

Notas:

1 http://ensanut.insp.mx/informes/ENSANUT2012ResultadosNacio-
nales2Ed.pdf

2 http://www.oecd.org/health/health-systems/Obesity-Update-2014-
MEXICO_ES.pdf

3 http://www.unicef.org/mexico/spanish/17047.htm

4 http://www.unicef.org/mexico/spanish/17047.htm

5 http://eleconomista.com.mx/sistema-financiero/2015/05/06/dismi-
nuir-obesidad-diabetes-retos-salud

6 http://www.reforma.com/aplicacioneslibre/preacceso/articulo/de-
fault.aspx?id=529730&urlredirect=

http://www.reforma.com/aplicaciones/articulo/default.aspx?id=
529730

7 http://www.paho.org/nutricionydesarrollo/wp-content/uploads/2014/
09/Plan-of-Action-for-the-Prevention-of-Obesity-in-Children-and-
Adolescents.pdf

México, DF, a 22 de septiembre de 2015.— Diputada Ximena Tama-
riz García (rúbrica).»

Presidencia del diputado 
José de Jesús Zambrano Grijalva

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Tamariz. Túrnese a la Comisión de
Educación Pública y Servicios Educativos, para dicta-
men.

Damos la bienvenida a un grupo de invitados procedentes
del estado de Morelos, que nos acompañan el día de hoy.
Invitados por la diputada Emma Margarita Alemán Olvera.
Bienvenidas, bienvenidos.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra, por cinco minutos, el diputado Je-
sús Salvador Valencia Guzmán, del Grupo Parlamentario
del PRD, para presentar iniciativa con proyecto de decreto
que adiciona un artículo 126 Bis a la Ley del Impuesto So-
bre la Renta.

El diputado Jesús Salvador Valencia Guzmán: Con su
venia, señor presidente. Compañeras y compañeros dipu-
tados. Vengo a presentar esta iniciativa con el objeto de que
los estados de la federación puedan obtener mayores recur-
sos por la acción que realicen las personas físicas en mate-
ria de pagos por enajenación de bienes, lo cual se traduci-
rá en más y mejores servicios a la población ante el
fortalecimiento de la Hacienda pública; poco más de mil
200 millones de pesos que pudieran obtener las entidades
de la República.

Lo anterior lo manifiesto, toda vez que en la actualidad la
legislación establece que las personas físicas que enajenan
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bienes inmuebles consistentes en terrenos o construccio-
nes. 

Siempre y cuando dicha actividad no se constituya en una
actividad empresarial recurrente, deberán realizar el pago
del impuesto sobre la renta en las oficinas de cada entidad
aplicando la tasa del cinco por ciento sobre la ganancia ob-
tenida por cada operación.

Ese pago es acreditable contra la contribución provisional
determinada en el artículo 126 de la Ley del Impuesto So-
bre la Renta. No obstante que el gobierno se ha esmerado
en generar controles para evitar la evasión fiscal, el diseño
actual del ordenamiento brinda la oportunidad de no reali-
zar dicha acción, con lo cual se posibilita a dicha evasión.

Como consecuencia del comportamiento en la captación de
dichos recursos, resulta de gran importancia generar el in-
centivo adecuado en materia de recaudación y control de
obligaciones que posibilite una mayor recaudación fiscal
por un lado, y por otro evitar la evasión.

Por ello, la presente iniciativa propone la descentralización
fiscal al 100 por ciento a favor de las entidades federativas
con el objetivo de que dichos órdenes de gobierno sean la
única autoridad competente en materia de recaudación,
comprobación, determinación y cobro de este ingreso co-
ordinado, con lo cual se generan los incentivos adecuados
para que se fortalezcan sus Haciendas públicas y se brinde
mayor claridad a los contribuyentes respecto a sus obliga-
ciones fiscales.

Más aun. Con el fortalecimiento de la Hacienda pública de
las entidades federativas se permitirá a elevar la cantidad y
calidad de sus servicios de acuerdo a las necesidades de su
población.

De esta manera la posibilidad que se nos presenta hoy de
avanzar en el proceso de recaudación financiera hará que la
Hacienda pública de los estados obtenga mejores y mayo-
res dividendos en beneficio de la sociedad.

Por ello, y en virtud de lo aquí expresado, se considera ne-
cesario, lo cual es el objetivo de esta iniciativa que presen-
tamos, que les sea transferido en el corto plazo a las enti-
dades federativas la administración del 100 por ciento de la
recaudación que genere el régimen de enajenación de bie-
nes inmuebles y no sólo la totalidad del 5 por ciento que se
aplica al procedimiento descrito en el artículo 127 de la
Ley del Impuesto sobre la Renta.

Por lo que he comentado, someto a consideración de esta
soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se modifica el artículo 126 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, adicionando el artículo 126 Bis. El
texto se encuentra en la Gaceta Parlamentaria. Es cuanto,
señor presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, a cargo del diputado
Jesús Salvador Valencia Guzmán, del Grupo Parlamentario
del PRD

El suscrito, Jesús Salvador Valencia Guzmán, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; y 6 numeral 1 fracción I; 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta soberanía la presente iniciativa al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo con lo que establece la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos en el artículo 31, que a la le-
tra dice: Son obligaciones de los mexicanos:

I…

II…

III…

IV. Contribuir para los gastos públicos, así de la Federa-
ción, como del Distrito Federal o del Estado y Munici-
pio en que residan, de la manera proporcional y equita-
tiva que dispongan las leyes.

Para regular lo dispuesto en dicho artículo, el Código Fis-
cal de la Federación establece en el artículo 1, que: “...Las
personas físicas y las morales, están obligadas a contribuir
para los gastos públicos conforme a las leyes fiscales res-
pectivas. Sólo mediante ley podrá destinarse una contribu-
ción a un gasto público específico...”

Bajo esa lógica, a partir de la entrada en vigor de las refor-
mas realizadas a la Ley del Impuesto sobre la Renta (ISR)
para el año de 2003, y con base en el Convenio de Colabo-
ración Administrativa en Materia Fiscal Federal vigente,
las Entidades Federativas tienen la facultad de recaudar,
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comprobar, determinar y cobrar los pagos que realicen las
personas físicas que enajenen bienes inmuebles. 

De acuerdo a los artículos 126 y 127 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta (ISR), las personas físicas que enaje-
nen bienes inmuebles consistentes en terrenos y/o cons-
trucciones, siempre y cuando dicha actividad no se
constituya en una actividad empresarial recurrente, debe-
rán realizar el pago de su contribución sobre la ganancia
obtenida y determinada.

Con base en esta reforma, los contribuyentes del Régimen
de Enajenación de Bienes Inmuebles, efectúan el pago del
ISR en las oficinas autorizadas de cada Entidad Federativa
aplicando la tasa del 5% sobre la ganancia obtenida por ca-
da operación. Derivado de lo anterior, dicho pago es acre-
ditable contra la contribución provisional determinada en
el artículo 126 de la Ley del ISR.

En consecuencia del diseño actual de la legislación, la ad-
ministración de este Régimen es compartida entre las Enti-
dades Federativas y la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, a través del Servicio de Administración Tributaria
(SAT). 

No obstante los controles que el gobierno se ha esmerado
en generar para evitar la evasión fiscal, la administración
compartida de este Régimen da espacio para estrategias de
evasión y elusión fiscal por parte de los contribuyentes, ya
que bajo dicho esquema, se genera trabajo adicional para
los contribuyentes, quienes deben declarar el cumplimien-
to de sus obligaciones a dos autoridades diferentes, lo que
brinda la oportunidad de no realizar dicha acción con lo
cual se posibilita la evasión.

Por lo tanto, en el marco del proceso de simplificación ad-
ministrativa, se debe de generar el o los mecanismos que
permitan fortalecer los ingresos de las Entidades Federati-
vas, para incrementar sus finanzas.

Lo anterior se hace necesario dado el comportamiento en la
captación de dichos recursos, pues resulta de gran impor-
tancia generar el incentivo adecuado en materia de recau-
dación y control de obligaciones que posibilite una mayor
recaudación fiscal por un lado y por otro evitar la evasión.

Bajo esa lógica y con base en el marco de la mejora regu-
latoria impulsada en nuestro país, la presente Iniciativa
propone la descentralización fiscal completa a favor de las
Entidades Federativas, con el objetivo de que dichos órde-

nes de gobierno sean la única autoridad competente en ma-
teria de recaudación, comprobación, determinación y co-
bro de este ingreso coordinado, con lo cual se generan los
incentivos adecuados para que se fortalezcan sus haciendas
públicas y se brinda mayor claridad a los contribuyentes
respecto de sus obligaciones fiscales.

Lo anterior posibilita toda vez que su administración de-
penderá enteramente de los esfuerzos realizados por las
propias Entidades Federativas, en materia de recaudación,
lo cual generará mayores ingresos para beneficio de la po-
blación. Es importante resaltar que con el fortalecimiento
de las haciendas públicas de las Entidades Federativas, se
permitirá a dichos órdenes de gobierno elevar la cantidad y
calidad de sus servicios, de acuerdo con las necesidades de
su población. Por lo tanto, la posibilidad que se nos pre-
senta hoy de avanzar en el proceso de recaudación finan-
ciera hará que la hacienda pública de los estados obtenga
mejores y mayores dividendos para beneficio de la socie-
dad.

Por ello y en virtud de lo aquí expresado, se considera ne-
cesario, lo cual es el objeto de esta iniciativa, que le sea
transferido en el corto plazo a las Entidades Federativas la
administración del 100% de la recaudación que genere el
Régimen de Enajenación de Inmuebles y no sólo la totali-
dad del 5% que se aplica al procedimiento descrito en el ar-
tículo 127 de la Ley del ISR.

Por lo anteriormente expuesto se somete a consideración
de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se modifica el artículo 126 de la Ley
del Impuesto sobre la Renta, adicionando el artículo
126 Bis, para quedar como sigue:

Artículo 126…

126 Bis. Las Entidades Federativas podrán celebrar con la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público un Anexo deri-
vado del Convenio de Colaboración Administrativa en Ma-
teria Fiscal Federal para la coordinación de la administra-
ción del impuesto establecido el artículo 126 de esta Ley.

Las Entidades Federativas que celebren el Anexo a que re-
fiere el párrafo que antecede, deberán recaudar el impues-
to respectivo en las oficinas autorizadas para tal efecto,
mediante el cobro de los pagos provisionales y el cobro del
impuesto del ejercicio conforme lo establece el citado artí-
culo 126. 
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En el caso de operaciones consignadas en escrituras públi-
cas, a las que hace referencia el párrafo tercero del artícu-
lo 126 de esta Ley, los notarios, corredores, jueces y demás
fedatarios, que por disposición legal tengan funciones no-
tariales, calcularán el pago a que se refiere dicho artículo y
lo enterarán en las oficinas autorizadas por la Entidad Fe-
derativa de que se trate, en los plazos establecidos para tal
efecto.

Los contribuyentes que ejerzan la opción a que se refiere el
último párrafo del artículo 120 de esta Ley, efectuaran los
pagos provisionales y el del impuesto del ejercicio a que se
refiere este artículo, y lo enterarán mediante declaración
que presentarán ante la Entidad Federativa en las mismas
fechas de pago establecidas en el artículo 150 de esta Ley.

Las Entidades Federativas que firmen el Anexo a que hace
referencia este artículo, recibirán como incentivo el cien
por ciento de la recaudación que obtengan del impuesto es-
tablecido en el artículo 120 y 126 de esta Ley.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 10 días
del mes de septiembre del año 2015.— Diputado Jesús Salvador Va-
lencia Guzmán, Araceli Madrigal Sánchez, Cecilia Guadalupe Soto
González, Cristina Ismene Gaytán Hernández, Héctor Javier García
Chávez, Héctor Peralta Grappin, Isaura Ivanova Pool Pech, Jesús Sal-
vador Valencia Guzmán, Karen Orney Ramírez Peralta, Leonardo
Amador Rodríguez, Lluvia Flores Sonduk (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Valencia. Túrnese a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público, para dictamen.

LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS
ADULTAS MAYORES Y LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Ahora tiene la palabra –hasta por cinco minutos– la dipu-
tada Wendolin Toledo Aceves, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista, para presentar iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas
Mayores, y de la Ley General de Salud.

La diputada Wendolin Toledo Aceves: Con el permiso de
la Presidencia. Compañeras diputadas y compañeros dipu-
tados, antes que nada debo referir que es un gran honor y
una gran responsabilidad poder posicionar por primera vez
desde esta tribuna.

Estoy convencida de que este espacio debe de ser una caja
de resonancia de la voz de los ciudadanos, expresión que
debe replicar y mover a acciones concretas cada uno de los
temas que como representantes populares exponemos en
este espacio político.

Hoy deseo ser el conducto para expresar ante ustedes un
tema de profunda preocupación para muchas personas y
que tiene que ver con el estado y condiciones que guardan
nuestros adultos mayores que viven en un asilo o casa ho-
gar.

Nuestro cometido no debe ser otro que el de garantizar des-
de la ley que los asilos y casas hogares para ancianos, sea
que se trate de instituciones públicas o privadas, ofrezcan
condiciones de trato digno y respetuoso para las personas
adultas mayores que ahí viven.

En tal sentido la iniciativa que hoy elevo a consideración
de esta representación popular, se rige a revisar y a adecuar
el régimen legal que rige a los asilos, albergues y casas ho-
gares para adultos mayores, a fin de que haya mecanismos
objetivos para que las autoridades competentes puedan ve-
rificar las condiciones de funcionamiento, higiene y cali-
dad en el servicio que operan dichos establecimientos.

Manifiesto ante ustedes que esta iniciativa parte de la pre-
ocupación de tres grandes rectores: en primer lugar, el cre-
cimiento de la población adulta mayor en México; segun-
do, la existencia de denuncias sobre la falta de control y
vigilancia; y, en tercer lugar, la vulnerabilidad de aquellas
personas que se encuentran en la última etapa de sus vidas.

Al efecto, proponemos establecer obligaciones específicas
de supervisión, vigilancia, de establecimientos por parte
del Instituto Nacional para las Personas Adultas Mayores a
través de un programa de verificación. Asimismo se des-
arrolla un régimen de infracciones y multas para aquellos
asilos o albergues que no cumplan con las obligaciones le-
gales y reglamentarias que la ley estipula.

De igual manera, se propone tipificar como delito el mal-
trato físico o psicológico que infiere en los empleados, ad-
ministradores o dueños de dichas casas hogares, albergues,
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residencias de día o cualquier otro centro de atención para
personas adultas mayores.

No obstante, propiamente no hay datos oficiales contun-
dentes sobre cuántos albergues, asilos o casas hogares pa-
ra adultos mayores hay en el país, ni mucho menos se sabe
de dónde están y cómo operan. Un ejemplo verdaderamen-
te trágico y dramático fue el incendio del asilo Nuevo
Amanecer en Mexicali, Baja California, que sucedió el pa-
sado 24 de junio.

No pasa desapercibido que existen muchas quejas, denun-
cias e investigaciones sobre la operación de asilos y alber-
gues donde el denominador común es la situación de des-
amparo en que se encuentran nuestros adultos mayores.

En nuestro país, el incremento de la población de personas
de edad avanzada se debe principalmente en la reducción
en las tasas de mortalidad y, por ende, al aumento de la ex-
pectativa de vida.

Entre el 2000 y el 2010, la población de adultos mayores
creció una tasa anual de 3.8 por ciento, por lo que se espe-
ra que para el 2018 tendremos alrededor de un poco más de
20 mil ancianos en México. De ahí, la exigencia de gene-
rar condiciones para que los asilos, albergues o casas hogar
para adultos mayores cuentan con las características ade-
cuadas para su atención y cuidado. Para ello es necesario
que haya un marco jurídico claro y preciso de las faculta-
des y atribuciones de las autoridades en la materia.

Siguiendo con los datos, de acuerdo con el Coneval, siete
de cada diez adultos mayores padece vulnerabilidad social;
es decir, que presenta por lo menos alguna de la siguientes
carencias: educativa, acceso a los servicios de salud, segu-
ridad social, vivienda y alimentación, y de acuerdo con la
misma fuente, 43 por ciento de los adultos mayores, se en-
cuentran en situación de pobreza.

Finalmente, debo expresar que existen algunos estableci-
mientos donde no existe el menor viso sobre un debido cui-
dado de las personas adultas mayores que ahí se encuen-
tran, por lo que resulta imperioso que haya un mayor
control sobre los establecimientos que cuidan a nuestros
abuelos, abuelas y ancianos.

Esta última expresión de ningún modo debe verse como
discriminación, sino como una manera normal y respetuo-
sa de conducirse hacia ellos y no solo como una categoría
legal denominada adulto mayor.

Que no sea el olvido el destino de muchos, sino el bello re-
cuerdo de sus enseñanzas, errores, aciertos y esperanza lo
que nos lleve a valorar de mejor modo la grandeza que nos
pueden compartir. Es cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes de los Derechos de las Personas Adultas Ma-
yores, y General de Salud, a cargo de la diputada Wendo-
lin Toledo Aceves, del Grupo Parlamentario del PVEM

La que suscribe, Wendolin Toledo Aceves, diputada fede-
ral del Partido Verde Ecologista de México, en la LXIII Le-
gislatura del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los
artículos 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la consi-
deración de esta soberanía la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley de los Derechos de las Personas
Adultas Mayores y se reforman los artículos 200 Bis y 419
de la Ley General de Salud, en materia regulación de asi-
los, albergues y casas hogar para adultos mayores, al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

El objeto de esta iniciativa es adecuar el régimen legal que
rige a los asilos, albergues y casas hogar para adultos ma-
yores, a fin de que haya mecanismos objetivos para verifi-
car las condiciones de funcionamiento, higiene y calidad
en el servicio, en que operan los establecimientos citados.

Este proyecto legislativo parte de la preocupación por tres
realidades; primero el crecimiento de la población adulta
mayor en México; segundo, la existencia de denuncias sobre
la falta de control y vigilancia estatal sobre los estableci-
mientos que se dedican al cuidado de nuestros adultos ma-
yores; y tercero, el carácter de vulnerabilidad de aquellas
personas que se encuentran en la última etapa de sus vidas,
por lo que pretendemos asegurar la dignidad de las personas
que se encuentran en un asilo, albergue o casas hogar.

Al efecto, se propone establecer obligaciones específicas
de supervisión y vigilancia a estos establecimientos por
parte del Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayo-
res (INAPAM); asimismo, se propone un régimen de in-
fracciones y multas para aquellos asilos o albergues que no
cumplan con las obligaciones legales y reglamentarias que
le impongan la ley.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 24 de septiembre de 2015187



De igual manera, se propone tipificar como delito el mal-
trato físico o psicológico que infieran los empleados, ad-
ministradores o dueños de las casas hogar, albergues, resi-
dencias de día o cualquier otro centro de atención para
personas adultas mayores.

Por lo que atañe a las adecuaciones a la Ley General de Sa-
lud, se propone que el aviso sanitario que se hace en tér-
minos del artículo 202 Bis para abrir y operar un estableci-

miento, se acompañe previamente con la constancia de
Inscripción al registro de instituciones que prevé la Ley de
los Derechos de las Personas Adultas Mayores, y de esta
manera hacer un cruce entre ambas legislaciones y autori-
dades en la materia.

Para un mejor entendimiento de las propuestas enunciadas,
se presenta el siguiente cuadro comparativo entre el texto
vigente y el texto de la iniciativa:
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A efecto de medir el problema que referimos, partamos de
conocer cuántos asilos o albergues públicos o privados pa-
ra adultos mayores existen en México, si partimos del In-
forme de Rendición de Cuentas de la Administración Pú-
blica Federal 2006 – 2012 del Inapam,1 no se advierte la
existencia de tal padrón, y sólo se aborda la existencia de 7
albergues2 y 9 residencias de día3 que administra el In-
apam.

El Sistema Integral para el Desarrollo de la Familia (DIF)
refiere que el sólo administra 4 Casas Hogar para Adultos
Mayores, (de 60 años en adelante)4

En la Junta de Asistencia Privada para el Distrito Federal
aparecen 37 establecimientos de este tipo,5 sin embargo no
existe información precisa de las demás Juntas de Asisten-
cia Privada en las Entidades Federativas.

Si revisamos los datos del INEGI, en el estudio Los adul-
tos mayores en México. Perfil sociodemográfico al inicio
del siglo XXI,6 consideran el concepto vivienda colectiva,7

entre las que se encuentran los asilos y albergues, pero no
se otorga un dato particular y desagregado del número
existente de tales instituciones en México.

En el citado estudio del Inegi sólo contempla los hogares
no familiares8 que a su vez los divide en corresidentes9 y
unipersonales refiriendo que a 2005 había 294,550 hogares

corresidentes, donde el 0.4% de tales hogares vive al me-
nos una persona de 60 años, por lo que estaríamos hablan-
do que hay alrededor de 1200 hogares donde viven mayo-
res de 60 años, que no son familiares entre sí.

Lo anterior, de ningún modo nos refleja el número de asi-
los, casas-hogar o albergues para adultos mayores, además
hay que considerar, que muchos de estos lugares operan en
la clandestinidad y no otorgan datos censales, pero si con-
sideramos que en el DF (De acuerdo a la Junta de Asisten-
cia Privada) hay al menos 45 establecimientos públicos y
privados de ese tipo, y tal número lo multiplicamos por el
número de entidades federativas, nos arroja la cantidad de
1350, que es coincidente con los datos censales referidos,
pero hay informes periodísticos donde refieren que en Es-
tados como Jalisco, hay al menos 500 establecimientos de
ese tipo en el Estado.10

Si acudimos a otras fuentes oficiales, la Encuesta Nacional
sobre Discriminación en México (Enadis) 2010, referente a
la población adulta mayor, refiere que 1.2% de la pobla-
ción adulta mayor paga para que alguien lo atienda cuando
se enferma y otro 2% los cuidan personas distintas a sus fa-
miliares, si consideramos una población de poco más de 7
millones de personas mayores de 60 años, estaríamos ha-
blando de 225 mil personas que se encuentran en dicha
condición.
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Regresando al punto, no existe un parámetro de cuántos,
en dónde están y como operan los albergues, asilos o ca-
sas hogar para adultos mayores

Inclusive, si se revisan notas periodísticas sobre cuantos
establecimientos de ese tipo hay en México, tenemos que
por ejemplo, una funcionaria del Instituto para la Atención
de Adultos Mayores del Distrito Federal, cuando se le pre-
guntó si sabía cuántos asilos existen en el DF y a cuánta
población asciende, contestó que no conocía los datos con
precisión.11

Otras noticias que reflejan el estado que guarda el tema que
exponemos en esta iniciativa se puede encontrar en

• Abuelos en el olvido, 

http://www.vanguardia.com.mx/abuelosenelolvido-
1475728.html 

• Adultos mayores en México: Más de 10 millones vi-
ven pobres y discriminados, según datos oficiales, en 

http://www.sinembargo.mx/28-08-2012/346775

• Aumenta el número de ancianos en abandono, en 

http://www.eluniversal.com.mx/ciudad/83525.html

• Los mexicanos envejecen y su cuidado no está garan-
tizado, en 

http://mexico.cnn.com/salud/2013/07/11/los-mexica-
nos-envejecen-y-su-cuidado-no-esta-garantizado

El denominador común, en estas y otras notas periodísti-
cas, es la situación de desamparo en la que se encuentran
los adultos mayores, así como una falta de regulación legal
en la materia.

Por otra parte, el reto también es económico, de acuerdo al
citado informe de rendición de cuentas del Inapam, se
enuncia cuál es el costo de la atención de los adultos ma-
yores, por lo que debe ser un indicador de bajo que pará-
metros económicos debe funcionar una institución de este
tipo sea, pública o privada, veamos:

De acuerdo con la información de costos en 2010, el pro-
medio que el Instituto gastó por adulto mayor albergado
fue de $240,293.85 pesos al año, es decir, $20,024.48 pe-
sos mensuales. El peso del recurso humano fue considera-
ble en virtud de ser altamente especializado y se cubren
tres turnos por día. De la misma manera, el Instituto gastó
por adulto mayor en Residencia de Día $87,590.96 pesos al
año, es decir, $7,299.24 pesos mensuales. En este caso,
también el peso del recurso humano fue considerable en ra-
zón de ser altamente especializado y a que se ofrecen dos
alimentos diarios (desayuno y comida)

En nuestro país hay alrededor de 7 millones de personas
que cuentan con 60 años o más, el incremento de personas
de edad avanzada se debe principalmente a la reducción en
las tasas de mortalidad y por ende al aumento de la expec-
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tativa de vida, entre 2000 y 2010 la población de adultos
mayores creció a una tasa anual de 3.8%, por lo que se es-
pera que esta población se duplique en 18 años, es decir pa-
ra 2028 tendremos alrededor de poco más de 20 millones
de ancianos en México.

De ahí, la exigencia de generar condiciones para que los
asilos, albergues, o casa hogar para adultos mayores, cuen-
ten con las características adecuadas para su atención, ade-
más de que haya un marco jurídico claro y preciso de las
facultades y atribuciones de la autoridad en la materia.

Otros datos que reflejan la grave condición de la población
adulta mayor, están:

- De acuerdo a la Encuesta Nacional sobre Discrimina-
ción en México (Enadis) 2010, la población adulta ma-
yor, 53.42 por ciento está conformada por mujeres y
46.58 por ciento por hombres.

- Las principales ocupaciones de la población adulta
mayor son las actividades agrícolas, ganaderas, silvíco-
las; el trabajo por cuenta propia y el comercio

- A seis de cada diez personas adultas mayores las sos-
tiene un familiar u otra persona. Sólo 2.7 personas de
cada diez reciben pensión por su trabajo.

- Seis de cada cien hombres y mujeres adultas mayores
tienen una limitación para moverse, caminar o lo hacen
con ayuda de alguien.

- Cerca de ocho de cada diez personas en el país consi-
deran que las opiniones de las personas adultas mayores
deberían tomarse mucho en cuenta en las decisiones fa-
miliares.

- De la población en México, 24.1% ha sentido que la
edad ha sido motivo para que no se le respeten sus de-
rechos. La población adulta mayor ha percibido esta si-
tuación en 27.9 por ciento.

-De acuerdo con el Coneval: Siete de cada diez adultos
mayores (72 por ciento) padece vulnerabilidad social, es
decir, que presenta por lo menos alguna de las siguien-
tes carencias sociales: Educativa, acceso a los servicios
de salud y seguridad social, vivienda y alimentación.

- De las 591 mil muertes registradas en 2011, 61.4 por
ciento corresponden a personas de 60 años y más, de los

fallecimientos en este grupo de población, estas se pro-
dujeron por enfermedades crónicas degenerativas

- En 2011, la morbilidad hospitalaria más alta fue por
diabetes mellitus, afectando principalmente a la pobla-
ción de 75 a 79 años. 

- En 2012, según CONEVALonevalencuentran en situa-
ción de pobreza. 

Finalmente, debe advertirse que existen algunos lugares
que han hecho de las condiciones relatadas un negocio, sin
en el menor viso de un debido cuidado de las personas ma-
yores que ahí se encuentran, por lo que resulta imperioso
que haya un mayor control sobre los establecimientos que
cuidan a nuestros abuelos, abuelas, y ancianos, esta última
expresión, de ningún modo, debe verse como discrimina-
toria, sino como una manera normal y respetuosa de con-
ducirse hacía ellos, y no sólo como una categoría legal de-
nominada adulto mayor.

De lo que antecede, estimamos justifica materialmente y
jurídicamente la emisión del siguiente

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADI-
CIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY
DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS
MAYORES Y SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 200
BIS Y 419 DE LA LEY GENERAL DE SALUD, EN
MATERIA REGULACIÓN DE ASILOS, ALBER-
GUES Y CASAS HOGAR PARA ADULTOS MAYO-
RES

PRIMERO.- Se reforman las fracciones XIII, XIV y
XXX del artículo 28; la denominación del capítulo II del
Título Sexto; 48 y 49; y se adicionan la fracción XXXI al
artículo 28, y el artículo 51, todos de la Ley de los Dere-
chos de las Personas Adultas Mayores, para quedar en los
siguientes términos:

Artículo 28. Para el cumplimiento de su objeto, el Institu-
to Nacional de las Personas Adultas Mayores tendrá las si-
guientes atribuciones:

I. a XII. …

XIII. Realizar visitas de inspección y vigilancia a insti-
tuciones públicas y privadas, casas hogar, albergues, re-
sidencias de día o cualquier centro de atención a las per-
sonas adultas mayores para verificar las condiciones de
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funcionamiento, capacitación de su personal, modelo de
atención y condiciones de la calidad de vida; 

Lo anterior, se realizará de acuerdo a un programa
anual de verificación cuyo informe de resultados de-
berá presentarse anualmente a la Cámara de Dipu-
tados;

XIV. Hacer del conocimiento inmediato de las autori-
dades competentes, de las anomalías que se detecten du-
rante las visitas realizadas a los lugares que se mencio-
nan en la fracción anterior, sin perjuicio de los
procedimientos de infracción y sanción que se sigan
en los términos de esta Ley, asimismo deberá hacer
del conocimiento público dichas anomalías;

XXX.- Crear un registro único obligatorio de todas las
instituciones públicas y privadas de casas hogar, alber-
gues, residencias de día o cualquier centro de atención a
las personas adultas mayores, y

XXXI.- Imponer las sanciones que correspondan por el
incumplimiento a las disposiciones de esta Ley y orde-
nar en su caso, la clausura temporal o definitiva de las
instituciones públicas y privadas, casas hogar, alber-
gues, residencias de día o cualquier centro de atención a
las personas adultas mayores.

CAPÍTULO II
DE LAS RESPONSABILIDADES, 

SANCIONES Y DELITOS

Artículo 48.- Las instituciones públicas y privadas, casas
hogar, albergues, residencias de día o cualquier otro centro
de atención a las personas adultas mayores, cualquiera
que sea su denominación, deberán ajustar su funciona-
miento a lo dispuesto por las Normas Oficiales Mexicanas,
Normas Mexicanas, Normas Técnicas y los reglamentos
que se expidan para este efecto.

Artículo 49. El incumplimiento a las disposiciones con-
tenidas en esta Ley será sancionado administrativa-
mente por el Instituto de conformidad con la Ley Fede-
ral del Procedimiento Administrativo, de acuerdo a lo
siguiente:

I.- Con multa de 150 a 300 días multa a quien omita
dar el aviso de inicio de funcionamiento, cambio de
domicilio o cierre de actividades al registro único
obligatorio de las instituciones públicas y privadas

de casas hogar, albergues, residencias de día o cual-
quier centro de atención a las personas adultas ma-
yores.

II.- Multa de 1000 a 2000 días multa a los adminis-
tradores y dueños de las instituciones públicas y pri-
vadas de casas hogar, albergues, residencias de día o
cualquier centro de atención a las personas adultas
mayores donde se acredite la  falta de condiciones de
funcionamiento que afecten su calidad de vida.

Las sanciones previstas en las fracciones anteriores se
duplicaran en caso de que se acredite la existencia de
maltrato físico o psicológico a las personas adultas ma-
yores que se encuentren en tales establecimientos.

Además, se podrá clausurar el lugar, procediendo úni-
camente su reapertura, una vez que se tenga un dicta-
men técnico emitido por el Instituto que acredite las
factibles  condiciones de funcionamiento, la capacita-
ción de su personal, y un eficiente modelo de atención y
condiciones de calidad que se ofrezcan. En este supues-
to, el Instituto se hará responsable, durante el plazo de
clausura, de aquellos adultos mayores que no puedan
ser remitidos a sus familiares o que no tengan otro lu-
gar en donde los reciban.

Lo anterior, sin perjuicio de las sanciones administrati-
vas que imponga la Secretaría de Salud y otras autori-
dades competentes en términos de la legislación sanita-
ria y de asistencia social, así como del ejercicio de
facultades por las autoridades locales, según lo previsto
en las leyes estatales correspondientes.

Artículo 51. Se impondrán de tres a seis años de prisión
a quien labore en instituciones públicas y privadas, ca-
sas hogar, albergues, residencias de día o cualquier otro
centro de atención para personas adultas mayores y
profiera maltratos físicos o psicológicos a las personas
adultas mayores que se encuentren en tales estableci-
mientos.

La pena de prisión del párrafo anterior se duplicará pa-
ra el supuesto de que el sujeto activo tenga la calidad de
dueño o administrador del establecimiento, sea que ha-
ya cometido el delito por sí o haya permitido o tolerado
tales conductas.

Los delitos previstos en esta Ley serán materia del fue-
ro federal.
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SEGUNDO.- Se reforman los artículos 200 Bis y 419 de la
Ley General de Salud, de acuerdo a lo siguiente: 

Artículo 200 Bis.- Deberán dar aviso de funcionamiento
los establecimientos que no requieran de autorización sani-
taria y que, mediante acuerdo, determine la Secretaría de
Salud.

…

…

Tratándose de instituciones privadas, casas hogar, al-
bergues, residencias de día o cualquier otro centro de
atención a las personas adultas mayores se deberá
acompañar la inscripción al Registro único de institu-
ciones que lleva el Instituto Nacional de las Personas
Adultas Mayores, en términos de la Ley aplicable

Artículo 419. Se sancionará con multa de 500 hasta dos
mil veces el salario mínimo general diario vigente en la zo-
na económica de que se trate, la violación de las disposi-
ciones contenidas en los artículos 55, 56, 83, 103, 107, 137,
138, 139, 161, 200 bis, 202, 263, 268 bis 1, 282 bis 1, 346,
350 bis 6, 391 y 392 de esta Ley.

La sanción anterior se aumentará en un tercio tratán-
dose de instituciones privadas, casas hogar, albergues,
residencias de día o cualquier otro centro de atención a
las personas adultas mayores o de menores.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entra en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

SEGUNDO. El Instituto Nacional de las Personas Adultas
Mayores dentro de los tres meses siguientes a la entrada en
vigor del presente Decreto, deberá aprobar su programa
anual de verificación a casas hogar, asilos y albergues de
las personas adultas mayores y hacerlo del conocimiento
de la Cámara de Diputados.

Para efecto de lo anterior, el Instituto deberá considerar el
acuerdo que se ordena celebrar en términos del artículo ter-
cero transitorio de este Decreto.

TERCERO. La Secretaría de Salud y el Instituto Nacional
de las Personas Adultas Mayores dentro de los dos meses

siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto debe-
rán suscribir un acuerdo para llevar la verificación e ins-
pección a instituciones públicas y privadas, casas hogar, al-
bergues, residencias de día o cualquier centro de atención
a las personas adultas mayores.

Notas:

1 http://www.inapam.gob.mx/work/models/INAPAM/Resour-
ce/188/1/images/Informe_de_Rendicion.pdf

2 De acuerdo al Inapam, Albergue: El Adulto Mayor vive en el alber-
gue recibiendo los servicios y atención las veinticuatro horas los tres-
cientos sesenta y cinco días

3 Residencias Diurnas: o Estancias de Día, el adulto mayor es atendi-
do de 8 a 15 horas, recibiendo los servicios de trabajo social, alimen-
tación (desayuno y comida), terapia ocupacional y enfermería.

4 http://www.dif.gob.mx/diftransparencia/media/grupos/ancianos/cen-
tromayores.html

5 http://www.jap.org.mx/index.php?option=com_wrapper&view=
wrapper&Itemid=819

6 http://www.inegi.gob.mx/prod_serv/contenidos/espanol/bvinegi/pro-
ductos/censos/poblacion/adultosmayores/Adultos_mayores_web2.pdf

7 Vivienda colectiva. Vivienda destinada al alojamiento de personas
que por motivos de asistencia, salud, educación, religión, disciplina o
servicio, deben cumplir con reglamentos de convivencia y comporta-
miento. Se clasifican en: a) Hoteles, moteles, posadas, mesones, b)
Pensiones, casas de huéspedes, casas de asistencia, c) Hospitales, sa-
natorios, clínicas, casas de salud, d) Orfanatorios, hospicios, asilos,
casas-cuna, casas-hogar, e) Internados escolares, residencias estu-
diantiles, f) Conventos, monasterios, seminarios, congregaciones reli-
giosas, g) Cárceles, prisiones, reclusorios, reformatorios, consejos tu-
telares, centros de rehabilitación para infractores, correccionales,
penitenciarías, colonias penales, h) Campamentos de trabajo, barracas
de trabajadores, plataformas petroleras, i) Cuarteles, campamentos,
guarniciones, bases, destacamentos de policía, militares o navales, j)
Albergues o dormitorios públicos y k) Otras (campamentos de refugia-
dos o damnificados, burdeles o prostíbulos, etcétera).

8 Hogar no familiar. Hogar en el que ninguno de los integrantes tiene
relación de parentesco con el jefe(a) del hogar. Se clasifican en hoga-
res de corresidentes y unipersonales.

9 Hogar de corresidentes. Formado por dos o más personas sin rela-
ciones de parentesco con el jefe(a) del hogar.
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10 http://www.informador.com.mx/primera/2012/365243/6/cuidados-
en-casa-o-en-un-asilo.htm

11 http://conapred.org.mx/index.php?contenido=noticias&id=519
&id_opcion=243&op=448

Dado en la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
a los 22 días del mes de septiembre del 2015.— Diputados: Wendolin
Toledo Aceves, Angélica Reyes Ávila, Guadalupe Perea Santos, Héc-
tor Javier García Chávez, Héctor Ulises Cristopulos Ríos, Isaura Iva-
nova Pool Pech, J. Apolinar Casillas Gutiérrez, Jesús Rafael Méndez
Salas, Jorgina Gaxiola Lezama, Karina Sánchez Ruiz, Laura Nereida
Plascencia Pacheco, Laura Valeria Guzmán Vázquez, Luz Argelia Pa-
niagua Figueroa, Manuel Alexander Zetina Aguiluz, María Guadalupe
Alcántara Rojas, Martha Lorena Covarrubias Anaya, Soralla Bañuelos
de la Torre (rúbricas).» 

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Toledo. Túrnese a las Comisiones
Unidas de Atención a Grupos Vulnerables y de Salud,
para su dictamen.

El diputado Bernardino Antelo Esper (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sí. Diputado Bernardino. Sonido en la curul.

El diputado Bernardino Antelo Esper (desde la curul):
Pedirle a la diputada si me da permiso de adherirme a su
iniciativa.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Diputada Toledo.

La diputada Wendolin Toledo Aceves (desde la curul):
Sí, no tengo inconveniente, presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
La diputada da su consentimiento. Y, como lo hemos hecho
en anteriores ocasiones, para quienes quieran suscribir la
iniciativa presentada por la diputada Toledo estará a dispo-
sición en la Secretaría para los efectos correspondientes de
adhesión.

REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene la palabra por cinco minutos el diputado Virgilio
Dante Caballero Pedraza, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, para presentar iniciativa con proyecto de decreto que
reforma los artículos 29 y 32 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados.

El diputado Virgilio Dante Caballero Pedraza: Dipu-
tado presidente, compañeras diputadas y compañeros dipu-
tados, la presente iniciativa tiene como objetivo esencial
poner fin a las limitaciones y obstáculos que se impusieron
a los periodistas que cubren la información legislativa en la
Cámara de Diputados.

Se trata de un tema relevante porque permitirá que los me-
dios de comunicación escuchen, registren y difundan la
forma real en que se toman las decisiones en el Congreso
mexicano.

Una vía esencial para evaluar la justicia o la injusticia de
una ley es exponer a la opinión pública las razones que la
sustentan, según afirmó Immanuel Kant. Es crucial que los
políticos no puedan filtrar sus argumentos de cara a la so-
ciedad, debe reconocerse el derecho de la ciudadanía de
comprender y criticar las razones que llevan a los dipu-
tados a votar a favor de una ley. Si los influye en cabilde-
ros o instrucciones de otros Poderes, esto debe ser público.

Cuando los gobernantes ocultan parte de sus razones para
tomar una decisión están tratando a los ciudadanos como a
menores de edad, pero además están reconociendo que si
sus razones se hicieran visibles la imposición de la ley se
volvería imposible.

Si realmente queremos generar confianza ciudadana debe-
mos aceptar que todos nuestros argumentos sean sujetos a
la prueba de la publicidad. Es necesario legislar de una
manera diferente. Quienes desempeñamos responsabilida-
des públicas  debemos aceptar que la sociedad en su con-
junto espera contar con mecanismos para exigir cuentas so-
bre nuestra actividad. 

La propia Suprema Corte de Justicia de la Nación ha esta-
blecido que los representantes públicos, con motivo de las
actividades que han decidido desempeñar, deben soportar
un escrutinio público intenso sobre sus actos.
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También ha señalado que el ámbito de protección al honor
o a la intimidad de los funcionarios públicos tiene una co-
bertura menor que la correspondiente a los ciudadanos par-
ticulares.

Adicionalmente, cuando en la LVII Legislatura se decidió
limitar la labor periodística en la Cámara de Diputados, se
omitió ponderar que las sesiones del pleno son de naturale-
za pública por regla general, y que en México existía una
larga tradición de apertura en los recintos legislativos del
país que permitía a los medios de comunicación realizar
coberturas informativas detalladas, que explicaban la for-
ma real de operar al interior de la Cámara.

Si bien resulta necesario conservar un orden que permita el
buen desarrollo de las sesiones del pleno, esta iniciativa
propone medidas alternativas para conseguir dicho fin. Por
ejemplo, se conserva la exigencia de una acreditación pre-
via para el ingreso en calidad de periodista. También se es-
tablece que no podrán ingresar al salón de sesiones perso-
nas distintas a los periodistas, funcionarios de Estado y los
propios diputados y diputadas, salvo que exista un permiso
especial de la Mesa Directiva. De esta forma se evitará que
las sesiones de la Cámara de Diputados puedan verse afec-
tadas o entorpecidas.

En Morena creemos que debe conocerse la libertad del pe-
riodista como derecho colectivo. Garantizar la libertad de
prensa no implica solamente proteger los derechos de un
gremio específico.

En efecto, la libertad de expresión y el derecho a la infor-
mación aseguran espacios para el despliegue de la expre-
sión y el derecho a la información. Pero además, implica
una vertiente pública o colectiva que los convierte en dere-
cho básico para el adecuado funcionamiento de la demo-
cracia representativa y para el ejercicio pleno de otros de-
rechos fundamentales, como el de asociarse y reunirse
pacíficamente, el derecho de petición o el derecho a votar
y ser votado. Gracias.

«Iniciativa que reforma los artículos 29 y 32 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, a cargo del diputado
Virgilio Dante Caballero Pedraza, del Grupo Parlamentario
de Morena

El que suscribe, integrante del Grupo Parlamentario de
Morena en la Cámara de Diputados, con fundamento en lo
dispuesto por el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los

artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta sobera-
nía, la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman los artículos 29 y 32 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La presente iniciativa tiene como objetivo esencial poner
fin a las limitaciones y obstáculos que se impusieron a los
periodistas que cubren la información legislativa en la Cá-
mara de Diputados.

Se trata de un tema relevante porque permitirá que los me-
dios de comunicación escuchen, registren y difundan la
forma real en que se toman las decisiones en el Congreso
Mexicano. Una vía esencial para evaluar la justicia o in-
justicia de una ley es exponer a la opinión pública las ra-
zones que la sustentan, tal como afirmó Emmanuel Kant.
Es crucial que los políticos no puedan “filtrar” sus argu-
mentos de cara a la sociedad. Debe reconocerse el derecho
de la ciudadanía de comprender y criticar las razones que
llevan a los diputados a votar a favor de una ley. Si los in-
fluyen cabilderos o instrucciones de otros poderes, esto de-
be ser público. 

Cuando los gobernantes ocultan parte de sus razones para
tomar una decisión, están tratando a los ciudadanos como
menores de edad, pero además están reconociendo que si
sus razones se hicieran visibles, la imposición de la ley se
volvería imposible. Si realmente queremos generar con-
fianza ciudadana, debemos aceptar que todos nuestros ar-
gumentos sean sujetos a la prueba de la publicidad. Es ne-
cesario legislar de una manera diferente. 

a. Escrutinio público intenso de las actividades de los dipu-
tados

Quienes desempeñamos responsabilidades públicas debe-
mos aceptar que la sociedad en su conjunto espera contar
con mecanismos para exigir cuentas sobre nuestra activi-
dad. La propia Suprema Corte de Justicia de la Nación ha
establecido que los representantes públicos, con motivo de
las actividades que han decidido desempeñar, deben sopor-
tar un escrutinio público intenso sobre sus actos.1 También
ha señalado que el ámbito de protección al honor o a la in-
timidad de los funcionarios públicos tiene una cobertura
menor que la correspondiente a los ciudadanos particula-
res.2
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Adicionalmente cuando en la LVII legislatura se decidió li-
mitar la labor periodística en la Cámara de Diputados se
omitió ponderar que las sesiones del Pleno tiene naturaleza
pública por regla general y que en México existía una lar-
ga tradición de apertura en los recintos legislativos del pa-
ís que permitían a los medios de comunicación realizar co-
berturas informativas detalladas, que explicaban la forma
real de operar al interior de las Cámaras. 

Si bien resulta necesario conservar un orden que permita el
buen desarrollo de las sesiones del Pleno, esta iniciativa
propone medidas alternativas para conseguir dicho fin. Por
ejemplo, se conserva la exigencia de una acreditación pre-
via para el ingreso en calidad de periodista. También se es-
tablece que no podrán ingresar al Salón de sesiones, perso-
nas distintas a los periodistas, funcionarios de Estado y los
propios diputados y diputadas, salvo que exista un permiso
especial de la Mesa Directiva. De esta forma se evitará que
las sesiones de la Cámara puedan verse afectadas o entor-
pecidas. 

b. La libertad del periodista como derecho colectivo

Adicionalmente es pertinente tomar en cuenta que garanti-
zar la libertad de prensa no implica solamente proteger los
derechos de un gremio específico, sino que la libertad de
expresión y el derecho a la información aseguran espacios
para el despliegue de la autonomía personal, pero además
implican una vertiente pública o colectiva que los convier-
te en piezas básicas para el adecuado funcionamiento de la
democracia representativa y para el ejercicio pleno de otros
derechos fundamentales (como el de asociarse y reunirse
pacíficamente, el derecho de petición o el derecho a votar
y ser votado).3

Por las consideraciones antes expuestas y con fundamento
en lo dispuesto por los Artículos 71, Fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los Artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a consideración
de esta Soberanía, la presente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman los artículos 29 y 32 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, para quedar como si-
gue:

Único. Se reforman los artículos 29 y 32 del Reglamento
de la Cámara de la Cámara de Diputados, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 29. 

1. […]

2. […]

3. En atención al principio de libertad de prensa, todos los
representantes de los medios de comunicación, acreditados
de conformidad con el artículo 246 de este Reglamento,
podrán ingresar al Salón de sesiones incluida el área desti-
nada a los diputados y diputadas, siempre que se conduz-
can con respeto al orador. Con motivo de la celebración de
sesiones solemnes podrá designarse un lugar específico pa-
ra su ubicación, diferente al área destinada a los diputados
y diputadas para el desarrollo de las sesiones.

4. […]

5. […]

6. […]

Artículo 32.

1. El ingreso al salón de sesiones estará reservado para los
representantes de los medios de comunicación acreditados,
los legisladores y los servidores públicos a que hace alu-
sión el artículo 93 Constitucional. El ingreso de personas
distintas a las señaladas, se hará sólo con permiso de la Me-
sa Directiva, mediante acreditación.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación

Notas:

1 Derechos al honor y a la privacidad. Su resistencia frente a instancias
de ejercicio de la libertad de expresión y el derecho a la información es
menor cuando sus titulares tienen responsabilidades públicas. 

Época: Novena Época, Registro: 165820, Instancia: Primera Sala, Ti-
po de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su
Gaceta, Tomo XXX, Diciembre de 2009, Materia(s): Civil, Constitu-
cional, Tesis: 1a. CCXIX/2009 

Página: 278

2 Libertad de expresión y derecho a la información. La responsabilidad
por invasiones al honor de funcionarios u otras personas con responsa-
bilidades públicas sólo puede darse bajo ciertas condiciones, más es-
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trictas que las que se aplican en el caso de expresiones o informacio-
nes referidas a ciudadanos particulares.

Época: Novena Época 

Registro: 165763, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Aislada,
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX,
Diciembre de 2009, Materia(s): Constitucional, Tesis: 1a.
CCXXI/2009, Página: 283

3 Libertad de expresión y derecho a la información. Su importancia en
una democracia constitucional. 

Época: Novena Época, Registro: 165760, Instancia: Primera Sala, Ti-
po de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su
Gaceta, Tomo XXX, Diciembre de 2009, Materia(s): Constitucional,
Tesis: 1a. CCXV/2009, Página: 287.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro; a los nueve días del mes
de septiembre del año dos mil quince.— Diputado Virgilio Dante Ca-
ballero Pedraza (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Caballero. Túrnese a la Comisión de
Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, pa-
ra dictamen.

LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE LOS
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y LEY FEDERAL
DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACEN-
DARIA

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene la palabra, por cinco minutos, el diputado René Cer-
vera García, a nombre del diputado Carlos Lomelí Bola-
ños, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano,
para presentar iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria.

El diputado René Cervera García: Gracias, señor presi-
dente. Señoras y señores diputados, el día de hoy tengo el
honor de representar a mi compañero Carlos Lomelí y a la
bancada de las y los ciudadanos, y a nombre de ellos y ellas
presento ante ustedes una iniciativa que persigue dos obje-

tivos; primero, recoger las exigencias de la sociedad civil y
las propuestas de instituciones académicas que han hecho
para mejorar nuestras instituciones. En segundo lugar, for-
talecer el papel de contrapeso, vigilancia y equilibrio que
debe tener este Poder Legislativo.

La revisión y evaluación permanente de la política presu-
puestal y, en particular, la aprobación del proyecto de Pre-
supuesto de Egresos de la Federación constituyen una de
las funciones sustantivas de esta Cámara.

El presupuesto es una de las principales herramientas para
el desarrollo de la nación y por ello requiere de altura de
miras, profesionalismo, compromiso, responsabilidad para
mejorar las decisiones y que estas ayuden a detonar el cre-
cimiento de la economía en nuestro país.

Esta iniciativa busca mejorar las capacidades técnicas de
esta Cámara en materia presupuestal, particularmente
aquellas que están asociadas al fortalecimiento de las atri-
buciones del Centro de Estudios de las Finanzas Públicas
de esta Cámara, cuyas funciones van encaminadas a pro-
porcionar elementos que perfeccionen las técnicas y amplí-
en los instrumentos de análisis y apoyen a su vez el desa-
rrollo de las tareas parlamentarias, todo ello para soportar
un proceso presupuestal riguroso y objetivo.

Vale la pena destacar, que fue un grupo de organismos de
la sociedad civil, expertos en temas de finanzas públicas y
rendición de cuentas, agrupados bajo el colectivo por un
presupuesto sostenible, quienes mediante la publicación
del documento, fortalecimiento de las capacidades técnicas
del Congreso en materia financiera y presupuestal han pro-
puesto, entre otras cosas, la redefinición y empoderamien-
to del Centro de Estudios de las Finanzas Públicas de este
Congreso.

Este colectivo está integrado por el Centro de Estudios
Económicos del Sector Privado, el Centro de Investigación
Económica y Presupuestaria, la Comunidad Mexicana de
Gestión para Resultados, la Asociación Civil Fundar, el
Instituto Mexicano para la Competitividad, México Eva-
lúa, entre otras organizaciones.

De esa manera, los ejes de la propuesta consideran:

Uno. Dotar de autonomía técnica y de gestión al Centro de
Estudios de las Finanzas Públicas frente a otras instancias
de esta Cámara de Diputados.
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Dos. Modificar la integración del Consejo Directivo del
Centro de Estudios para fortalecer sus perfiles técnicos y su
independencia.

Tres. Indicar con mayor claridad los parámetros y criterios
que debe analizar el Centro de Estudios de las Finanzas Pú-
blicas para emitir sus informes a la Cámara de Diputados,
así como los mecanismos para transparentar y publicitar
los mismos.

El Centro de Estudios de las Finanzas Públicas de esta Cá-
mara, hace un trabajo que debe reconocerse y que ayuda a
fortalecer las capacidades de este Poder Legislativo. Por
ello, estamos convencidos de que cualquier medida que lo
fortalezca y lo dote de instrumentos adecuados debe hacer-
se, para que su trabajo pueda mejorar.

En el mismo sentido, desde Movimiento Ciudadano, cree-
mos que resulta fundamental fortalecer a esta Cámara co-
mo una instancia de contrapeso y vigilancia efectiva que
impulse la rendición de cuentas y la transparencia presu-
puestal. Pero, sobre todo, que sea eficiente y responsable
en la toma de decisiones de una manera sustantiva, como
es la revisión y evaluación presupuestal.

Del mismo modo, hoy queremos sentar un precedente co-
mo la bancada de las y los ciudadanos, retomando las pro-
puestas y planteamientos de la sociedad civil organizada,
recogiendo sus exigencias e inquietudes para traducirlas en
acciones legislativas.

A lo largo de esta Legislatura demostraremos que se puede
trabajar de la mano de las y los ciudadanos, de las y los es-
pecialistas y de todos aquellos y aquellas personas que tie-
nen algo qué aportar para mejorar nuestras instituciones.

Por todo lo anterior, sometemos a consideración de esta ho-
norable asamblea la presente iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma diversos artículos de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, y de
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria para fortalecer las atribuciones del Centro de Estu-
dios de las Finanzas Públicas de esta Cámara de Diputados.
Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, y Federal de Presupuesto y Responsa-
bilidad Hacendaria, a cargo del diputado Carlos Lomelí

Bolaños, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano

El que suscribe, diputado federal integrante del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano de la LXIII Legisla-
tura, con fundamento en lo dispuesto por la fracción II del
artículo 71 y el inciso h del artículo 72 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como los ar-
tículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
honorable asamblea, la presente iniciativa con proyecto de
decreto, que reforma diversos artículos de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

Planteamiento del problema, argumentos y fundamen-
tación legal

a) La Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en su artículo 74, fracción IV, primer párrafo, estable-
ce como facultad exclusiva de la Cámara de Diputados, la
siguiente:

Aprobar anualmente el Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración, previo examen, discusión y, en su caso, modifica-
ción del Proyecto enviado por el Ejecutivo Federal, una
vez aprobadas las contribuciones que, a su juicio, deben
decretarse para cubrirlo. Asimismo, podrá autorizar en di-
cho Presupuesto las erogaciones plurianuales para aquellos
proyectos de inversión en infraestructura que se determi-
nen conforme a lo dispuesto en la ley reglamentaria; las
erogaciones correspondientes deberán incluirse en los sub-
secuentes Presupuestos de Egresos.

La participación de los diputados en la función presupues-
tal y contributiva, además de los argumentos de orden
constitucional, tiene un fundamento eminentemente repu-
blicano, pues al ser los diputados los representantes direc-
tos de los ciudadanos, la imposición de las contribuciones
para cubrir el gasto público debe ser autorizada por quienes
están legitimados para ello, al haber sido electos mediante
el voto popular; en términos llanos, ya que toda contribu-
ción, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, impacta a la
economía de las personas, es necesario que los mismos ciu-
dadanos, por la voz de sus representantes como sucede en
las democracias de tipo representativo, sean los que defi-
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nan la forma en que habrán de cumplir con su obligación
constitucional de sostener el gasto del Estado Mexicano de
forma proporcional y equitativa.

b) Nuestra Carta Magna establece las bases generales del
proceso de aprobación del Presupuesto y de la Ley de In-
gresos, el cual inicia el 08 de septiembre de cada año cuan-
do el Titular del Ejecutivo hace llegar a la Cámara la Ini-
ciativa de Ley de Ingresos y el Proyecto de Presupuesto de
Egresos de la Federación, y termina el 15 de noviembre de
dicho año como fecha en que la Cámara de Diputados de-
be aprobar ambos documentos. 

Por su parte, la Ley Federal de Presupuesto y Responsabi-
lidad Hacendaria, como ley reglamentaria del artículo 74
constitucional en cita, tiene por objeto regular lo relativo a
la programación, presupuestación, aprobación, ejercicio,
control y evaluación de los ingresos y egresos públicos fe-
derales, con el fin de que el mandato que tienen los dipu-
tados se lleve a cabo bajo los principios de legalidad, ho-
nestidad, eficiencia, eficacia, economía, racionalidad,
austeridad, transparencia, control y rendición de cuentas.

c) Sin lugar a dudas, la presupuestación de los recursos es
uno de los factores más importantes para la existencia de
finanzas sanas, ya que evita erogar más de lo que realmen-
te se tiene y permite destinar el dinero a las áreas priorita-
rias. En la esfera pública, esta actividad reviste una rele-
vancia mayor: en primer lugar, porque el dinero que se
administra proviene de los ciudadanos, quienes están legí-
timamente facultados para exigir la transparencia y efi-
ciencia en el manejo de los recursos; en segundo término,
porque la autoridad tiene la grave responsabilidad de pro-
mover el bienestar social mediante el reparto justo y equi-
tativo de los recursos públicos, en aquellos aspectos que
más se requieran de acuerdo a las circunstancias imperan-
tes, pero que en definitiva, deberán verse reflejados en
obras y programas que eleven la calidad de vida de los go-
bernados. 

Para lograr lo anterior, los diputados, a través de un ejerci-
cio de reflexión, tienen que tomar en consideración dos
factores y equilibrarlos debidamente. Por una parte, no se
puede dejar de lado el trasfondo social del manejo del di-
nero público para una adecuada planeación de su uso y des-
tino. Como lo expuse en párrafos anteriores, esta es una de
las razones por las cuales la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos otorga a la Cámara de Dipu-
tados la facultad de modificar y aprobar las iniciativas de

Ley de Ingresos y del Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración, ya que al ser este órgano el representante por exce-
lencia de los intereses y requerimientos ciudadanos, se en-
cuentra por este motivo en aptitud de realizar esta tarea que
le encomienda el marco jurídico con un alto sentido de res-
ponsabilidad social que, a la par de la función legislativa,
constituyen las bases de la actuación del Poder Legislativo.
Por otra parte, también es cierto que la utilización del era-
rio público debe regirse por criterios técnicos para adecuar
los ingresos y egresos a los principios generalmente acep-
tados en materia presupuestaria, ya que en la actualidad, el
proceso de planeación, programación y presupuestación se
ha vuelto más complejo – en razón de la misma compleji-
dad del entorno financiero y económico – lo que exige un
trabajo serio y responsable no sólo por parte del Ejecutivo,
sino del Poder Legislativo que en última instancia deberá
dar su aprobación. 

d) Con el objetivo de contribuir con este segundo aspecto
que he mencionado, es decir, el análisis técnico de la ini-
ciativa de ley de ingresos y del proyecto de presupuesto de
egresos de la federación, la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 49
numeral 3 establece lo siguiente:

3. La Cámara contará también, en el ámbito de la Secreta-
ría General y adscritos a la Secretaría de Servicios Parla-
mentarios, con los centros de estudios de las finanzas pú-
blicas; de estudios de derecho e investigaciones
parlamentarias; de estudios sociales y de opinión pública;
de estudios para el desarrollo rural sustentable y la sobera-
nía alimentaria, y de estudios para el adelanto de las muje-
res y la equidad de género.

En este sentido, las funciones que desempeña en la actua-
lidad el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas se ins-
criben en el marco del Acuerdo Parlamentario que le da
origen, en el artículo mencionado de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, en el
Estatuto de la Organización Técnica y Administrativa y del
Servicio de Carrera de la Cámara de Diputados, así como
en el Reglamento Interior del Centro de Estudios de las Fi-
nanzas Públicas de la Cámara de Diputados del H. Con-
greso de la Unión.  

Por precepto legal, establecido en el artículo 18 de la Ley
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, el Centro
de Estudios de las Finanzas Públicas realiza valoraciones
del impacto presupuestario de las iniciativas de ley o de-
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creto presentadas ante el Congreso de la Unión, que tengan
como fin presentar propuestas de aumento o creación de
gasto del proyecto de Presupuesto de Egresos.

De igual, forma, los distintos ordenamientos que regulan a
este Centro, le señalan, entre otras funciones, las siguien-
tes:

-  Analizar los informes sobre la situación económica,
las finanzas públicas y la deuda que presenta trimestral-
mente el Poder Ejecutivo Federal a la Cámara y presen-
tar reporte a la misma sobre los resultados de dichos
análisis.

- Analizar el informe anual de acciones y resultados de
la ejecución del plan nacional de desarrollo en los as-
pectos relacionados con las finanzas públicas, así como
el contenido de éste al inicio del período presidencial y
dar cuenta a la Cámara de tales trabajos, a través de las
comisiones con competencia en estos aspectos.

- Analizar las iniciativas de presupuesto, Ley de Ingre-
sos, leyes fiscales y Criterios Generales de Política Eco-
nómica que presente el Ejecutivo a la Cámara, así como
el Informe y las Tarifas de comercio exterior y, en gene-
ral, sobre los aspectos comprendidos en el segundo pá-
rrafo del artículo 131 constitucional, que presente el
mismo Ejecutivo. 

- Elaborar los análisis, proyecciones y cálculos que le
sean requeridos por las comisiones sobre el tema de fi-
nanzas públicas.

- Proporcionar a las comisiones de la Cámara, a los gru-
pos parlamentarios y a los diputados la información que
requieran para el ejercicio de sus funciones constitucio-
nales en materia de finanzas públicas.

Como se desprende de lo anterior, las funciones que reali-
za el Centro van encaminadas a proporcionar elementos
que perfeccionen las técnicas, amplíen los instrumentos de
análisis y apoyen el desarrollo de las tareas parlamentarias,
para abonar a un proceso presupuestal riguroso y objetivo.

e) Con el objetivo de fortalecer las funciones técnicas del
Centro de Estudios de las Finanzas Públicas de la Cámara
de Diputados, un grupo de organismos de la sociedad civil
expertos en el temas de las finanzas y la rendición de cuen-
tas, agrupados bajo la denominación “Colectivo por un

Presupuesto Sostenible”, han elaborado un documento lla-
mado “Fortalecimiento de las Capacidades Técnicas del
Congreso en Materia Financiera-Presupuestal”, en el cual
se incluyen, entre otras propuestas, algunas vinculadas con
el Centro de Estudios al que me he venido refiriendo, en-
caminadas a dotar de mayor autonomía técnica y de gestión
a dicho órgano, elevar a rango legal varias de sus atribu-
ciones, así como establecer la publicidad de sus informes
técnicos, a efecto de transparentar ante la opinión pública
las recomendaciones u observaciones que se emitan, pues
al ser del dominio de la ciudadanía tal información, es po-
sible un ejercicio de contraste y evaluación de lo propues-
to por el Titular del Poder Ejecutivo e incluso de lo apro-
bado por la Cámara de Diputados en materia fiscal,
económica y presupuestal. De esta manera, al revisar los
datos emitidos por la instancia de apoyo técnico, se podrá
comparar si los egresos autorizados y los ingresos asigna-
dos para cubrirlos pasan el tamiz de la racionalidad presu-
puestal o fueron decididos con base en factores de índole
diversa.

f) El Colectivo por un Presupuesto Sostenible se encuentra
conformado por las siguientes organizaciones: el Centro de
Estudios Económicos del Sector Privado; Centro de Inves-
tigación Económica y Presupuestaria; Comunidad Mexica-
na de Gestión para Resultados; Ethos Laboratorio de Polí-
ticas Públicas; Fundar – Centro de Análisis e Investigación;
Gestión Social y Cooperación, AC; Instituto Mexicano pa-
ra la Competitividad; Institute for Transportation and De-
velopment Policy y México Evalúa.

Al respecto, este Colectivo señala que “el actual Centro de
Estudios de las Finanzas Públicas, cuyo mandato es apoyar
a las comisiones del Congreso en la valoración del impac-
to presupuestario de las iniciativas de ley, no cuenta con la
naturaleza jurídica que le otorgue autonomía técnica y de
gestión necesaria para nutrir al Poder Legislativo de crite-
rios, estimaciones e información independiente del Poder
Ejecutivo, en una relación de equilibrio de poderes”. Así
mismo, destaca con relación a este órgano de apoyo, entre
otras características, que las opiniones que emita “se inte-
gren orgánicamente al proceso de aprobación de estima-
ciones de ingresos, deuda y las propuestas de asignación
presupuestal provenientes del Poder Ejecutivo”, debe ser
dotado de “un Consejo Directivo con perfil académico, con
periodos de gestión de (sic) trasciendan las legislaturas en
turno” y que su Director “deberá contar con un perfil téc-
nico, designado por el Consejo directivo, y durará en su en-
cargo 5 años con posibilidad de reelegirse por un periodo
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adicional”, por mencionar algunas de las propuestas más
importantes señaladas en el documento emitido por estas
organizaciones especializadas.

g) Para el suscrito, como diputado del Grupo Parlamenta-
rio de Movimiento Ciudadano y en consonancia con los
postulados del mismo, es de suma importancia recibir y
atender las propuestas de las organizaciones de la sociedad
civil, ya que la labor de estos organismos es fundamental
para el desarrollo del Estado, pues sus atribuciones, sobre
todo en los temas de su especialidad, contribuyen a gene-
rar alternativas de solución viables y eficaces en las tareas
que realizan los poderes públicos, incluido el Legislativo.
Como diputados, no podemos ser omisos en escuchar y
analizar lo que la ciudadanía organizada nos dice; por el
contrario, estoy convencido que las facultades constitucio-
nales y legales que tenemos se verán fortalecidas al traba-
jar de manera conjunta en el logro de metas comunes, con-
solidando el sistema democrático en beneficio de la propia
ciudadanía y en el caso específico que nos ocupa, apunta-
lando las atribuciones del órgano técnico con que cuenta la
Cámara para ayudarla en su responsabilidad de aprobar un
presupuesto de egresos que no responda a intereses políti-
cos o electorales, sino que direccione el ejercicio del gasto
a satisfacer, ante todo, las necesidades colectivas bajo prin-
cipios de racionalidad y eficiencia.

h) En la actualidad, el Estatuto de la Organización Técnica
y Administrativa y del Servicio de Carrera de la Cámara de
Diputados y su Reglamento Interior regulan las funciones
del Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, que se in-
tegra dentro de la estructura administrativa de la Cámara de
Diputados en el ámbito de la Secretaría General a través de
la Secretaría de Servicios Parlamentarios. En cuanto a su
órgano de dirección, al igual que los otros centros de estu-
dios de la Cámara, este Centro tiene un Comité formado
por Diputados Federales, cuyo fin es formular directrices y
pautas que contribuyan a orientar el trabajo que este reali-
za.

Al respecto, las propuestas formuladas por el Colectivo
van encaminadas a dotar de autonomía técnica y de gestión
al mismo, es decir, que no dependa para el cumplimiento
de sus atribuciones de la Secretaría General; de igual for-
ma, que su Consejo Directivo no esté integrado por Dipu-
tados, con el objetivo de que goce de independencia y su
trabajo, orientaciones y recomendaciones se rijan estricta-
mente por criterios técnicos, acordes a la naturaleza de la
función que debe prestar a la Cámara de Diputados.

Por tal motivo, la presente iniciativa recoge, con algunas
modificaciones de forma en razón de una adecuada técnica
legislativa, las propuestas del Colectivo por un Presupues-
to Sostenible concernientes al Centro de Estudios de las Fi-
nanzas Públicas de la Cámara de Diputados, en la inteli-
gencia de que estas servirán de guía para la discusión y el
debate parlamentario en las comisiones legislativas que ha-
brán de dictaminar la iniciativa que hoy se presenta.

Por lo antes expuesto y motivado, someto a consideración
del pleno de esta honorable Cámara de Diputados, la si-
guiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma diversos artículos de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos y adiciona un artículo 16 bis a la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, para forta-
lecer las atribuciones del Centro de Estudios de las Fi-
nanzas Públicas de la Cámara de Diputados.

Artículo Primero. Se reforma el numeral 3 del artículo 49
y se adiciona un artículo 55 bis, a la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, para que-
dar como sigue:

Artículo 49.

1 …

2 …

3. La Cámara contará también, en el ámbito de la Secreta-
ría General y adscritos a la Secretaría de Servicios Parla-
mentarios, con el centro de estudios de derecho e investi-
gaciones parlamentarias; de estudios sociales y de opinión
pública; de estudios para el desarrollo rural sustentable y la
soberanía alimentaria, y de estudios para el adelanto de las
mujeres y la equidad de género.

Artículo 55 bis.

1. La Cámara de Diputados contará, para el cumplimiento
de sus facultades constitucionales en materia de aproba-
ción del proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción y de la iniciativa de Ley de Ingresos, con el Centro de
Estudios de las Finanzas Públicas, el cual tendrá autonomía
técnica y de gestión para el cumplimiento de sus atribucio-
nes, organización interna, funcionamiento y resoluciones,
en los términos que disponga la ley y las disposiciones re-
glamentarias.
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2. El órgano de dirección del Centro de Estudios de las Fi-
nanzas Públicas se integrará por un Consejo de cinco
miembros, con perfil académico o experiencia reconocida
en materia de finanzas públicas, los cuales durarán en su
encargo cinco años y serán elegidos por el voto de la ma-
yoría calificada de los diputados, a propuesta de la Comi-
sión de Presupuesto y Cuenta Pública, de conformidad con
los requisitos y procedimientos establecidos en el Regla-
mento.

3. El Director del Centro de Estudios de las Finanzas Pú-
blicas será elegido de entre los miembros del Consejo y du-
rará en su encargo cinco años.

Artículo Segundo. Se adiciona un artículo 16 bis a la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 16 bis.- Los criterios generales de política econó-
mica y los objetivos, estrategias y metas anuales a que se
refieren las fracciones I a VI del artículo anterior, se some-
terán a análisis por parte del Centro de Estudios de las Fi-
nanzas Públicas de la Cámara de Diputados, el cual emiti-
rá informe técnicamente motivado sobre estos, como parte
del proceso de aprobación de la ley de ingresos y del pre-
supuesto de egresos.

El informe a que se refiere el párrafo anterior también de-
berá analizar las estimaciones de los ingresos públicos pro-
puestos por la Secretaría, así como la propuesta de asigna-
ción presupuestal con base en los datos del Sistema de
Evaluación del Desempeño, en el marco del Presupuesto
basado en resultados y otras fuentes relevantes para cada
ramo, programa presupuestario y proyecto de inversión.

El análisis que emita el Centro se documentará en un in-
forme que se entregará a la Cámara de Diputados a más tar-
dar el 08 de octubre, con el fin de que esta pueda revisar el
contenido del mismo. En caso de que los diputados no
atiendan las recomendaciones vertidas en el informe, debe-
rán motivar las razones de la negativa.

El informe presentado a la Cámara de Diputados será con-
siderado información pública y no podrá ser catalogado co-
mo reservado, por lo que deberá darse a conocer, como mí-
nimo, en el portal de internet de la Cámara.

Transitotios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. El Reglamento Interior del Centro de Estudios
de las Finanzas Públicas deberá ser reformado conforme a
las disposiciones del presente decreto dentro de los 60 días
siguientes a aquel en que entre en vigor, para lo cual la Co-
misión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamenta-
rias elaborará el proyecto correspondiente para ser presen-
tado al Pleno.

Tercero. Hasta en tanto no se elijan a los miembros del
Consejo Directivo del Centro de Estudios de las Finanzas
Públicas y a su Director, conforme a las disposiciones re-
glamentarias, su Comité y Director actuales seguirán ejer-
ciendo las funciones que les corresponden.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Diputados, a la fecha de
su presentación.— Diputado Carlos Lomelí Bolaños (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Cervera. Túrnese a las Comisiones
Unidas de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parla-
mentarias y de Presupuesto y Cuenta Pública, para dic-
tamen.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra, por cinco minutos, la diputada Mi-
riam Dennis Ibarra Rangel, del Grupo Parlamentario del
PRI, para presentar iniciativa con proyecto de decreto que
reforma la denominación del Capítulo Segundo y el artícu-
lo 186 de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

La diputada Miriam Dennis Ibarra Rangel: Buenas tar-
des, compañeras y compañeros diputados, con el permiso
de la Presidencia. Durante mi paso por la legislatura local
y la administración pública, el apoyo a la educación ha si-
do un compromiso que he asumido plenamente.  Y con ba-
se en la experiencia que adquirí en el manejo de becas a es-
tudiantes, me permito proponer ante esta honorable
soberanía el presente proyecto de decreto con la siguiente
exposición de motivos.
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En México históricamente la educación ha sido uno de los
principales temas de la agenda nacional, pues desde el tex-
to original de la Constitución Federal de 1917 el artículo 3
ya preveía la enseñanza libre, incluso la obligación estatal
de impartirla gratuitamente en nivel de primaria. No obs-
tante que la nación se encontraba en etapa de plena recons-
trucción, pues recién concluía la lucha armada.

Desde entonces nos encontramos en proceso permanente
de mejora en el tema, gracias a los esfuerzos emprendidos
desde el Ejecutivo federal, por lo que una asignatura pen-
diente para avanzar en la consolidación de nuestro proyec-
to de nación es el impulso decidido de la educación supe-
rior.

En tal contexto se debe señalar, que según datos de la Or-
ganización para la Cooperación y el Desarrollo Económi-
cos, OCDE, en México, sólo se gradúa 25 por ciento de
quienes cursan licenciatura; y en términos de los resultados
de la Encuesta Nacional de la Juventud, el 76 por ciento
por ciento de los jóvenes entre 12 y 29 años afirma que le
gustaría llegar a licenciatura, pero sólo el 23 por ciento
cuenta con estudios en ese nivel, aunque no necesariamen-
te concluyeron.

Además, el 63 por ciento de los jóvenes encuestados han
trabajado y de ellos el 48.2 por ciento continúa laborando
durante sus estudios universitarios, pero casi 5 de cada 10
deserta.

En el caso de los estudiantes que ingresan a estudios de
educación superior en nuestro país, muchos de ellos y sus
familias no cuentan con los recursos económicos suficien-
tes para poder sufragar satisfactoriamente las necesidades
y de allegarse a las herramientas necesarias para poder des-
empeñar a plenitud el rol que le corresponde dentro del
proceso educativo.

Es por lo anterior, que al provenir estos estudiantes de es-
quemas sociales de bajo nivel socioeconómico e inclusive
de otras latitudes regionales y/o nacionales, surge la impe-
riosa necesidad de coadyuvar en su asistencia material, a
fin de otorgar el apoyo económico que requieren para cum-
plimentar su desempeño académico.

Cuando se habla de una educación de calidad, como la que
indudablemente todos deseamos, no se deben dejar de ob-
servar dos objetivos fundamentales: por un lado, se aspira
a potencializar al máximo todas las aptitudes de los jóve-

nes estudiantes, los cuales una vez terminados sus estudios
desean poner en práctica los conocimientos adquiridos, to-
das sus aptitudes integrales en beneficio de su desarrollo
individual.

Por otra parte, debe cuidarse con especial esmero la custo-
dia de los recursos humanos que representan los estudian-
tes, que realizando un esfuerzo considerable cursan estu-
dios de carrera técnica universitaria, licenciatura o análoga
y no obstante deciden incorporarse decididamente a la vi-
da productiva laboral del país, por lo que requieren apoyos
extraordinarios en forma decidida para la consecución de
tan loable propósito.

Al respeto debe recordarse, que todo sistema educativo
tiende a preparar a los jóvenes para que asuman su función
de ciudadanos activos, productivos y responsables.

Considero necesario realizar un proceso de escrutinio a los
actuales esquemas de financiamiento, a fin de diversificar
en lo posible los orígenes de estos, superando con ello los
formatos tradicionales de los mismos e incluyendo volun-
tariamente a otros agentes coadyuvantes en la materia, pro-
piciando políticas públicas incluyentes e integradoras, a fin
de reforzar con ello el cumplimiento de los fines que toda
política educativa que digne considerarse como tal debe
perseguir.

En este sentido debe reconocerse en forma adicional que el
otorgamiento de becas en sus distintas modalidades, se ha
constituido desde el inicio de la presente administración fe-
deral encabezada por el presidente de la República Enrique
Peña Nieto en un incentivo integral de singular valía en la
vida de los estudiantes y especialmente de aquéllos que
cursan estudios de educación superior en instituciones de
naturaleza pública.

Dichos estímulos bien pueden referirse al reconocimiento
que el Estado mexicano realiza a aquellos jóvenes que con
esfuerzo y dedicación sobresalen académicamente en crite-
rios de excelencia o, bien, aquéllos casos en que cono con-
secuencia a la estrecha situación económica que cotidiana-
mente viven, consideran a la beca en muchas de las
ocasiones como el único medio para el sostenimiento de su
actividad educativa en relación a los aspectos de manuten-
ción o transporte.

Por lo anterior, y en estricto criterio de justicia, debe reco-
nocerse que las becas cumplen una función fundamental e
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imprescindible al constituirse como un factor coadyuvante
para que el estudiante y sus familias cumplan con los obje-
tivos de su realización personal y colectiva.

De esta manera, paralelamente se fortalece la intención re-
lativa al criterio de permanencia de los estudiantes en la
institución y evitando en consecuencia generar altos índi-
ces de deserción o abandono de estudios por falta de ele-
mentos de índole económico.

Por lo tanto la presente iniciativa de ley tiene como objeti-
vo primordial crear mecanismos normativos para que las
empresas o partes patronales que deseen unirse adicional-
mente al esfuerzo gubernamental en materia de apoyo para
jóvenes que cursen alguna carrera técnica universitaria, li-
cenciatura o análoga mediante el beneficio de la exención
de pago del impuesto sobre la renta, estableciendo:

Uno. Que quien contrate jóvenes que tengan entre 18 y 29
años de edad que cursen una carrera técnica universitaria,
licenciatura o análoga, quede exento por el equivalente del
100 por ciento del salario efectivamente pagado.

Dos. Que quien apoye con becas a jóvenes que tengan en-
tre 18 y 29 años de edad que cursen una carrera técnica uni-
versitaria, licenciatura o análoga, quede exento por el equi-
valente del 100 por ciento calculado sobre el monto total de
las becas entregadas.

Por lo anterior, me permito proponer ante esta honorable
soberanía el presente proyecto de decreto.

Artículo único. Se reforma la denominación del Capítulo
Segundo denominado De los Patrones que contraten a per-
sonas que padezcan discapacidad y adultos mayores, ubi-
cado en el Título Séptimo para quedar como:

De los patrones que contraten a personas que padezcan dis-
capacidad, adultos mayores y apoyen jóvenes universita-
rios, así como el artículo 186, párrafo segundo, y se le adi-
cione un párrafo tercero de la Ley del Impuesto Sobre la
Renta, para quedar en los siguientes términos:

De los patrones que contraten a personas que padezcan dis-
capacidad, adultos mayores y apoyen a jóvenes universita-
rios. Artículo 186: Se otorgará un estímulo fiscal consis-
tente en el equivalente al 100 por ciento del salario
efectivamente pagado a quien contrate adultos mayores de
65 años y más o jóvenes que tengan entre 18 y 29 años de

edad que cursan una carreta técnica universitaria, licencia-
tura o análoga.

Para estos efectos se deberá considerar la totalidad del sa-
lario que sirva de base para calcular en el ejercicio que co-
rresponda, las retenciones del impuesto sobre la renta del
trabajador de que se trate, en los términos del artículo 96 de
esta ley.

También se otorgará el estímulo fiscal descrito en el párra-
fo anterior a quien otorgue becas a jóvenes que tengan en-
tre 18 y 29 años de edad que cursen una carrera técnica
universitaria, licenciatura o análoga, calculando el 100 por
ciento sobre el monto total de las becas entregadas. Es
cuanto, diputado presidente.

«Iniciativa que  reforma la denominación del capítulo II y
el artículo 186 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, a
cargo de la diputada Miriam Dennis Ibarra Rangel, del
Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, diputada Miriam Dennis Ibarra Rangel, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 55, frac-
ción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 6,
fracción I, del Reglamento de la Cámara de Diputados, pre-
senta iniciativa de reformas al artículo 186 de la Ley del
Impuesto sobre la Renta, cuyo objeto es apoyar a jóvenes
universitarios, en términos de la siguiente

Exposición de Motivos

Para México, históricamente la educación ha sido uno de
los principales temas de la agenda nacional, pues desde el
texto original de la Constitución Federal de 1917, el Artí-
culo 3º ya preveía la enseñanza libre, incluso la obligación
estatal de impartirla gratuitamente en nivel de primaria, no
obstante que el País se encontraba en reconstrucción pues
concluía la lucha armada.1

El artículo 3º constitucional evolucionó, sufriendo variadas
reformas relevantes en 1934, 1946, 1980, 1992, 1993,
2002; siendo las más recientes la publicada el 9 de febrero
del 2012 que establece la obligatoriedad de la educación
media superior; y la publicada el 26 de febrero del 2013
por la que se delinearon nuevas políticas nacionales para
fortalecer el sistema educativo mexicano.
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Sin embargo, nos encontramos en proceso permanente de
mejora en el tema gracias a los esfuerzos emprendidos des-
de el Ejecutivo Federal,  por lo que una asignatura pen-
diente para avanzar en la consolidación de nuestro proyec-
to de Nación, es el impulso decidido de la educación
superior.

En tal contexto, se debe señalar que según datos de la Or-
ganización para la Cooperación y el Desarrollo Económi-
cos (OCDE), en México sólo se gradúa 25% de quienes
cursan licenciatura; y en términos de los resultados de la
Encuesta Nacional de la Juventud elaborada en el año
2010, el 76% por ciento de los jóvenes de 12 a 29 años afir-
ma que le gustaría llegar a licenciatura pero sólo el 23%
cuenta con estudios en ese nivel aunque no necesariamen-
te concluyeron; y además, el 63 % de los jóvenes encues-
tados han trabajado y de ellos el 48.2 por ciento continúa
laborando durante sus estudios universitarios, pero casi 5
de cada 10 deserta.2

El escenario descrito, obliga a que se emprendan acciones
legislativas para incentivar a los jóvenes universitarios a
continuar con sus estudios profesionales, generando meca-
nismos normativos que propicien acciones conjuntas del
Estado y la ciudadanía.

Se debe considerar que el éxito de cualquier persona está
predeterminado indudablemente por el tipo y cantidad de
apoyo que la misma reciba para poder llevar a cabo la con-
secución de sus planes y más aún, del logro de los objetivos
que se haya trazado para cumplimentar su plan de vida.

En el caso de los estudiantes que ingresan a estudios de
educación superior en nuestro País, muchos de ellos y sus
familias, no cuentan con los recursos económicos suficien-
tes para poder sufragar satisfactoriamente las necesidades
y de allegarse las herramientas necesarias para poder des-
empeñar a plenitud, el rol que le corresponde dentro del
proceso educativo en el que se encuentra inmerso.

Es por lo anterior, que al provenir estos estudiantes de es-
quemas sociales de bajo nivel socio- económico e inclusi-
ve de otras latitudes regionales y/o nacionales, surge la im-
periosa necesidad de coadyuvar en su asistencia material, a
fin de otorgar en forma aunque sea mínima, el apoyo eco-
nómico que requieren para cumplimentar su desempeño
académico.

En dicho sentido, debe reconocerse en forma adicional, que
el otorgamiento de becas, en sus distintas modalidades, se

ha constituido desde el inicio de la presente administración
federal encabezada por el Presidente de la República, en un
incentivo integral de singular valía en la vida de los estu-
diantes, y especialmente de aquellos que cursan estudios de
educación superior en instituciones de naturaleza pública.
Dichos estímulos bien pueden referirse al reconocimiento
que el estado mexicano realiza a aquellos jóvenes que con
esfuerzo y dedicación sobresalen académicamente en crite-
rios de excelencia, o bien, a aquellos casos en que -como
consecuencia a la estrecha situación económica que coti-
dianamente viven- consideran a la beca en muchas de las
ocasiones como el único medio para el sostenimiento de su
actividad educativa en relación a los aspectos de manuten-
ción o transporte.

Por lo anterior, y en estricto criterio de justicia, debe reco-
nocerse que las becas cumplen una función fundamental e
imprescindible al constituirse como un factor coadyuvante
para que el estudiante y sus familias, cumplan con los ob-
jetivos de su realización personal y colectiva. De esta ma-
nera, paralelamente se fortalece la intención relativa al cri-
terio de permanencia de los estudiantes en la institución, y
evitando en consecuencia, generar altos índices de deser-
ción o abandono de estudio por falta de elementos de índo-
le económico.

El estado mexicano en esta materia, debe tener como una
de sus premisas fundamentales, la de propiciar las condi-
ciones materiales para que todos los estudiantes desarro-
llen sus estudios en condiciones de igualdad y de equidad,
de tal manera que los estudiantes cuenten con las herra-
mientas mínimas necesarias para llevar acabo satisfactoria-
mente los estudios superiores que han decidido cursar. 

Lejos de lo que se pudiera pensar, cualquier sistema de
otorgamiento de becas no propicia que el estudiante se
aparte de la cultura del esfuerzo, por considerar que acce-
de a un esquema de privilegios o confort, por el contrario,
se convierte en un compromiso adicional en relación a la
multiplicación de su esfuerzo y esmero propio, para seguir
detentando dicho estímulo en su propio beneficio. Por lo
tanto, el esquema de otorgamiento de becas debe conside-
rarse como elemento determinante en la consecución de
mejores niveles de exigencia en el Sistema Educativo de
nivel Superior, teniendo siempre como premisa fundamen-
tal, el desarrollo integral y permanente del alumno benefi-
ciado con la beca.

De igual forma, debe reconocerse que un alto índice de es-
tudiantes que actualmente cursan estudios de Educación
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Superior, combinan su actividad académica con cargas la-
borales en forma paralela, por lo que el grado de dificultad
para desarrollar satisfactoriamente su carga académica, re-
sulta complicada en relación aquellos jóvenes que se dedi-
can exclusivamente a sus estudios, por lo que considero in-
dispensable que en a este esfuerzo conjunto se integre la
parte patronal en términos del reconocimiento unánime a
los estudiantes que en muchas ocasiones integran su plan-
ta laboral y por otra parte, como una forma generosa de re-
tribuir en forma directa y palpable a la sociedad, los bene-
ficios que de distinta naturaleza reciben como resultado de
su trabajo arduo y cotidiano.

Hay quienes afirman que una nación es económicamente
potente y por ende exitosa, cuando cuenta con un conjunto
de empresas que generan muchos ingresos y son capaces
de generar ilimitadamente fuentes de empleo. Nada más
falso, un país rico en toda la extensión del término, es aquel
en el que su población cuenta con los elementos mínimos
satisfactorios que conlleven a la realización de una vida
digna, bajo criterio de satisfacción de necesidades indivi-
duales y colectivas y la construcción de condiciones de
equidad e igualdad social. En tal objetivo, somos todos los
ciudadanos, mujeres y hombres, adultos y jóvenes, patro-
nes y trabajadores, responsables en la medida de nuestras
posibilidades y sentido de solidaridad y amor por México.

Por lo tanto, la presente iniciativa de ley tiene como como
principal objeto crear mecanismos normativos para que las
empresas o partes patronales que deseen unirse adicional-
mente al esfuerzo gubernamental en materia de apoyo para
jóvenes que cursen alguna carrera técnica universitaria, li-
cenciatura o análoga, mediante el beneficio de la exención
de pago del impuesto sobre la renta, estableciendo:

1. Que quien contrate jóvenes que tengan entre 18 y 29
años de edad que cursen una carrera técnica universitaria,
licenciatura o análoga, quede exento por el equivalente del
25% del salario efectivamente pagado.

2. Que quien apoye con becas a jóvenes que tengan entre
18 y 29 años de edad que cursen una carrera técnica uni-
versitaria, licenciatura o análoga, quede exento por el equi-
valente del 25% calculado sobre el monto total de las be-
cas entregadas.

Así, la contratación de jóvenes universitarios y el otorga-
miento de becas por parte de empresas que decidan aco-
gerse al sistema legal aquí propuesto, favorecerá induda-
blemente el proceso de selección de los estudiantes que

hayan terminado sus estudios e inminentemente se encuen-
tren en condiciones de integrarse a la fuerza productiva la-
boral, ya que el empleador tendrá contacto directo con los
jóvenes beneficiados, permitiéndoles conocer sus capaci-
dades profesionales.

Por lo anteriormente expuesto, pongo a consideración de
esta Honorable Asamblea, el siguiente proyecto de

DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma la denominación del
Capítulo II denominado “DE LOS PATRONES QUE CON-
TRATEN A PERSONAS QUE PADEZCAN DISCAPACI-
DAD Y ADULTOS MAYORES”, ubicado en el Título VII,
para quedar como “DE LOS PATRONES QUE CONTRA-
TEN A PERSONAS QUE PADEZCAN DISCAPACIDAD,
ADULTOS MAYORES Y APOYEN JÓVENES UNIVERSI-
TARIOS”, así como el Artículo 186, párrafo segundo y se
le adiciona un párrafo tercero, de la Ley del Impuesto So-
bre la Renta, para quedar en los siguientes términos:

TÍTULO VII …

CAPÍTULO I …

CAPÍTULO II
DE LOS PATRONES QUE CONTRATEN A PERSO-
NAS QUE PADEZCAN DISCAPACIDAD, ADULTOS

MAYORES Y APOYEN JÓVENES UNIVERSITA-
RIOS”

Artículo 186. …

Se otorgará un estímulo fiscal consistente en el equivalen-
te al 25 % del salario efectivamente pagado a quien con-
trate adultos mayores de 65 años y más, o jóvenes que ten-
gan entre 18 y 29 años de edad que cursen una carrera
técnica universitaria, licenciatura o análoga. Para estos
efectos, se deberá considerar la totalidad del salario que
sirva de base para calcular, en el ejercicio que corresponda,
las retenciones del impuesto sobre la renta del trabajador
de que se trate, en los términos del artículo 96 de esta Ley.

También se otorgará el estímulo fiscal descrito en el pá-
rrafo anterior, a quien otorgue becas a jóvenes que ten-
gan entre 18 y 29 años de edad que cursen una carrera
técnica universitaria, licenciatura o análoga, calculan-
do el 25 % sobre el monto total de las becas entregadas.
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CAPÍTULO III al CAPÍTULO VII …

TRANSITORIO

ARTÍCULO ÚNICO. El presente Decreto iniciará su vi-
gencia el primero de enero del 2016.

Notas:

1 Texto del artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en su versión del 5 de febrero de 1917: “La enseñanza
es libre; pero será laica la que se dé en los establecimientos oficiales de
educación, lo mismo que la enseñanza primaria, elemental y superior
que se imparta en los establecimientos particulares. Ninguna corpora-
ción religiosa, ni ministro de algún culto, podrán establecer o dirigir es-
cuelas de instrucción primaria. Las escuelas primarias particulares só-
lo podrán establecerse sujetándose a la vigilancia oficial. En los
establecimientos oficiales se impartirá gratuitamente la enseñanza pri-
maria”.

2“En México sólo se gradúa el 25% de los estudiantes universitarios”.
Periódico La Jornada. 7 de octubre de 2013. Página 41. Consultado en
http://www.jornada.unam.mx/2013/10/07/sociedad/041n1soc; también
véase http://www.imjuventud.gob.mx/pagina.php?pag_id=137.

México, Distrito Federal, a 22 de septiembre del 2015.— Diputadas:
Miriam Dennis Ibarra Rangel, Jasmine María Bugarín Rodríguez,
Liliana Ivette Madrigal Méndez (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Ibarra. Túrnese a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público, para dictamen.

LEY GENERAL DE ASENTAMIENTOS HUMANOS

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: Tiene ahora el uso de la palabra, por cinco minutos, la
diputada Erika Irazema Briones Pérez, del Grupo Parla-
mentario del PRD, para presentar iniciativa con proyecto
de decreto que reforma el artículo 2o., de la Ley General de
Asentamientos Humanos.

La diputada Erika Irazema Briones Pérez: Con su per-
miso, señor presidente. Diputadas y diputados, ¿cuál es la
importancia de redefinir las zonas metropolitanas?

Los procesos de urbanización en nuestro país han ido en
aumento, un aumento invariable en los últimos años. Las

zonas metropolitanas de nuestro país son de suma impor-
tancia, ya que el 56.8 por ciento de la población en Méxi-
co habita dentro de estas zonas.

El tema de las zonas metropolitanas es sumamente com-
plejo ya que en ellas se representan problemas de seguri-
dad, de planeación, de urbanización y –sobre todo–  pro-
blemas de coordinación con los órdenes de gobierno
correspondientes. Una de las limitantes principales que se
anteponen a los proyectos de repunte de desarrollo de las
áreas metropolitanas, es que no se cuenta con un marco le-
gal adecuado que aterrice en mecanismos jurídicos para
priorizar la coordinación entre autoridades y ciudadanos,
brindando así políticas públicas eficientes y cartera para la
construcción de áreas metropolitanas productivas.

Para iniciar este proceso, de brindar nuevos mecanismos
legales, es necesario establecer una definición amplia e in-
cluyente de lo que son las zonas metropolitanas. Las zonas
metropolitanas son elementos de mayor jerarquía del siste-
ma urbano nacional, en ellas se genera el 71 por ciento del
producto interno bruto del país, y tiene el potencial de in-
cidir favorablemente en el desarrollo económico y social
de sus respectivos negocios.

Es necesario iniciar por una redefinición del término de zo-
nas metropolitanas, para que iniciemos un proceso de polí-
ticas públicas y de legislación aplicable a las necesidades
que se presentan en las 59 zonas metropolitanas existentes
de acuerdo a los datos del Inegi.

Diversas organizaciones e instituciones encargadas del es-
tudio de las zonas metropolitanas y procesos de urbaniza-
ción, así como los encargados de fenómenos demográficos,
han establecido ciertas definiciones que han ido modifi-
cando, de acuerdo a los procesos, de que las urbes atravie-
san; sin embargo, la legislación así nos lo contempla.

Es necesario modificar la definición de zonas metropolita-
nas para iniciar el trazo de un camino que genere cambios
y proyectos en beneficios de las zonas del país, que existan
mayores mecanismos para el impulso de su desarrollo eco-
nómico, del desarrollo social y cultural de sus habitantes,
para así mejorar su calidad de vida.

Con la presente iniciativa, propongo el modificar el artícu-
lo 2 de la Ley General de Asentamientos Humanos para
redefinir el concepto de zona metropolitana, homologán-
dolo con los diversos estudios académicos y demográficos.
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Esta es una definición incluyente y amplia que busca gene-
rar cambios para el beneficio de poco más de 63.8 millones
de mexicanos que día a día transitan, conviven, se esfuer-
zan y trabajan por el bienestar de sus familias.

Es nuestro compromiso el garantizar programas, proyectos
y leyes por el bienestar de todos ellos para garantizar con-
diciones óptimas y una mejor calidad de vida, brindar a los
diversos órdenes de gobierno facilidades para la operación
y solución de los problemas y necesidades que se presen-
tan en estas zonas.

Por lo anterior expuesto, espero contar con el apoyo de us-
tedes, compañeros y compañeras diputadas para esta refor-
ma, y con ello desarrollar el compromiso de brindar una
mejor legislación para zonas metropolitanas del país. Es
cuanto, señor presidente. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 2o. de la Ley General de
Asentamientos Humanos, a cargo de la diputada Érika Ira-
zema Briones Pérez, del Grupo Parlamentario del PRD

La suscrita, diputada Erika Irazema Briones Pérez pertene-
ciente al Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática en la LXIII Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y fracción I, de los artículos 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, somete  a consideración de esta honorable asam-
blea, la siguiente iniciativa de ley con proyecto de decreto
por el que se reforma la fracción XX del artículo 2 de la
Ley General de Asentamientos Humanos.

Exposición de Motivos

En el país son cada vez más las áreas conurbadas, la man-
cha demográfica urbana aumenta en el sentido que las
áreas metropolitanas definidas exceden sus capacidades
para dar solución a los problemas que exige la población.

De acuerdo a datos del Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (INEGI) en el país existen 59 zonas metropoli-
tanas, cuya población se estima en 63.8 millones de perso-
nas, lo que representa el 56.8% de la población total del pa-
ís, por ello requieren de coordinación y asociación
intermunicipal, y de los demás órdenes de gobierno para la
atención de sus necesidades. 

Una de las limitantes principales que se anteponen a los
proyectos de repunte de desarrollo de las áreas metropoli-
tanas es que no se cuenta con un marco legal adecuado que
aterrice en mecanismos jurídicos para priorizar la coordi-
nación entre autoridades y ciudadanos brindando así políti-
cas públicas eficientes y certeras para la construcción de
áreas metropolitanas productivas.

Para iniciar este proceso de brindar nuevos mecanismos le-
gales, es necesario establecer una definición amplia e in-
cluyente de lo que son las zonas metropolitanas.

La metrópoli observada como fenómeno urbano, es el au-
mento de la dimensión y densidad de las aglomeraciones
urbanas existentes, por ello este fenómeno responde a las
relaciones que existen entre una ciudad central y las locali-
dades que le rodean, teniendo así una relación directa en
factores sociales y económicos.

El incremento del número de habitantes y la magnitud de
las ciudades, desemboca en la multiplicación de áreas o zo-
nas metropolitanas, proceso de urbanización que necesa-
riamente en el ámbito legislativo, tiene que ser actualizado
de acuerdo con la dinámica económica, política, social y
cultural que demanda la expansión y crecimiento de dichas
zonas.

Las zonas metropolitanas son los elementos de mayor je-
rarquía del sistema urbano nacional, en ellas se genera 71
por ciento del producto interno bruto del país y tienen el
potencial de incidir favorablemente en el desarrollo econó-
mico y social de sus respectivas regiones. Sin embargo, su
aprovechamiento como elementos articuladores del desa-
rrollo requiere de la participación de los diferentes sectores
y órdenes de gobierno en instancias de coordinación que
propicien la toma de decisiones concertada sobre una base
común.1

El primer concepto relacionado a las zonas metropolitanas
entendidas como un fenómeno de urbanización se desarro-
lló en Estados Unidos de Norteamérica a partir de la déca-
da de 1920 y generalmente se utiliza para referirse a una
ciudad grande cuyos límites rebasan los de la unidad polí-
tico-administrativa que la contenía originalmente.

En nuestro país, los años 40 fueron un precedente para la
urbanización en la capital del país y desde aquellos años se
reconoce la existencia de un área conurbada. Sin embargo
en nuestra legislación el término de zona metropolitana se
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introduce con la promulgación de la Ley General de Asen-
tamientos Urbanos publicada en el DOF el 21 de Julio de
1993, en dicha ley las zonas metropolitanas quedan defini-
das de la siguiente manera:

Zona metropolitana: Espacio territorial de influencia do-
minante de un centro de población.

A lo largo delos diferentes procesos de urbanización diver-
sas instituciones se han encargado de modificar y tener pre-
sentes nuevas definiciones que vayan acorde a los tiempos
y problemáticas que se presenten.

El INEGI en su caso definía a las zonas y áreas metropoli-
tanas en base a criterios básicos de censo y estadística co-
mo: 

Áreas metropolitanas: “La unión física de dos o más loca-
lidades censales de diferentes municipios, donde al menos
una de ellas tenía una población de 50 mil o más habitan-
tes, de acuerdo con el último censo o conteo de población
y vivienda”

Zonas metropolitanas: a extensión territorial de todas las
áreas geo estadísticas municipales donde se localizaban las
localidades urbanas que integraban el área metropolitana.

Por su parte el Consejo Nacional de Población (Conapo) en
la década de los 90 formulo la siguiente definición: 

Zona metropolitana: Conjunto de dos o más municipios
que contienen dentro de sus límites una ciudad de 100
mil o más habitantes, y cuya población y actividades
productivas presentan características socioeconómicas
predominantemente urbanas.

Posteriormente diversos programas de ordenamiento urba-
no han incorporado variaciones de las conceptualizaciones
hechas, pero podemos determinar que la gran mayoría de
definiciones hacen referencia al conjunto de municipios
contiguos donde se localiza una ciudad principal o ciudad
central, cuyas funciones y actividades trascienden los lími-
tes territoriales del municipio que originalmente la conte-
nía e incorpora a otros municipios vecinos con los cuales
se forma un ambiente urbano. 

El Inegi en una nueva propuesta nos presenta la siguiente
definición:

Zona metropolitana: Conjunto de dos o más municipios
donde se localiza una ciudad de 50 mil o más habitan-
tes, cuya área urbana, funciones y actividades rebasan
el límite del municipio que originalmente la contenía,
incorporando como parte de sí misma o de su área de
influencia directa a municipios vecinos, predominante-
mente urbanos, con los que mantiene un alto grado de
integración socioeconómica

Pese a las modificaciones realizadas, la legislación sigue
intacta en este sentido; no se puede concebir una ley si no
se ajusta a las demandas y necesidades que surgen con el
paso del tiempo. Las zonas metropolitanas han crecido y
son tan variables como los fenómenos políticos y sociales
de nuestro país y no deben ser solo enmarcadas como as-
pectos demográficos por la complejidad que esto significa.

Es entonces debemos de concebir una definición actual que
ayude a los procesos de urbanización para repuntar el de-
sarrollo y generar una nueva serie de políticas públicas en
pro de las zonas metropolitanas, acorde a nuevas referen-
cias sin dejar de lado la metodología utilizada para cons-
trucción de los diversos indicadores y criterios que son fac-
tor en la planeación y construcción de las zonas
metropolitanas.

Por lo anteriormente expuesto pongo a consideración de
esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con proyec-
to de

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA FRAC-
CIÓN XX DEL ARTÍCULO 2 DE LA LEY GENERAL
DE ASENTAMIENTOS HUMANOS A CARGO DE
LA DIPUTADA ERIKA IRAZEMA BRIONES PÉREZ
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE
LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma la fracción XX del Ar-
tículo 2 de la Ley General de Asentamientos Urbanos para
quedar en los siguientes términos:

ARTICULO 2o.- Para…

I. a XIX. …

XX.- Zona metropolitana: Es el conjunto de dos o
más municipios donde se localiza una ciudad cuya
área urbana, funciones y actividades rebasan el lími-
te del municipio que originalmente lo contenía, in-
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corporando como parte de si o de su área de influen-
cia directa a municipios vecinos predominante urba-
nos, con los que mantiene un alto grado de integra-
ción económica.

TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO. El presente decreto entrará en
vigor el día siguiente a su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se derogan todas las disposi-
ciones que se opongan al contenido del presente decreto. 

Nota:

1 Delimitación de las Zonas Metropolitanas de México (INEGI), 2004

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de septiembre de 2015.—
Diputados: Erika Irazema Briones Pérez, Agustín Francisco de Asís
Basave Benítez, Araceli Madrigal Sánchez, Candelario Pérez Alvara-
do, Cecilia Guadalupe Soto González, Cristina Ismene Gaytán Her-
nández, Héctor Peralta Grappin, Juan Fernando Rubio Quiroz, Karen
Orney Ramírez Peralta, Leonardo Amador Rodríguez, Lluvia Flores
Sonduk (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Briones. Túrnese a la Comisión de
Desarrollo Urbano y Ordenamiento Territorial, para
dictamen.

LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A
LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene la palabra hasta por cinco minutos la diputada Tere-
sa de Jesús Lizárraga Figueroa, del Grupo Parlamentario
del PAN, para presentar iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca Gubernamental.

La diputada Teresa de Jesús Lizárraga Figueroa: Con
su permiso, señor presidente. Señoras diputadas y señores
diputados, para fortalecer el acceso a la información públi-
ca gubernamental en posesión del Estado, así como fo-

mentar la transparencia genuina y la efectiva rendición de
cuentas, es indispensable empoderar a las ciudadanas y a
los ciudadanos en el ejercicio pleno de su derecho a la in-
formación, a través de hacer más eficiente los mecanismos
que permiten o facilitan la ejecución de dicho derecho.

En concordancia con el concepto contemplado en el artícu-
lo 6o. constitucional se armoniza la Ley General de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública Gubernamen-
tal con la finalidad de garantizar la gratuidad, y así generar
incentivos para que el ciudadano solicite información y eli-
minar las trabas que aumentan el desistimiento en el ejer-
cicio del derecho a la información motivado por el costo de
la reproducción de la misma.

El reconocimiento al derecho a la información como una
garantía individual en nuestra Constitución obliga a la re-
flexión sobre la gratuidad. Tal como los otros derechos in-
alienables garantizados en la Carta Magna, la información
no debe tener mayores restricciones para su disfrute.

La gratuidad, al menos sobre aquella información que se
originó por el gobierno en ejercicio del gasto público y que
por mandato de leyes es información pública, debe ser una
realidad. La presente iniciativa busca crear las condiciones
jurídicas para que el ciudadano, solicitante de la informa-
ción, tenga medios gratuitos para el total acceso a la infor-
mación pública.

Tal y como está diseñado, el derecho de acceso a la infor-
mación pública es el derecho que tienen las personas para
conocer los documentos que producen y manejan las auto-
ridades públicas o, dicho de otra manera, es una suerte de
derecho a la memoria que se va plasmando día a día en re-
gistros escritos en papel o en medios electrónicos a partir
de la forma en que los servidores públicos de México ejer-
cen las atribuciones que le han sido concedidas.

En el tránsito de la democracia al buen gobierno la trans-
parencia debe asumirse como una oportunidad para encarar
la suspicacia generalizada sobre la gestión gubernamental,
y para mejorar la calidad del servicio público y las bases de
sustentación del régimen político. 

Los datos muestran que al menos en lo que se refiere a in-
formación pública de instituciones de la administración pú-
blica federal, la mayor parte de dicha información se en-
trega de manera electrónica y gratuita, lo que no desinhibe
al solicitante al acceso a la información solicitada. 
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El problema radica cuando la información no se encuentra
disponible para su acceso por medios electrónicos y es
donde el ciudadano tiene que pagar los costos de la repro-
ducción de los materiales.

En las páginas del INAI se puede ver en la información de
consultas, que de enero del año 2000 al 6 de septiembre del
año 2015 se han entregado 588 mil 168 solicitudes en me-
dios electrónicos. Según el portal del INAI, los costos fija-
dos por la Unidad de Política de Ingresos no Tributarios,
adscrita a la Subsecretaría de Ingresos de la Secretaría de
Hacienda, son los siguientes. 

Por un disco compacto la cantidad es de 10 pesos. Por ca-
da copia simple tamaño carta u oficio, 50 centavos. Lo mis-
mo por cada hoja impresa por dispositivo informático ta-
maño carta u oficio, y por cada copia certificada, 16 pesos.
Lo anterior adicional al costo de envío que dependerá del
destino a donde será remitida la información, el volumen y
el peso del envío, el prestador de servicios de mensajería y
el tipo de servicio solicitado.

Durante el año 2013, 13 mil 697 solicitudes de información
fueron respondidas por medios diferentes a los electróni-
cos, lo que generó el pago de la reproducción de la infor-
mación.

Cabe mencionar que la mayoría de las solicitudes que no
son respondidas por medios electrónicos terminan en el
desistimiento, en tanto que los solicitantes no cubren los
costos para hacerlos llegar por otros medios no electróni-
cos o remotos.

Cuando la rendición de cuentas es asumida por las élites
políticas y burocráticas su costo se eleva y se concentra en
el presupuesto público, con resultados magros. Por ello se
debe descentralizar la rendición de cuentas para disminuir
sus costos y elevar su eficiencia.

Para que la sociedad detecte malos manejos y active la
alarma de los entes de fiscalización, es necesario que los
gobiernos sean transparentes, que la información sea de ac-
ceso libre, gratuito y púbico para que cualquier ciudadano,
organización o partido político pueda detectar irregularida-
des e iniciar el proceso de rendición de cuentas.

Teóricamente el acceso a la información pública facilita la
construcción de un Estado honesto, eficaz y eficiente.
Cuando los servidores públicos están conscientes de que
sus decisiones y comunicaciones pueden ser revisadas y

analizadas por actores externos, sería de esperarse que su
actuar público se fundamentara y documentara de mejor
forma. De esta manera, el acceso a la información se refle-
jaría en una mayor rendición de cuentas, robustecería al
Estado de derecho y al buen gobierno.

Hoy el acceso a la información pública es una herramienta
cara cuando no se da por medios electrónicos gratuitos.
Los costos por los precios de la información pública se ta-
rifan por los entes públicos y los sujetos obligados en los
estados.

Garantizar el acceso a medios gratuitos de información pú-
blica es un camino eficiente a la rendición de cuentas. Por
ello es que en aras del principio de gratuidad en el ejerci-
cio del derecho a la información pública se presenta esta
iniciativa, para hacer de dicho principio una realidad coti-
diana en nuestro país. Es cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública, a cargo de la diputada Teresa de Jesús Lizá-
rraga Figueroa, del Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, diputada federal Teresa de Jesús Lizárraga Fi-
gueroa, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional de la LXII Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y 77, fracción II, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esa sobera-
nía iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adicionan dos párrafos al artículo 11, se modifica el artícu-
lo 17, se modifica el inicio del texto del artículo 66 y se re-
forma el artículo 141, en su último párrafo de la Ley Ge-
neral de Transparencia y Acceso a la Información Pública,
bajo el siguiente:

Planteamiento del Problema

En concordancia con el concepto contemplado en el artícu-
lo 6o. constitucional se armoniza la Ley General de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública Gubernamen-
tal con la finalidad de garantizar la gratuidad y así, con este
trabajo parlamentario, se busca generar incentivos para que
el ciudadano solicite información y eliminar las condicio-
nes que permiten el desistimiento en el ejercicio del dere-
cho de la información, motivado por el costo de la repro-
ducción de la misma.
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Basado en lo anterior, se presenta este trabajo parlamenta-
rio bajo la siguiente:

Exposición de Motivos

La rendición de cuentas nace con la democracia participa-
tiva, en particular con el sistema de pesos y contrapesos
plasmado en la constitución estadounidense de 1789. La
rendición de cuentas implica delegación de autoridad del
electorado a sus representantes y obliga a los poderes cons-
tituidos del Estado a informar a sus gobernados sobre los
gastos de todo ejercicio público.

La rendición de cuentas apareció con el advenimiento de la
democracia representativa, cuyo reflejo más nítido esta en
los escritos de James Madison (1751-1836) a finales del Si-
glo XVIII (fundamentalmente en El Federalista).1 El go-
bierno representativo introdujo dos ideas novedosas: la so-
beranía popular y la representación. Dado que la soberanía
residía en el pueblo, éste contaba con la facultad para dele-
gar autoridad al gobierno para legislar y promover el inte-
rés general. En contrapartida, el pueblo contaba con el de-
recho para exigir cuentas a sus representantes, años
después de que Madison expusiera sus ideas en El Federa-
lista, John Stuart Mill (1806-1873) las evocó al decir que:
Tan importante es que los electores designen a un repre-
sentante más instruido que ellos, como que este individuo
más ilustrado sea responsable hacia ellos. El hombre de
conciencia y de talento reconocidos debería exigir plena li-
bertad de obrar según lo que estima mejor, no supeditán-
dose a otras condiciones. Pero los electores tienen derecho
a saber cómo piensa obrar, según qué opiniones se propo-
ne dirigir su conducta en todo lo que se refiere a su deber
público.2

En México, la larga campaña por la transparencia y la res-
ponsabilidad gubernamentales empezó en los años setenta,
con esfuerzos para reformar la Constitución mexicana y así
regular el derecho a la información como garantía consti-
tucional del pueblo. La nueva redacción del artículo 6 de la
Constitución se aprobó en 1977.3

Posteriormente, durante más de una década el acceso a la
información pública se consideró incorrectamente como
una garantía social que consistía en que el Estado permi-
tiera a los partidos políticos que manifestaran a través de
los medios de comunicación una diversidad de opiniones.
Con una estrecha visión, ligada por cierto a una concepción
autoritaria del ejercicio del poder, la Suprema Corte de Jus-

ticia sostuvo en 1985 que con esta reforma “no se preten-
dió establecer una garantía individual consistente en que
cualquier gobernado, en el momento en que lo estime opor-
tuno, solicite y obtenga de órganos del Estado determinada
información.”4 Tuvieron que pasar más de 10 años para
que la corte rectificara este criterio. El asunto concreto se
dio a raíz de la investigación de la matanza del vado de
Aguas Blancas en el Estado de Guerrero. En esta ocasión,
la Corte realizó una investigación que da un giro en mate-
ria de transparencia, pues consideró que esa “garantía” se
encontraba estrechamente vinculada con el respeto a la
verdad.

En ese sentido sostuvo:

“Tal derecho (el de la información) es, por tanto, bási-
co para el mejoramiento de una conciencia ciudadana
que contribuya a que ésta sea más enterada, lo cual es
esencial para el progreso de nuestra sociedad. Si las
autoridades públicas... asumen ante estas actitudes
que permitan atribuirles conductas faltas de ética, al
entregar a la comunidad una información manipula-
da, incompleta, condicionada a intereses de grupos o
personas; que le vede la posibilidad de conocer la ver-
dad para poder participar libremente en la formación
de la voluntad general, incurre en una violación grave
a las garantías individuales en términos del artículo 97
constitucional, segundo párrafo, pues su proceder
conlleva a considerar que existe en ellas la propensión
de incorporar en ellas a nuestra vida política, lo que
podríamos llamar la cultura del engaño, de la maqui-
nación y de la ocultación, en lugar de enfrentar la ver-
dad y tomar acciones rápidas y eficaces para llegar a
ésta y hacerla del conocimiento de los gobernadores.”5

En esta decisión la Corte se alejó de la interpretación que
consideraba el derecho a la información como exclusivo de
los partidos políticos, para darle un sentido más amplio y
considerar que su ejercicio concernía a la sociedad. Aún
más importante, considera implícitamente que dicho ejer-
cicio constituía una garantía individual pues, de no hacer-
lo, difícilmente podría haber considerado que los hechos en
cuestión constituían una violación al artículo 97 segundo
párrafo de la Constitución.

Varias resoluciones posteriores confirman esta interpreta-
ción y se reconoce, ya sin ambigüedades, que el artículo 6
consagra el derecho de todo ciudadano a la información y
le otorga expresamente el carácter de una garantía indivi-
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dual.6 Las decisiones de la Corte suponen reconocer ade-
más que, aunque sujeto a ciertas limitaciones, existe un de-
recho subjetivo de los ciudadanos a solicitar información a
las autoridades y que la negativa de éstas a proporcionarla
constituye un “acto autoritario” susceptible de ser impug-
nado por la vía del amparo.

El texto original plasmado en el artículo 6 por el Constitu-
yente en 1917 nada decía con relación al derecho a la in-
formación. Actualmente el citado artículo reza como sigue:

“Artículo 6. La manifestación de las ideas no será ob-
jeto de ninguna inquisición judicial o administrativa,
sino en el caso de que ataque a la moral, la vida pri-
vada o los derechos de terceros, provoque algún delito,
o perturbe el orden público; el derecho de réplica será
ejercido en los términos dispuestos por la ley. El dere-
cho a la información será garantizado por el Estado.

Toda persona tiene derecho al libre acceso a informa-
ción plural y oportuna, así como a buscar, recibir y di-
fundir información e ideas de toda índole por cual-
quier medio de expresión.

El Estado garantizará el derecho de acceso a las tec-
nologías de la información y comunicación, así como
a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones,
incluido el de banda ancha e internet. Para tales efec-
tos, el Estado establecerá condiciones de competencia
efectiva en la prestación de dichos servicios...”7

El reconocimiento del derecho a la información como una
garantía individual en nuestra ley de leyes, obliga a la re-
flexión sobre la gratuidad. Tal como los otros derechos in-
alienables garantizados en la Constitución, el de informa-
ción no debe tener mayores restricciones para su disfrute.

La gratuidad debe ser obligatoria, al menos sobre aquella
información que se originó por el gobierno en ejercicio de
gasto público y que por mandato de ley es información pú-
blica. La presente iniciativa busca crear las condiciones ju-
rídicas para que el ciudadano solicitante de la información,
tenga medios gratuitos para el total acceso a la información
pública.

En este orden de ideas, la transparencia aplicada a lo pú-
blico, es decir, a la Administración Pública, se refiere por
parte del gobernante a la honestidad, a las cuentas claras, y
por parte del gobernado, a la participación ciudadana y al
respeto de las reglas e instituciones. En otras palabras,

transparentar la gestión pública como sostiene Kate Doy-
le,8 implica favorecer la rendición de cuentas a los ciuda-
danos, de manera que puedan evaluar el desempeño de las
entidades del gobierno y contribuir a la democratización de
la sociedad mexicana y a la plena vigencia del Estado de
Derecho. 

El Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 hace referencia
a la transparencia en los siguientes términos:

Gobierno cercano y moderno: Las políticas y acciones
de gobierno inciden directamente en la calidad de vida
de las personas, por lo que es imperativo contar con un
gobierno eficiente, con mecanismos de evaluación que
permitan mejorar su desempeño y la calidad de los ser-
vicios; que simplifique la normatividad y trámites gu-
bernamentales, y rinda cuentas de manera clara y opor-
tuna a la ciudadanía. Por lo anterior, las políticas y los
programas de la presente administración, deben estar
enmarcadas en un gobierno cercano y moderno orienta-
do a resultados, que optimice el uso de los recursos pú-
blicos, utilice las nuevas tecnologías de la información
y comunicación e impulse la transparencia y la rendi-
ción de cuentas con base en un principio básico plasma-
do en el artículo 134 de la Constitución: “Los recursos
económicos de que disponga la Federación, los estados,
los municipios, el Distrito Federal y los órganos políti-
co-administrativos de sus demarcaciones territoriales,
se administrarán con eficiencia, eficacia, economía,
transparencia y honradez, para satisfacer los objetivos a
los que estén destinados.”9

Respecto a la rendición de cuentas y combate a la corrup-
ción señala:

La transparencia y el acceso a la información deben
constituirse como herramientas que permitan mejorar la
rendición de cuentas públicas, pero también combatir y
prevenir eficazmente la corrupción, fomentando la par-
ticipación de los ciudadanos en la toma de decisiones
gubernamentales y en el respeto a las leyes.10

Tal como está diseñado, el derecho de acceso a la informa-
ción pública es, el derecho que tienen las personas para co-
nocer los documentos que producen y manejan las autori-
dades públicas. O dicho de otra manera: en una suerte de
derecho a la memoria, que se va plasmando día con día en
registros escritos en papel o en medios electrónicos, a par-
tir de la forma en que los servidores públicos de México
ejercen las atribuciones que les han sido concedidas.11
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Atendiendo a sus raíces, a los datos y reflexiones que nos
ofrece Andrés Schedler tenemos que la palabra “transpa-
rencia” proviene de la expresión latina “trans-parere”. Lo
transparente es lo que podemos ver de un lado a otro, lo
que aparece viendo a través de algo. Lo transparente no es
simplemente lo que podemos observar, es lo que podemos
observar a través de una división, una pared, una fronte-
ra.12

La transparencia constituye una de las dimensiones especí-
ficas de la rendición de cuentas pero no necesariamente
significan lo mismo. En cuanto a los puntos en que con-
vergen, cabe mencionar que la encarnación de ambos con-
ceptos ocurre en el sistema social y político donde existen
relaciones identificables entre mandantes y mandatarios
que participan en la formulación e implementación de de-
cisiones vinculantes; y porque en esas relaciones resulta
evidente la asimetría que hay en el manejo de información
a favor de los mandatarios, lo cual se convierte en un obs-
táculo para que los mandantes evalúen si los mandatarios
son responsables, rinden cuentas adecuadamente y, en vir-
tud de ello pueden ser dignos de confianza.

En el tránsito de la democracia al buen gobierno, la trans-
parencia debe asumirse como una oportunidad para encarar
la suspicacia generalizada sobre la gestión gubernamental
y para mejorar la calidad del servicio público y las bases de
sustentación del régimen político.

Cualquier sistema de rendición de cuentas enfrenta un pro-
blema derivado de los altos costos de la información que
implica su funcionamiento. La vigilancia implica costos de
tiempo y dinero: adquirir información, procesarla y corro-
borarla. Con frecuencia, esos costos de información son
muy elevados. Por ejemplo, los costos para supervisar el
funcionamiento de la burocracia en México. Por un lado, la
Secretaría de la Contraloría, ejerce un presupuesto anual de
cientos de millones de pesos y en su nómina aparecen cien-
tos de empleados y auditores. Invierte millones de horas-
hombre en auditorías, visitas domiciliarias, procesos admi-
nistrativos y penales, difusión pública, entre otros. Todos
éstos son los costos de la información para vigilar la buro-
cracia.

Este trabajo parlamentario busca que el importante impac-
to que ha tenido el uso de herramientas digitales para per-
mitir al INAI avanzar en el cumplimiento de sus obligacio-
nes como máximo órgano garante de la transparencia en
nuestro país; pero, sobre todo, en el objetivo de impulsar el
ejercicio de los derechos de acceso a la información y pro-

tección de datos personales entre las y los mexicanos debe
servir como modelo a toda la Administración Pública para
ser una herramienta que facilite el acceso a la información
de los gobernados.

Ejemplo de ello es el hecho de que 97.7 por ciento del to-
tal (1 millón 256 mil 757) de solicitudes de información,
acceso y corrección de datos personales recibidas por el
sistema Infomex hayan sido realizadas vía electrónica; o
que 65 por ciento del total de denuncias de protección de
datos personales recibidas entre 2014 y 2015 hayan sido
presentadas a partir del sistema electrónico Prodatos.

No obstante, sin dejar de reconocer la importante aporta-
ción de las herramientas digitales es necesario subrayar la
necesidad de impulsar el desarrollo de nuevas herramientas
que, al margen del uso del internet, permitan fortalecer la
transparencia, la rendición de cuentas y el respeto a la pri-
vacidad de las y los mexicanos en todo el país.

Sobre todo considerando que, de acuerdo a datos genera-
dos por el propio instituto, actualmente sólo 6 por ciento de
las y los mexicanos han hecho uso de estos derechos; y
que, de acuerdo a datos del Inegi, el acceso a internet en
México se encuentra limitado a uno de cada tres hogares.

Por ello el INAI debe de echar mano de todas las nuevas
herramientas alternativas que permitan acercar los dere-
chos que tutela a la población que no cuenta con acceso a
internet (2 de cada 3 hogares, de acuerdo a datos del Inegi),
desconoce el uso de las tecnologías de la información, ca-
rece de posibilidades para acceder a dichos medios o cuen-
ta con alguna discapacidad.

Actualmente existe el TELINAI, un servicio de recepción
de solicitudes de información pública y protección de da-
tos personales vía telefónica, al cual se podrá acceder de
manera gratuita desde cualquier parte del país marcando el
número 01 800 835 4324.

Esta es una herramienta que además de ofrecer asesoría pa-
ra la presentación de dichas solicitudes, permitirá obtener
información, de manera fácil y accesible, sobre el uso de
los recursos públicos y el desempeño del gobierno, así co-
mo contar con un medio alternativo a los ya disponibles pa-
ra fortalecer la protección de los datos personales en el país.

Esta es una herramienta que busca contribuir de manera
importante a incrementar el porcentaje de la población que
ha hecho uso de estos derechos proveyendo los medios
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para incentivar la participación activa de las y los ciudada-
nos en la vida pública nacional, aun cuando la ley que en
este trabajo parlamentario buscamos enriquecer no lo seña-
le de forma expresa.

Los datos muestran que al menos en lo que refiere a infor-
mación pública de instituciones de la Administración Pú-
blica Federal, la mayor parte de dicha información se en-
trega de manera gratuita. Lo que no desinhibe al solicitante
al acceso de la información peticionada. El problema radi-
ca cuando la información no se encuentra disponible para
su acceso por medios electrónicos y es donde el ciudadano
tiene que pagar los costos de la reproducción de los mate-
riales. En la página se puede ver en la información de con-
sultas que de enero del año 2000 al 6 de septiembre del año
2015 se han entregado 588.168 solicitudes en medios elec-
trónicos.

Según el portal del IFAI, los costos los fijados por la Uni-
dad de Política de Ingresos No Tributarios adscrita a la
subsecretaría de Ingresos de la SHCP son los siguientes.
Por un CD-R la cantidad de $10.00 (diez pesos), por cada
copia simple tamaño carta u oficio $.50 (cincuenta centa-
vos), por cada hoja impresa por dispositivo informático ta-
maño carta u oficio $.50 (cincuenta centavos), por cada co-
pia certificada $16.00 (dieciséis pesos). Lo anterior
adicional al costo de envío que dependerá del destino a
donde será remitida la información, el volumen y peso del
envío, el prestador de servicios de mensajería y el tipo de
servicio solicitado.

Durante el año 2013, 13 mil 697 solicitudes de información
fueron respondidas por medios diferentes a los electróni-
cos, lo que generó el pago de la reproducción de la infor-
mación. Cabe mencionar, que la mayoría de las solicitudes
que no son respondidas por medios electrónicos, terminan
en el desistimiento, en tanto que los solicitantes no cubren
los cobros estipulados.

La Cámara de Diputados también invierte cantidades ex-
traordinarias de tiempo en comparecencias, investigacio-
nes, auditorías y discusiones para vigilar al Ejecutivo. El
presupuesto de la Auditoría Superior de la Federación es el
reloj más fiel de los costos de información que asume el
Congreso para llamar a cuentas al Ejecutivo. Finalmente, el
Ejecutivo también invierte recursos humanos y financieros
para informar al Congreso y a la opinión pública de sus ac-
tos: informes de gobierno, informes de periódicos, elabo-
ración de la Cuenta Pública, entre otros.13 Un diseño ins-

titucional deficiente de rendición de cuentas puede volver
demasiado oneroso controlar el abuso del poder y llamar a
cuentas a los gobernantes. Una sociedad puede invertir
enormes cantidades de recursos en crear instancias buro-
cráticas que vigilen al Ejecutivo, para descubrir después
que necesita otra instancia burocrática para vigilar a ese vi-
gilante. Y la cadena se puede hacer infinita sin producir re-
sultados. Según los expertos, si las leyes pueden obligar a
los gobernantes a informar de sus actos, pero resulta difícil
comprobar esa información o las sanciones en caso de in-
cumplimiento son de difícil aplicación, el sistema de ren-
dición de cuentas será ineficaz.

Los países de derecho codificado como México, han se-
guido con frecuencia la ruta más ineficaz y onerosa para
que sus gobiernos rindan cuentas. Se han creado innume-
rables controles administrativos para limitar la corrupción,
pero esos controles internos solo han dado lugar a altos
costos burocráticos y administrativos y, en ocasiones, han
generado más corrupción. Los economistas neoclásicos
han mostrado cómo la sobre regulación burocrática solo
crea más espacios para la corrupción, porque al haber más
trámites que cumplir, más oficios que llenar, mas reportes
que entregar y más obstáculos que vencer, surgen actores
que se beneficias en los complicados procesos.

Cuando la rendición de cuentas es asumida por las élites
políticas y burocráticas, su costo se eleva y se concentra en
el presupuesto público con resultados magros. Por ello, se
debe descentralizar la rendición de cuentas para disminuir
su costo y elevar su eficiencia. Los politólogos Mathew
McCubbins y Thomas Schwartz14, han ejemplificado este
problema con la analogía de las alarmas de detección de
fuego y los carros de bomberos. Para combatir los incen-
dios una ciudad tiene dos opciones: estacionar un carro de
bomberos en cada esquina para que al primer indicio de hu-
mo acuda el carro más cercano y apague el siniestro; o
bien, colocar una alarma de incendio en cada esquina para
que los vecinos la activen en caso de ser necesario. En el
primer caso, el costo de apagar fuegos es absorbido por el
gobierno y su monto puede ser altísimo. En el segundo ca-
so, el costo es compartido por el gobierno que instala alar-
mas y por la sociedad que detecta incendios de fuego y ac-
tiva la alarma en caso de peligro. Es claro que las alarmas
constituyen la solución menos onerosa y más eficiente.

Para que la sociedad detecte malos manejos y active la
alarma de los entes de fiscalización, es necesario que los
gobiernos sean transparentes, que la información sea de
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acceso libre y público, para que cualquier ciudadano, orga-
nización o partido político pueda detectar irregularidades e
iniciar el proceso de rendición de cuentas.15

Teóricamente, el acceso a la información pública facilita la
construcción de un Estado honesto, eficaz y eficiente.
Cuando los servidores públicos están conscientes de que
sus decisiones y comunicaciones pueden ser revisadas y
analizadas por actores externos, sería de esperarse que su
actuar público se fundamentara y documentara de mejor
forma. De esta manera, el acceso a la información se refle-
jaría en una mayor rendición de cuentas, robustecería el
Estado de Derecho y el buen gobierno. Es solamente a par-
tir de un comportamiento pro-activo, creativo y de auténti-
ca apertura por parte de los servidores públicos como
emergen las anheladas sinergias. Además, depende de la
acción decidida, organizada y arrojada de los actores so-
ciales y cívicos comprometidos con la transparencia.

Hoy el acceso a la información pública, es una herramien-
ta cara cuando no se da por medios electrónicos gratuitos,
los costos por los precios de la información pública se tari-
fan de manera discrecional por los entes públicos y los su-
jetos obligados en los estados. Garantizar el acceso a me-
dios gratuitos de información pública es un camino a la
eficiente rendición de cuentas.

En este sentido la Corte Interamericana de Derechos hu-
manos afirmó en el caso Claude Reyes en materia de trans-
parencia y rendición de cuentas que: “el actuar del Estado
debe encontrarse regido por los principios de publicidad y
transparencia en la gestión pública, lo que hace posible que
las personas que se encuentran bajo su jurisdicción ejerzan
el control democrático de las gestiones estatales, de forma
tal que puedan cuestionar, indagar y considerar si se está
dando un adecuado cumplimiento de las funciones públi-
cas. El acceso a la información bajo el control del Estado,
que sea de interés público, puede permitir la participación
en la gestión pública, a través del control social que se pue-
de ejercer con dicho acceso.”

Va más allá al decir que: “Incluso se ha afirmado que un
adecuado cumplimiento del deber de publicación 117. Por
parte del Estado permite a las personas que, en caso de no
encontrar la información que buscan, puedan informarse
sobre a dónde podrían dirigirse para obtenerla. Además, de
esta manera los estados pueden reducir el número de soli-
citudes de información sobre cuestiones básicas”. Esto re-
ferido al principio de la máxima publicidad y la apertura

total a la información pública, sentido de la presente ini-
ciativa.

En suma, se trata de generar incentivos para que el ciuda-
dano solicite información y eliminar las condiciones que
permiten el desistimiento en el ejercicio del derecho de la
información, motivado por el costo de la reproducción de
la misma.

Por lo antes expuesto, me permito someter a la considera-
ción de esa soberanía, la presente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se adicionan dos párrafos al artícu-
lo 11, se modifica el artículo 17, se adiciona un párrafo
al artículo 66, y se reforma el artículo 141, en su último
párrafo de la Ley General de Transparencia y Acceso a
la Información Pública.

Artículo Único. Se adicionan dos párrafos al artículo 11 de
la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información
Pública, para quedar como sigue:

Artículo 11. ...

La información a que se refieren el artículo 1 deberá es-
tar a disposición del público, a través de medios remotos
o locales de comunicación electrónica. Los sujetos obli-
gados deberán tener a disposición de las personas intere-
sadas equipo de cómputo, a fin de que éstas puedan ob-
tener la información, sin costo para el peticionario.

Asimismo, éstos deberán proporcionar apoyo a los
usuarios que lo requieran y proveer todo tipo de asis-
tencia respecto de los trámites y servicios que presten.

Las dependencias y entidades deberán preparar la au-
tomatización, presentación y contenido de su informa-
ción, como también su integración en línea, en los tér-
minos que disponga el reglamento y los lineamientos
que al respecto expida el instituto. En todo caso las de-
pendencias y entidades deberán garantizar medios gra-
tuitos para que el solicitante pueda recibir la informa-
ción solicitada.

Artículo 17. El ejercicio del derecho de acceso a la in-
formación es gratuito.

Artículo 66. En cumplimiento a lo señalado en los artí-
culos 11 y 17 de esta ley...
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Artículo 141. ...

…

...

…

La información deberá ser entregada sin costo, en los tér-
minos del artículo 11 de esta legislación.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Poder Legislativo Federal y el Poder Judicial
de la Federación, por conducto de sus respectivos órganos,
contarán con un plazo de 90 días para realizar las adecua-
ciones normativas, técnicas y presupuestales conducentes.

Tercero. Los sujetos obligados a la entrega de información
en cumplimiento a la obligación de que su acceso sea gra-
tuita, tendrán un plazo de gracia para digitalizar la infor-
mación solicitada de 30 días naturales, prorrogables a 60
días naturales de acuerdo a lo que sea solicitado. La gra-
tuidad será privilegiada en todo momento y solo podrán ser
excepciones los supuestos contenidos dentro del artículo
141 de la presente ley.

Notas:

1 A. Hamilton, J. Madison y J. Jay, El Federalista, FCE, México, 1943.

2 John Stuart Mill, Del gobierno representativo, Tecnos, Madrid, 1985,
p. 140, 145.

3 Doyle Kate, Comentarios sobre la Ley Federal de Transparencia y
Acceso a la Información Pública, p. 169, UNAM 2013.

4 Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, tomo X, p. 44,
1992.

5 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Ple-
no, Tomo III, p. 513, 1996.

6 Derecho a la Información. La 5uprema Corte interpretó originalmen-
te el artículo 6 constitucional como garantía de los partidos políticos,
ampliando posteriormente este concepto a garantía individual y a la

obligación del Estado de informar verazmente. Semanario Judicial de
la Federación y su Gaceta, Novena Época, p. 72, 2000.

7 Artículo 6, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
fecha de consulta: 07 de septiembre de 2015.

8 Doyle, Kate “Comentarios sobre la Ley General de Acceso a la In-
formación Pública Gubernamental”, Derecho Comparado de la Infor-
mación, Ed. Universidad Iberoamericana, Universidad de Occidente e
Instituto de Investigaciones Jurídicas - Universidad Nacional Autóno-
ma de México, p. 163.

9 Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, p. 23, www.pnd.gob.mx 

10 Ídem, p. 37.

11 Merino Mauricio. Desafíos de la transparencia internacional. Bi-
blioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la
UNAM, p. 128, México 2007.

12 5chedler Andreas, ¿Qué es la rendición de cuentas?, IFAI, p. 12,
México 2004.

13 Schedler Andreas, The Selft-Restraining State: Power and Accoun-
tability in New Democracies, p. 23.

14 MCCUBBINS Mathew Schwartz Thomas, American Journal of Po-
litical Sciences, número 28, p. 165 - 169.

15 Ugalde Luis Carlos, Rendición de cuentas y democracia. El caso de
México, Cuadernos de Divulgación, Instituto Federal Electoral, p.p.
23-25.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de septiembre de 2015.—
Diputada Teresa de Jesús Lizárraga Figueroa (rúbrica).» 

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Lizárraga. Túrnese a la Comisión de
Transparencia y Anticorrupción, para dictamen.

Damos la bienvenida a alumnos del tercer semestre de la
carrera de ingeniería geológica de la Escuela Superior de
Ingeniería y Arquitectura, invitados por el diputado Fer-
nando Rubio Quiroz. Así como a agremiados de la Cáma-
ra Nacional de Autotransportes de Carga del estado de Mo-
relos, invitados por el diputado Edmundo Javier Bolaños
Aguilar. También a alumnos de preparatoria de la UNAM,
invitados por la diputada Alma Lilia Luna Munguía. Bien-
venidas, bienvenidos todos, amigos, amigas.
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LEY GENERAL DE EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA
PROTECCIÓN AL AMBIENTE, DEL CÓDIGO PENAL
FEDERAL Y DE LA LEY GENERAL DE ASENTA-
MIENTOS HUMANOS

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra, por cinco minutos, el diputado Ar-
turo Álvarez Angli, para presentar iniciativa con proyecto
de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente, del Código Penal Federal y de la Ley General
de Asentamientos Humanos, suscrita por diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Verde Ecologista.

El diputado Arturo Álvarez Angli: Con su venia, dipu-
tado presidente. La iniciativa que reforma diversas disposi-
ciones a la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente, me parece que dadas las
circunstancias y en el marco de que se están cumpliendo 30
años del muy lamentable e histórico acontecimiento de los
terremotos del 85 en nuestro país, me parece que le da una
enorme pertinencia a lo que la fracción parlamentaria del
Partido Verde viene a proponer, y no es otra cosa más que
algunas reformas al artículo 46 y 63 de la ley antes citada,
que tiene como objetivo claro dos puntos básicamente.

El primero, es fortalecer, por supuesto, la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, princi-
palmente en lo que se refiere a la prohibición de autorizar
la fundación de nuevos asentamientos humanos en áreas
naturales protegidas, principalmente, a través de la respon-
sabilidad directa de la Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, para que vigilen que no existan nuevos
centros de población dentro de las áreas naturales protegi-
das de competencia federal.

También se propone el tipificar como delito de responsabi-
lidad de los servidores públicos, para aquellos que por ac-
ción o por omisión consientan o fomenten el desarrollo de
asentamientos humanos irregulares.

¿Y por qué es de trascendencia y de enorme relevancia una
iniciativa para reformar estas disposiciones? Tendremos
que hacer un breve análisis de lo que esto implica, y lo que
implica fundamentalmente es, que se está permitiendo, se
está tolerando, y en muchos de los casos, se está lucrando
electoralmente con este tipo de asentamientos irregulares. 

Lucrando con la necesidad de vivienda que ciertamente
existe en el país, y con el bajo acceso a créditos y finan-

ciamientos, y en muchos de los casos, derivados de la fal-
ta de acceso también a los servicios de seguridad social,
por parte de un alto porcentaje de la población en nuestro
país, pero que es derivado también de la irresponsabilidad
en muchas de las autoridades responsables de cuidar y vi-
gilar que esto deje de presentarse, porque además de que se
significa en una presión extra a nuestro medio ambiente,
viéndolo desde la perspectiva de asentamientos irregulares
que se llevan a cabo en zonas protegidas o en zonas de re-
cuperación, mantos friáticos, canales meándricos, vasos re-
guladores, etcétera, se está permitiendo que los ciudadanos
se instalen en situaciones de alto riesgo y que posterior-
mente puedan sufrir, o un daño en su persona, en sus bie-
nes, o inclusive llegar hasta la muerte.

Como lo hemos venido viendo, lo hemos venido padecien-
do en diferentes zonas del país, hoy estamos también cum-
pliendo dos años prácticamente de los lamentables aconte-
cimientos de Ingrid y Manuel, que devastaron una gran
zona de nuestro territorio, básicamente en Guerrero, Aca-
pulco, en Chiapas, en Michoacán, y que obviamente sus
afectaciones y sus daños generan pérdidas económicas
cuantiosas para nuestro país, y de manera irreversible para
nuestras familias también.

Entonces, simplemente se trata de regular, de brindarle he-
rramientas e instrumentos de mucho mayor eficacia a las
autoridades ambientales para que regulen de manera más
eficaz este tipo de asentamientos, y que no se siga permi-
tiendo que la ciudadanía se sigua instalando en barrancas,
zonas federales que implique un riesgo, y además, una pre-
sión extra para nuestro medio ambiente.

Por tanto, se propone en el artículo 46 que la redacción es-
tablezca que en la superficie total de las áreas naturales
protegidas no podrá autorizarse la fundación de nuevos
centros de población, siendo la Secretaría la responsable de
vigilar que no existan nuevos centros de población dentro
de las áreas naturales protegidas de competencia federal.

El artículo 63, también más adelante, la Secretaría en coor-
dinación con las autoridades estatales, municipales y del
Distrito Federal, así como con los propietarios y poseedo-
res de predios en áreas naturales protegidas, llevarán a ca-
bo acciones que eviten la fundación de nuevos centros de
población.

Artículo segundo. Se adiciona el artículo 420 al Código Pe-
nal Federal para quedar como sigue: Artículo 420. Se pro-
pondrá pena de 3 a 9 años de prisión y de 300 a 3000 días
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de multa al funcionario público que consienta, fomente u
ordene el establecimiento de cualquier asentamiento hu-
mano irregular dentro de barrancas de competencia de la
federación, zonas federales y áreas naturales protegidas.

Artículo tercero. Se adiciona una fracción tercera, reco-
rriéndose en su orden las subsecuentes, hasta la fracción
XXII del artículo 2 de la Ley General de Asentamientos
Humanos para quedar como sigue: 

Artículo 2. Para los efectos de esta ley se entenderá como
asentamiento irregular, persona o grupo de personas esta-
blecidas en un terreno dividido o notificado para fines de
vivienda, sin contar con las autorizaciones expedidas por
las autoridades competentes en términos de la normativi-
dad urbana o ambiental.

Agradezco su atención y pediría una gran responsabilidad
a la comisión que deberá turnarse la presente iniciativa, por
ser un tema de enorme relevancia, sobre todo para la pro-
tección civil de nuestros connacionales ante futuros y cier-
tos, seguramente, hechos naturales que son imposibles de
predecir e imposibles también de evitar. Es cuanto, dipu-
tado presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente, del Código Penal Federal y de la Ley General
de Asentamientos Humanos, suscrita por integrantes del
Grupo Parlamentario del PVEM

Quienes suscriben los diputados federales de la LXIII Le-
gislatura, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, con fundamento en lo dis-
puesto en el artículo 71, fracción II, y 135 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someten a consideración de esta honorable
asamblea, la presente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman los artículos 46 y 63 de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien-
te, se adiciona el artículo 420 Quinquies del Código Penal
Federal y se adiciona la fracción III del artículo 2 reco-
rriéndose los subsecuentes de la Ley General de Asenta-
mientos Humanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Hoy en día los altos índices de asentamientos humanos
irregulares en prácticamente todo el territorio nacional de-

ben considerarse como preocupantes, ya que la gran mayo-
ría de ellos se ubican en zonas vulnerables a fenómenos cli-
máticos o naturales, representando un potencial importan-
te de pérdidas humanas, económicas y degradación
ambiental, así como áreas de especial valor ambiental co-
mo cañadas y barrancas.

Si bien es cierto, dentro del marco normativo nacional se
han desarrollado diversos instrumentos de planeación para
tratar de revertir el desarrollo de asentamientos irregulares
e invasión de predios federales, debemos reconocer que es-
tos esfuerzos se han centrado en temas estrictamente urba-
nísticos e incluso recientemente climatológicos ante el in-
cipiente problema que representa el cambio climático, pero
no se han explorado otras soluciones que vengan a fortale-
cer estas políticas y atender el problema de integralmente.

Lo anterior queda en evidencia cuando se conocen los re-
sultados de las estadísticas en torno al tema, pues a pesar
de que el estado mexicano ha desarrollado e impulsado po-
líticas públicas encaminadas a garantizar el crecimiento ur-
bano organizado y programas de regularización de vivien-
das, las estadísticas y evaluaciones nacionales evidencian
que los mecanismos empleados hasta hoy, no han sido su-
ficientes para poder revertir el problema que representan
los asentamientos irregulares, más aún se reconoce que
muchos de ellos se localizan en zonas de conservación co-
mo barrancas, además de otras vulnerables a efectos cli-
matológicos y que han devenido en los últimos años en im-
portantes pérdidas económicas y humanas.

Muchas investigaciones han concluido que la pobreza per-
mite el desarrollo de clientelismos políticos como detonan-
tes de los asentamientos humanos irregulares e invasión de
zonas de conservación entre las que encontramos a las ba-
rrancas, por ello, esta Iniciativa de Reforma plantea tipifi-
car estas conductas dentro del Código Penal Federal y res-
ponsabilizar a los servidores públicos que por acción u
omisión, provoquen, impulsen o consientan el desarrollo
de asentamientos humanos irregulares.

Actualmente, la población en México es de 112 millones
336 mil 538 habitantes, según el Censo de Población y Vi-
vienda realizado por el Instituto Nacional de Estadística y
Geografía en 2010, lo que ubica como undécimo país más
poblado del mundo. Sin embargo el crecimiento demográ-
fico no ha sido proporcional al desarrollo económico del
país, la población ha sufrido, desde mediados de los años
ochenta, la pérdida de poder adquisitivo. En 1976 el sala-
rio mínimo era de 6 mil 500 pesos, si traemos su valor a pe-
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sos actuales. Para 2011 había bajado a mil 766 pesos, una
pérdida de 73 por ciento. Si bien no todo el personal ocu-
pado percibe el salario mínimo, su aumento es un paráme-
tro que rige el crecimiento de otros salarios. Buena parte de
la estrategia económica de los últimos años ha dependido
de mantener el crecimiento de los salarios por debajo del
aumento de los precios. A diferencia de los años sesenta y
setenta, cuando la meta era crecimiento y empleo, ahora se
tiene como objetivo la reducción del gasto público y de la
inflación.

La pobreza ha jugado un papel determinante para inducir la
instalación de asentamientos humanos irregulares, puesto
que la sociedad busca incrementar su calidad de vida obte-
niendo oportunidades para salir de esta condición. Del mis-
mo modo, se reconoce que las políticas de las décadas de
1980 y 1990, en el rubro de vivienda dieron prioridad al
objetivo económico, con un abandono rápido y progresivo
de la dimensión social, orientándose por la dinámica del
mercado y la búsqueda de la ganancia inmobiliaria. Esto
trajo como consecuencia una constante en el rezago habi-
tacional a nivel nacional, en el futuro los cambios demo-
gráficos se traducirán en un incremento en la demanda de
vivienda, en la densidad poblacional y una mayor actividad
en el mercado de predios. A manera de muestra: la densi-
dad pasará de 57.1 a 75.6 habitantes por kilómetro cuadra-
do entre 2010 y 2040.

Desafortunadamente, la tendencia actual en la demanda de
vivienda y el rezago económico en que se encuentra el pa-
ís han propiciado un alarmante aumento en las viviendas
que se asientan en zonas irregulares, al mes de noviembre
de 2010 la Secretaría de Desarrollo Social dio a conocer
que derivado principalmente de la falta de acceso a crédi-
tos de vivienda, en nuestro país se asientan de manera irre-
gular 80 mil hogares al año. Adicionalmente por medio de
la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Ordenación del
Territorio, se estimó que 77 por ciento de la población en
situación de pobreza se encuentra en hogares cuyo jefe no
está afiliado a los institutos de seguridad social, y por lo
tanto no cuenta con acceso a créditos por ese medio.

Hay que precisar que sólo en algunos municipios y estados
tienen información sobre el número de asentamientos hu-
manos irregulares que tienen, sin embargo no existe infor-
mación fidedigna que contabilice o exponga la situación
del país en esta materia. La parte sureste del país es la más
afectada por este tipo de asentamientos, no obstante, en to-
do el país se tiene esta problemática ya sea en propiedad fe-
deral, privada, urbana o de propiedad ejidal y comunal. Ni

siquiera el Instituto Nacional de Estadística y Geografía,
Inegi, cuenta con información actual de la problemática,
puesto a que no integra en su encuesta nacional si la vi-
vienda se encuentra en suelo regular o irregular, debido a
la naturaleza de la pregunta y el margen de confiabilidad de
las respuestas no sería una manera objetiva de obtener la
información.

Resulta lamentable que las invasiones sean una forma de
escapar de las altas rentas de alquiler y un instrumento de
especuladores, incluyendo los propietarios de los predios.
La lógica de invadir, lleva al individuo a nuevas perspecti-
vas de lucha, de gestión ante los obstáculos que presentan
al momento de llevar a cabo tal acción y donde involucra a
su familia, amigos e inclusive vecinos, lo que produce dis-
tintos procesos de interacción social, que los convierte por
parte de las instituciones Gubernamentales, en centro de
atención para el desarrollo de programas comunitarios que
beneficien a la mayoría del grupo social.

Por ello, se puede establecer que la invasión es un medio
para crear una situación de ilegalidad, con lo que se busca
una cohesión social que permita al grupo organizado que
los poderes públicos tomen a su cargo la necesidad de vi-
vienda que se tiene y dar a ellos atención prioritaria y los
regularicen. El mercado informal  y las invasiones  se han
constituido en el principal mecanismo de acceso al suelo,
según la Comisión Económica para América Latina y el
Caribe, Cepal, en su artículo sobre “Pobreza y acceso al
suelo urbano”, uno de los grandes ejemplos de ellos es la
Ciudad de México en donde se han asentado la mitad de
sus poblaciones bajo mercados ilegales de tierras, sin em-
bargo, esta problemática no sólo debe abordarse desde la
óptica civil en torno al fortalecimiento de programas de re-
gularización, sino también a la prevención de las conduc-
tas incorporando al derecho penal como mecanismos de
control, debido al interés predominante y que debe salva-
guardarse, el general, un trabajo de la Universidad de Bar-
celona sobre los actores que participan en el desarrollo de
los asentamientos irregulares en América Latina, establece
que los grupos de ciudadanos se organizan para llevar a ca-
bo la ocupación ilegal de ciertos predios, por lo que ante la
ocupación los actores públicos, regularmente representa-
dos por las áreas de Gobernación, asumen posiciones con-
tradictorias dentro de los procesos, ya que en un principio
reprimen la invasión, para luego iniciar negociaciones con
los invasores.

En estos actos regularmente se encuentran inmersos grupos
políticos antagónicos en términos locales; sin embargo, le-
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jos de penalizar estas ocupaciones por parte de las autori-
dades los estados han impulsado programas de regulariza-
ción sin aparejar las acciones que impidan el aumento de
los asentamientos.

Por si no fuera poco, el desarrollo y presencia de los asen-
tamientos humanos irregulares representa un grave riesgo
no sólo a la población debido al aumento de su vulnerabi-
lidad, sino también a los ecosistemas ya que el cambio de
los usos del suelo permite la pérdida de cobertura forestal
y la diversidad biológica, además de fomentar la erosión,
pérdida del suelo y los servicios ambientales que brindan
estas áreas.

Todo tipo de asentamiento humano, trae consigo la deman-
da de servicios, al tratarse de asentamientos de carácter
irregular, las autoridades se ven impedidas para brindar los
servicios públicos básicos, lo que redunda en un aumento
al impacto ambiental y el detrimento de las condiciones de
vida de estos núcleos poblacionales, ya que se realiza una
disposición inadecuada de los residuos sólidos de genera-
ción domiciliaria, aumenta la descarga de aguas residuales
en los cuerpos de agua, lo que representa riesgos a la salud
pública de los pobladores y habitantes de las áreas conti-
guas.

Se ha demostrado que las condiciones en que se encuentra
la población dentro de los asentamientos irregulares son las
idóneas para una elevada incidencia y prevalencia de en-
fermedades parasitarias, además de que se encuentra acre-
ditado mediante estudios de salud pública que estos pade-
cimientos, no sólo son frecuentes como infección y como
enfermedad, sino que en ocasiones provocan la muerte o
dejan complicaciones y secuelas; además de daño referen-
te en el área social y económica no solo del individuo que
las padece, sino en lo familiar e institucional, así como en
la productividad del desarrollo social.

Actualmente, la Ley General de Asentamientos Humanos
fija las normas básicas para planear y regular el ordena-
miento territorial de los asentamientos humanos y la fun-
dación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los
centros de población1, asimismo, establece el ordenamien-
to territorial de los asentamientos humanos y el desarrollo
urbano de los centros de población, tenderá a mejorar el
nivel y calidad de vida de la población urbana y rural2.

De forma general esta ley busca ordenar y regular los asen-
tamientos humanos en el territorio nacional, por ello, en su
artículo 40 establece la coordinación entre la Federación,

las entidades federativas y los municipios para reducir y
abatir los procesos de ocupación irregular de áreas y pre-
dios, mediante la oferta de tierra que atienda preferente-
mente, las necesidades de los grupos de bajos ingresos, sin
embargo este objetivo, no se ha logrado y desafortunada-
mente existen nuevos asentamientos humanos irregulares
que afectan las zonas de ocupación.

A estos se considera de gran preocupación el estableci-
miento de asentamientos irregulares en áreas naturales pro-
tegidas y en zonas federales, pues estas deben ser conser-
vadas por la importancia que revisten su objeto de creación
y determinación como zona federal.

Ejemplo de lo anterior, son tres asentamientos humanos
irregulares ubicados en la Reserva de la Biosfera de Mon-
tes Azules, en donde, representantes de Bienes Comunales
de la Zona Lacandona, solicitaron a la Comisión Nacional
de Áreas Naturales Protegidas, la regularización de sus
asentamientos3.

Gracias a que la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente, en el penúltimo párrafo indica que
en las áreas naturales protegidas no podrán autorizarse la
fundación de nuevos centros de población, la Comisión
Nacional de Áreas Naturales Protegidas, negó la regulari-
zación de dichos asentamientos.

Sin embargo, debemos generar acciones que eviten generar
más asentamientos irregulares dentro de las áreas naturales
protegidas y en general dentro de las zonas federales, por
ser de gran importancia ecológica y de conservación para
México.

Por tal situación la presente iniciativa tiene dos objetivos
particulares

• Fortalecer en la Ley General del Equilibrio Ecológico
y la Protección al Ambiente, la prohibición de autorizar
la fundación de nuevos asentamientos humanos en áreas
naturales protegidas, a través de la responsabilidad di-
recta de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, de vigilar que no existan nuevos centros de
población dentro de las áreas naturales protegidas de
competencia Federal.

• Tipificar como delito la responsabilidad de los servi-
dores públicos que por acción u omisión consientan o
fomenten el desarrollo de asentamientos humanos irre-
gulares.
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Con lo anterior, se propone:

• Establecer como responsabilidad directa de la Secreta-
ría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, vigilar
que no existan nuevos centros de población dentro de
las áreas naturales protegidas de competencia federal.

• Coordinación entre la federación, entidades federati-
vas, municipios y propietarios y poseedores de predios,
para evitar nuevos centros de población en áreas natura-
les protegidas.

• Pena de 3 a 9 años de prisión y de 300 hasta 3 mil dí-
as multa (de 21 mil 30 hasta 210 mil 300 pesos), al fun-
cionario público que consienta, fomente u ordene el es-
tablecimiento de asentamientos humanos irregulares.

• Definir asentamientos humanos irregulares, como per-
sona o grupo de personas establecidas en un terreno di-
vidido o lotificado para fines de vivienda, sin contar con
las autorizaciones expedidas por las autoridades compe-
tentes en términos de la normatividad urbana o ambien-
tal.

En atención a lo expuesto, se somete a consideración de es-
ta soberanía, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 46 y 63 de
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente, se adiciona el artículo 420 Quinquies del
Código Penal Federal y se adiciona la fracción III del
artículo 2 recorriéndose los subsecuentes de la Ley Ge-
neral de Asentamientos Humanos

Artículo Primero. Se reforma el penúltimo párrafo del ar-
tículo 46 y penúltimo párrafo del artículo 63 de la Ley Ge-
neral del equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente

Artículo 46. Se consideran áreas naturales protegidas:

I. a XI. …

…

…

…

En la superficie total de las áreas naturales protegidas
no podrá autorizarse la fundación de nuevos centros de

población, siendo la secretaría la responsable de vigi-
lar que no existan nuevos centros de población den-
tro de las áreas naturales protegidas de competencia
federal.

…

Artículo 63. …

…

…

La secretaría en coordinación con las autoridades estatales,
municipales y del Distrito Federal, así como con los pro-
pietarios y poseedores de predios en áreas naturales prote-
gidas, llevarán a cabo acciones que eviten la fundación de
nuevos centros de población.

…

Artículo Segundo. Se adiciona un artículo 420 Quinquies,
al Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 420 Quinquies. Se impondrá pena de tres a
nueve años de prisión y de trescientos a tres mil días
multa, al funcionario público que consienta, fomente u
ordene el establecimiento de cualquier asentamiento
humano irregular dentro de barrancas competencia de
la federación, zonas federales y áreas naturales protegi-
das.

Artículo Tercero. Se adiciona una fracción III recorrién-
dose en su orden las subsecuentes hasta la fracción XXII
del Artículo 2 de la Ley General de Asentamientos Huma-
nos, para que dar como sigue:

Artículo 2o. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

I. a II. …

III. Asentamiento humano irregular: Persona o grupo de
personas establecidas en un terreno dividido o lotifica-
do para fines de vivienda, sin contar con las autoriza-
ciones expedidas por las autoridades competentes en
términos de la normatividad urbana o ambiental.

IV. a XXII. …
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Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Secretaría de Medio Ambiente en un plazo no
mayor a 180 días, deberá realizar las adecuaciones en el
Reglamento de la Ley General del Equilibrio Ecológico en
Materia de Áreas Naturales Protegidas.

Notas

1 Fracción II del artículo 1 de la Ley General de Asentamientos Hu-
manos.

2 Artículo 3 de la Ley General de Asentamientos Humanos.

3 http://www.conanp.gob.mx/difusion/comunicado.php?id_subconte-
nido=264

Dada en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 días de septiembre
de 2015.— Diputados: Arturo Álvarez Angli, Adriana Sarur Torre,
Alex le Barón González, Alma Lucía Arzaluz Alonso, Cándido Ochoa
Rojas, Cirilo Vázquez Parissi, Claudia Villanueva Huerta, Daniela de
los Santos Torres, Enrique Zamora Morlet, Evelyng Soraya Flores Ca-
rranza, Francisco Alberto Torres Rivas, Javier Octavio Herrera Borun-
da, Jesús Sesma Suárez, Jorge Álvarez López, Jorgina Gaxiola Leza-
ma, José Alberto Couttolenc Buentello, José Antonio Arévalo
González, José Refugio Sandoval Rodríguez, Juan Antonio Meléndez
Ortega, Juan Manuel Celis Aguirre, Laura Nereida Plascencia Pache-
co, Lía Limón García, Lorena Corona Valdés, Luis Ignacio Avendaño
Bermúdez, María Ávila Serna, Omar Noé Bernardino Vargas, Paloma
Canales Suárez, Quirino Ordaz Coppel, Remberto Estrada Barba, Sa-
sil Dora Luz de León Villard, Sharon María Cuenca Ayala, Sofía Gon-
zález Torres, Virgilio Mendoza Amezcua, Wendolin Toledo Aceves
(rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Álvarez. Túrnese a las Comisiones
Unidas de Medio Ambiente y Recursos Naturales y de
Justicia, para dictamen.

La diputada Laura Nereida Plascencia Pacheco (desde
la curul): Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido allá en la curul de la diputada Laura Plascencia.

La diputada Laura Nereida Plascencia Pacheco (desde
la curul): Gracias, presidente, con su venia. Arturo Álvarez,
felicidades compañero diputado, por la exposición. Solici-
to se me permita suscribir la iniciativa, ya que es un tema
importante a nivel nacional y efectivamente estamos ha-
blando de la seguridad de cada uno de los mexicanos. Gra-
cias.

El diputado Arturo Álvarez Angli (desde la curul): No
tengo inconveniente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Si el diputado Álvarez, nos está diciendo que no tiene in-
conveniente alguno. Entonces como lo hemos acostumbra-
do está a disposición de quienes quieran suscribirla aquí en
la Secretaría de la Mesa Directiva, diputada Plascencia, y
quienes así lo deseen. Gracias.

Damos la bienvenida a estudiantes de la Facultad de Dere-
cho y de Finanzas, del Tecnológico de Monterrey, Campus
Monterrey. Invitados por el diputado Gustavo Madero Mu-
ñoz. Así, como al ciudadano Enrique Alonso Plascencia,
presidente municipal electo de Tlaquitenango y ciudadano
Víctor Hugo Bobadilla, presidente municipal electo de
Ocuituco, ambos del estado de Morelos. Invitados por la
diputada Blanca Margarita Cuata Domínguez. También a
los presidentes municipales electos de Degollado, Atoto-
nilco el Alto, Tototlán y Jamay, pertenecientes al estado de
Jalisco. Invitados por el diputado Ramón Bañales Arambu-
la. Bienvenidas, bienvenidos todos.

LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A
LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora el uso de la palabra, por cinco minutos, la
diputada Blanca Margarita Cuata Domínguez, del Grupo
Parlamentario de Morena, para presentar iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 7o. de la Ley
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca Gubernamental.

La diputada Blanca Margarita Cuata Domínguez: Bue-
nas tardes, compañeras y compañeros. Con su venia, señor
presidente. La transparencia es una característica que debe
acompañar a cualquier acto en el que se vea involucrada la
aplicación y administración de recursos públicos.
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Es en sí un valor que no debe faltar en la concepción de la
democracia de un país. La transparencia y rendición de
cuentas involucran la confianza de un pueblo hacia sus go-
bernantes.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
en su artículo 6o. establece, entre otras cosas, que toda la
información en posesión de cualquier autoridad, entidad,
órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo
y Judicial; órganos autónomos, partidos políticos, entre
otros, que reciban y ejerzan recursos públicos o realicen
actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal,
es pública y solo podrá ser reservada temporalmente por
razones de interés público y seguridad nacional.

Asimismo, existen leyes secundarias y reglamentos que
emanan de los principios dictados por el artículo 6o. cons-
titucional e imponen la normatividad en el tema de trans-
parencia y rendición de cuentas como lo son la Ley Fede-
ral de Transparencia y Acceso a la Información Pública
Gubernamental y su reglamento, los cuales prevén la obli-
gación de que los padrones de beneficiarios de programas
sociales sean públicos y la información contenida sea cla-
ra, actualizada y de fácil acceso en las páginas de internet
de las dependencias que los tienen a su cargo.

Sabemos que uno de los mecanismos por medio de los cua-
les el gobierno está facultado para distribuir recursos y sub-
sidios hacia la población vulnerable de nuestro país son los
diferentes tipos de programas sociales.

Actualmente en el Anexo 25 del PEF 2015, existen 96 pro-
gramas sociales sujetos a reglas de operación, mismos que
están distribuidos para su operación y administración en 16
dependencias del Ejecutivo federal y que en su conjunto
suman más de 349 mil millones de pesos para el ejercicio
presupuestal de 2015.

Por lo anterior es de suma importancia avanzar en el tema de
transparencia de los padrones de beneficiarios, ya que ésta
no solamente es útil y necesaria para la aplicación de los re-
cursos, sino también para la planeación y evaluación que
permite contar con información confiable para la toma de
decisiones en materia presupuestal y de políticas públicas.

Por otro lado, derivado de un ejercicio práctico realizado y
documentado sobre los portales de internet, de diversas de-
pendencias del gobierno federal que operan programas so-
ciales sujetos a reglas de operación, se confirmó que en la
mayor parte de las mismas no se encuentran actualizados

los padrones de beneficiarios, y en los casos en que sí son
publicados dichos padrones, los formatos no son homogé-
neos con otras dependencias.

La información es confusa, se encuentran formatos vacíos
y en algunos casos es muy difícil encontrar los vínculos
electrónicos o links que permitan su fácil y rápida localiza-
ción, además de que en otros casos la información está tan
fragmentada, sin posibilidad de agrupación, que práctica-
mente es imposible su manejo, con fines de revisión, com-
paración, escrutinio o de cualquier otra índole, situación
que contradice cualquier principio de transparencia y ren-
dición de cuentas.

En ese mismo orden de ideas la falta de transparencia en
los padrones de beneficiarios no es un problema menor y sí
uno que detona otras problemáticas en cascada y terminan
debilitando la credibilidad de la población hacia los Pode-
res de la Unión, que somos actores fundamentales en este
proceso y lacera profundamente la legitimidad de los mis-
mos.

Tenemos la oportunidad en esta legislatura, de destacar
nuestra actuación promoviendo la transparencia en este te-
ma, en este tema tan trascendental. Es momento de confir-
mar el compromiso con nuestros representados, de tal suer-
te que promovamos la mejora de los ordenamientos que
pudiera contener ambigüedades que permiten la actuación
discrecional. Es cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 7o. de la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública Guberna-
mental, a cargo de la diputada Blanca Margarita Cuata Do-
mínguez, del Grupo Parlamentario de Morena

Blanca Margarita Cuata Domínguez, integrante de la LXIII
Legislatura del Congreso de la Unión y del Grupo Parla-
mentario de Morena, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como el artículo 6, fracción I, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a la conside-
ración del pleno de esta asamblea la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 7 de
la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La transparencia es una característica que debe acompañar
a cualquier acto en el que se vea involucrada la aplicación
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y administración de recursos públicos, es en sí, un valor
que no debe faltar en la concepción de la democracia de un
país, la transparencia y rendición de cuentas involucran la
confianza insoslayable de un pueblo hacia sus gobernantes,
mismos, que tienen la obligación de valorar ese acto de fe
que la ciudadanía entrega en cada proceso electoral en los
que la sociedad busca entre otras cosas, la corresponden-
cia de parte de sus elegidos, hacia sus legítimas aspira-
ciones de bienestar con altos índices de probidad desde el
gobierno.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
en su artículo sexto establece que: “Toda la información en
posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organis-
mo de los poderes ejecutivo, legislativo y judicial, órganos
autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos pú-
blicos, así como de cualquier persona física, moral o sindi-
cato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de
autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pú-
blica y solo podrá ser reservada temporalmente por razones
de interés público y seguridad nacional, en los términos
que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho de-
berá prevalecer el principio de máxima publicidad…”

Asimismo, existen leyes secundarias y reglamentos que
emanan de los principios dictados por el artículo sexto
constitucional e imponen la normatividad en el tema de
transparencia y rendición de cuentas como lo son la Ley
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca Gubernamental y su Reglamento, la Ley Federal de Res-
ponsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos
y entre otros ordenamientos, el Presupuesto de Egresos de
la Federación. Los cuales prevén la obligación de que los
padrones de beneficiarios de programas sociales sean pú-
blicos y la información contenida sea clara actualizada y de
fácil acceso en las páginas de internet de las dependencias
que los tienen a su cargo.

Sabemos que uno de los mecanismos por medio de los cua-
les, el Gobierno está facultado para distribuir recursos y
subsidios hacia la población vulnerable de nuestro país,
son los diferentes tipos de programas que son clasificados
de acuerdo a sus alcances y finalidad como lo son: los pro-
gramas sociales y otros programas de subsidio mismos,
que fueron diseñados para atender diversos ámbitos como
la educación, salud, alimentación, vivienda y autoempleo
entre otros.

Dentro de los programas sociales, se encuentran aquellos
que son clasificados como sujetos a reglas de operación y

que están consignados tradicionalmente en el anexo 25 del
Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación de ca-
da ejercicio fiscal.

Actualmente en dicho anexo, existen 96 programas socia-
les sujetos a Reglas de Operación, que están distribuidos
para su operación y administración en 16 dependencias del
Ejecutivo federal y que en su conjunto suman la cantidad
de 349 mil 467.9 millones de pesos para el ejercicio presu-
puestal de 2015, en este sentido el presupuesto para este ru-
bro varía cada año de acuerdo a la solicitud y justificación
del propio gobierno federal y su correspondiente autoriza-
ción por parte del Poder Legislativo en el Presupuesto de
Egresos de la Federación.

Como vemos, el presupuesto que se destina para los pro-
gramas sociales no es de ninguna manera despreciable y
por lo tanto, debe contar con un seguimiento no solamente
financiero y cuantitativo sino cualitativo, con altos índices
de transparencia y rendición de cuentas por lo que es nece-
sario, la implementación de medidas precisas que permitan
su medición, eficiencia y eficacia desde el punto de vista
del control de la entrega de los subsidios por medio de pa-
drones de beneficiarios sin duplicidades y estructurados de
tal forma, que no permitan la manipulación política o de in-
tereses personales.

Por lo anterior, es de suma importancia avanzar en el tema
de transparencia de los padrones de beneficiarios, ya que la
transparencia no solamente es útil y necesaria para la apli-
cación de los recursos sino también para la planeación y
evaluación que permite contar con información confiable
para la toma de decisiones en materia presupuestal y de po-
líticas públicas, ya que gracias a la estadística se ha podido
tener una estimación de la pobreza en diversos sitios y lo-
calidades a lo largo y ancho de nuestro México, lo que ha
sido factor fundamental para determinar el ingreso de la
población y en ocasiones su permanencia en los programas
sociales.

Cabe mencionar que los datos que presentan organismos
como el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de
Desarrollo Social sobre la cobertura de los programas so-
ciales están en función del número de personas de la po-
blación objetivo atendidas, su género, edad o alguna otra
variable, sin embargo no realiza evaluaciones que precisen
contar con la identificación de las personas beneficiadas,
de tal manera que de forma natural dichas evaluaciones son
evaluaciones puramente cuantitativas y siempre depende-
rán de la información disponible que posean las dependen-
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cias del Ejecutivo Federal que en muchos casos está desfa-
sada por lo menos 6 meses, lo que constriñe la posibilidad
de asociar las metas cumplidas con la identificación por
nombre y apellido o razón social de los beneficiarios con el
fin de relacionar la eficiencia de los programas con la co-
rrecta aplicación de los recursos en función de la no dupli-
cidad de los beneficiarios en aquellos programas que por su
naturaleza son excluyentes.

Reconocemos que el contar con un padrón único de bene-
ficiarios que pudiera servir como un modelo universal a ni-
vel nacional, donde se compartieran no solo los datos ge-
nerales, abiertos, actualizados y homogéneos de los
beneficiarios sino también el estatus de sus solicitudes y
los montos de los subsidios así como la facilidad de verifi-
car los posibles cruces de beneficiarios con respecto a to-
dos los programas sociales del país, es un problema que no
es fácil de resolver, sin embargo a pesar de que los ordena-
mientos correspondientes, si estipulan las obligaciones y
posibles sanciones por incumplimiento, no se ha notado
que se efectúen acciones encaminadas a atender y observar
cabalmente las obligaciones impuestas por dichos ordena-
mientos y mucho menos, la aplicación de las sanciones
previstas en la Ley Federal de Responsabilidades Adminis-
trativas de los Servidores Públicos, por lo que al final los
perjudicados son siempre los mismos: la ciudadanía y, la
transparencia y rendición de cuentas.

Es ese orden de ideas, es una realidad la recurrente prácti-
ca casi generalizada de falta de observancia del marco le-
gal y se asume que es causada por la falta de sanciones por
incumplimiento a los ordenamientos en esta materia, lo que
minimiza los esfuerzos que bajo honrosas excepciones al-
gunas dependencias llevan a cabo en el cumplimiento de
una transparencia total, en la que no solo se debe cumplir
con publicar la información de los padrones de beneficia-
rios de los programas, sino que debe ser de forma homo-
génea y suficiente, es decir en formatos únicos en todas las
dependencias y a niveles de detalle que no sean tan globa-
les ni tan atomizados que no permitan ningún ejercicio de
revisión, comparación, escrutinio o de otra índole.

Existen estudios muy serios de organizaciones de la socie-
dad civil que han demostrado con información oficial, que
algunos programas sociales no solamente no son eficientes
sino que también son opacos en su operación y rendición
de cuentas, ya que por ejemplo Gesoc, AC, realiza un estu-
dio anualmente denominado Indep, en el que utilizando ci-
fras de la cuenta pública de diferentes dependencias del
Ejecutivo federal de 2013, consignó que existen dependen-

cias que no identifican a su población potencialmente be-
neficiaria y en su conjunto operaron 49 programas públicos
que tuvieron un presupuesto para el ejercicio 2013 de
55,952 millones de pesos y peor aún, 10 dependencias que
operaron 44 programas con una clasificación de totalmen-
te opacos por no proporcionar información ni en la cuenta
pública, ni en los informes trimestrales al Congreso, ni en
las matrices de indicadores para resultados publicadas por
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en el portal de
Transparencia Presupuestaria. Dichos programas contaron
con un presupuesto para ese año de 57 mil 501 millones de
pesos y ante la falta de información fueron considerados
por ésta organización de la sociedad civil, como las cajas
negras de la administración pública en materia de opera-
ción y aplicación de recursos en programas sociales.

Asimismo, la Organización de la Sociedad Civil Transpa-
rencia Mexicana, en el marco del convenio de colaboración
que esa organización tiene con el Programa de las Nacio-
nes Unidas para el Desarrollo (PNUD) desarrolló una he-
rramienta informática de internet denominada Ipro o “Ini-
ciativa para el fortalecimiento de la institucionalidad de los
programas sociales en México”, la cual, en base a informa-
ción de los programas sociales que operan y que de mane-
ra voluntaria registran las dependencias del Ejecutivo fede-
ral, califica por medio de una serie de atributos y criterios
mínimos de institucionalidad de la política social. Dentro
del atributo “Mecanismos de Transparencia y Rendición de
Cuentas” de esa iniciativa, se encuentran las variables: “pa-
drón de beneficiarios” y “padrones de beneficiarios públi-
cos”, que muestran que el 88 por ciento de los programas
sociales operados por dependencias federales reportan te-
ner padrones de beneficiarios y de esas dependencias el
78.7 por ciento reportan hacer públicos sus padrones de be-
neficiarios.

Lo anterior, contrasta con un ejercicio práctico realizado y
documentado, sobre los portales de internet de diversas de-
pendencias del gobierno federal que operan programas so-
ciales, donde se confirmó que en la mayor parte de las mis-
mas, no se encuentran actualizados los padrones de
beneficiarios y en los casos en que si son publicados dichos
padrones: los formatos no son homogéneos con otras de-
pendencias, la información es confusa con nombres de pro-
gramas que no son los de 2014 por lo que la información
no está actualizada, se encuentran formatos vacíos y en al-
gunos casos es muy difícil encontrar los vínculos electró-
nicos o links que permitan su fácil y rápida localización,
además de que en otros casos la información está tan ato-
mizada sin posibilidad de agrupación que prácticamente es
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improcedente su manejo con fines de revisión, compara-
ción, escrutinio o de cualquier otra índole, situación que
contradice cualquier viso de transparencia y rendición de
cuentas en materia de padrones de beneficiarios propia-
mente dicha.

Asimismo, es importante señalar que el Centro de Estudios
Sociales y de Opinión Pública, CESOP, de la honorable
Cámara de diputados elaboró el documento denominado
“Integración y concatenación de padrones de beneficiarios
como factores de transparencia y rendición de cuentas”.

En dicho estudio se señala entre otras cosas, que en cuanto
a la problemática que refiere la instrumentación de los pro-
gramas sociales, ésta se relaciona con los puntos que inte-
gran su institucionalidad y en ella destacan entre otros, los
siguientes puntos.

• Falta de transparencia en los trámites, en la gestión de
los recursos y en el otorgamiento de los apoyos de los
Programas Sociales.

• Los padrones de beneficiarios presentan irregularida-
des tales como discrecionalidad en la asignación de los
recursos, procesos de selección, de beneficiarios dife-
rente a lo establecido en las reglas de operación de cada
programa. Lo que origina que los recursos se distraigan
para fines ajenos a la política social y sobre todo en el
hecho de que estos no atienden a su población objetivo.

• Los problemas mayores en materia de rendición de
cuentas y transparencia se presentan en las políticas so-
ciales que quieren hacer los estados, pues muchas veces
no existen padrones públicos, no existen las reglas de
operación y no hay informes acerca de cómo se han uti-
lizado los recursos públicos.

Por otro lado, en cuanto a la importancia de los padrones
de beneficiarios de programas sociales para el ejercicio de
transparencia y rendición de cuentas el CESOP señala que:

En materia de transparencia y rendición de cuentas, la exis-
tencia de los padrones de beneficiarios de los subsidios que
la administración pública distribuye, y que estos sean pú-
blicos, constituye un factor fundamental para el combate a
la corrupción y las conductas clientelares. Representa tam-
bién un mecanismo de información para los ciudadanos en
cuanto al cumplimiento de los objetivos de los programas
sociales y en cuanto al desempeño, planes de acción, con-

ducta y resultado de los servidores públicos encargados de
su instrumentación.

Este compromiso permite a los ciudadanos identificar po-
sibles anomalías en la forma en que los programas proce-
den en la distribución de los fondos públicos, tanto en lo
que se refiere a los beneficiarios específicos como en tér-
minos de padrones de distribución más generales.

Con la finalidad de evaluar las duplicidades de atención a
los beneficiarios de los mismos, desde 2002, el decreto de
Presupuesto de Egresos de la Federación estableció la ne-
cesidad de realizar un cruce de padrones o listado de bene-
ficiarios de los Programas del gobierno federal.

Sin embargo aunque se establece por ley y aunque ha ha-
bido un avance significativo en materia de apertura guber-
namental en la publicación oportuna de ciertos datos sobre
el destino de los programas de subsidios, una segunda in-
terrogante se refiere a la calidad de los datos difundidos. Es
decir, ciertas estrategias en términos de divulgación de da-
tos permiten mayor acceso público que otras. En efecto, al-
gunas acciones de apertura gubernamental son tan limita-
das que carecen de la combinación de acceso, consistencia
y confiabilidad que se requiere para la rendición de cuen-
tas.

Así, en el caso de los padrones de beneficiarios, más allá
de solo enlistar los nombres de los mismos, la calidad de
los datos públicos refiere otros problemas transversales co-
mo la inconsistencia en la presentación e imprecisión con
respecto a quienes son los beneficiarios y cuanto reciben.

Derivado de lo anterior, desde 2006, el Ejecutivo federal,
expidió el decreto por el que se crea el sistema integral de
información de padrones de programas gubernamentales,
publicado en el diario oficial de la federación, sistema que
actualmente es administrado y operado por la Unidad de
Evaluación de la Gestión y el Desempeño Gubernamental
(UEGDG) a efecto de consolidar en una base de datos la
información que indique de manera confiable a los benefi-
ciarios de los diferentes Programas del Gobierno Federal
que entregan algún tipo de apoyo o subsidio, para determi-
nar los elementos comunes entre ellos y con ello, estar en
posibilidad de evaluar el impacto, la eficacia y la cobertu-
ra de los mismos.

Sin embargo, aun con estas acciones, sigue siendo un pen-
diente la consolidación del Sistema Integral de Informa-
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ción de Padrones de Programas Gubernamentales y el Pa-
drón Único de Beneficiarios de los programas sociales co-
mo los de la Sedesol.

Este hecho pone sobre la mesa de discusión las limitantes
institucionales para llevar a cabo este seguimiento, entre
las cuales destacan;

• Cada dependencia gubernamental y cada programa
tiene su propia manera de organizar y divulgar la infor-
mación oficial relativa a sus padrones de beneficiarios.

• La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública Gubernamental no establece normas
mínimas con respecto a la calidad y la consistencia de la
información oficial.

• Los datos acerca de los beneficiarios no revelan en for-
ma consistente cuanto reciben las personas y las organi-
zaciones beneficiarias de cada programa.

• No existe un marco homogéneo para la integración de
padrones.

Lo anterior, entre otros temas de relevancia fue puntualiza-
do por el CESOP en el estudio referido anteriormente.

En ese mismo orden de ideas, la falta de transparencia en
los padrones de beneficiarios no es un problema menor y si
uno, que detona otras problemáticas en cascada, y terminan
debilitando la credibilidad de la población hacia los Pode-
res de la Unión que somos actores fundamentales en este
proceso y lacera profundamente, la legitimidad de los mis-
mos. Estas problemáticas son entre otras: la multicitada
posible duplicidad de beneficiarios en los programas que
por su naturaleza son excluyentes, lo que impide dar la
oportunidad a más ciudadanos de obtener subsidios para
mejorar sus condiciones de vida. Por otro lado esta proble-
mática también, despierta el sentimiento en la población de
que se favorecen a personas o grupos de persona que ni lo
necesitan y ni lo aprovechan, sino que lo utilizan para aten-
der intereses personales o de grupo y lo relacionan con pre-
ferencias políticas, esta situación al final, representa una
forma de favoritismo para unos o discriminación para
otros, dependiendo el caso, siendo lo anterior un flagelo re-
al que hace dudar en general de la legitimidad de los go-
bernantes; otro problema relacionado con la falta de trans-
parencia y claridad en los padrones de beneficiarios de los
programas sociales, es la percepción de que la duplicidad
de beneficiarios, eleva la aparente necesidad de adquirir un

volumen mayor de bienes y servicios para su distribución,
lo que incrementa el gasto público, más no la eficiencia y
eficacia en el cumplimiento del objetivo principal de cada
programa social.

El soslayo de la importancia del ejercicio de la transparen-
cia en la administración pública, es un obstáculo que impi-
de a los ciudadanos estar más y mejor informados para
ejercer sus derechos y acceder a los apoyos distribuidos por
medio de programas sociales, lo que representa un retroce-
so y muy marcado bloqueo y transgresión a las diferentes
leyes y reglamentos en la materia.

Tenemos la oportunidad en esta legislatura, de redondear
nuestra actuación promoviendo la transparencia en este te-
ma tan trascendental, es momento de confirmar nuestro
compromiso con nuestros representados de tal suerte que
promovamos la mejora en los ordenamientos que pudieran
contener ambigüedades que permiten la actuación discre-
cional descrita en los párrafos anteriores.

Por lo anterior, de aprobarse la presente iniciativa que
muestra las adiciones y reformas necesarias para contribuir
al fortalecimiento del marco jurídico correspondiente, pre-
cisando con mayor claridad la periodicidad, formato, ho-
mogeneidad, observancia obligatoria y aplicación de san-
ciones entre otros conceptos, al mismo tiempo estaremos
robusteciendo la legitimidad del Poder Legislativo al eli-
minar las ambigüedades que pueden ser las causas de la
falta de cumplimiento por parte de los ejecutores y opera-
dores de programas sociales en materia de Transparencia y
Rendición de Cuentas sobre padrones de beneficiarios abo-
nando también a la eficiencia, eficacia, economía y objeti-
vidad en la aplicación de recursos públicos y probidad en
la actuación de los encargados de la operación de progra-
mas sociales en nuestro País.

Por lo motivado y fundado, someto a la consideración de la
honorable asamblea, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 7 de la Ley Fe-
deral de Transparencia y Acceso a la Información Pú-
blica Gubernamental

Artículo Primero. Se reforma la fracción XII recorriéndo-
se en su orden progresivo las demás fracciones de la XIII a
la XVIII así como la adición de un tercer, cuarto, quinto,
sexto, séptimo y octavo párrafos al artículo 7 de la Ley Fe-
deral de Transparencia y Acceso a la Información Pública
Gubernamental, para quedar como sigue:
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Artículo 7.

I. a XI. …

XII. Con el fin de homogenizar la información y el
formato de contenido de la misma y en términos de
los artículos 9 y 12 de esta ley, los sujetos obligados
deben publicar en sus páginas de internet los respec-
tivos padrones de beneficiarios de los programas so-
ciales que operan en cada ejercicio fiscal, por lo que
la información a publicar deberá contener por lo me-
nos los siguientes datos de manera actualizada y en
el orden y acomodo que de forma horizontal deberán
conservar, pudiendo ser complementada por los da-
tos previstos en el artículo 19 del Reglamento de es-
ta ley:

En los casos de subsidios o apoyos para personas fí-
sicas:

• Curp

• RFC

• Sexo

• Ramo administrativo del beneficio (Según el ca-
tálogo de la SHCP)

• Identificador del programa presupuestario (Se-
gún el catálogo de la SHCP)

• Entidad federativa

• Clave de la Entidad Federativa o Distrito Fede-
ral (Según el Inegi)

• Municipio o Delegación

• Clave del Municipio o Delegación (según el In-
egi)

Para los casos en que aplique, la información ante-
rior deberá coincidir con los datos vertidos en el
Cuestionario Único de Información Socioeconómica.

En los casos de subsidios o apoyos para personas mo-
rales:

• Nombre o razón social

• Dirección de la persona moral

• Código postal

• Número de escritura notarial

• RFC de la persona moral

• Entidad federativa

• Clave de la Entidad Federativa o Distrito Fede-
ral (según el Inegi)

• Municipio o delegación

• Clave del municipio o delegación (según el In-
egi)

• Nombre del apoderado o representante legal

• Apellido Paterno del apoderado o representan-
te legal

• Apellido Materno del apoderado o representan-
te legal

• RFC del apoderado o representante legal

• Curp del apoderado o representante legal

• Ramo administrativo, del beneficio (Según el
catálogo de la SHCP)

• Identificador del programa presupuestario (Se-
gún el catálogo de la SHCP)

XIII. Las concesiones, permisos o autorizaciones otor-
gados, especificando los titulares de aquéllos;

XIV. a XVIII. …

La información a que se refiere este Artículo deberá publi-
carse de tal forma que facilite su uso y comprensión por las
personas, y que permita asegurar su calidad, veracidad,
oportunidad y confiabilidad. Las dependencias y entidades
deberán atender las recomendaciones que al respecto expi-
da el Instituto.

Con el fin de que las personas tengan fácil acceso a la
información de padrones de beneficiarios de programas
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sociales y logren el uso y comprensión de dicha infor-
mación, acorde con la fracción XII de este artículo, se-
rá de estricta observancia que los sujetos obligados
pongan a la disposición de la ciudadanía en los térmi-
nos de esta ley, la información de los padrones de bene-
ficiarios de programas sociales en formatos de hoja de
cálculo en las versiones más comunes que existan en el
mercado y de uso corriente en el país, con el objeto de
que la población en general tenga la posibilidad de rea-
lizar cualquier tipo de análisis sobre la misma.

La información sobre padrones de beneficiarios que
publicarán los sujetos obligados que operan programas
sociales, deberá tener el nivel de detalle que posibilite la
agrupación por municipio o delegación y entidad fede-
rativa.

Los sujetos obligados que operen programas sociales
deberán tener en sus páginas principales de internet,
etiquetas que identifiquen claramente los vínculos elec-
trónicos que correspondan a la información de los pa-
drones de beneficiarios, confrontas de los mismos y su
historial en términos de éste artículo.

Asimismo, se establece como obligatorio que la periodi-
cidad de actualización de la información de los padro-
nes de beneficiarios de programas sociales que los suje-
tos obligados publiquen, será trimestral en
concordancia con el artículo 19 del reglamento de esta
Ley; la inobservancia a esta determinación será motivo
de la aplicación de lo previsto en el titulo segundo capí-
tulos I y II de la Ley Federal de Responsabilidades de
los Servidores Públicos y aquellas que se relacionen con
esta materia.

Los sujetos obligados que operen programas sociales,
deberán llevar a cabo las confrontas de los padrones o
listados de los programas a su cargo con el propósito de
identificar, si las hubiere, las concurrencias y/o duplici-
dades de beneficiarios o derechohabientes y señalar si,
en su caso, existe improcedencia legal de la concurren-
cia o duplicidad de los registros.

Los sujetos obligados que operen programas sociales
deberán informar los resultados de la identificación de
las concurrencias y o duplicidades, así como de las ac-
ciones de depuración de los padrones de beneficiarios
de sus programas a la Secretaría, y a la Función Públi-
ca, a más tardar el 15 de noviembre de cada ejercicio
fiscal, conforme al procedimiento que establezca el Ma-

nual de Operación del Sistema Integral de Información
de Padrones de Programas Gubernamentales. Dicha in-
formación será publicada por las dependencias, entida-
des y la Función Pública, en sus respectivas páginas de
Internet en términos del párrafo quinto de este artícu-
lo.

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de septiembre de
2015.— Diputada Blanca Margarita Cuata Domínguez (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada. Túrnese a la Comisión de Transpa-
rencia y Anticorrupción, para dictamen.

Acabamos de recibir propuestas, acuerdos de la Junta de
Coordinación Política; proceda la secretaría a dar lectura a
dichos acuerdos.

ACUERDOS DE LOS ÓRGANOS DE GOBIERNO

La Secretaria diputada Ana Guadalupe Perea Santos:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.— Jun-
ta de Coordinación Política.

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política por el que se
solicita a la Secretaría de Gobernación instalar un mesa de
diálogo con los habitantes de San Lucas Tulcingo y de co-
munidades aledañas del municipio de Tochimilco, Puebla,
que se asumen afectados por el paso del gasoducto Tlaxa-
cala-Morelos y que demandan una consulta previa, cultu-
ralmente adecuada, informada y de buena fe sobre dicho
proyecto.

La Junta de Coordinación Política de la Cámara de Dipu-
tados, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 33,
numeral 1, de la Ley Orgánica del Congreso General de los
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Estados Unidos Mexicanos, presenta a consideración del
Pleno el siguiente:

Acuerdo

Único. Se solicita a la Secretaría de Gobernación instalar
una mesa de diálogo con los habitantes de San Lucas Tul-
cingo y de comunidades aledañas del municipio de Tochi-
milco, Puebla, que se asumen afectados por el paso del ga-
soducto Tlaxcala-Morelos, y que demandan una consulta
sobre dicho proyecto. Asimismo, se solicita a la secretaría
que, en el marco de esta mesa de diálogo, se estudie la si-
tuación legal de Eusebio Aguilar Torres, Avelino Vázquez
Tapia, Juan Carlos Flores Solís, Adela Ramos Villalba y
Alejandro Torres Chocolatl, ciudadanos de la localidad de
San Lucas Tulcingo, municipio de Tochimilco, Puebla,
quienes han sido objeto de acciones legales por haber re-
clamado la realización de consultas sobre dicha obra.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de septiembre de
2015.— Diputado César Octavio Camacho Quiroz (rúbrica), Presiden-
te y Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional; diputado Marko Antonio Cortés Mendoza (rúbrica p.a.),
Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional;
diputado Francisco Martínez Neri (rúbrica p.a.), Coordinador del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática; diputado
Jesús Sesma Suárez (rúbrica p.a.), Coordinador del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Verde Ecologista de México; diputada Norma Rocío
Nahle García (rúbrica), Coordinadora del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento de Regeneración Nacional; diputado José Clemente Castañe-
da Hoeflich (rúbrica p.a.), Coordinador del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano; diputado Luis Alfredo Valles Mendoza (rúbri-
ca), Coordinador del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza; diputado
Alejandro González Murillo (rúbrica), Coordinador del Grupo Parla-
mentario del Partido Encuentro Social.»

———————— o ————————

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.— Jun-
ta de Coordinación Política.

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política por el que se
exhorta al titular de la Comisión Nacional de Cultura Físi-
ca y Deporte, para que instrumente las acciones pertinen-
tes, a fin de otorgar los apoyos necesarios para los atletas,
sus entrenadores y equipos de trabajo.

La Junta de Coordinación Política de la Cámara de Dipu-
tados, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 33,

numeral 1, de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, presenta a consideración del
Pleno el siguiente:

Acuerdo

Único. Se exhorta a la Comisión Nacional de Cultura Físi-
ca y Deporte para que suscriba los acuerdos necesarios, y
refuerce los procesos de coordinación con las dependen-
cias de gobierno, así como con los sectores social y priva-
do, con el objeto de reestablecer los apoyos a los que los
atletas y equipos de trabajo tengan derecho, particularmen-
te a los que se encuentran actualmente en competencias na-
cionales e internacionales.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de septiembre de
2015.— Diputado César Octavio Camacho Quiroz (rúbrica), Presiden-
te y Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional; diputado Marko Antonio Cortés Mendoza (rúbrica p.a.),
Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional;
diputado Francisco Martínez Neri (rúbrica p.a.), Coordinador del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática; diputado
Jesús Sesma Suárez (rúbrica p.a.), Coordinador del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Verde Ecologista de México; diputada Norma Rocío
Nahle García (rúbrica), Coordinadora del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento de Regeneración Nacional; diputado José Clemente Castañe-
da Hoeflich (rúbrica p.a.), Coordinador del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano; diputado Luis Alfredo Valles Mendoza (rúbri-
ca), Coordinador del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza; diputado
Alejandro González Murillo (rúbrica), Coordinador del Grupo Parla-
mentario del Partido Encuentro Social.»

———————— o ————————

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.— Jun-
ta de Coordinación Política

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política por el que se
exhorta a la Secretaría de Salud y a los gobiernos de las en-
tidades federativas, a fin de intensificar las acciones de pre-
vención de la transmisión vertical del VIH, y asegurar el
tratamiento de los neonatos infectados.

La Junta de Coordinación Política de la Cámara de Dipu-
tados, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 33
numeral 1, de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, presenta a consideración del
Pleno el siguiente:
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Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente a la Secretaría de Salud
y a los gobiernos de las entidades federativas, en sus res-
pectivos ámbitos de competencia, a intensificar las accio-
nes de prevención de la transmisión vertical del VIH, y ase-
gurar el tratamiento de los neonatos infectados.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de septiembre de
2015.— Diputado César Octavio Camacho Quiroz (rúbrica), Presiden-
te y Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional; diputado Marko Antonio Cortés Mendoza (rúbrica p.a.),
Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional;
diputado Francisco Martínez Neri (rúbrica p.a.), Coordinador del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática; diputado
Jesús Sesma Suárez (rúbrica p.a.), Coordinador del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Verde Ecologista de México; diputada Norma Rocío
Nahle García (rúbrica), Coordinadora del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento de Regeneración Nacional; diputado José Clemente Castañe-
da Hoeflich (rúbrica p.a.), Coordinador del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano; diputado Luis Alfredo Valles Mendoza (rúbri-
ca), Coordinador del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza; diputado
Alejandro González Murillo (rúbrica), Coordinador del Grupo Parla-
mentario del Partido Encuentro Social.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, secretaria.

La diputada Norma Rocío Nahle García (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul de la diputada Rocío Nahle, por favor.
Adelante, diputada.

La diputada Norma Rocío Nahle García (desde la cu-
rul): Gracias, señor presidente. Nada más, a nombre del
Grupo Parlamentario de Morena, agradecer el acuerdo a las
diferentes fracciones parlamentarias por suscribirse a la lu-
cha que se tiene en los municipios de Tochimilco, Puebla,
por el gasoducto que afecta a los pobladores Tlaxcala-Mo-
relos.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias. Consulte la Secretaría a la asamblea, en votación
económica, si son de aprobarse los puntos de los que se ha
dado cuenta a la plenaria.

La Secretaria diputada Ana Guadalupe Perea Santos:
En votación económica se pregunta si se aprueba. Las di-

putadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvan-
se manifestarlo. Gracias. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Señor presi-
dente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Aprobados, comuníquense.

INICIATIVAS Y PROPOSICIONES CON PUNTO DE
ACUERDO

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
En términos de los artículos 100 y 102 del Reglamento de
la Cámara de Diputados las iniciativas y proposiciones
contenidas en el orden del día serán turnadas a las comi-
siones que correspondan(*), publicándose el turno en la
Gaceta Parlamentaria.

EFEMÉRIDES

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Asimismo se invita a los proponentes de efemérides para
que entreguen a la Secretaría los textos respectivos para su
incorporación al Diario de los Debates.

«Efeméride con motivo del 33 aniversario del Museo Na-
cional de Culturas Populares, a cargo de la diputada Car-
men Salinas Lozano, del Grupo Parlamentario del PRI

La cultura popular tradicional constituye un motivo de par-
ticipación comunitaria, donde emergen valores, tradicio-
nes, memoria histórica, costumbres, que pasan de genera-
ción en generación para convertirse en verdadero
patrimonio.

A treinta y tres años de haber sido inaugurado, el 24 de sep-
tiembre de 1982, el Museo Nacional de las Culturas Popu-
lares se ha consolidado como un espacio vivo de gran rele-
vancia para los creadores de arte popular en nuestro país.
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A diferencia de otros museos, nació como una necesidad
para el país, y se constituyó como el primero en su tipo pa-
ra albergar una gran diversidad de obras de arte popular. Se
pensó a fin de atender las necesidades de interculturalidad,
pluralidad y diversidad cultural del país, sobre todo entre
los pueblos indígenas, de ahí que su labor se concentre en
documentar, difundir y estimular las iniciativas de los cre-
adores de las culturas populares de México, tanto a nivel
rural como urbano.

Antes de su creación había muchas colecciones en el país
en manos de particulares y también en algunos museos, pe-
ro no había exactamente el espacio, la vitrina para presen-
tar, con esas características, esas colecciones, de ahí su im-
portancia.

Aportó una nueva forma de observar el trabajo de los arte-
sanos mexicanos al ubicar sus creaciones al nivel de artis-
ta y mostrarlas como tal en los aparadores, valorando la la-
bor de estas personas, el tiempo, esfuerzo y dedicación de
cada una de sus obras.

Sitio fundado por el antropólogo Guillermo Bonfil Batalla,
en ese entonces con las exposiciones: “El maíz, fundamen-
to de la cultura popular mexicana” y “El universo del ama-
te”. En la actualidad y debido a los cambios sociales de los
últimos años, el Museo también ha incorporado las mani-
festaciones del arte popular urbano.

El recinto, situado en Coyoacán, Ciudad de México, tiene
la tarea de atraer a más personas ya sean nacionales o ex-
tranjeros a conocer el museo, lo que se pretende es incul-
car en las mentes de sus visitantes es el amor y la admira-
ción por el extraordinario trabajo de los creadores
populares de México.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de septiembre de 2015.—
Diputada Carmen Salinas Lozano (rúbrica).»

«Efeméride con  motivo del 27 de septiembre, 194 aniver-
sario de la consumación de la Independencia, a cargo de
la diputada Claudia Villanueva Huerta, del Grupo Parla-
mentario del PVEM

Hace ya 194 años que esta ciudad se vistió de gala para re-
cibir la entrada del ejército Trigarante, bando libertador
que consolidó los anhelos de independencia de nuestro na-
ciente país, pero lo más importante es que este ejército se
conformó de ideologías distintas que supieron encontrar
coincidencias en el pensar del otro, es de resaltar la madu-
rez política que permitió que este acuerdo trascendiera pa-
ra ser el más importante en la historia de nuestra nación.

Agustín de Iturbide fue un implacable jefe militar realista,
que combatió con fiereza a las guerrillas insurgentes enca-
bezadas por el general Vicente Guerrero, sin embargo, a
pesar de sus múltiples esfuerzos, fueron varias las derrotas
a las que tuvo que hacer frente debido al genio militar del
libertador suriano, pero sobre todo al sentimiento de lucha
y sed de victoria que inundaba a las fuerzas rebeldes.

Después de algunos intercambios diplomáticos, fue el día
10 de febrero de 1821 cuando, en Acatempan, se encontra-
ron ambos jefes militares y se suscitó el conocido abrazo,
mediante el cual se sellaron los acuerdos que posterior-
mente se asentarían en el Plan de Iguala. Las acciones pos-
teriores fueron determinantes para que México alcanzara
su independencia, pero sobre todo debe valorarse la volun-
tad política que predomino en cada uno de ellos.

La fecha de consumación ha sido muy controvertida, pero
nos queda claro que la creación del ejército Trigarante y su
entrada a la Ciudad de México fue el paso básico para po-
der consolidar el deseo de soberanía nacional.

Este 27 de septiembre los invito a que reflexionemos lo que
significa para México celebrar su independencia, los invi-
to a que pensemos ¿Qué nos hace falta?, pensar ¿Qué po-
demos aportar a nuestra nación?, pero sobre todo si esta-
mos haciendo lo necesario para lograrlo.

Es necesario reconocer y valorar en su justa dimensión, co-
mo los héroes de la independencia se atrevieron a pensar,
pero sobre todo a luchar por un nuevo horizonte en la his-
toria patria, horizonte que ahora, compañeras y compañe-
ros legisladores, nos toca redibujar, para poder adaptarnos
a la nueva dinámica social, pues ahora nos corresponde

Año I, Primer Periodo, 24 de septiembre de 2015 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados234



marcar la historia como una legislatura visionaria y con
apertura al cambio, nos toca mover a México.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de septiembre de 2015.—
Diputada Claudia Villanueva Huerta (rúbrica).»

CLAUSURA Y CITA

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva
(a las 4:38 horas): Se levanta la sesión y se cita para la que
tendrá lugar el próximo martes 29 de septiembre de 2015 a
las 11 horas. Y se les informa que el registro de asistencia
se hará en los lectores biométricos que estarán disponibles
desde las 9:30 horas en el vestíbulo del salón de sesiones.

————— O —————
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RESUMEN DE TRABAJOS

• Tiempo de duración de la sesión: 3 horas con 15 minutos.

• Quórum a la apertura de la sesión: 365 diputadas y diputados.

• Comunicaciones oficiales: 15

• Minutas: 8

• Iniciativas de senadores: 1

• Convocatoria a elecciones extraordinarias: 1

Convoca a elecciones extraordinarias de diputados federales propietario y suplente a la LXIII Le-
gislatura del Congreso de la Unión en el distrito electoral federal 01, del estado de Aguascalientes,
con cabecera en Jesús María.

• Iniciativas de diputadas y diputados: 18

• Efemérides: 2

• Acuerdos de los órganos de gobierno: 3 de la Junta de Coordinación Política.

• Diputadas y diputados que participaron durante la sesión: 20

2  NA
2  MC
4  Morena
3  PVEM
3  PRD
3  PAN
3  PRI
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• Álvarez Angli, Arturo (PVEM). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Briones Pérez, Erika Irazema (PRD). . . . . . . . . . . . . 

• Caballero Pedraza, Virgilio Dante (Morena) . . . . . . . 

• Cervera García, René (MC) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Corichi García, Claudia Sofía (MC) . . . . . . . . . . . . . 

• Cuata Domínguez, Blanca Margarita (Morena). . . . . 

• Cuata Domínguez, Blanca Margarita (Morena). . . . . 

• De la Torre Valdez, Yolanda (PRI) . . . . . . . . . . . . . . 

• Ibarra Rangel, Miriam Dennis (PRI). . . . . . . . . . . . . 

• Lizárraga Figueroa, Teresa de Jesús (PAN) . . . . . . . . 

• Llerenas Morales, Vidal (Morena) . . . . . . . . . . . . . . 

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Equili-
brio Ecológico y la Protección al Ambiente, del Código Penal
Federal, y de la Ley General de Asentamientos Humanos: 219

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 2o. de La Ley General de Asentamientos Humanos:
208

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
los artículos 29 y 32 del Reglamento de la Cámara de Diputados:
195

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos y de la Ley Fe-
deral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria: 198

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley del Seguro Social:
113

Para referirse a la reunión por Ayotzinapa: 24

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 7o. de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública Gubernamental: 224

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos: 173

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley del Impuesto Sobre
la Renta: 203

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto  que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental: 211

Para manifestar que se encuentra pendiente la discusión del sala-
rio, en virtud de que no se ha aprobado la minuta de desindexa-
ción del salario mínimo por el Senado: 103

DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESIÓN
( en orden alfabético )
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• Ochoa Rojas, Cándido (PVEM) . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Sánchez Ruiz, Karina (NA) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Santana Alfaro, Arturo (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Saracho Navarro, Francisco (PRI) . . . . . . . . . . . . . . 

• Taboada Cortina, Santiago (PAN) . . . . . . . . . . . . . . . 

• Tamariz García, Ximena (PAN) . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Toledo Aceves, Wendolin (PVEM) . . . . . . . . . . . . . . 

• Trejo Flores, Mariana (Morena) . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Valencia Guzmán, Jesús Salvador (PRD) . . . . . . . . . 

• Valles Mendoza, Luis Alfredo (NA) . . . . . . . . . . . . . 

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 101 del Código Fiscal de la Federación: 103

Para hacer una denuncia de discriminación en el municipio de
Tuxtepec, en el estado de Oaxaca: 24

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos: 97

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto  que reforma
el artículo único del decreto por el que se establece el Horario
Estacional que se aplicará en los Estados Unidos Mexicanos: 86

Para presentar  la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Coordinación Fis-
cal: 92

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
los artículos 7o. y 21 Bis de la Ley General de Educación, y 11
de la Ley General de la Infraestructura Física Educativa: 180

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley de los Derechos de
las Personas Adultas Mayores y de la Ley General de Salud: 186

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 123 del Código Penal Federal: 106

Presentar  la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un
artículo 126 Bis a la Ley del Impuesto Sobre la Renta: 183

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que expide
la Ley General de Aguas: 121
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